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PODER LEGISLATIVO 
AUDITORIA SUPERIOR DE LA FEDERACION 

ACUERDO por el que se declaran días no laborables en la Auditoría Superior de la Federación para el año 2019. 

Al margen un logotipo, que dice: Auditoría Superior de la Federación.- Cámara de Diputados. 

ACUERDO POR EL QUE SE DECLARAN DÍAS NO LABORABLES EN LA AUDITORÍA  
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN PARA EL AÑO 2019. 

DAVID ROGELIO COLMENARES PÁRAMO, Auditor Superior de la Federación, con fundamento en los 
artículos 74, fracción VI y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4, fracción III, 7, 83, 
89, fracciones I, XIII y XXXIII de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; 7, 
fracciones I y XXV, 8, fracción XVI del Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación; 12, 
párrafo primero del Código Fiscal de la Federación y; 28, párrafo segundo de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, y 

CONSIDERANDO 
I. Que los artículos 74, fracción VI y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

disponen que la revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara de Diputados a través de la 
Auditoría Superior de la Federación, quien tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de 
sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los 
términos que disponga la Ley; 

II. Que el artículo 4, fracción III de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, 
contempla la facultad de la Auditoría Superior de la Federación para decidir sobre su organización 
interna, estructura y funcionamiento, así como para la administración de los recursos humanos, 
materiales y financieros que utilice para la ejecución de sus atribuciones; 

III. Que el artículo 7 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación dispone que a 
falta de disposición expresa, se aplicará de forma supletoria y en lo conducente, la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; la Ley General de Contabilidad Gubernamental; la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; la Ley de Coordinación Fiscal; 
la Ley de Ingresos; el Código Fiscal de la Federación; la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo; la Ley General de Responsabilidades Administrativas; la Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción, y el Presupuesto de Egresos, así como las disposiciones relativas del 
derecho común federal, sustantivo y procesal, en ese orden; 

IV. Que el artículo 12, párrafo primero del Código Fiscal de la Federación, establece que en los plazos 
fijados en días no se contarán los sábados, los domingos ni el 1o. de enero; el primer lunes de 
febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21  
de marzo; el 1o. y 5 de mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en conmemoración 
del 20 de noviembre; el 1o. de diciembre de cada 6 años, cuando corresponda a la transmisión del 
Poder Ejecutivo y el 25 de diciembre; 

V. Que el artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, establece que serán días no 
laborables aquellos en que tengan vacaciones generales las autoridades competentes o aquellos en 
que se suspendan las labores, los que se harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular 
de la Dependencia respectiva, que se publicará en el Diario Oficial de la Federación; y 

VI. Que con objeto de garantizar los principios de seguridad y certeza jurídica a las entidades 
fiscalizadas, servidores públicos, particulares y, público en general, relativo al servicio que debe 
brindarse por parte de las unidades administrativas de la Auditoría Superior de la Federación, se 
emite el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE DECLARAN DÍAS NO LABORABLES EN LA AUDITORÍA  
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN PARA EL AÑO 2019 

ÚNICO.- Que en adición a los días señalados en el artículo 12, párrafo primero del Código Fiscal de la 
Federación, se declaran como días no laborables en la Auditoría Superior de la Federación para el año 2019, 
en los que no correrán plazos y términos legales, los siguientes: 

El 2, 3, 4 y 7 de enero (correspondiente al segundo periodo vacacional de 2018), 
El 18 y 19 de abril, 
El 22, 23, 24, 25 y 26 de julio (correspondiente al primer periodo vacacional 2019), y 
El 23, 24, 26, 27, 30 y 31 de diciembre (correspondiente al segundo periodo vacacional 2019). 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 
SEGUNDO.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 
En la Ciudad de México, a los veintinueve días del mes de noviembre de dos mil dieciocho.- El Auditor 

Superior de la Federación, David Rogelio Colmenares Páramo.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

ACUERDO por el que se dan a conocer los porcentajes y los montos del estímulo fiscal, así como las cuotas 
disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, 
correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 

Acuerdo 125/2018 

Acuerdo por el que se dan a conocer los porcentajes y los montos del estímulo 
fiscal, así como las cuotas disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios 

aplicables a los combustibles que se indican, correspondientes al periodo que se especifica. 

IVÁN CAJEME VILLARREAL CAMERO, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por el artículo Primero del Decreto 
por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y servicios 
aplicables a los combustibles que se indican, se dan a conocer los porcentajes y los montos del estímulo 
fiscal, así como las cuotas disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los 
combustibles automotrices, correspondientes al periodo comprendido del 8 al 14 de diciembre de 2018. 

ACUERDO 

Artículo Primero. Los porcentajes del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 8 al 14 de 
diciembre de 2018, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Porcentaje de Estímulo 

Gasolina menor a 92 octanos 0.00% 

Gasolina mayor o igual a 92 octanos y combustibles 
no fósiles 0.00% 

Diésel 10.48% 

 
Artículo Segundo. Los montos del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 8 al 14 de diciembre 

de 2018, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Monto del estímulo fiscal 

(pesos/litro) 

Gasolina menor a 92 octanos $0.000 

Gasolina mayor o igual a 92 octanos y combustibles 
no fósiles 

$0.000 

Diésel $0.528 

 
Artículo Tercero. Las cuotas disminuidas para el periodo comprendido del 8 al 14 de diciembre de 2018, 

aplicables a los combustibles automotrices son las siguientes: 

Combustible Cuota disminuida (pesos/litro) 

Gasolina menor a 92 octanos $4.590 

Gasolina mayor o igual a 92 octanos y combustibles 
no fósiles $3.880 

Diésel $4.512 

 

TRANSITORIO 

Único.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México a 06 de diciembre de 2018.- Con fundamento en el artículo Primero, último párrafo del 
Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, publicado el 27 de diciembre de 2016 y sus posteriores 
modificaciones, en suplencia del C. Subsecretario de Ingresos, el Titular de la Unidad de Política de Ingresos 
No Tributarios, Iván Cajeme Villarreal Camero.- Rúbrica. 
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ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 

Acuerdo 126/2018 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales 
aplicables a la enajenación de gasolinas en la región fronteriza con los Estados Unidos 

de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

IVÁN CAJEME VILLARREAL CAMERO, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos Segundo y Quinto 
del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales 
aplicables a la enajenación de gasolinas en la franja fronteriza de 20 kilómetros y en el territorio comprendido 
entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados 
Unidos de América, durante el periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, dentro de la franja 
fronteriza de 20 kilómetros y del territorio comprendido entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 
kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos de América, a que se refieren los artículos 
Segundo y Quinto del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial 
sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, durante el período comprendido del 
8 al 14 de diciembre de 2018. 

Zona I 

Municipios de Tijuana y Playas de Rosarito del Estado de Baja California 
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kms 
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35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

 

Municipio de Tecate del Estado de Baja California 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$0.130 $0.108 $0.087 $0.065 $0.043 $0.022 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$0.140 $0.117 $0.093 $0.070 $0.047 $0.023 

 

Zona II 

Municipio de Mexicali del Estado de Baja California 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$0.580 $0.483 $0.387 $0.290 $0.193 $0.097 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$0.600 $0.500 $0.400 $0.300 $0.200 $0.100 
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Zona III 

Municipio de San Luis Rio Colorado del Estado de Sonora 
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40-45 
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Monto del estímulo:             
a) Gasolina menor a 92 
octanos: $3.360 $2.800 $2.240 $1.680 $1.120 $0.560 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: $2.900 $2.417 $1.933 $1.450 $0.967 $0.483 

 
Zona IV 

Municipios de Puerto Peñasco y Caborca del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$3.470 $2.892 $2.313 $1.735 $1.157 $0.578 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$2.490 $2.075 $1.660 $1.245 $0.830 $0.415 

 
Municipio de General Plutarco Elías Calles del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 
Municipios de Nogales, Sáric, Agua Prieta del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$2.260 $1.883 $1.507 $1.130 $0.753 $0.377 

 
Municipios de Santa Cruz, Cananea, Naco y Altar del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$2.210 $1.842 $1.473 $1.105 $0.737 $0.368 

 
Zona V 

Municipio de Janos, Manuel Benavides, Manuel Ojinaga y Ascensión del Estado de Chihuahua 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 
octanos: 

$4.230 $3.525 $2.820 $2.115 $1.410 $0.705 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: 

$3.320 $2.767 $2.213 $1.660 $1.107 $0.553 
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Municipios de Juárez, Praxedis G. Guerrero y Guadalupe Estado de Chihuahua 
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35-40 
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40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$2.860 $2.383 $1.907 $1.430 $0.953 $0.477 

 

Municipio de Coyame del Sotol del Estado de Chihuahua 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$3.820 $3.183 $2.547 $1.910 $1.273 $0.637 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$3.000 $2.500 $2.000 $1.500 $1.000 $0.500 

 

Zona VI 

Municipios de Ocampo, Acuña, Jiménez, Guerrero y Zaragoza del Estado de Coahuila de Zaragoza y municipio 

de Anáhuac del Estado de Nuevo León 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$4.550 $3.792 $3.033 $2.275 $1.517 $0.758 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

 

Municipios de Piedras Negras y Nava del Estado de Coahuila de Zaragoza 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$4.220 $3.517 $2.813 $2.110 $1.407 $0.703 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$3.090 $2.575 $2.060 $1.545 $1.030 $0.515 

 

Municipio de Hidalgo del Estado de Coahuila de Zaragoza y Nuevo Laredo del Estado de Tamaulipas 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 92 

octanos: 
$4.120 $3.433 $2.747 $2.060 $1.373 $0.687 

b) Gasolina mayor o igual a 

92 octanos: 
$2.990 $2.492 $1.993 $1.495 $0.997 $0.498 
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Zona VII
Municipios de Guerrero, Mier y Valle Hermoso del Estado de Tamaulipas 
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Monto del estímulo:     
a) Gasolina menor a 92 
octanos: $4.500 $3.750 $3.000 $2.250 $1.500 $0.750 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: $3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

 
Municipios de Reynosa, Camargo, Gustavo Díaz Ordaz, Rio Bravo, Matamoros y Miguel Alemán del Estado de 

Tamaulipas 
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20-25
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35-40 
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40-45
kms 

Monto del estímulo:     
a) Gasolina menor a 92 
octanos: $3.830 $3.192 $2.553 $1.915 $1.277 $0.638 

b) Gasolina mayor o igual a 
92 octanos: $2.650 $2.208 $1.767 $1.325 $0.883 $0.442 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Ciudad de México, a 06 de diciembre de 2018.- Con fundamento en el artículo Segundo, tercer párrafo del 
Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, publicado el 27 de diciembre de 2016 y sus posteriores 
modificaciones, en suplencia del C. Subsecretario de Ingresos, el Titular de la Unidad de Política de Ingresos 
No Tributarios, Iván Cajeme Villarreal Camero.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el que se otorga patente de Agente Aduanal número 1719 al ciudadano Gabriel Fernando Corella 
Martínez, para ejercer funciones con tal carácter ante la aduana de Guanajuato como aduana de adscripción. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Aduanas.- Administración 
Central de Apoyo Jurídico de Aduanas. 

Oficio: G.800.02.02.00.00.18-4636 
Asunto: Se expide patente de agente aduanal. 
Vista la solicitud del C. Gabriel Fernando Corella Martínez, para que se expida patente de agente aduanal, 

y tomando en cuenta el acuerdo, en el que se reconoce que ha cumplido con los requisitos del artículo 159 de 
la Ley Aduanera; el Administrador Central de Apoyo Jurídico de Aduanas con fundamento en los artículos 2, 
párrafo primero, apartado B, fracción II, inciso b) y párrafo segundo; 5, primer párrafo; 11, primer párrafo, 
fracción XVIII; 12, párrafo primero, fracción II; 13, primer párrafo, fracciones I y II; 19, fracciones XIX, XXIV y 
XXV, tercer párrafo, numeral 2; en relación con el artículo 20, párrafo primero, apartado B, fracción I del 
Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria vigente; y 144, fracciones XXI y XXXV de la Ley 
Aduanera, procede a emitir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. - Se otorga patente de agente aduanal número 1719 al C. Gabriel Fernando Corella Martínez, 
para ejercer funciones con tal carácter ante la aduana de Guanajuato como aduana de adscripción. 

SEGUNDO. - En cumplimiento al artículo 214 del Reglamento de la Ley Aduanera, publíquese este 
acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, por una sola vez a costa del C. Gabriel Fernando Corella 
Martínez. 

TERCERO. - Gírese oficio al administrador de la Aduana de Guanajuato, remitiéndole copia simple del 
presente acuerdo. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2018.- En suplencia por ausencia del Administrador Central de 
Apoyo Jurídico de Aduanas y de los Administradores de Apoyo Jurídico de Aduanas “1”, “2”, “3”, “4”, “5”, “6”, 
“7”, “8”, “9” y “10” con fundamento en los artículos 4, cuarto párrafo y 19, numeral 2, inciso k) del Reglamento 
Interior del Servicio de Administración Tributaria vigente, firma el Administrador de Apoyo Jurídico de Aduanas 
“11”, Christian Alejandro Fregoso Duran.- Rúbrica. 

(R.- 476121) 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
AVISO por el que se da a conocer el portal de Internet en el que se puede consultar el Manual de Organización del 
Órgano Interno de Control en la Agencia de Servicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados 
Agropecuarios. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Agricultura, 
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

La Agencia de Servicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios (ASERCA), con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 1o., 17 y 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y 1, 7, 8, último párrafo, 9 y 24 del Reglamento 
Interior de la Agencia de Servicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios, y 

CONSIDERANDO 

Que el Manual de Organización del Órgano Interno de Control en la Agencia de Servicios a la 
Comercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios (Manual) vigente, tiene como propósito señalar las 
áreas que integran al Órgano Interno de Control (OIC) así como describir y alinear las funciones y 
procedimientos de dicho Órgano considerando las atribuciones conferidas en el Reglamento Interior de la 
Secretaría de la Función Pública, las derivadas del Sistema Nacional Anticorrupción y en el Reglamento 
Interior de ASERCA, de conformidad con la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, y con la finalidad de que este documento se encuentre disponible para consulta de los 
usuarios y de los propios servidores públicos, se emite el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL PORTAL DE INTERNET EN EL QUE SE PUEDE 
CONSULTAR EL MANUAL DE ORGANIZACIÓN DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL 

EN LA AGENCIA DE SERVICIOS A LA COMERCIALIZACIÓN Y DESARROLLO DE  
MERCADOS AGROPECUARIOS 

PRIMERO.- Con el objeto de que los servidores públicos adscritos al OIC en ASERCA y el público en 
general puedan consultar el referido Manual de Organización, se pone a disposición las siguientes páginas de 
Internet: 

1. https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/389508/mo_aserca.pdf; 

2. https://normateca.sagarpa.gob.mx/sites/default/files/normateca/Documentos/mo_oic_aserca_final.pdf; y 

3. www.dof.gob.mx/2018/SADER/manualorganizacionoicaserca.pdf 

SEGUNDO.- Dicho Manual de Organización es de observancia obligatoria, y su aplicación y cumplimiento 
corresponde a los servidores públicos que conforman al OIC en ASERCA, por lo que se difunde en este medio 

la existencia del mismo ordenamiento para dar a conocer su contenido y alcance. 

Ciudad de México, a 28 de noviembre de 2018.- El Director en Jefe de la Agencia de Servicios a la 
Comercialización y Desarrollo de Mercados Agropecuarios, Alejandro Vázquez Salido.- Rúbrica. 

(R.- 476169) 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
DIRECTORIO 

Conmutador: 50 93 32 00 
Coordinación de Inserciones: Ext. 35078 y 35079 
Coordinación de Avisos y Licitaciones Ext. 35084 
Subdirección de Producción: Ext. 35007 
Venta de ejemplares y Suscripciones: Exts. 35003 y 35008 
Servicios al público e informática Ext. 35012 
Domicilio: Río Amazonas No. 62 
 Col. Cuauhtémoc 
 C.P. 06500 
 Ciudad de México 
Horarios de Atención 
Inserciones en el Diario Oficial de la Federación: de lunes a viernes, de 9:00 a 13:00 horas 
Venta de ejemplares: de lunes a viernes, de 9:00 a 14:00 horas 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias, Procuraduría General de la República y entidades de la 
Administración Pública Federal, empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, que 
deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa Flexilab, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la 
Función Pública.- Órgano Interno de Control en la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios.- Área de Responsabilidades.- Oficio OIC/AR/ 339 /2018.- Expediente: SANC.- 0001/2018. 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS, PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A 

LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS O CELEBRAR 

CONTRATOS CON LA EMPRESA FLEXILAB, S.A. DE C.V. 

Oficiales mayores de las dependencias,  

Procuraduría General de la República,  

empresas productivas del Estado y  

equivalentes de las entidades de la  

Administración Pública Federal y de los  

gobiernos de las entidades federativas. 

Presentes. 

Con fundamento en los artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 37, 

fracciones XII y XXIX, y 44 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, 3, 8, 9 primer párrafo, 

13 y 57 fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 1, 2 fracción II, 26 fracción I, 26 Bis 

fracción II, 27 último párrafo, 59, 60 fracción IV y 61 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios 

del Sector Público; 1, 2 fracciones II y III, 3 inciso C), y 99 fracción I numeral 12 del Reglamento Interior de la 

Secretaría de la Función Pública; y 20 del Reglamento de la Comisión Federal para la Protección contra 

Riesgos Sanitarios; y en cumplimiento a lo ordenado en los Resolutivos Segundo y Tercero de la Resolución 

número OIC/AR/ 336 / 2018 de fecha 26 de noviembre de 2018, que se dictó en el expediente número 

SANC.–0001/2018, mediante el cual se resolvió el procedimiento administrativo de sanción incoado a la 

empresa FLEXILAB, S.A. DE C.V., esta Autoridad Administrativa hace de su conocimiento que a partir del día 

siguiente al en que se publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, deberán abstenerse 

de recibir propuestas o celebrar contrato alguno sobre las materias de adquisiciones, arrendamientos, 

servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas, con dicha persona moral, de manera directa 

o por interpósita persona, por el plazo de DOCE MESES. 

Dicha inhabilitación subsistirá hasta el día en que el proveedor  infractor realice el pago de la multa, aun y 

cuando el plazo de inhabilitación haya concluido, sin que sea necesaria la publicación de algún  

otro comunicado. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la mencionada infractora, no quedarán comprendidos en la aplicación de la  

presente Circular. 

Las entidades federativas y los municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 

cuando las adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la obra pública que contraten, se realicen con 

cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 26 de noviembre de 2018.- La Titular del Área de Responsabilidades del Órgano 

Interno de Control en la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, María Elena 

Mondragón Galicia.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Quintana Roo. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 

TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 

SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 

TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 

ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 

ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 

DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 

PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

QUINTANA ROO, REPRESENTADO POR LA LIC. YOHANET TEODULA TORRES MUÑOZ, SECRETARIA DE FINANZAS 

Y PLANEACIÓN, POR LA MSP. ALEJANDRA AGUIRRE CRESPO, SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL 

DE LOS SERVICIOS ESTATALES DE SALUD, Y POR LA M. EN C. AÍDA GABRIELA SOSA GUERRA, DIRECTORA 

GENERAL DEL RÉGIMEN ESTATAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD DE QUINTANA ROO, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ "EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES 

DENOMINARÁ "LAS PARTES", CONFORME A LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 
Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 
Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 
transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 
2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 
dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 
los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 
en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 

II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 
recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $53,801,858.00 (Cincuenta y tres 
millones ochocientos un mil ochocientos cincuenta y ocho pesos 00/100 M.N.), correspondientes  
a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló que  
éste surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de diciembre 
de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 
CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 
mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  
“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 
derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto  
de PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15  
de agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”. 
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Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 
conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 
transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 
$65,801,858.00 (Sesenta y cinco millones ochocientos un mil ochocientos cincuenta y ocho 
pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su participación con 
el Ejecutivo Federal, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B), de la Ley General de 
Salud, conforme a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2018 y con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos autorizados 2018”, 
que suscrito por “LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Dirección General 
del Programa Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección Social en Salud, forma 
parte integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 
presente cláusula, la cantidad de $12,000,000.00 (Doce millones de pesos 00/100 M.N.), 
será aplicada exclusivamente en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, 
establecida en los numerales 3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 
disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 
cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 
ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 
objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 
para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 
la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 
considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 
transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 
Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 
aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 
están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 
modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 
Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que  
las modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha  
de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 
quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría: el Comisionado 
Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director General de 
Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa Oportunidades, Daniel 
Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: la Secretaria de Finanzas de Planeación, Yohanet Teodula 
Torres Muñoz.- Rúbrica.- La Secretaria de Salud y Directora General de los Servicios Estatales de Salud, 
Alejandra Aguirre Crespo.- Rúbrica.- La Directora General del Régimen Estatal de Protección Social en 
Salud de Quintana Roo, Aída Gabriela Sosa Guerra.- Rúbrica. 
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CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de San Luis Potosí. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 
TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 
SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 
TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 
ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 
ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 
DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO, Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 
PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN 
LUIS POTOSÍ, REPRESENTADO POR EL C.P. JOSÉ LUIS UGALDE MONTES, SECRETARIO DE FINANZAS, POR LA 
DRA. MÓNICA LILIANA RANGEL MARTÍNEZ, SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL DE LOS SERVICIOS 
DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ, QUIEN SE ENCUENTRA ASISTIDA POR EL C.P. ANTONIO ALBERTO HERNÁNDEZ 
HERNÁNDEZ, DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 
DENOMINARÁ "EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ "LAS 
PARTES", CONFORME A LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 
Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 
Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 
transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 
2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 
dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 
los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 
en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 

II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 
recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $87,746,256.00 (Ochenta y siete 
millones setecientos cuarenta y seis mil doscientos cincuenta y seis pesos 00/100 M.N.), 
correspondientes a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló que éste 
surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de diciembre  
de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 
CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 
mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  
“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 
derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto  
de PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15  
de agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 
conformidad con las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 
transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 
$99,746,256.00 (Noventa y nueve millones setecientos cuarenta y seis mil doscientos 
cincuenta y seis pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su 
participación con el Ejecutivo Federal, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B),  
de la Ley General de Salud, conforme a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal 2018 y con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos 
autorizados 2018”, que suscrito por “LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la 
Dirección General del Programa Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección 
Social en Salud, forma parte integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 
presente cláusula, la cantidad de $12,000,000.00 (Doce millones de pesos 00/100 M.N.), 
será aplicada exclusivamente en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, 
establecida en los numerales 3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 
disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 
cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 
ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 
objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 
para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 
la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 
considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 
transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 
Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 
aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 
están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 
modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 
Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha  
de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 
quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría:  
el Comisionado Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director 
General de Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa 
Oportunidades, Daniel Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de Finanzas, José Luis 
Ugalde Montes.- Rúbrica.- La Secretaria de Salud y Directora General de los Servicios de Salud, Mónica 
Liliana Rangel Martínez.- Rúbrica.- El Director de Administración de los Servicios de Salud, Antonio Alberto 
Hernández Hernández.- Rúbrica. 
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CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Sinaloa. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 
TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 
SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 
CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 
TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 
ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 
ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 
DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO, Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 
PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
SINALOA, REPRESENTADO POR EL LIC. GONZALO GÓMEZ FLORES, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, POR 
EL LIC. CARLOS GERARDO ORTEGA CARRICARTE, SECRETARIO DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, POR  
EL DR. EFRÉN ENCINAS TORRES, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD 
DE SINALOA, LA C.P. MARÍA GUADALUPE YAN RUBIO, SECRETARIA DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN  
DE CUENTAS, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ "EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE 
MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", CONFORME A LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES 
Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 
Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 
Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 
transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 
2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 
dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 
los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 
en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 

II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 
recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $66,090,459.00 (Sesenta y seis millones 
noventa mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló que éste 
surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de diciembre  
de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 
CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 
mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  
“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 
derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto de 
PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría  
de Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15 de 
agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”, con excepción del 
numeral II.4, mismo que se actualiza para quedar como sigue: 

II.4 El Secretario de Salud de Sinaloa y Director General de los Servicios de Salud de Sinaloa, 
comparece a la suscripción del presente Convenio, de conformidad con los artículos 66 y 72 de 
la Constitución Política del Estado de Sinaloa: 1, 3, 8, 9, 11, 20 y 21 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Sinaloa; 1, 4, 8, 11, 15 fracción IX, 25 fracción VII, 32, 34 y 
36 del Reglamento Orgánico de la Administración Pública Estatal de Sinaloa; 6, 9 y 10 del 
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Decreto que crea los Servicios de Salud de Sinaloa, 1, 6, 9 fracciones II y III, y 10 fracción XIX 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, 14 y 16 fracción X del Reglamento Interior de 
los Servicios de Salud de Sinaloa, cargo que quedó debidamente acreditado con nombramiento 
de fecha 10 julio de 2018, expedido por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Sinaloa 
Lic. Quirino Ordaz Coppel, y para efectos de este convenio tendrá el carácter de UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 
conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 
transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 
$72,449,955.00 (Setenta y dos millones cuatrocientos cuarenta y nueve mil novecientos 
cincuenta y cinco pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su 
participación con el Ejecutivo Federal, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B), de 
la Ley General de Salud, conforme a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal 2018 y con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos 
autorizados 2018”, que suscrito por “LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la 
Dirección General del Programa Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección 
Social en Salud, forma parte integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 
presente cláusula, la cantidad de $6,359.496.00 (Seis millones trescientos cincuenta y 
nueve mil cuatrocientos noventa y seis pesos 00/100 M.N.), será aplicada exclusivamente 
en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, establecida en los numerales 
3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 
disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 
cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 
ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 
objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 
para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 
la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 
considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 
transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 
Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 
aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 
están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 
modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 
Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha  
de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 
quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría: el Comisionado 
Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director General de 
Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa Oportunidades, Daniel 
Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario General de Gobierno, Gonzalo Gómez Flores.- 
Rúbrica.- El Secretario de Administración  y Finanzas, Carlos Gerardo Ortega Carricarte.- Rúbrica.- 
El Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de Sinaloa, Efrén Encinas Torres.- 
Rúbrica.- La Secretaria de Transparencia y Rendición de Cuentas, María Guadalupe Yan Rubio.- Rúbrica. 
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CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Sonora. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 

TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 

SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 

TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 

ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 

ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 

DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO, Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 

PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

SONORA, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL C.P. RAÚL NAVARRO GALLEGOS, SECRETARIO DE HACIENDA 

DEL ESTADO Y POR EL C.P. ADOLFO ENRIQUE CLAUSEN IBERRI, SECRETARIO DE SALUD PÚBLICA DEL ESTADO 

Y PRESIDENTE EJECUTIVO DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE SONORA, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 

DENOMINARÁ "EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ  

"LAS PARTES", CONFORME A LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 
Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 
Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 
transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 
2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 
dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 
los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 
en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 

II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 
recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $53,302,709.00 (Cincuenta y tres 
millones trescientos dos mil setecientos nueve pesos 00/100 M.N.), correspondientes  
a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló  
que éste surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de 
diciembre de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 
CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 
mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  
“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 
derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto  
de PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15  
de agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 
conformidad con las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 
transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 
$59,662,205.00 (Cincuenta y nueve millones seiscientos sesenta y dos mil doscientos cinco 
pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su participación con 
el Ejecutivo Federal, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B), de la Ley General de 
Salud, conforme a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2018 y con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos autorizados 2018”, 
que suscrito por “LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Dirección General 
del Programa Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección Social en Salud, forma 
parte integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 
presente cláusula, la cantidad de $6,359,496.00 (Seis millones trescientos cincuenta y 
nueve mil cuatrocientos noventa y seis pesos 00/100 M.N.), será aplicada exclusivamente 
en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, establecida en los numerales 
3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 
disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 
cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 
ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 
objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 
para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 
la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 
considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 
transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 
Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 
aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 
están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 
modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 
Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha 
de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 
quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría: el Comisionado 
Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director General de 
Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa Oportunidades, Daniel 
Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de Hacienda del Estado de Sonora, Raúl Navarro 
Gallegos.- Rúbrica.- El Secretario de Salud Pública del Estado y Presidente Ejecutivo de los Servicios de 
Salud de Sonora, Adolfo Enrique Clausen Iberri.- Rúbrica. 
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CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Tabasco. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 

TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 

SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 

TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 

ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 

ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 

DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO, Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 

PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

TABASCO, REPRESENTADO POR LIC. AMET RAMOS TROCONIS, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE 

PLANEACIÓN Y FINANZAS, Y EL DR. ROMMEL FRANZ CERNA LEEDER, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR 

GENERAL DE SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE TABASCO, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

"EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", 

CONFORME A LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 

Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 

Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 

transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 

2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 

dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 

los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 

en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 

II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 

recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $141,170,591.00 (Ciento cuarenta y un 

millones ciento setenta mil quinientos noventa y un pesos 00/100 M.N.), correspondientes  

a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló que éste 

surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de diciembre  

de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 

CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 

mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  

“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 
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2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 

derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto de 

PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría  

de Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15 de 

agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 

conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 

transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 

$151,170,591.00 (Ciento cincuenta y un millones ciento setenta mil quinientos noventa y un 

pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su participación con 

el Ejecutivo Federal, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B), de la Ley General de 

Salud, conforme a lo dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 

Ejercicio Fiscal 2018 y con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos autorizados 2018”, 

que suscrito por “LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Dirección General 

del Programa Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección Social en Salud, forma 

parte integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 

presente cláusula, la cantidad de $10,000,000.00 (Diez millones de pesos 00/100 M.N.), 

será aplicada exclusivamente en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, 

establecida en los numerales 3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 

presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 

disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 

cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 

ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 

rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 

objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 

EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 

para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 

la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 

considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 

transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 

Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 

aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 
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SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 

están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 

modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 

Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen  

que las modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha 

de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 

quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría: el Comisionado 

Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director General de 

Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa Oportunidades, Daniel 

Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de Planeación y Finanzas, Amet Ramos Troconis.- 

Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud del Estado de Tabasco, Rommel 

Franz Cerna Leeder.- Rúbrica. 

 

 

CONVENIO Modificatorio al Convenio Específico de Colaboración en materia de transferencia de recursos para 
la ejecución de acciones de PROSPERA Programa de Inclusión Social, Componente Salud, correspondiente al 
ejercicio fiscal 2018, que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Yucatán. 

 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO ESPECÍFICO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE 

TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA LA EJECUCIÓN DE ACCIONES DE PROSPERA PROGRAMA DE INCLUSIÓN 

SOCIAL, COMPONENTE SALUD, EN LO SUCESIVO “PROSPERA”, DE FECHA 19 DE FEBRERO DE 2018, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE SALUD, A 

TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, REPRESENTADA POR EL MTRO. 

ANTONIO CHEMOR RUIZ, COMISIONADO NACIONAL DE PROTECCIÓN SOCIAL EN SALUD, A LA QUE EN 

ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", ASISTIDO POR EL MTRO. JOSÉ DE LA ROSA LÓPEZ, 

DIRECTOR GENERAL DE FINANCIAMIENTO, Y POR EL DR. DANIEL ACEVES VILLAGRÁN, DIRECTOR GENERAL DEL 

PROGRAMA OPORTUNIDADES, Y POR OTRA PARTE EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

YUCATÁN, REPRESENTADO POR LA LIC. OLGA ROSAS MOYA, SECRETARIA DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Y 

POR EL DR. MAURICIO SAURI VIVAS, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE 

SALUD DE YUCATÁN, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ "EL ESTADO", A QUIENES CUANDO ACTÚEN 

DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", CONFORME A LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 19 de febrero de 2018, “LAS PARTES” celebraron un Convenio Específico de 

Colaboración en materia de transferencia de recursos para la ejecución de acciones de PROSPERA 

Programa de Inclusión Social, Componente Salud, cuyo objeto consiste en que “LA SECRETARÍA” 

transfiera a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales, correspondientes al ejercicio fiscal 

2018, para la ejecución de “PROSPERA”, mismos que deberán ser aplicados exclusivamente para 

dar cumplimiento a las tres estrategias específicas que se mencionan a continuación, establecidas en 

los numerales 3.6.2, 3.6.2.1, 3.6.2.2 y 3.6.2.3, de las Reglas de Operación, instrumento jurídico que 

en lo sucesivo se denominará “Convenio de Colaboración”. 
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II. De conformidad con lo establecido en la Cláusula SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

FEDERALES, del “Convenio de Colaboración”, “LA SECRETARÍA” transferirá a “EL ESTADO” 

recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de $56,812,070.00 (Cincuenta y seis 

millones ochocientos doce mil setenta pesos 00/100 M.N.), correspondientes a “PROSPERA”. 

III. En la Cláusula DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA del “Convenio de Colaboración” se estipuló que éste 

surtiría efectos a partir de la fecha de su suscripción y tendría vigencia hasta el 31 de diciembre  

de 2018. 

IV. El “Convenio de Colaboración” señala en su Cláusula DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES AL 

CONVENIO, que dicho instrumento jurídico puede ser modificado por acuerdo de “LAS PARTES”, 

mediante la formalización del convenio modificatorio respectivo. 

V. Derivado de la disponibilidad presupuestal, del comportamiento y seguimiento del gasto,  

“LAS PARTES” consideran necesario modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

1. Ratifica íntegramente el apartado de Declaraciones inserto en el “Convenio de Colaboración”. 

2. Cuenta con la disponibilidad presupuestal correspondiente para hacer frente a los compromisos 

derivados del presente instrumento, como se desprende de la adecuación al presupuesto de 

PROSPERA Programa de Inclusión Social Componente Salud, autorizada por la Secretaría  

de Hacienda y Crédito Público, mediante la adecuación presupuestaria número 6384 de fecha 15 de 

agosto de 2018. 

II. “EL ESTADO” declara que: 

1. Ratifica el apartado de Declaraciones, inserto en el “Convenio de Colaboración”, con excepción de 

los numerales II.2 y II.3 mismos que se actualizan para quedar como sigue: 

II.2. La Lic. Olga Rosas Moya, Secretaria de Administración y Finanzas del Estado de Yucatán, 

asiste a la suscripción del presente Convenio, de conformidad con los artículos 11, 22 fracción II, 

23, 24, 25, 27, fracciones IV y XVII, 31 fracciones II, XXX y XXXIV del Código de la 

Administración Pública de Yucatán, cargo que quedó debidamente acreditado con del 

nombramiento expedido a su favor por el C. Gobernador Constitucional del Estado de Yucatán, 

Lic. Mauricio Vila Dosal, de fecha 1 de octubre de 2018, y para efectos de este convenio tendrá 

el carácter de RECEPTOR DE LOS RECURSOS. 

II.3. El Dr. Mauricio Sauri Vivas, Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de 

Yucatán, asiste a la suscripción del presente Convenio, de conformidad con los artículos 22 

fracción VI, 23, 24, 27 fracción IV, 35, 48, 49, 66, 71 y 76 del Código de la Administración 

Pública de Yucatán, 9 y 10 fracciones VII y X del Decreto número 73, expedido por el 

Gobernador del Estado de Yucatán, publicado el 13 de diciembre de 1996, en el Diario Oficial 

del Gobierno del Estado de Yucatán y reformado mediante el Decreto número 53 expedido por el 

Gobernador del Estado de Yucatán, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de 

Yucatán el día 8 de abril de 2013, cargo que quedó debidamente acreditado mediante 

nombramiento expedido a su favor por el Lic. Mauricio Vila Dosal Gobernador Constitucional del 

Estado de Yucatán, de fecha 1 de octubre de 2018, y para efectos de este convenio tendrá el 

carácter de UNIDAD EJECUTORA DE LOS RECURSOS. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” acuerdan la celebración del presente Convenio Modificatorio de 

conformidad con las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO.- “LAS PARTES” acuerdan modificar el “Convenio de Colaboración”, en la cláusula 
SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES, para quedar en los siguientes términos: 

“SEGUNDA. TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES.- “LA SECRETARÍA” 
transferirá a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales hasta por la cantidad de 
$62,812,070.00 (Sesenta y dos millones ochocientos doce mil setenta pesos 00/100 M.N.), 
correspondientes a “PROSPERA” para coordinar su participación con el Ejecutivo Federal, 
en términos de los artículos 9 y 13, apartado B), de la Ley General de Salud, conforme a lo 
dispuesto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2018 y 
con base en el Anexo 1 “Calendario de recursos autorizados 2018”, que suscrito por  
“LA ENTIDAD” y “LA SECRETARÍA”, por conducto de la Dirección General del Programa 
Oportunidades de la Comisión Nacional de Protección Social en Salud, forma parte 

integrante de este convenio. 

“EL ESTADO” se obliga a que de los recursos presupuestarios federales indicados en la 
presente cláusula, la cantidad de $6,000,000.00 (Seis millones de pesos 00/100 M.N.), será 
aplicada exclusivamente en el fortalecimiento de la Estrategia de Desarrollo Infantil, 
establecida en los numerales 3.6.2, 3.6.2.1 y 3.6.2.2, de las Reglas de Operación. 

Se podrán adelantar recursos a “EL ESTADO”, siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestaria. 

“LA SECRETARÍA” realizará la transferencia a “EL ESTADO” en términos de las 
disposiciones aplicables, radicándose a través del RECEPTOR DE LOS RECURSOS, en la 
cuenta bancaria productiva específica que éste establezca para tal efecto informando de 
ello a “LA SECRETARÍA”, con la finalidad de que los recursos transferidos y sus 
rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Los rendimientos financieros que generen los recursos transferidos deberán destinarse al 
objeto del presente Convenio. 

Para garantizar la entrega oportuna de las ministraciones a “EL ESTADO”, la UNIDAD 
EJECUTORA DE LOS RECURSOS deberá realizar las acciones administrativas necesarias 
para asegurar la apertura y el registro de una cuenta bancaria específica en la Tesorería de 
la Federación, antes de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

De conformidad con las disposiciones citadas el Antecedente VII de este convenio, deberá 
considerarse, para todos los efectos jurídico administrativos que corresponda, a la 
transferencia señalada en la presente cláusula, como la parte del Sistema de Protección 
Social en Salud correspondiente a “PROSPERA”, que forma parte integrante de las 
aportaciones Federales para el financiamiento del Sistema de Protección Social en Salud.” 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO DE COLABORACIÓN”.- “LAS PARTES” 
están de acuerdo en que, salvo las modificaciones estipuladas en la Cláusula Primera del presente convenio 
modificatorio, quedan vigentes con toda su fuerza y alcance legal las demás estipulaciones del “Convenio de 

Colaboración”, integrando éste y el presente instrumento jurídico, una sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES.- “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones pactadas en el presente Convenio modificatorio entrarán en vigor a partir de la fecha  
de su firma. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio, lo firman por 
quintuplicado, a los once días del mes de octubre de dos mil dieciocho.- Por la Secretaría:  
el Comisionado Nacional de Protección Social en Salud, Antonio Chemor Ruiz.- Rúbrica.- El Director 
General de Financiamiento, José de la Rosa López.- Rúbrica.- El Director General del Programa 
Oportunidades, Daniel Aceves Villagrán.- Rúbrica.- Por el Estado: la Secretaria de Administración  
y Finanzas, Olga Rosas Moya.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General de los Servicios de  

Salud, Mauricio Sauri Vivas.- Rúbrica. 
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PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
EXTRACTO por el que se informa la actualización del Protocolo Homologado de Investigación para los Delitos de 
Desaparición Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Procuraduría General 
de la República. 

EXTRACTO POR EL QUE SE INFORMA LA ACTUALIZACIÓN DEL PROTOCOLO HOMOLOGADO DE 
INVESTIGACIÓN PARA LOS DELITOS DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS Y DESAPARICIÓN COMETIDA 
POR PARTICULARES. 

LETICIA CATALINA SOTO ACOSTA, Secretaria Técnica de la Conferencia Nacional de Procuración de 
Justicia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 y 102, Apartado A, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 2, 3, 10, 23 y 25 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública; 1, 4, 5 y 7 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República; 1, 12 y 89 de su 
Reglamento; 64, 67 y 68 de los Estatutos de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, y 99 de la 
Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del 
Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, informa que se actualizó el Protocolo Homologado de 
Investigación para los Delitos de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición Cometida por 
Particulares a que se refiere la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición 
Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. 

Dicha actualización fue aprobada a través de medios electrónicos el día 22 de noviembre de 2018, dando 
cumplimiento al Acuerdo CNPJ/XL/01/2018, adoptado en el marco de la XL Asamblea Plenaria de la 
Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, celebrada los días 11 y 12 de octubre de 2018 en Santa 
Lucía del Camino, Oaxaca 

La versión íntegra del Protocolo Homologado de Investigación para los Delitos de Desaparición 
Forzada de Personas y Desaparición Cometida por Particulares puede consultarse en la Normateca 
Sustantiva de la Procuraduría General de la República, disponible en el hipervínculo 

https://aplicaciones.pgr.gob.mx/normatecasustantiva/Paginas/Normateca-Sustantiva.aspx 

Ciudad de México, a 27 de noviembre de 2018.- La Secretaria Técnica de la Conferencia Nacional de 
Procuración de Justicia, Leticia Catalina Soto Acosta.- Rúbrica. 

(R.- 476129) 
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COMISION NACIONAL FORESTAL 
AVISO por el cual se informa de la publicación de la Norma Interna Administrativa, en la Normateca Interna de 
la Comisión Nacional Forestal. 

Al margen un logotipo, que dice: Comisión Nacional Forestal. 

SALVADOR ARTURO BELTRÁN RETIS, Director General de la Comisión Nacional Forestal, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 22, fracción I, 59, fracciones I y V de la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales; 15 y 19 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable; 8, fracción I del 
Estatuto Orgánico de la Comisión Nacional Forestal vigente y en cumplimiento con lo previsto en el artículo 
Segundo, fracción II del ACUERDO por el que se instruye a las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como a la Procuraduría General de la República a abstenerse de emitir 
regulación en las materias que se indican”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agosto de 
2010; y, el último párrafo del “ACUERDO que modifica al diverso por el que se instruye a las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, así como a la Procuraduría General de la República a 
abstenerse de emitir regulación en las materias que se indican, publicado el 10 de agosto de 2010”, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 21 de agosto de 2012; he tenido a bien emitir el siguiente: 

AVISO POR EL CUAL SE INFORMA DE LA PUBLICACIÓN DE LA NORMA INTERNA 
ADMINISTRATIVA, EN LA NORMATECA INTERNA DE LA COMISIÓN NACIONAL FORESTAL 

Denominación de norma: Normas y Bases Generales en Materia de Bienes Inmuebles de la Comisión 
Nacional Forestal 

Emisor: Comisión Nacional Forestal 
Fecha de emisión: 30 de Mayo de 2018 
Materia de la norma: Recursos Materiales 
Datos de Identificación de la norma: Norma Interna Administrativa 
Homoclave: CONAFOR-NIA-RRMM-0001 
Medio de consulta: El documento se encuentra publicado para su difusión y consulta en el sitio de 

intranet denominado Normateca Interna de la Comisión Nacional Forestal. 
Zapopan, Jalisco a 15 de noviembre de 2018.- El Director General, Salvador Arturo Beltrán Retis.- 

Rúbrica. 
(R.- 476179) 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA 

EXTRANJERA PAGADERAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 

Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco 

de México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 

cambio obtenido el día de hoy fue de $20.4705 M.N. (veinte pesos con cuatro mil setecientos cinco 

diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 

que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 

haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 

de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 6 de diciembre de 2018.- BANCO DE MÉXICO: La Gerente de Asuntos Jurídicos 

Internacionales y Especiales, María Teresa Muñoz Aramburu.- Rúbrica.- El Director de Operaciones 

Nacionales, Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco 

de México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su 

Circular 3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) 

a plazos de 28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 8.3350 y 8.4475 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 

instituciones de banca múltiple: Banco Santander S.A., HSBC México S.A., Banco Nacional de México S.A., 

Banca Mifel S.A., Banco J.P. Morgan S.A., Banco Credit Suisse (México), S.A. y Banco Azteca S.A. 

Ciudad de México, a 6 de diciembre de 2018.- BANCO DE MÉXICO: La Gerente de Asuntos Jurídicos 

Internacionales y Especiales, María Teresa Muñoz Aramburu.- Rúbrica.- El Director de Operaciones 

Nacionales, Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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EQUIVALENCIA de las monedas de diversos países con el dólar de los Estados Unidos de América, 
correspondiente al mes de noviembre de 2018. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

Equivalencia de las monedas de diversos países con el dólar de los Estados Unidos de América, 
correspondiente al mes de noviembre de 2018 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, así como Único del Acuerdo de Adscripción de las Unidades Administrativas del Banco de México y 
de conformidad con lo señalado en el artículo 20 del Código Fiscal de la Federación, da a conocer para 
efectos fiscales la cotización de las monedas de diversos países contra el dólar de los EE.UU.A., observada 
en los mercados internacionales. 

Las monedas de los países que se listan corresponden: i) a los principales socios comerciales de México, 
tanto en exportaciones como en importaciones, según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI)1*, ii) a las divisas más operadas en el mercado de cambios a nivel mundial, de conformidad con la 
encuesta oficial publicada por el Banco de Pagos Internacionales (BIS)2** y iii) a las divisas solicitadas a este 
Instituto Central para su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

País (1) Moneda Equivalencia de la  
 moneda extranjera  

nov-2018  en dólares de los 
 E.E.U.U.A. 

Arabia Saudita Riyal 0.26650
Argelia Dinar 0.00840
Argentina Peso  0.02650
Australia Dólar 0.73015
Bahamas Dólar 1.00000
Barbados Dólar 0.50000
Belice Dólar 0.50040
Bermuda Dólar 1.00000
Bolivia Boliviano 0.14470
Brasil Real  0.25920
Canadá Dólar 0.75220
Chile Peso 0.00149
China Yuan Continental 0.14370
China* Yuan Extracontinental 0.14390
Colombia Peso (2) 0.30910
Corea del Sur Won (2) 0.89226
Costa Rica Colón 0.00166
Cuba Peso 1.00000
Dinamarca Corona 0.15160
Ecuador Dólar 1.00000
Egipto Libra 0.05580
El Salvador Colón 0.11430
Emiratos Árabes Unidos Dirham 0.27226
Estados Unidos de América Dólar 1.00000
Federación Rusa  Rublo 0.01491
Fidji Dólar 0.47600
Filipinas Peso 0.01905
Gran Bretaña Libra Esterlina 1.27545
Guatemala Quetzal 0.12980
Guyana Dólar 0.00478
Honduras Lempira 0.04110
Hong Kong Dólar 0.12781

                                                 
1* Conforme a los datos publicados por el INEGI se consideró el promedio de las importaciones y exportaciones de México de los últimos 
cinco años. 
2** De acuerdo al volumen operado durante abril de 2013 fecha correspondiente a la encuesta oficial publicada por el Banco de Pagos 
Internacionales (BIS). 
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País (1) Moneda Equivalencia de la  
 moneda extranjera  

nov-2018  en dólares de los 
 E.E.U.U.A. 

Hungría Florín 0.00350
India Rupia 0.01434
Indonesia Rupia (2) 0.06969
Irak Dinar 0.00084
Israel Shekel 0.26876
Jamaica Dólar 0.00790
Japón Yen 0.00881
Kenia Chelín 0.00980
Kuwait Dinar 3.28590
Malasia Ringgit 0.23920
Marruecos Dirham 0.10520
Nicaragua Córdoba 0.03110
Nigeria Naira 0.00273
Noruega Corona 0.11630

Nueva Zelanda Dólar 0.68680

Panamá Balboa 1.00000

Paraguay Guaraní (2) 0.16850

Perú Nuevo Sol 0.29560

Polonia Zloty 0.26360

Puerto Rico Dólar 1.00000

Rep. Checa Corona 0.04355

Rep. De Sudáfrica Rand  0.07206

Rep. Dominicana Peso 0.02000

Rumania Leu 0.24320

Singapur Dólar 0.72870

Suecia Corona 0.10982
Suiza Franco 1.00110
Tailandia Baht 0.03035
Taiwan Nuevo Dólar 0.03242
Trinidad y Tobago Dólar 0.14780
Turquía Lira 0.19074
Ucrania Hryvnia 0.03550
Unión Monetaria Europea Euro (3) 1.13235
Uruguay Peso  0.03110
Venezuela Bolívar Soberano (4) 0.01170
Vietnam Dong (2) 0.04288

 

1) El nombre con el que se mencionan los países no necesariamente coincide con su  nombre oficial y 
se listan sin perjuicio del reconocimiento que en su caso se les  otorgue como país independiente. 

2) El tipo de cambio está expresado en dólares por mil unidades domésticas. 

3) Los países que utilizan el Euro como moneda son: Alemania, Austria, Bélgica, Chipre, Eslovaquia, 
Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, 
Malta, Portugal y Países Bajos. 

4) A partir de agosto del 2018 el Bolívar Fuerte fue sustituido por el Bolívar Soberano, el cual consta de 
la eliminación de 5 ceros (1 Bolívar Soberano = 0.00001 Bolívar Fuerte). 

*Corresponde al tipo de cambio cuya cotización es realizada fuera de China continental. 

Ciudad de México, a 30 de noviembre de 2018.- BANCO DE MÉXICO: El Director de Disposiciones de 
Banca Central, Mario Ladislao Tamez López Negrete.- Rúbrica.- El Gerente de Operaciones 
Internacionales, Joaquín Tapia Macías.- Rúbrica. 
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COMITE DE EVALUACION 
ACUERDO del Comité de Evaluación a que se refiere el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Al margen un logotipo, que dice: Comité de evaluación a que se refiere el artículo 28 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ACUERDO 

El Comité de Evaluación a que se refiere el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con fundamento en los preceptos 8 y 28 constitucionales, así como en los artículos 11, fracción IV, 

12 y 14, primer párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; Tercera, incisos (d), (f) y 

(r), y Cuarta, inciso (g), subincisos (iv) y (vi), de las Bases de Funcionamiento del Comité de Evaluación a que 

se refiere el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación el 4 de septiembre de 2017; Términos Segundo, Etapa II, numerales 5 y 6, Cuarto, 

último párrafo, y Sexto de la Convocatoria pública 2018 para participar en el procedimiento de selección de 

aspirantes para ocupar el cargo de Comisionado del Instituto Federal de Telecomunicaciones, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 8 de octubre de 2018, en atención al principio de máxima concurrencia 

previsto en el artículo 28 constitucional y del análisis de la información y documentación que conoció este 

órgano colegiado, HA DETERMINADO LO SIGUIENTE: 

1. En alcance a la publicación en el Diario Oficial de la Federación del 23 de noviembre de 2018, podrá 

presentar el examen de conocimientos a que se refiere la Convocatoria pública 2018 para participar 

en el procedimiento de selección de aspirantes para ocupar el cargo de Comisionado del Instituto 

Federal de Telecomunicaciones, además de aquellos aspirantes correspondientes a los folios 

indicados en dicha publicación, el aspirante a quien corresponde el siguiente folio: 

H000292 

 

2. El examen de conocimientos anteriormente referido se realizará en el lugar, fecha y hora señalados 

por este órgano colegiado en la publicación efectuada en el Diario Oficial de la Federación del 23 de 

noviembre de 2018. 

 El aspirante a quien corresponda el folio indicado en el numeral anterior, deberá atender a las 

instrucciones señaladas en la referida publicación, así como a las demás disposiciones emitidas por 

el propio Comité para la presentación de los exámenes. 

3. Se instruye al Secretario para que lleve a cabo las gestiones necesarias a fin de publicar la presente 

determinación en el portal de internet del Comité de Evaluación y en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Ciudad de México, 4 de diciembre de 2018.- COMITÉ DE EVALUACIÓN: El Presidente, Julio Alfonso 

Santaella Castell.- Rúbrica.- Integrantes del Comité de Evaluación: Alejandro Díaz de León Carrillo, Teresa 

Bracho González.- Rúbricas.- El Secretario, Erik Mauricio Sánchez Medina.- Rúbrica. 
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INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
ACUERDO mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones modifica su Estatuto Orgánico. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

ACUERDO MEDIANTE EL CUAL EL PLENO DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES MODIFICA SU 

ESTATUTO ORGÁNICO. 

CONSIDERANDO 

Que el 11 de junio de 2013 se creó el Instituto Federal de Telecomunicaciones (“Instituto”) como un órgano 
autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio, para regular, promover y supervisar el uso, 
aprovechamiento y explotación de los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, además de ser la 
autoridad en materia de competencia económica en los sectores de los servicios antes aludidos, conforme a lo 
dispuesto en el “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 
7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de telecomunicaciones”; 

Que el 14 de julio de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (“DOF”) el “Decreto por el  
que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y la Ley del Sistema Público de 
Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones en materia  
de telecomunicaciones y radiodifusión”, mismo que entró en vigor el 13 de agosto de 2014; 

Que el 4 de septiembre de 2014 se publicó en el DOF el Estatuto Orgánico del Instituto Federal  
de Telecomunicaciones (“Estatuto”), cuya última modificación se publicó en el referido medio de difusión el  
13 de julio de 2018; 

Que el 18 de julio de 2016 se publicó en el DOF la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
misma que entró en vigor al día siguiente, y que de conformidad con lo dispuesto en su artículo 208, fracción 
II, en caso de que un servidor público presunto responsable no pueda ser asistido por un defensor, le será 
nombrado uno de oficio, por lo que se encomienda a la Unidad de Administración la atribución de garantizarlo; 

Que el 31 de octubre de 2017 se publicó en el DOF el “Decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión”, mismo que tuvo 
como finalidad adecuar el régimen legal de los derechos de las audiencias, armonizarlos con la libertad 
constitucional de expresión y delimitar el ámbito de actuación del Instituto en dicha materia, por lo cual resulta 
necesario armonizar el Estatuto con la reforma mencionada; 

Que el 29 de diciembre de 2017 fue publicado en el DOF el “ACUERDO mediante el cual el Pleno del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones expide la metodología de separación contable aplicable a los agentes 
económicos preponderantes, agentes declarados con poder sustancial de mercado y redes compartidas 
mayoristas”, en el cual se prevén diversos trámites que deben ser sustanciados ante el Instituto, sin que sea 
necesario reservar su resolución al Pleno del Instituto; 

Que el 11 de mayo de 2018 se publicó en el DOF la Ley General de Comunicación Social, misma que 
entrará en vigor el 1 de enero de 2019 y tiene por objeto garantizar que el gasto en comunicación social 
cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, y respete los topes 
presupuestales, límites y condiciones de ejercicio que establezcan los presupuestos de egresos. Entre los 
sujetos obligados por dicha ley están los órganos constitucionales autónomos, por lo que resulta necesario 
armonizar el Estatuto en materia de gasto; 

Que el 18 de mayo de 2018 fue publicada en el DOF la Ley General de Mejora Regulatoria, misma que 
entró en vigor al día siguiente y que establece en su artículo 30 que los órganos constitucionales autónomos 
deberán designar dentro de su estructura orgánica una instancia responsable encargada de aplicar lo 
establecido en la misma. En ese sentido, resulta indispensable adecuar el Estatuto a efecto de actualizar las 
facultades de la Coordinación General de Mejora Regulatoria; 

Que el 15 de junio de 2018 se publicó en el DOF la Ley General de Archivos, misma que entrará en vigor 
el 15 de junio de 2019 y que tiene por objeto establecer los principios y bases generales para la organización 
y conservación, administración y preservación homogénea de los archivos en posesión de los sujetos 
obligados, incluyendo a los órganos constitucionales autónomos. En tal sentido, resulta necesario armonizar el 
Estatuto para prever nuevas funciones a las unidades administrativas encargadas de hacer cumplir la Ley 
General de Archivos al interior del Instituto; 
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Que el Programa para un Gobierno Cercano y Moderno, prevé la Estrategia Digital Nacional, de la cual 
emana a su vez la Estrategia Nacional de Ciberseguridad. Teniendo en cuenta el incremento de riesgos, 
amenazas y ataques cibernéticos, es preciso adecuar el Estatuto para que el Instituto aporte a los esfuerzos 
del Estado Mexicano en materia de ciberseguridad, en el ámbito de su competencia; 

Que, a fin de agilizar la tramitación de prórrogas y cesiones de concesiones y bajo un criterio de eficiencia, 
resulta conveniente limitar la emisión de opiniones previas en materia de competencia económica a lo 
estrictamente previsto por la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; 

Que a la fecha ha culminado la transición a la televisión digital terrestre, por lo que el Instituto puede 
prescindir de una unidad administrativa dedicada a dicho proceso; 

Que es necesario optimizar el funcionamiento del Instituto, para lo cual se estima necesario un 
reordenamiento funcional que agilice y aclare el ejercicio de las atribuciones de las unidades administrativas, y 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 28, párrafo vigésimo, fracción III de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7, 15, fracción I, 16, 17, fracción II y último párrafo de 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones 
emite el siguiente: 

ACUERDO 

ÚNICO.- Se MODIFICAN los artículos 4, fracción X, incisos v), vi) y vii); 12, párrafo primero; 16, fracciones 
XI, XIV, XVIII y párrafo segundo; 21; 23, fracción XXVIII; 24, fracciones VIII, XVIII, XX y XXVI; 25, fracción XXI; 
28, fracciones VII y VIII; 33, fracción II; 34, fracciones II, XIII, XVII y XVIII; 37; 38, único párrafo y fracciones III, 
V, VII, XIII y XVI; 39, fracciones V y X; 43 BIS, fracciones III y IV; 44, fracciones II y V; 47, fracciones I y VII; 
49, fracciones V y VI; 50, fracciones V y XII; 57, fracción VI; 59, único párrafo y fracciones XI y XIV; 60, 
fracción VII; 62, párrafo primero y fracciones VII, X, XI, XXIX, XXXI, XLV y XLVI; 63, fracciones XIX y XX; 66, 
fracción VI; 67, único párrafo y fracciones IV, VI y VII; 70, fracciones V, VIII y IX; 72, único párrafo y fracción I; 
73, fracciones II, III, V, VI, VII, IX, XIII y XIV; 74, único párrafo y fracción X; 75, único párrafo y fracciones IV, 
VIII, XIV y XV; se ADICIONAN los artículos 4, fracción X, con el inciso viii); 23, con las fracciones XXIX y XXX, 
recorriéndose en su orden la subsecuente; 24, con la fracción XXVII, recorriéndose en su orden la 
subsecuente; 25, con las fracciones XXII y XXIII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 38, con las 
fracciones XVII y XVIII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 39, con las fracciones XVIII y XIX, 
recorriéndose en su orden la subsecuente; 47, con las fracciones VIII y IX, recorriéndose en su orden la 
subsecuente; 58, con la fracción XVIII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 59, con las fracciones XV, 
XVI y XVII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 62, con las fracciones XLVII y XLVIII, recorriéndose en 
su orden la subsecuente; 63, con la fracción XXI, recorriéndose en su orden la subsecuente; 66, con la 
fracción VII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 67, con las fracciones VIII, IX, X, XI, XII, XIII y XIV, 
recorriéndose en su orden la subsecuente; 73, con la fracción XV, recorriéndose en su orden la subsecuente; 
74, con las fracciones XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI y XVII, recorriéndose en su orden la subsecuente; 74 BIS; 75, 
con las fracciones XVI y XVII, recorriéndose en su orden la subsecuente, y se DEROGAN el inciso ii) de la 
fracción X del artículo 4; las fracciones XXI y XXIII del artículo 23; las fracciones VI y XXII del artículo 24;  
la fracción XII del artículo 28; la fracción XVI del artículo 34; la fracción XVII del artículo 39; el artículo 40; la 
fracción X del artículo 49; las fracciones II y III del artículo 51; la fracción XVII del artículo 58; la fracción IV del 
artículo 72; las fracciones X y XI del artículo 73; las fracciones I, II, IV, V, VI, VIII y IX del artículo 74, las 
fracciones XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 76, y la fracción II del artículo 90 del Estatuto Orgánico del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, para quedar como sigue: 

“Artículo 4. … 

I. a IX. … 

X. … 

i) … 

ii) (Se deroga). 

iii) y iv) … 

v) De Análisis Jurídico; 

vi) De Estadística y Análisis de Indicadores; 

vii) De Prospectiva y Análisis de Impacto Económico, y 

viii) De Planeación y Gestión de Proyectos. 

… 
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Artículo 12. Las sesiones del Pleno podrán ser ordinarias o extraordinarias. Las sesiones ordinarias se 
celebrarán cuando menos una vez cada mes y serán convocadas con al menos cinco días hábiles de 
anticipación, conforme al calendario de sesiones fijado por el Pleno. Las sesiones extraordinarias podrán ser 
convocadas por el Presidente o por cuando menos cuatro Comisionados, a través del Secretario Técnico del 
Pleno, con al menos veinticuatro horas de anticipación. En las sesiones extraordinarias sólo podrán tratarse 
los asuntos específicos para los que fueron convocadas. 

… 

Artículo 16. … 

I. a X. … 

XI.  Tramitar la publicación en el Diario Oficial de la Federación de los acuerdos, resoluciones, circulares 
y demás disposiciones administrativas de carácter general que emita el Pleno y los extractos de las 
disposiciones que contengan las directrices, guías, lineamientos y criterios técnicos a que hace 
referencia el artículo 12, fracción XXII, de la Ley de Competencia; 

XII. y XIII. … 

XIV.  Establecer un mecanismo de consulta en el portal de Internet del Instituto que permita la búsqueda 
ágil y oportuna de las resoluciones, acuerdos, actas, criterios y demás actos que emita el Pleno, bajo 
los principios de gobierno digital, datos abiertos y transparencia proactiva en el acceso a la 
información, en términos de la normativa aplicable; 

XV. a XVII. … 

XVIII.  Despachar la correspondencia dirigida al Pleno; 

XIX. y XX. … 

El Secretario Técnico del Pleno será auxiliado en el ejercicio de sus atribuciones por un Prosecretario, 
quien lo suplirá en sus ausencias, y los demás servidores públicos que se determinen conforme al 
presupuesto del Instituto. 

Artículo 21. La Unidad de Política Regulatoria tendrá adscritas a su cargo la Dirección General de 
Regulación Técnica, la Dirección General de Desarrollo de las Telecomunicaciones y la Radiodifusión,  
la Dirección General de Regulación de Interconexión y Reventa de Servicios de Telecomunicaciones y la 
Dirección General de Compartición de Infraestructura. Al Titular de la Unidad de Política Regulatoria le 
corresponden originariamente las atribuciones conferidas a las Direcciones Generales que se establecen en 
este Capítulo del Estatuto Orgánico, así como las de: 

I.  Autorizar las tarifas de los servicios de telecomunicaciones y de radiodifusión en los términos de la 
Ley de Telecomunicaciones, y cuando los títulos de concesión lo prevean, así como cuando se trate 
de medidas establecidas a los agentes económicos preponderantes o con poder sustancial; 

II.  Emitir el dictamen de integración de precios y tarifas de los servicios que el operador preponderante 
se proporciona a sí mismo, a terceros y a consumidores finales, previsto en el artículo 275 de la Ley 
de Telecomunicaciones, y 

III.  Resolver los trámites previstos en las metodologías y criterios para la presentación de información de 
separación contable que emita el Pleno. 

Artículo 23. … 

I. a XX. … 

XXI. (Se deroga). 

XXII.  … 

XXIII.  (Se deroga). 

XXIV. a XXVII. … 

XXVIII.  Proponer al Pleno los lineamientos para la autorización de organismos de acreditación, así como 
para la actuación del Instituto, en caso de que funja como organismo de acreditación; 
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XXIX.  Coordinar las actividades del Instituto, así como la colaboración con las autoridades competentes 
para el cumplimiento de las leyes aplicables, los compromisos internacionales asumidos 
por el Estado Mexicano y los instrumentos programáticos del Ejecutivo Federal, en materia 
de ciberseguridad; 

XXX.  Promover, a través o en coordinación con las dependencias y entidades competentes, así como 
con instituciones académicas y los particulares, el desarrollo tecnológico en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión, y 

XXXI. Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Titular de Unidad, así como las que se 
señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 24. … 

I. a V. … 

VI.  (Se deroga). 

VII. … 

VIII.  Someter a consideración del Pleno las metodologías y criterios para la presentación de la 
información de separación contable de los concesionarios, autorizados y demás sujetos 
regulados; 

IX. a XVII. … 

XVIII.  Coordinarse con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para promover, en el ámbito de 
competencia del Instituto, el acceso a las tecnologías de la información y la comunicación y a los 
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet, en 
condiciones de competencia efectiva, para lo cual determinará las acciones necesarias; 

XIX. … 

XX.  Realizar, a través o en coordinación con las dependencias y entidades competentes, así como 
con instituciones académicas y los particulares, la investigación en materia de 
telecomunicaciones y radiodifusión; 

XXI.  … 

XXII.  (Se deroga). 

XXIII. a XXV. ... 

XXVI.  Proponer al Titular de la Unidad de Política Regulatoria el dictamen de integración de precios y 
tarifas de los servicios que el operador preponderante se proporciona a sí mismo, a terceros y a 
consumidores finales, previsto en el artículo 275 de la Ley de Telecomunicaciones; 

XXVII.  Sustanciar los trámites previstos en las metodologías y criterios para la presentación de 
información de separación contable que emita el Pleno y proponer su resolución al Titular de la 
Unidad de Política Regulatoria, y 

XXVIII.  Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Titular de Unidad, así como las que se 
señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 25. … 

I. a XX. … 

XXI.  Proponer al Pleno los lineamientos para desarrollar los modelos de costos que aplicará para 
resolver los desacuerdos en materia de tarifas aplicable a la prestación de los servicios de 
interconexión, usuario visitante, acceso, incluyendo enlaces y servicios de reventa mayoristas o 
cualquier servicio que presten de forma minorista; 

XXII.  Aprobar las ofertas de referencia de servicios mayoristas de telecomunicaciones, capacidades, 
funciones e infraestructura que presten las redes compartidas mayoristas en términos de sus 
títulos de concesión y demás disposiciones aplicables; 

XXIII.  Tramitar y, en su caso, autorizar al agente económico preponderante o con poder sustancial la 
adopción de una tecnología o un cambio de diseño en su red, previa consulta a los demás 
concesionarios, y 
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XXIV.  Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Titular de Unidad, así como las que se 
señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 28. … 

I. a VI. … 

VII.  Coadyuvar con la Coordinación General de Asuntos Internacionales, en las gestiones que se 
realicen, con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, ante los organismos 
internacionales competentes, para la obtención de recursos orbitales a favor del Estado 
Mexicano; 

VIII.  Coadyuvar con la Coordinación General de Asuntos Internacionales, en el procedimiento de 
coordinación de recursos orbitales que se realice con la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, ante los organismos internacionales competentes, con las entidades de otros países 
y con los concesionarios u operadores nacionales o extranjeros; 

IX. a XI. … 

XII.  (Se deroga). 

XIII. a XX. … 

Artículo 33. … 

I.  … 

II.  Tramitar y evaluar las solicitudes de cesión, modificación o prórroga de las concesiones en 
materia de telecomunicaciones para someterlas a consideración del Pleno. En el caso de 
cesiones o prórrogas de concesiones para usar, aprovechar y explotar bandas de frecuencias del 
espectro radioeléctrico de uso comercial, incluirá el análisis sobre acumulación de espectro 
correspondiente, y tratándose de cesiones de concesiones a que hace referencia el sexto párrafo 
del artículo 110 de la Ley de Telecomunicaciones, solicitará opinión previa a la Unidad de 
Competencia Económica; 

III. a XXIX. … 

Artículo 34. … 

I.  … 

II.  Tramitar y evaluar las solicitudes de cesión, modificación o prórroga de las concesiones en 
materia de radiodifusión para someterlas a consideración del Pleno. En el caso de cesiones o 
prórrogas de concesiones para usar, aprovechar y explotar bandas de frecuencias del espectro 
radioeléctrico de uso comercial, incluirá el análisis sobre acumulación de espectro 
correspondiente, y tratándose de cesiones de concesiones a que hace referencia el sexto párrafo 
del artículo 110 de la Ley de Telecomunicaciones, solicitará opinión previa a la Unidad de 
Competencia Económica; 

III. a XII. … 

XIII.  Tramitar las solicitudes para el cambio de bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico de 
concesionarios en materia de radiodifusión y, previa opinión de la Unidad de Competencia 
Económica y de la Unidad de Espectro Radioeléctrico, someterlas a consideración del Pleno; 

XIV. y XV. … 

XVI.  (Se deroga). 

XVII.  Tramitar y, en su caso, autorizar a concesionarios en materia de radiodifusión la ampliación de 
plazos para dar cumplimiento a obligaciones relacionadas con sus respectivos títulos; 

XVIII. Analizar y, en su caso, autorizar los proyectos de reforma de estatutos sociales relativos a los 
concesionarios en materia de radiodifusión, así como cualquier otro acto relacionado con el 
objeto de la concesión; 

XIX. a XXII. … 
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Artículo 37. La Unidad de Medios y Contenidos Audiovisuales tendrá adscritas la Dirección General de 
Política y Procedimientos Regulatorios en Medios y Contenidos Audiovisuales y la Dirección General  
de Análisis de Medios y Contenidos. Al Titular de la Unidad de Medios y Contenidos Audiovisuales le 
corresponden originariamente las atribuciones conferidas a las Direcciones Generales que tiene adscritas en 
este Capítulo del Estatuto Orgánico. 

Artículo 38. La Dirección General de Política y Procedimientos Regulatorios en Medios y Contenidos 
Audiovisuales tendrá a su cargo el diseño y planeación de la política en medios y contenidos audiovisuales, 
incluidos el acceso a la multiprogramación, la retransmisión de señales radiodifundidas y la asignación de 
canales virtuales, en los que se propicie el libre acceso a información plural y oportuna, la diversidad, la no 
discriminación, la libertad de expresión y de difusión, así como los derechos de las audiencias y la 
sustanciación de procedimientos regulatorios en dichas materias. Corresponde a esta Dirección General el 
ejercicio de las siguientes atribuciones: 

I. y II. … 

III.  Elaborar y proponer al Pleno, en coordinación con las demás unidades administrativas 
competentes, los proyectos de lineamientos, ordenamientos técnicos y demás disposiciones 
administrativas de carácter general en materia de multiprogramación, así como de medios y 
contenidos audiovisuales en los que se propicie el libre acceso a información plural y oportuna, la 
diversidad, la libertad de expresión y de difusión, así como los derechos de las audiencias; 

IV. … 

V.  Fungir como órgano de consulta interna en materia de libre acceso a información plural y 
oportuna, la diversidad, la libertad de expresión y de difusión, así como los derechos de las 
audiencias; 

VI.  … 

VII.  Realizar, por sí mismo, a través o en coordinación con las dependencias y entidades 
competentes, así como con instituciones académicas y los particulares, la investigación y el 
desarrollo tecnológico en materia de medios y contenidos audiovisuales, incluidos la 
multiprogramación, canales virtuales y la retransmisión de contenidos, en los términos dispuestos 
en el presente Estatuto Orgánico; 

VIII. a XII. … 

XIII.  Realizar las gestiones pertinentes, así como sustanciar con los insumos técnicos que 
proporcionen las unidades administrativas del Instituto que correspondan, los procedimientos a 
que se refieren los artículos 8 y 12 de los “Lineamientos Generales en relación con lo dispuesto 
por la fracción I del artículo Octavo Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones”, y proponer al Pleno la 
resolución correspondiente; 

XIV. y XV. … 

XVI.  Planear, diseñar y ejecutar estudios e investigaciones para el conocimiento de la pluralidad en los 
servicios de radiodifusión y de televisión restringida, así como fungir como órgano de consulta al 
respecto; 

XVII.  Ejercer las atribuciones y funciones que los Lineamientos Generales para la Asignación de 
Canales Virtuales de Televisión Radiodifundida otorgan a la Unidad de Medios y Contenidos 
Audiovisuales; 

XVIII.  Tramitar y evaluar las solicitudes de acceso a la multiprogramación de los concesionarios y 
permisionarios de radiodifusión y someter al Pleno el proyecto de resolución correspondiente, y 

XIX.  Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Titular de Unidad, así como las que se 
señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 39. … 

I. a IV. … 

V.  Implementar los mecanismos correspondientes y vigilar el cumplimiento de las obligaciones en 
materia de derechos de las audiencias en términos de la Ley de Telecomunicaciones; 
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VI. a IX. … 

X.  Proponer al Comité conformado por tres Comisionados referido en la fracción anterior que 
ordene, previo apercibimiento, la suspensión precautoria de las transmisiones que violen las 
normas y obligaciones en materia de derechos de las audiencias y programación dirigida a la 
población infantil, así como coadyuvar con dicho Comité en las acciones necesarias para 
tal efecto; 

XI. a XVI. … 

XVII.  (Se deroga). 

XVIII.  Realizar las gestiones necesarias para publicar en el portal de Internet del Instituto el listado de 
canales virtuales asignados y de aquellos planificados para futuras asignaciones, 
diferenciándolos por ámbito nacional, regional y local, así como sus actualizaciones; 

XIX.  Realizar las gestiones para publicar en el portal de Internet del Instituto, un listado de los canales 
de programación en multiprogramación autorizados por estación de radiodifusión de conformidad 
con los Lineamientos Generales para el acceso a la Multiprogramación, y 

XX.  Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Titular de Unidad, así como las que se 
señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 40. (Se deroga). 

Artículo 43 BIS. … 

I. y II. … 

III.  Proponer al Pleno, en colaboración con la Unidad de Política Regulatoria, la forma y términos en 
que deberá presentarse la información y documentación a que hace referencia el artículo décimo 
transitorio del Decreto de la Ley de Telecomunicaciones, por parte de los agentes económicos 
preponderantes y de los concesionarios cuyos títulos de concesión contengan alguna prohibición 
o restricción expresa para prestar servicios determinados, previo al inicio del trámite para obtener 
la autorización para prestar servicios adicionales; 

IV.  Proponer al Pleno, el dictamen elaborado en coordinación con las demás unidades competentes, 
en el que se certifique que, en su caso, se dio cumplimiento efectivo, por parte de los agentes 
económicos preponderantes y de los concesionarios cuyos títulos de concesión contengan 
alguna prohibición o restricción expresa para prestar servicios determinados, de las obligaciones 
previstas en el Decreto de reforma constitucional, en los lineamientos expedidos por el Instituto 
en términos del artículo cuarto transitorio del Decreto de reforma constitucional, en las medidas 
expedidas por el propio Instituto a que se refieren las fracciones III y IV del artículo octavo 
transitorio del Decreto de reforma constitucional, en la Ley de Telecomunicaciones, en la Ley de 
Competencia, en sus títulos de concesión y en las disposiciones administrativas aplicables; 

V. a XII. … 

Artículo 44. … 

I.  … 

II.  Someter a consideración del Pleno la resolución de los procedimientos que tengan por objeto 
imponer multas como sanciones a concesionarios, autorizados y demás sujetos regulados, así 
como a personas infractoras, que sean iguales o superiores a quince mil veces el valor diario de 
la Unidad de Medida y Actualización; 

III. y IV. … 

V.  Sustanciar los procedimientos que tengan por objeto sancionar el incumplimiento de los tiempos 
máximos establecidos para la transmisión de mensajes comerciales y lo relativo a la materia de 
los derechos de las audiencias, conforme a lo dispuesto por la Ley de Telecomunicaciones y, en 
su caso, proponer al Pleno la resolución de los mismos; 

VI. a XI. … 
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Artículo 47. … 

I.  Emitir el acuerdo de recepción, admisión o de prevención, así como turnar a trámite las 
notificaciones de concentración, las solicitudes de opinión formal y de orientaciones generales en 
materia de competencia que sean presentadas, así como, en su caso, tener por no presentadas 
las mismas; 

II. a VI. … 

VII.  Solicitar la autorización del Pleno para remitir y solicitar expedientes a la Comisión Federal de 
Competencia Económica, así como para remitir expedientes al Tribunal Colegiado de Circuito 
especializado en materia de competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, a fin de 
que se proceda en los términos del artículo 5 de la Ley de Competencia; 

VIII.  Emitir opinión a la Unidad de Espectro Radioeléctrico sobre las bases de licitación pública de 
concesiones para el uso, aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico, así como 
para la ocupación y explotación de recursos orbitales, para uso comercial o privado; 

IX.  Promover el estudio, la divulgación y la aplicación de los principios de libre concurrencia y 
competencia económica, y 

X.  Las demás que le confieran el Pleno o el Presidente, así como las que se señalen en otras 
disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 49. … 

I. a IV. … 

V.  En los procedimientos seguidos en forma de juicio dar vista a la Autoridad Investigadora, con las 
manifestaciones y las pruebas ofrecidas por el probable responsable, para que se pronuncie 
respecto a éstas; 

VI.  Realizar los actos necesarios para verificar el cumplimiento de las resoluciones que emanen 
de los procedimientos que tramite y, en su caso, remitir el expediente al Titular de la Unidad de 
Competencia Económica para el inicio del trámite del incidente de cumplimiento y ejecución 
de resoluciones; 

VII. a IX. … 

X.  (Se deroga). 

XI. … 

Artículo 50. … 

I. a IV. … 

V.  Realizar los actos necesarios para verificar el cumplimiento de las resoluciones que emanen 
de los procedimientos que tramite y, en su caso, remitir el expediente al Titular de la Unidad de 
Competencia Económica para el inicio del trámite del incidente de cumplimiento y ejecución 
de resoluciones; 

VI. a XI. … 

XII.  Emitir a las unidades administrativas competentes del Instituto las opiniones en materia de 
competencia económica sobre las solicitudes para el arrendamiento, el cambio de bandas  
de frecuencias y cesiones de concesiones, a que hace referencia el sexto párrafo del artículo 110 de 
la Ley de Telecomunicaciones, en los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión; 

XIII. a XV. … 

Artículo 51. … 

I. ... 

II.  (Se deroga). 

III.  (Se deroga). 

IV. a XII. … 

Artículo 57. … 

I. a V.  … 
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VI.  Autorizar las erogaciones con cargo al presupuesto del Instituto, incluidas las relativas al gasto en 
materia de comunicación social, sujetándose a la normatividad aplicable y a los lineamientos que 
le indique el Presidente; así como suscribir los estados financieros correspondientes y ordenar la 
emisión y publicación de información financiera gubernamental; 

VII. y VIII. … 

… 

Artículo 58. … 

I. a XVI. … 

XVII.  (Se deroga). 

XVIII.  Garantizar que se provea de un defensor de oficio a los servidores públicos presuntos 
responsables, conforme a lo dispuesto en el artículo 208, fracción II de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, y 

XIX.  Las demás atribuciones que le señalen otras disposiciones normativas o le confieran el 
Presidente y el Titular de la Unidad de Administración. 

Artículo 59. La Dirección General de Adquisiciones, Recursos Materiales y Servicios Generales tendrá a 
su cargo la administración y control de los recursos materiales y servicios generales del Instituto; llevar a cabo 
los procedimientos de contratación de bienes, arrendamientos, servicios de cualquier naturaleza, obra pública 
y servicios relacionados con las mismas que requiera el Instituto, elaborar y suscribir los contratos relativos; 
establecer y operar el programa de protección civil institucional, así como implementar y operar el sistema 
institucional de archivos. Corresponde a esta Dirección General el ejercicio de las siguientes atribuciones: 

I. a X. … 

XI.  Proponer al Titular de la Unidad de Administración, para la aprobación del Pleno, los lineamientos 
internos en materia de organización de archivos; 

XII. y XIII. … 

XIV.  Fungir como el área coordinadora de archivos; propiciar la integración y formalización del grupo 
interdisciplinario en materia de archivos; representar al Instituto ante el Consejo Nacional de 
Archivos y, en general, proveer lo necesario para el debido cumplimiento de las obligaciones que 
en la materia se establecen para el Instituto en la Ley General de Archivos; 

XV.  Diseñar y administrar el sistema de oficialía de partes común del Instituto, recibir y turnar 
la documentación; 

XVI.  Administrar e implementar los sistemas de control de gestión documental y administración de 
archivos del Instituto; 

XVII. Elaborar el programa anual de planeación, programación y evaluación para el desarrollo de los 
archivos, así como el informe anual de cumplimiento del mismo, y 

XVIII. Las demás atribuciones que le señalen otras disposiciones normativas o le confieran el 
Presidente y el Titular de la Unidad de Administración. 

Artículo 60. … 

I. a VI. … 

VII. Administrar el sistema de contabilidad del Instituto, así como preparar los estados financieros y 
los informes de rendición de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, así como, en su caso, 
integrar los informes de las erogaciones en materia de gasto en comunicación social, en 
cumplimiento a la normatividad aplicable; 

VIII. a XVI. … 

Artículo 62. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Autoridad Investigadora tendrá 
adscritas a su cargo la Dirección General de Prácticas Monopólicas y Concentraciones Ilícitas, la Dirección 
General de Condiciones de Mercado, la Dirección General de Análisis Económico y la Dirección General 
Adjunta de Análisis Jurídico. Al Titular de la Autoridad Investigadora le corresponden originariamente las 
atribuciones conferidas a las Direcciones Generales y Dirección General Adjunta previstas en el presente 
Capítulo del Estatuto Orgánico, así como las siguientes atribuciones: 
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I. a VI. … 

VII.  Recibir las denuncias por violaciones a la Ley de Competencia y emitir los acuerdos por los que 
ordene el inicio de la investigación, formule prevenciones, las tenga por no presentadas o las 
deseche por notoria improcedencia, según corresponda; 

VIII. y IX. … 

X.  Dirigir y coordinar a las Direcciones Generales adscritas a la Autoridad Investigadora; 

XI.  Recibir, iniciar a trámite y proveer sobre las solicitudes de investigación en los mercados que 
integran los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 94 y 96 de la Ley de Competencia, la Ley de Telecomunicaciones y las 
Disposiciones Regulatorias; 

XII. a XXVIII. … 

XXIX.  Solicitar al Diario Oficial de la Federación la publicación de avisos y extractos de acuerdos de 
inicio de investigación, en los términos de la Ley de Competencia y las Disposiciones 
Regulatorias; 

XXX.  … 

XXXI.  Remitir al Titular de la Unidad de Competencia Económica el expediente de verificación del 
cumplimiento de las medidas para restaurar el proceso de libre concurrencia y de competencia 
económica decretadas en las resoluciones que emita el Pleno en términos del artículo 102 de la 
Ley de Competencia, para el inicio del trámite del incidente de cumplimiento y ejecución de 
resoluciones; 

XXXII. a XLIV. … 

XLV. Ejercer aquellas facultades derivadas de las leyes en materia de acceso a la información y 
protección de datos; 

XLVI.  Excusarse del conocimiento de aquellos asuntos en que se actualice alguno de los impedimentos 
previstos en la Ley de Competencia y la Ley de Telecomunicaciones; 

XLVII.  Recibir y turnar, o desechar las solicitudes que presenten los agentes económicos sujetos a una 
investigación de prácticas monopólicas relativas o concentraciones ilícitas, para acogerse al 
beneficio de dispensa o reducción del importe de multas; 

XLVIII. Turnar a las Direcciones Generales a su cargo los asuntos que conforme a su competencia 
corresponda, para su debida tramitación, y 

XLIX.  Las demás que le confiera el Pleno, así como las que se señalen en otras disposiciones legales 
o administrativas. 

… 

Artículo 63. … 

I. a XVIII. … 

XIX.  Establecer los protocolos de protección y resguardo que deberán observarse para la clasificación, 
desclasificación, tratamiento de datos personales y acceso a la información que genere o 
custodie, apegándose a los términos previstos en las leyes en materia de transparencia y acceso 
a la información pública y protección de datos personales; 

XX.  Dar fe de los actos en que intervenga en el ámbito de sus atribuciones; 

XXI.  Cuidar que las investigaciones no se suspendan ni se interrumpan y proveer lo necesario para 
que concluyan con la emisión del dictamen correspondiente, así como dictar todas las medidas 
necesarias para encauzar legalmente las investigaciones de su competencia, y 

XXII.  Las demás que le confieran el Pleno o el Titular de la Autoridad Investigadora, así como las que 
se señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 66. ... 

I. a V. … 

VI.  Proporcionar al Titular de la Autoridad Investigadora información de carácter estratégico para el 
desarrollo de líneas de indagación de probables prácticas anticompetitivas y restricciones al 
funcionamiento eficiente de los mercados; 
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VII.  Expedir copias certificadas, certificaciones o cotejos de los documentos existentes en la Dirección 
General a su cargo, y 

VIII.  Las demás que le confieran el Pleno o el Titular de la Autoridad Investigadora, así como las que 
se señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 67. Corresponde a la Dirección General Adjunta de Análisis Jurídico el ejercicio de las siguientes 
atribuciones: 

I. a III. … 

IV.  Proponer al Titular de la Autoridad Investigadora la uniformidad de criterios en la actuación de las 
Direcciones Generales que estén a su cargo; 

V.  … 

VI.  Realizar los actos necesarios para verificar el cumplimiento de las medidas para restaurar el 
proceso de libre concurrencia y de competencia económica decretadas en las resoluciones que 
emita el Pleno en términos del artículo 102 de la Ley de Competencia, para lo cual podrá decretar 
y hacer efectivas las medidas de apremio establecidas en la Ley de Competencia; 

VII.  Realizar las notificaciones por lista de los actos emitidos por la Autoridad Investigadora, así como 
las Direcciones Generales adscritas a ésta, de conformidad con la normatividad aplicable; 

VIII.  Apoyar, en coordinación con las demás Direcciones Generales adscritas a la Autoridad 
Investigadora, en el análisis de los aspectos jurídicos de los asuntos tramitados ante la misma; 

IX.  Solicitar a la autoridad competente la ejecución de las multas impuestas como medida de 
apremio por el Titular de la Autoridad Investigadora o las Direcciones Generales que tiene 
adscritas, que se hagan efectivas durante la investigación; 

X.  Coadyuvar con la Unidad de Transparencia para el desahogo oportuno de las solicitudes 
de acceso a la información y el cumplimiento de las obligaciones del Instituto en materia de 
transparencia y acceso a la información pública; 

XI.  Analizar desde el punto de vista jurídico los actos en los que intervenga el Titular de la Autoridad 
Investigadora con motivo de la administración de los recursos humanos, financieros y materiales 
a su cargo; 

XII.  Expedir copias certificadas, certificaciones o cotejos de los documentos existentes en la Dirección 
General Adjunta a su cargo; 

XIII.  Solicitar a las Unidades, Coordinaciones Generales, Direcciones Generales y Direcciones 
Generales Adjuntas del Instituto, información y documentación necesaria para el ejercicio de sus 
atribuciones; 

XIV.  Proporcionar a las Unidades, Coordinaciones Generales, Direcciones Generales y Direcciones 
Generales Adjuntas del Instituto, información y documentación que soliciten para el ejercicio de 
sus atribuciones, salvo que se trate de investigaciones en curso, y 

XV.  Las demás que le confieran el Pleno o el Titular de la Autoridad Investigadora, así como las que 
se señalen en otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 70. … 

I. a IV. … 

V.  Mantener informado al Presidente sobre la planeación, participación y resultados relacionados 
con actividades y compromisos internacionales; 

VI y VII. … 

VIII.  Colaborar con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en las gestiones que realice ante 
los organismos internacionales competentes, para la obtención de recursos orbitales a favor del 
Estado Mexicano; 

IX.  Colaborar con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en la coordinación de recursos 
orbitales ante los organismos internacionales competentes, con las entidades de otros países y 
con los concesionarios u operadores nacionales o extranjeros; 

X. a XXI. … 
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Artículo 72. La Coordinación General de Planeación Estratégica tendrá adscritas a su cargo la Dirección 
General Adjunta de Estadística y Análisis de Indicadores, la Dirección General Adjunta de Prospectiva y 
Análisis de Impacto Económico y la Dirección General Adjunta de Planeación y Gestión de Proyectos. Al 
Coordinador General de Planeación Estratégica le corresponde el ejercicio de las siguientes atribuciones, así 
como originariamente aquellas conferidas a las Direcciones Generales Adjuntas que se establecen en este 

Capítulo del Estatuto Orgánico: 

I.  Proponer al Presidente la formulación e implementación de las acciones relacionadas con la 

planeación estratégica para cumplir con los objetivos del Instituto; 

II. y III. … 

IV.  (Se deroga). 

V. y VI. … 

Artículo 73. … 

I.  … 

II.  Solicitar a las unidades administrativas los insumos necesarios para generar información 
estadística que permita monitorear la evolución de los sectores de telecomunicaciones y 
radiodifusión de acuerdo con la normativa aplicable; 

III.  Realizar las gestiones para inscribir en el Registro Público de Concesiones información 
estadística en materia de telecomunicaciones y radiodifusión; 

IV.  … 

V.  Formular las políticas y directrices para la generación de la información estadística de 
telecomunicaciones, radiodifusión y competencia económica de dichos sectores, acorde con la 
metodología de medición reconocida o recomendada por la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, así como de acuerdo con las mejores prácticas en la materia; 

VI.  Recabar y generar información estadística que permita monitorear la evolución de los sectores de 
telecomunicaciones, radiodifusión y competencia económica en dichos sectores; 

VII.  Publicar trimestralmente la información estadística referente a la evolución de los sectores de 

telecomunicaciones y radiodifusión; 

VIII. … 

IX.  Establecer mecanismos electrónicos para la recopilación, integración, actualización y difusión de 
la información estadística que permita monitorear la evolución de los sectores de las 
telecomunicaciones y la radiodifusión a nivel nacional; 

X.  (Se deroga). 

XI.  (Se deroga). 

XII. … 

XIII.  Realizar las acciones de coordinación con las unidades administrativas del Instituto, para el 
análisis de la información estadística que permita medir tanto la evolución de los sectores de 
telecomunicaciones y radiodifusión, como sustentar las políticas regulatorias de los mismos; 

XIV.  Asesorar, apoyar, y en su caso, en coordinación con la Unidad de Administración, capacitar a las 
unidades administrativas del Instituto en la elaboración de metodologías para el diseño de 
encuestas, en la generación de información estadística, así como en otras acciones que 

requieran del uso de herramientas estadísticas; 

XV.  Difundir información estadística de telecomunicaciones y radiodifusión generada por organismos 
e instituciones internacionales especializados en la materia, y 

XVI. Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Coordinador General, así como las que 
señalen otras disposiciones legales o administrativas. 
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Artículo 74. Corresponde a la Dirección General Adjunta de Prospectiva y Análisis de Impacto Económico 
el ejercicio de las siguientes atribuciones: 

I.  (Se deroga). 

II.  (Se deroga). 

III.  … 

IV.  (Se deroga). 

V.  (Se deroga). 

VI.  (Se deroga). 

VII. … 

VIII.  (Se deroga). 

IX.  (Se deroga). 

X.  Elaborar, en colaboración con el Centro de Estudios, análisis de mediano y largo plazo de 
prospectiva regulatoria de los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión, donde se 
identifiquen las tendencias generales de sus mercados, los posibles escenarios futuros e 
impactos económicos, considerando los estudios, análisis e insumos disponibles en todas las 
unidades administrativas del Instituto; 

XI.  Elaborar, en colaboración con el Centro de Estudios, estudios de mercado, análisis de impacto, 
evaluaciones de riesgo e identificación de tendencias globales en las materias propias del 
Instituto; 

XII.  Diseñar y aplicar herramientas para el análisis de impacto económico de los sectores de 
telecomunicaciones y radiodifusión en el desarrollo, progreso y competitividad del país, 
considerando, en su caso, los procesos de medición y análisis ex post de políticas públicas que el 
Centro de Estudios haya desarrollado; 

XIII.  Realizar pronósticos sobre las variables relevantes de los sectores de telecomunicaciones y 
radiodifusión como insumos para los procedimientos de otras unidades administrativas, en 
coadyuvancia con el Centro de Estudios; 

XIV.  Elaborar reportes anuales que describan el comportamiento de los indicadores de los mercados 
que integran los sectores de telecomunicaciones y radiodifusión; 

XV.  Realizar análisis exploratorio de datos para determinar si existen patrones o tendencias a fin de 
hacer recomendaciones de diseño de políticas regulatorias; 

XVI.  Organizar talleres, mesas redondas, comités consultivos y otros foros sobre temas emergentes o 
retos regulatorios identificados, a efecto de complementar los estudios y análisis a su cargo, en 
coordinación con las demás unidades administrativas competentes del Instituto; 

XVII.  Diseñar y realizar encuestas para la elaboración de estudios y análisis de prospectiva regulatoria 
o de impacto económico en el ámbito de su competencia, y 

XVIII.  Las demás que le confieran el Pleno o el Presidente o el Coordinador General, así como las que 
señalen otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 74 BIS. Corresponde a la Dirección General Adjunta de Planeación y Gestión de Proyectos el 
ejercicio de las siguientes atribuciones: 

I.  Elaborar el proyecto de programa anual de trabajo del Instituto que dé cumplimiento a la misión, 
visión, objetivos y metas institucionales, y contribuya con los objetivos y metas fijados en el Plan 
Nacional de Desarrollo y demás instrumentos programáticos, relacionados con los sectores de 
radiodifusión y telecomunicaciones; 

II.  Asesorar a las unidades administrativas en el proceso de planeación y alineación estratégica de 
los proyectos y metas que formulen para su incorporación en el proyecto de programa anual  
de trabajo del Instituto; 

III.  Diseñar, en coordinación con las demás unidades administrativas del Instituto, las políticas, 
estrategias y directrices para el cumplimiento de los objetivos y metas institucionales; 
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IV.  Apoyar a las unidades administrativas del Instituto en el diseño de políticas, lineamientos y 
procedimientos en materia de planeación de proyectos; 

V.  Elaborar trimestralmente los proyectos de informes de actividades que incluyan los resultados, las 
acciones y los criterios que al efecto hubiere aplicado el Instituto; su contribución para cumplir con 
los objetivos y metas fijados en el Plan Nacional de Desarrollo y demás instrumentos 
programáticos relacionados con los sectores de radiodifusión y telecomunicaciones, así como el 
impacto de dichos sectores en el desarrollo, progreso y competitividad del país; 

VI.  Coordinar la implementación de metodologías y herramientas para el análisis, seguimiento y 
evaluación de los proyectos institucionales acorde a estándares internacionales; 

VII.  Asesorar a las unidades administrativas del Instituto en la planeación, control, seguimiento y 
cumplimiento de metas de los proyectos institucionales y, en su caso, proponer acciones 
de mejora; 

VIII.  Elaborar y proponer al Presidente los criterios institucionales para que los proyectos de programa 
anual de trabajo y de informes trimestrales de actividades, contribuyan a la modernización de la 
gestión y rendición de cuentas, y 

IX.  Las demás que le confieran el Pleno, el Presidente o el Coordinador General, así como las que 
señalen otras disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 75. La Coordinación General de Mejora Regulatoria tendrá a su cargo el proceso de mejora 
regulatoria del Instituto, el cual consiste en promover la transparencia en la elaboración y aplicación de las 
reglas, lineamientos o disposiciones administrativas de carácter general que expida el Pleno y que éstas 
generen beneficios superiores a sus costos y el máximo beneficio para la sociedad; asimismo, será la 
autoridad encargada de aplicar lo establecido en la normatividad vigente en materia de mejora regulatoria. 
Para ello, corresponde a esta Coordinación General el ejercicio de las siguientes atribuciones: 

I. a III. … 

IV.  Emitir las observaciones respecto de los trámites y servicios a cargo de las unidades 
administrativas del Instituto, para efecto de conformar y administrar el inventario referido en la 
fracción anterior; 

V. a VII. … 

VIII.  Promover, con las unidades administrativas del Instituto, el desarrollo, modernización y mejora de 
la gestión de los trámites y servicios del Instituto, así como proponer su simplificación y 
realización por medios electrónicos; 

IX. a XIII. … 

XIV.  Revisar el marco regulatorio en telecomunicaciones y radiodifusión, y proponer al Pleno 
disposiciones para la mejora regulatoria del Instituto en dichos sectores; 

XV.  Llevar a cabo, en coordinación con las unidades administrativas del Instituto en el ámbito de sus 
respectivas atribuciones, el desarrollo e implementación del expediente electrónico; 

XVI.  Coordinar la elaboración y autorizar los manuales de procedimientos del Instituto, así como emitir 
las guías técnicas correspondientes, conforme a las disposiciones aplicables; 

XVII.  Coordinar, asistir y asesorar a las unidades administrativas en el levantamiento de información, 
mapeo, documentación y propuestas de mejora de los procesos del Instituto, y 

XVIII.  Las demás que le confieran el Pleno o el Presidente, así como las que señalen otras 
disposiciones legales o administrativas. 

Artículo 76. … 

I. a XV. … 

XVI.  (Se deroga). 

XVII.  (Se deroga). 

XVIII.  (Se deroga). 

XIX.  (Se deroga). 

XX.  … 
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Artículo 90. … 

I. … 

II. (Se deroga). 

III. a V. …” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, con excepción de lo dispuesto en el párrafo siguiente. 

Las modificaciones a los artículos 59, párrafo primero y fracciones XI y XIV, la adición de la fracción XVII al 
artículo 59 y la derogación de la fracción II del artículo 90, entrarán en vigor el 15 de junio de 2019, conforme 
a lo establecido en el artículo primero transitorio del Decreto por el que se expide la Ley General de Archivos, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2018. 

SEGUNDO. El Instituto deberá adecuar su estructura orgánica y sus normas administrativas a lo dispuesto 
en el presente acuerdo. En tanto no se efectúe la adecuación normativa a que se refiere este precepto, se 
continuarán aplicando aquellas vigentes antes de su entrada en vigor en lo que no se opongan. 

TERCERO. Los asuntos y procedimientos que se estén sustanciando ante las unidades administrativas 
del Instituto, en términos de lo previsto en el Estatuto Orgánico publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 4 de septiembre de 2014 y de sus modificaciones, continuarán su trámite ante las unidades administrativas 
u órganos competentes, de conformidad con lo dispuesto en el presente acuerdo, a partir de su entrada 
en vigor. 

CUARTO. En virtud del cambio de denominación del que fueron objeto las correspondientes Direcciones 
Generales Adjuntas, los servidores públicos del Instituto que, al momento de la presente modificación al 
Estatuto Orgánico, ocupan la Dirección General Adjunta de Atención en Procedimientos y la Dirección General 
Adjunta de Planeación y Prospectiva, ocuparán, respectivamente, la Dirección General Adjunta de Análisis 
Jurídico y la Dirección General Adjunta de Prospectiva y Análisis de Impacto Económico. 

QUINTO. Las referencias hechas en otros ordenamientos, lineamientos o resoluciones a la Dirección 
General Adjunta de Televisión Digital Terrestre, se entenderán hechas a la Dirección General de Política y 
Procedimientos Regulatorios en Medios y Contenidos Audiovisuales y a la Dirección General de Análisis de 
Medios y Contenidos Audiovisuales, según corresponda. Las referencias hechas a la Dirección General 
Adjunta de Atención en Procedimientos, se entenderán hechas a la Dirección General Adjunta de Análisis 
Jurídico. Las referencias a la Dirección General Adjunta de Planeación y Prospectiva, se entenderán hechas a 
la Dirección General Adjunta de Prospectiva y Análisis de Impacto Económico y a la Dirección General 
Adjunta de Planeación y Gestión de Proyectos, según corresponda. 

El Comisionado Presidente, Gabriel Oswaldo Contreras Saldívar.- Rúbrica.- La Comisionada, María 
Elena Estavillo Flores.- Rúbrica.- El Comisionado, Adolfo Cuevas Teja.- Rúbrica.- El Comisionado, Arturo 
Robles Rovalo.- Rúbrica.- El Comisionado, Mario Germán Fromow Rangel.- Rúbrica.- El Comisionado, 
Javier Juárez Mojica.- El Comisionado, Sóstenes Díaz González.- Rúbrica. 

El presente Acuerdo fue aprobado por el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones en su XXXIV 
Sesión Ordinaria celebrada el 14 de noviembre de 2018, por unanimidad de votos de los Comisionados 
Gabriel Oswaldo Contreras Saldívar, María Elena Estavillo Flores, Mario Germán Fromow Rangel, Adolfo 
Cuevas Teja, Javier Juárez Mojica, Arturo Robles Rovalo y Sóstenes Díaz González; con fundamento en los 
párrafos vigésimo, fracciones I y III; y vigésimo primero, del artículo 28 de la Constitución Política de  
los Estados Unidos Mexicanos; artículos 7, 16 y 45 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; 
así como en los artículos 1, 7, 8 y 12 del Estatuto Orgánico del Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
mediante Acuerdo P/IFT/141118/703. 

El Comisionado Javier Juárez Mojica asistió, participó y emitió su voto razonado en la Sesión, mediante 
comunicación electrónica a distancia, en términos de los artículos 45 cuarto párrafo de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, y 8 tercer párrafo del Estatuto Orgánico del Instituto Federal  
de Telecomunicaciones. 

(R.- 475889) 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
AVISO a los servidores públicos del Instituto Nacional Electoral y público en general, respecto de la expedición del 
Acuerdo 1/2018, del Titular del Órgano Interno de Control, por el que emiten los Lineamientos para realizar la 
Entrega-Recepción de los asuntos y recursos asignados a las y los servidores públicos del Instituto Nacional 
Electoral, al separarse de su empleo, cargo o comisión. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Nacional Electoral.- Órgano Interno de Control. 

AVISO A LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL Y PÚBLICO EN GENERAL, 

RESPECTO DE LA EXPEDICIÓN DEL “ACUERDO 1/2018, DEL TITULAR DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL, POR 

EL QUE EMITEN LOS LINEAMIENTOS PARA REALIZAR LA ENTREGA-RECEPCIÓN DE LOS ASUNTOS Y 

RECURSOS ASIGNADOS A LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, AL 

SEPARARSE DE SU EMPLEO, CARGO O COMISIÓN”. 

Con fundamento en los artículos 6, 41, Apartado A, Base V, Párrafo segundo, 108, 109, fracción III y 134 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 487, Numeral 1 y 490 de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 4, fracción VI, inciso A, 81, y 82 numeral 1, Inciso y) 
del Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral; y artículos 1, 3 y 6, incisos f), g), i), j), k) y n) del 
Acuerdo 1/2017 del Titular del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral, por el que se expide 
el Estatuto Orgánico que Regula su Autonomía Técnica y de Gestión Constitucional, el Titular del Órgano 
Interno de Control informa: 

Que el 14 de noviembre de 2018, se expidió el “Acuerdo 1/2018, del Titular del Órgano Interno de 
Control, por el que se emiten, los Lineamientos para realizar la Entrega-Recepción de los asuntos y 
recursos asignados a las y los Servidores Públicos del Instituto Nacional Electoral, al separarse de su 
empleo, cargo o comisión”, por lo que su publicidad se hace a través de este medio oficial, quedando la 
versión íntegra del acuerdo a disposición de los servidores públicos del Instituto Nacional Electoral y del 
público en general en el portal de internet del Instituto Nacional Electoral, localizable en la página electrónica 
https://www.ine.mx, específicamente en la ruta siguiente: “Sobre el INE”, “Norma INE”, “Órgano Interno de 
Control”, “Lineamientos”, “Lineamientos para realizar la entrega-recepción de los asuntos y recursos 
asignados a las y los servidores públicos del Instituto Nacional Electoral, al separarse de su empleo, cargo o 
comisión”, “Descargar” o en la dirección electrónica siguiente: https://sidj.ine.mx/restWSsidj-
nc/app/doc/1993/1-2018_Proyecto_DJ, asimismo, se encuentra localizable en la siguiente liga electrónica 
www.dof.gob.mx/2018/INE/AcuerdoOIC_1-2018_LineamientosEntrega-Recepción_141118.pdf 

El presente aviso, deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación, como en el portal de internet del 
Instituto Nacional Electoral, ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos transitorios séptimo y octavo 
del acuerdo que se informa, en los que se ordena hacer pública su expedición a través del Diario Oficial de la 
Federación, así como con fundamento en los párrafos segundo y tercero del artículo 6° de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 86 del Reglamento Interior del Instituto Nacional 
Electoral. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 27 de noviembre de 2018.- El Titular del Órgano Interno de Control, Gregorio 
Guerrero Pozas.- Rúbrica. 

(R.- 476197) 

 

 

AVISO a los servidores públicos del Instituto Nacional Electoral y público en general, respecto de la expedición del 
Acuerdo del Titular del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral, por el que se reforman 
diversas disposiciones del Estatuto Orgánico que regula la Autonomía Técnica y de Gestión Constitucional del 
Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Nacional Electoral.- Órgano Interno de Control. 

AVISO A LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL Y PÚBLICO EN GENERAL, 

RESPECTO DE LA EXPEDICIÓN DEL “ACUERDO DEL TITULAR DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL 

INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL ESTATUTO 

ORGÁNICO QUE REGULA LA AUTONOMÍA TÉCNICA Y DE GESTIÓN CONSTITUCIONAL DEL ÓRGANO INTERNO 

DE CONTROL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL”. 
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Con fundamento en los artículos 6, 41, párrafo segundo, fracción V, Apartado A, párrafo segundo, 108, 
109, 113, 114 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 487, apartado 1 y 490, 
apartado 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 82 del Reglamento Interior del 
Instituto Nacional Electoral y demás relativos y aplicables de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, el Titular del Órgano Interno de 
Control informa: 

Que el 14 de noviembre de 2018, se expidió el “Acuerdo del Titular del Órgano Interno de Control del 
Instituto Nacional Electoral, por el que se reforman diversas disposiciones del Estatuto Orgánico que 
regula la Autonomía Técnica y de Gestión Constitucional del Órgano Interno de Control del Instituto 
Nacional Electoral”, por lo que su publicidad se hace a través de este medio oficial, quedando la versión 
íntegra del acuerdo a disposición de los servidores públicos del Instituto Nacional Electoral y del público en 
general en el portal de internet del Instituto Nacional Electoral, localizable en la página electrónica 
https://www.ine.mx, específicamente en la ruta siguiente: “Sobre el INE”, “Norma INE”, “Órgano Interno de 
Control”, “Estatutos”, “Acuerdo del Titular del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral, por el 
que se reforman diversas disposiciones del Estatuto Orgánico que regula la autonomía técnica y de gestión 
constitucional del Órgano Interno de Control del Instituto Nacional Electoral”, “Descargar”, 
o en la dirección electrónica siguiente: https://sidj.ine.mx/restWSsidj-nc/app/doc/1992/SN_Proyecto_DJ, 
asimismo, se encuentra localizable en la siguiente liga electrónica 
www.dof.gob.mx/2018/INE/AcuerdoOIC_ReformaEstatutoOrganico_141118.pdf 

El presente aviso, deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación, como en el portal de internet del 
Instituto Nacional Electoral, ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos transitorios tercero y cuarto 
del citado acuerdo que se informa, en los que se ordena hacer pública su expedición a través del Diario Oficial 
de la Federación, así como con fundamento en los párrafos segundo y tercero del artículo 6° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 86 del Reglamento Interior del Instituto 
Nacional Electoral. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 27 de noviembre de 2018.- El Titular del Órgano Interno de Control, Gregorio 
Guerrero Pozas.- Rúbrica. 

(R.- 476194) 

 

 

AVISO relativo al segundo periodo vacacional del personal del Instituto Nacional Electoral para el año 2018. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

Aviso relativo al segundo periodo vacacional del personal del Instituto Nacional Electoral para el 
año 2018 

En relación con lo dispuesto por el artículo 59 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal 
de la Rama Administrativa del Instituto Nacional Electoral, y atendiendo al Segundo Punto del Acuerdo 
General 3/2008 emitido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, me 
permito hacer del conocimiento público el segundo periodo vacacional, al que tienen derecho el personal de 
este Instituto correspondiente al año 2018. 

 Segundo periodo vacacional comprendido del 20 de diciembre de 2018 al 4 de enero de 2019. 

Por tanto, en el periodo citado, se suspenderán las labores, con el objeto de otorgar al personal del 
Instituto Nacional Electoral esta prestación. 

En virtud de lo referido, tomando en consideración el criterio emitido por el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, contenido en la tesis relevante cuyo rubro es: “DÍAS NO LABORADOS POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, NO DEBEN COMPUTARSE EN EL PLAZO LEGAL PARA PROMOVER 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN”, así como lo dispuesto por los artículos 76 de la Ley Federal del Trabajo; 441 y 
460, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 28, numerales 1 y 4, del Reglamento de 
Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral, en relación con lo que dispone el artículo 7, numerales 1 y 
2 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, los días del periodo antes 
señalado no contarán para el cómputo de los términos para la interposición y trámite de los medios de 
impugnación, quejas administrativas, procedimientos ordinarios y especiales, incluso los relativos a los juicios 
laborales, así como cualquier otro plazo en materia electoral, que pudieran promoverse; siempre y cuando no 
estén vinculados a algún proceso electoral, en cuyo caso todos los días y horas son hábiles. 

Ciudad de México, a 3 de diciembre de 2018.- El Secretario Ejecutivo, Edmundo Jacobo Molina.- 
Rúbrica. 

(R.- 476127) 
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SECCION DE AVISOS 
 

AVISOS JUDICIALES 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Séptimo Tribunal Unitario del Segundo Circuito 
Toluca, Edo. de México 

EDICTO 
 

En el amparo indirecto 11/2018 y sus acumulados 12/2018, 14/2018, 15/2018 y 43/2018, promovidos por 
Jorge del Carmen Jiménez López, Carmen Román Velueta Hernández, Fermín Hilario Pacheco Cruz,  
Luis Fernando Vidal Dekin y Wilberth Alberto Rodríguez Durán, contra actos del Segundo Tribunal Unitario del 
Segundo Circuito y otra; se dictó un acuerdo para hacerles saber a Mónica Regina Díaz Acosta, Tania Ulin 
Martinez y Estela del Carmen Martinez, la instauración del presente juicio de amparo; asimismo,  
se les informa que deberán presentarse en este Tribunal a hacer valer sus derechos, dentro de los treinta días 
siguientes, contados a partir del siguiente al de la última publicación en el Diario Oficial de la Federación,  
y en caso de no hacerlo, las ulteriores notificaciones se les harán por lista que se fija en los estrados de este 
Tribunal. Lo anterior con fundamento en los artículos 27, fracción III, inciso a), en relación con el diverso 29, 
ambos de la Ley de Amparo. 

 
Atentamente 

Toluca, Estado de México, 23 de octubre de 2018. 
Secretario del Séptimo Tribunal Unitario del Segundo Circuito 

Arturo García Ruiz 
Rúbrica. 

(R.- 475078) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Toluca, Edo. de México 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 176/2018, promovido por el quejoso Joel Torres Tapia, contra el acto que 
reclamó al Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de Tlalnepantla del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado de México, consistente en la sentencia dictada el veinte de septiembre de dos mil trece,  
en el toca penal 729/2009, formado con motivo del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 
condenatoria emitida por el juez Primero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cuautitlán,  
Estado de México, en la causa penal 102/2006, instruida por el delito violación (complementación típica con 
punibilidad autónoma de haberse ocasionado la muerte) en agravio de Ingrid Daniela de los Santos Martínez, 
se dictó un acuerdo el dos de octubre de dos mil dieciocho, en el cual se ordenó emplazar a la tercero 
interesada Thelma Yolanda Martínez Nery, en virtud de ignorar su domicilio; por lo que se le hace saber  
la instauración del juicio de amparo por medio de este edicto, mismo que se publicará por tres veces,  
de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en 
la República Mexicana; asimismo, se hace de su conocimiento que deberá presentarse en este  
tribunal a hacer valer sus derechos, dentro del término de quince días, contados a partir del siguiente al de la 
última publicación, en el entendido de que, en caso de no hacerlo, las ulteriores notificaciones se le harán por 
lista que se fija en los estrados de este órgano colegiado, con fundamento en el artículo 27, fracción III,  
en relación con el 29, ambos de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles,  
de aplicación supletoria. 

 
Atentamente. 

Toluca, Edo. de México, 19 de octubre de 2018. 
Secretaria de Acuerdos. 

Licenciada Angélica González Escalona. 
Rúbrica. 

(R.- 475227) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo Segundo de Distrito en el Estado de Veracruz, 
con residencia en Córdoba 

EDICTOS. 
 
Soporte Empresarial Administrativo, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
En el juicio de amparo número 291/2018, promovido por Eduardo Pérez Castillo, apoderado legal del 

quejoso Alejandro Ramírez Chávez, contra actos de la Junta Local Número Once de Conciliación y Arbitraje, 
en Córdoba, Veracruz, consistentes en “la interlocutoria, dictada el 16 de Marzo del 2018, dentro del 
expediente laboral número 304/VII/2006-XI”; por desconocerse su domicilio, con fundamento en el artículo 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de conformidad con el numeral 2º de la 
Ley de Amparo, en auto de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, se ordenó emplazarlo por este medio 
como tercero interesado, se hace de su conocimiento que puede apersonarse dentro del término de treinta 
días, contados a partir del día siguiente de la última publicación, y que está a su disposición en la Secretaría 
de éste Juzgado la copia de la demanda de amparo. Apercibido que de no comparecer dentro de dicho 
término por sí, por apoderado o por gestor que pueda representarlo, se seguirá el juicio sin su intervención 
y las ulteriores notificaciones, aún las de carácter personal se realizarán por medio de lista de acuerdos. 

 
Córdoba, Veracruz, a 17 de octubre de 2018. 

El Secretario del Juzgado Décimo Segundo de Distrito en el Estado, 
con residencia en Córdoba, Veracruz. 

Licenciado Lorenzo Oscar Ramos Martínez. 
Rúbrica. 

(R.- 475205) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito 

Mexicali, B.C. 
EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo directo 271/2018 penal, promovido por Fernando Yescas Aguilar, en 

contra de la sentencia de siete de diciembre del año dos mil, dictada por los Magistrados Integrantes de la 
Cuarta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California, con residencia en esta ciudad, 
dentro del toca 2838/2000, por auto de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho, la Magistrada Presidenta del 
Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, ordenó notificar al tercero interesado José Manuel 
Fernández Grijalva, por medio de EDICTOS, para que dentro del plazo de quince días, contados a partir 
del día siguiente al de la última publicación, comparezca ante este Tribunal Colegiado, en defensa de sus 
intereses, en los términos del artículo 181 de la Ley de Amparo, esto es, a presentar alegatos o promover 
amparo adhesivo si así lo estima conveniente, haciendo de su conocimiento que queda a su disposición en la 
Secretaría de Acuerdos de este órgano judicial, copia simple de la demanda de amparo. Los presentes 
edictos deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días hábiles, en el Diario Oficial de la Federación 
y en uno de los periódicos de mayor circulación de la República; se expide lo anterior en cumplimiento a lo 
dispuesto por los artículos 27, fracción III, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles de aplicación supletoria. 
 

Mexicali, Baja California, 23 de octubre de 2018. 
Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito. 

Lic. Raymundo López García. 
Rúbrica. 

(R.- 475208) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco 
Domicilio: Ciudad Judicial Federal, Anillo Periférico Poniente Manuel Gómez Morín número 7727, Edificio XA, 

Primer Piso, Fraccionamiento Ciudad Judicial Federal, en Zapopan, Jalisco, México, código postal 45010 
EDICTO 

 
DIRIGIDO A: ROBERTO MEZA URIBE. 

En el juicio de amparo número 98/2016, promovido por Sabina Martínez Barba, contra los actos que 
reclama del Juez Primero de lo Familiar del Primer Partido Judicial, Director del Registro Público de la 
Propiedad y de Comercio, Director de Catastro de Zapopan, y Director General de Obras Públicas de 
Zapopan, todos del Estado de Jalisco, consistente en todo lo actuado en el juicio sucesorio intestamentario 
868/2012 a bienes de Rosalío Ruíz Barrera, Aurelia Galindo González y María Luisa Ruíz Galindo, del 
índice del Juzgado Primero de lo Familiar del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco. Por acuerdo 
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de dos de agosto de dos mil dieciocho, se ordenó emplazar por edictos a: Roberto Meza Uribe. Se hace 
de su conocimiento que se fijaron las DOCE HORAS CON SIETE MINUTOS DEL VEINTITRÉS DE 
NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECIOCHO, para la audiencia constitucional; quedan a su disposición las copias 
de ley en la secretaría del juzgado. Asimismo, se le hace saber que deberá presentarse, si así es su 
voluntad, a deducir sus derechos ante este órgano jurisdiccional, en el juicio antes mencionado, dentro de 
treinta días. 

Para publicarse por tres veces de siete en siete días, tanto en el Diario Oficial de la Federación, 
como en periódico “El Excélsior”. 

 
Atentamente. 

Zapopan, Jalisco, 09 de noviembre de 2018. 
La Secretaria del Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco. 

Irma Jacqueline Isais Sánchez. 
Rúbrica. 

(R.- 475295) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de Veracruz, 

con residencia en Córdoba 
EDICTO 

 
Vida Naomi Matla Hernández. 

(Tercero interesado) 
Juicio de amparo 523/2018 del Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia 

en Córdoba. Quejoso: Vanessa Villar Ramón en representación de sus menores hijos Valentina, Sebastián y 
Alondra, todos de apellidos Matla Villar. Autoridad responsable: juez Sexto de Primera Instancia, con 
residencia en Orizaba, Veracruz. Acto reclamado: el auto de admisión e inicio del juicio ordinario civil, dictado 
dentro del juicio ordinario civil 1427/2018 de su índice administrativo; por ignorarse su domicilio, con 
fundamento en el artículo 27, fracción III, incisos b) y c) de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, se ordenó emplazarla por este medio 
como tercera interesada; puede apersonarse dentro de treinta días, contado a partir del día siguiente de la 
última publicación, y está a su disposición en la secretaría de este juzgado copia de la demanda de amparo. 
Apercibida que de no comparecer dentro de dicho término por sí, por apoderado o gestor que lo represente, 
se seguirá el juicio sin su intervención y las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal, se le 
realizarán por lista de acuerdos. 

 
Córdoba, Veracruz, quince de octubre de dos mil dieciocho. 

El Secretario del Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de Veracruz. 
Licenciado Alejandro Laborie Lozano. 

Rúbrica. 
(R.- 475212) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado del Decimotercer Circuito 
Juzgado Tercero de Distrito 

San Bartolo Coyotepec, Oaxaca 
EDICTO 

 
Obdulia Martínez Almaraz 
En el juicio de amparo indirecto 118/2018, promovido por Salvador José Juárez, tiene el carácter de 

tercera interesada, se ordenó emplazarla por medio de edictos que se publicarán por 3 veces de 7 en 7 días 
en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República, para que 
si a sus intereses conviene, se apersone en el plazo de 30 días contados a partir del siguiente al de la  
última publicación, dejándose a su disposición en la Secretaría copia de la demanda promovida contra actos 
de la Primera Sala Penal y Especializada en Adolescentes del Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Oaxaca, consistente en la resolución de nueve de mayo de dos mil diecisiete, dictada en el toca penal 
114/2017, relativo al recurso de apelación interpuesto contra el auto de formal prisión que le fue dictado en la 
causa penal 17/2011. La audiencia constitucional está señalada para las nueve horas del veintiocho de 
diciembre del año en curso. 
 

Atentamente. 
San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, 22 de octubre de 2018. 

Por acuerdo del Juez Tercero de Distrito en el Estado, con sede en San Bartolo Coyotepec, Oaxaca. 
La Secretaria del Juzgado. 

Lic. Maribel L. García Melchor. 
Rúbrica. 

(R.- 475230) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 

Juzgado Segundo de Distrito 

Sn. Fco. de Campeche, Camp. 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo número 1081/2018, promovido por JORGE ARTURO CHAN ALUCHA, se emplaza 

a juicio a AMELIA LEONOR VALLE CABALLERO, en agravio de la menor con datos reservados con iniciales 

X.G.V.C., tercero interesada en el referido procedimiento judicial, en virtud de que se desconoce su domicilio. 

Cuenta con el plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del presente 

edicto para que concurran a este juzgado a hacer valer lo que a su interés conviniere. Se le apercibe que de 

incumplir esto último, las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal se le harán por lista. 

 

San Francisco de Campeche, Campeche, a 17 de Octubre de 2018. 

El Juez Segundo de Distrito en el Estado de Campeche. 

Lic. Adrián Fernando Novelo Pérez. 

Rúbrica. 

(R.- 475243) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito 
San Andrés Cholula, Pue. 

EDICTO. 
 

Hago de su conocimiento que en el juicio de amparo directo D-356/2018, del índice del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, con residencia en Avenida Osa Menor no. 82, Piso 3°, ala norte 
Ciudad Judicial Siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcáyotl San Andrés Cholula, Puebla C.P. 72810, con esta 
fecha se dictó un acuerdo en el que se ordena emplazar a AMANDO MENDOZA PINEDA, al enumerado juicio 
promovido por MARÍA GUADALUPE IRMA PRIETO COYOTL, contra la resolución dictada en el toca 
495/2016, de los de la Segunda Sala en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, 
que resolvió la apelación interpuesta contra la sentencia definitiva emitida en el expediente 613/2014,  
del índice del Juzgado Tercero Especializado en Materia Civil del Distrito Judicial de Puebla, relativo a un 
juicio reivindicatorio y acción reconvencional de cumplimiento de contrato y pago de lo edificado;  
y su ejecución que dará el titular del citado juzgado. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, treinta de octubre de dos mil dieciocho. 

El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 
Lic. Marcos Antonio Arriaga Eugenio. 

Rúbrica. 
(R.- 475541) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo  
y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, con residencia oficial en la ciudad de  

San Andrés Cholula, Puebla 
EDICTO. 

 
Emplazamiento a los terceros interesados Jaime Sánchez Coyoli, Armando Sanchez Coyoli,  

Jaime Sanchez Alarcon y Hermanos Sanchez, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conductos de quien 
legalmente la represente. 

Presente. 
En los autos del juicio de amparo número 1611/2017, promovido por José Eduardo Andrade 

Carmona, José Fabio Fernando Cuautle Montiel y Maria del Rosario Martínez Valdez, contra actos de la 
Junta Especial Número Seis de la Local de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Puebla, a quien 
reclama el acuerdo de veinticuatro de octubre de dos mil dieciséis, en el cual se reconoce 
personalidad a Carlos Ignacio Torres Tapia y Juan Carlos Lora Abraham para intervenir en el juicio laboral 
D-6/162/1997, del índice de la Junta responsable; y al ser señalados como terceros interesados y 
desconocerse su domicilio, el diecisiete de octubre del año en curso, se ordenó su emplazamiento por 
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edictos, que se publicarán por tres veces, de siete en siete días en el “Diario Oficial de la Federación” 
y en cualquiera de los siguientes diarios, “Excelsior”, “El Universal” o “Reforma”, con apoyo en los 
artículos 27, fracción III inciso b) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles; haciendo de su conocimiento que deberán presentarse ante el Juzgado Segundo de Distrito en 
Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, 
dentro del término de treinta días contados a partir del día siguiente al de la última publicación, para 
hacer valer sus derechos y señalar domicilio para recibir notificaciones, apercibidos que de no hacerlo 
se continuará el juicio y las subsecuentes notificaciones, aún las personales, se les harán por lista. 
Queda a su disposición en este órgano jurisdiccional copia simple de la demanda de amparo. 
 

Atentamente 
San Andrés Cholula, Puebla, 17 de octubre de 2018 

La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa 
y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla. 

Lic. Martha Cecilia Barrera Jiménez 
Rúbrica. 

(R.- 475533) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de Tabasco, 

con residencia en Villahermosa  
Juzgado 5to. de Distrito 
Villahermosa, Tabasco 

EDICTO. 
 

Veintinueve de octubre de dos mil dieciocho: A Javier Amezcua Vega.-En el juicio de amparo  
1282/2017-III, promovido por María de los Santos Magaña Vidal, contra el acto del Fiscal General del  
Estado de Tabasco y otras autoridades, se dictó el auto que en lo conducente dice: “…se ordena emplazar al 
nombrado tercero interesado por medio de edictos… se publicarán por tres veces, de siete en siete días,  
en el "Diario Oficial de la Federación" y en uno de los periódicos o diarios de mayor circulación en la 
República Mexicana, de conformidad con lo estatuido en el arábigo 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a ley de la materia. En dicho edicto también se hará saber a la parte tercero 
interesado que deberá apersonarse al presente juicio dentro del término de treinta días, contado del siguiente 
al de la última publicación, así como que queda a su disposición, en la Secretaría de este juzgado copia  
de la demanda de amparo. Del mismo modo, en acatamiento a lo ordenado por el invocado numeral,  
se ordena fijar en los estrados de este órgano de control constitucional una copia íntegra del edicto,  
por todo el tiempo del emplazamiento…”. 

 
El Secretario del Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de Tabasco. 

Salvador Olivar Díaz. 
Rúbrica. 

(R.- 475596) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 

EDICTO  
AL MARGEN. EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.- JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO DE AMPARO EN MATERIA PENAL 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO  

TERCEROS INTERESADOS: 
FELIPE SALDAÑA GUTIÉRREZ Y ALEJANDRO SOTO GARCÍA 

En los autos del juicio de amparo 896/2018-IX-A, promovido por GUILLERMO ELOY CHOUZA 
AZCÁRRAGA Y RICARDO CHOUZA AZCÁRRAGA; al ser señalados como terceros interesados y 
desconocerse su domicilio actual, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso b, segundo párrafo, de 
la Ley de Amparo, en relación con el diverso 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, se ordena su emplazamiento, por medio edictos, los que se publicarán por 
tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en un periódico de mayor 
circulación en la República, haciendo de su conocimiento que en la Secretaría de este Juzgado queda a su 
disposición copia simple de la demanda de amparo y que disponen de un término de treinta días, contado a 
partir de la última publicación de tales edictos, para que ocurran a éste órgano constitucional por propio 
derecho o a través de su representante, a hacer valer sus derechos.  

Atentamente 
Ciudad de México, treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho. 

El Secretario del Juzgado Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 
Juan Manuel Marines de la Garza 

Rúbrica. 
(R.- 475617) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 
Monterrey, Nuevo León 

A.D. 489/2018/3 
EDICTOS 

 
TERCERO INTERESADO: 
 Sociedad Mercantil Desarrollos y Proyectos 2040, Sociedad Anónima de Capital Variable 

Por conducto de quien legalmente la represente. 
 (DOMICILIO IGNORADO) 
Por este conducto, se ordena emplazar a la tercera interesada, dentro del juicio de amparo directo 

número 489/2018/3, promovido por José Luis Garza Torres, contra actos de la Segunda Sala Colegiada 
Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado. 

Acto reclamado: La sentencia de nueve de agosto del año en curso. 
Preceptos constitucionales cuya violación se reclaman: 1, 14 y 16.  
Se hace saber a la tercera interesada de mérito que debe presentarse ante este tribunal colegiado, 

dentro del término de treinta días hábiles, contados a partir del siguiente al de la última publicación, a fin de 
que haga valer sus derechos y se imponga de la tramitación de este juicio de amparo, apercibido que de no 
comparecer, se continuará el juicio sin su presencia, haciéndose las ulteriores notificaciones en la lista 
electrónica y en la que se fija en los estrados de este tribunal. 
 

Monterrey, Nuevo León, a 31 de octubre de 2018. 
La Secretaria de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 

Lic. Juanita Azucena García Correa. 
Rúbrica. 

(R.- 475703) 
Estados Unidos Mexicanos 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito 
Zapopan, Jalisco 

EDICTO 
 

En los autos del juicio de amparo directo 167/2018, promovido por Rosa Rosales Esparza, con 
fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, así como 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de la Materia, se ordena emplazar por este medio a 
los terceros interesados Longinos Reyes Becerra y Edgar Fabián Camarillo Hernández, quienes deberán 
presentarse dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación, a 
hacer valer sus derechos en el presente juicio, apercibidos que de no hacerlo, se seguirá el procedimiento en 
sus etapas, haciéndose las subsecuentes notificaciones por lista, que se fije en los estrados de este Tribunal 
Colegiado, en términos de lo dispuesto en los artículos 26, fracción III, y 27 de la Ley de Amparo. Queda a su 
disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional, la copia de la demanda de amparo. 
 

Atentamente 
Zapopan, Jalisco, a cinco de noviembre de dos mil dieciocho. 

El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal  
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito.  

Lic. José Mendoza Ortega. 
Rúbrica. 

(R.- 475726) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Octavo de Distrito 

Estado de Chihuahua 
EDICTO 

 
Por este medio, en cumplimiento a lo ordenado mediante proveído de cuatro de octubre de dos mil 

dieciocho, dictado en los autos del juicio de amparo 1875/2017-X, promovido por Carlos Humberto Duran 
Flores, Ricardo Duran Flores y Ricardo Duran Román, contra actos del Magistrado de la Séptima Sala Civil 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado, con residencia en esta ciudad, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, emplácese por medio de edictos  
a los terceros interesados 1) Héctor Efraín Duran Flores, 2) Socorro Aida Duran Flores y 3) Armida Emma 
Duran Flores, en la inteligencia que el edicto deberá publicarse por tres veces, de siete en siete días,  
en el Diario Oficial de la Federación y en alguno de los siguientes periódicos: El Excélsior, Heraldo de México, 
o El universal, que se editan en la Ciudad de México y que estos tienen circulación a nivel nacional; hágase 
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saber a los referidos terceros interesados que deberán presentarse ante este Juzgado Federal, dentro del 
término de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, para que reciba la copia 
de la demanda de amparo, igualmente se apercibe a los terceros interesados que dentro del término de tres 
días siguientes al en que hayan surtido efectos el emplazamiento, deberán señalar domicilio para oír y recibir 
notificaciones en esta ciudad, con el apercibimiento que de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones 
derivadas de este juicio, aún las de carácter personal se harán por medio de lista que se publica  
en los estrados de este juzgado, en términos del artículo 26, fracción III, de la Ley de Amparo;  
debiendo fijarse además una copia de los citados edictos en los estrados de este Juzgado por todo  
el tiempo del emplazamiento. 

 
Chihuahua, Chihuahua, 09 de octubre de 2018. 

Secretaria del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Chihuahua. 
Claudia Ivone Moreno Pérez 

Rúbrica. 
(R.- 475741) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoquinto de Distrito de Amparo 
en Materia Penal en la Ciudad de México 

Amparo Indirecto 1059/2017 
EDICTO  

Tercero Interesado 
Víctor Manuel Ocampo Quiroz 

En los autos de juicio de amparo número 1059/2017-IV, promovido por Alberto Quiroz Hernández, contra 
el acto de la Cuarta Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México y otra autoridad, que 
hizo consistir en la resolución de veinticuatro de octubre dos mil diecisiete, dictada en el toca penal 387/2017, 
así como su ejecución; al tener el carácter de tercero interesado y desconocerse su domicilio actual, con 
fundamento en la fracción III, párrafo segundo, del inciso c) del Artículo 27 de la Ley de Amparo, se otorga su 
emplazamiento al juicio de mérito por edictos, los que se publicarán por tres veces de siete en siete días en el 
Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación nacional, quedando a su 
disposición en la actuaría de este Juzgado copia simple de la demanda de amparo y auto admisorio de 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete, y, cuenta con el término de 30 días, contados a partir de la 
última publicación de tales edictos para que ocurra al Juzgado a hacer valer sus derechos, lo cual podrá hacer 
por sí o por conducto de apoderado, apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones le correrán por 
lista que se fije en los estrados de este Juzgado de Distrito.  

Atentamente. 
Ciudad de México, a veintiséis de octubre de dos mil dieciocho. 

Secretaria del Juzgado. 
Alicia Carolina Montes Rosillo 

Rúbrica. 
(R.- 475822) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 
Hermosillo, Sonora 

EDICTO: 
 

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito.- Amparo directo 
172/2018 promovido por Dorian Said Córdova Álvarez, contra sentencia de doce de agosto de dos mil 
dieciséis, Primer Tribunal Colegiado Regional del Primer Circuito del Estado de Sonora, en toca 702/2015, 
se ordena notificar terceras interesadas Martha Valladares Gómez y Abigail Gómez Cano, haciéndoles 
saber tienen treinta días hábiles contados partir última publicación edictos, comparezcan este tribunal a 
defender derechos y señalen domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibidos no 
hacerlo, posteriores se harán por lista. 

Para ser publicado tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y el periódico 
“El Imparcial” de Hermosillo, Sonora. 

 
Hermosillo, Sonora, a 26 de octubre de 2018. 

Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 
Licenciado Juan Abel Monreal Toríz 

Rúbrica. 
(R.- 475937) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 

Hermosillo, Sonora 
EDICTO: 

 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 

CIRCUITO. En el juicio de amparo directo 356/2018, promovido por ESON OBED OLIVAS MENDOZA,  
se ordena emplazar a la tercera interesada MYRIAM PATRICIA CASTRO AURAUJO, en su carácter de 
madre de la víctima el menor ÁNGEL OBED OLIVAS CASTRO, haciéndosele saber que cuenta con TREINTA 
DÍAS contados a partir de la última publicación de edictos, para que comparezca a este tribunal colegiado  
a defender sus derechos y señale domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibida que de 
no hacerlo, las posteriores se le harán por lista que se fije en estrados, lo anterior toda vez que el quejoso 
promovió demanda de amparo contra la sentencia de veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete,  
dictada por la Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, en el toca 48/2017, 
derivado del proceso 164/2014, instruido en contra del quejoso, por el delito que fue sentenciado. 

Para ser publicado tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y el periódico  
“El Imparcial” de esta ciudad Hermosillo, Sonora. 

 
Hermosillo, Sonora, a 26 de octubre de 2018. 

Secretaria de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado  
en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 

Lic. Isalén Cristina Valenzuela Corral 
Rúbrica. 

(R.- 475947) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 
Hermosillo, Sonora 

EDICTO: 
 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito.- Amparo directo 

259/2018, promovido por Adela Adriana Navarro, contra sentencia de diez de julio de dos mil diecisiete, 
Primer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito del Estado Sonora, en toca 293/2013, se ordena notificar 
terceras interesadas Juana Jazmín Estrella Delgado Beltrán y Ana Rosa Jiménez Salazar, haciéndoseles 
saber tienen treinta días hábiles contados partir última publicación edictos, comparezcan este tribunal  
a defender derechos y señalen domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibidas  
no hacerlo, posteriores se harán por lista. 

Para ser publicado tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y el periódico  
“El Imparcial” de Hermosillo, Sonora. 

 
Hermosillo, Sonora, a 27 de agosto de 2018 

Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 
Licenciado Juan Abel Monreal Toríz 

Rúbrica. 
(R.- 475952) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Aguascalientes 

Aguascalientes, Aguascalientes 

 

Para emplazar a: Trinidad Zacarías Saldivar: 
En el juicio de amparo número 1063/2018-IV-4, promovido por César Aarón García Santos por 

conducto de su defensor particular Juan Francisco González Castorena, contra actos del Juez de 
Preparación de Justicia para Adolescentes en el Estado de Aguascalientes, se ordenó emplazar por 
medio de edictos como lo establece el artículo 27, fracción lll, inciso c), segundo párrafo, de la Ley de Amparo 
a Trinidad Zacarías Saldivar, copia de la demanda de amparo generadora de dicho juicio a su disposición 
para que comparezca al mismo si a sus intereses conviniere, y se le hace de su conocimiento que de 
conformidad con el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la  
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Ley de Amparo, por disposición expresa de su numeral 2°, deberá presentarse al Juzgado Tercero de 
Distrito en el Estado de Aguascalientes; ubicado en BOULEVARD LIC. ADOLFO RUIZ CORTINES  
NO. 2311-A (PISO 05; ALA "A") FRACC. 2 PREDIO RÚSTICO "EL RANCHITO" AGUASCALIENTES, AGS. 
C.P. 20310, dentro del término de treinta días contados del día siguiente al de la última publicación del 
presente edicto; asimismo, se le requiere para que señale domicilio en esta ciudad de Aguascalientes  
para oír y recibir notificaciones, apercibiéndola que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones, 
aún las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fije en los estrados de este  
Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Aguascalientes, en términos de los numerales 26, fracción III,  
y 27 fracción III de la Ley de Amparo, y que si pasado ese término de treinta días no comparecen, se seguirá 
el juicio 1063/2018-IV-4. 

 
Aguascalientes, Aguascalientes, 16 de noviembre de 2018. 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado. 
Lic. Héctor Carlos López Fuentes 

Rúbrica. 
(R.- 475944) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Morelia, Mich. 

EDICTO. 
 

David Chistian Torres Mendoza y/o David Cristian Torres Mendoza y David Torres Toscano. 
En el lugar en que se encuentre le hago saber que: 
En los autos del juicio de amparo directo 210/2018, promovido por Jesús Ramírez Rosales,  

contra actos del magistrado de la Cuarta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán, con residencia en Morelia, radicado en este Tribunal Colegiado en Materia Penal, se les ha 
señalado como terceros interesados, y como se desconoce su domicilio actual, por auto de doce de 
noviembre de dos mil dieciocho, este órgano colegiado determinó emplazarlos por edictos, que deberán 
publicarse por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, haciéndosele saber  
que podrá presentarse en este Tribunal a defender sus derechos de considerarlo necesario, dentro del 
término de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, apercibidos que de no  
hacerlo las posteriores notificaciones se le harán por lista de acuerdos que se fijen en los estrados de este 
órgano, siguiendo los lineamientos establecidos en el numeral 29, de la Ley de Amparo, quedando a su 
disposición en la Secretaría de Acuerdos del mismo, copia simple de la demanda de amparo que se trata. 

 
Morelia, Michoacán, doce de noviembre de 2018 

El Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Lic. Raúl Tovar Gutiérrez 

Rúbrica. 
(R.- 475953) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, 
con residencia en Saltillo, Coahuila 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza 
EDICTO  

Amparo Directo Penal: 437/2018. 
Quejoso: Carlos Enrique Flores Rodríguez. 
Tercera interesada: María Angélica Ruiz Santos. 
Se hace de su conocimiento que Carlos Enrique Flores Rodríguez, promovió amparo directo contra la 

sentencia de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, 
residente en esta ciudad, dictada el cinco de septiembre de dos mil diecisiete, en el toca penal 111/2017,  
y su ejecución; y como no se ha podido emplazar a juicio a la tercera interesada María Angélica Ruiz Santos, 
con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, se ordenó su emplazamiento por 
edictos, publicándose por tres veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial de la Federación; 
haciéndole saber a la citada tercera interesada que deberá presentarse en este tribunal dentro del término de 
treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación; quedando apercibido que de no 
comparecer a este juicio, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le harán por  
medio de lista que se fija en los estrados de este tribunal colegiado de circuito. Doy fe.  

Saltillo, Coahuila a 05 de octubre de 2018. 
Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y de Trabajo del Octavo Circuito, residente en Saltillo, Coahuila. 

Lic. Karen Denys López Monsiváis. 
Rúbrica. 

(R.- 475955) 



54     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 7 de diciembre de 2018 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Morelia, Mich. 

EDICTO. 
 

Alberto Jiménez Castillo 
En el lugar en que se encuentre le hago saber que: 
En los autos del juicio de amparo directo 284/2018, promovido por Alejandro Bermúdez Bermúdez,  

contra actos del magistrado de la Cuarta Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán, con residencia en Morelia, radicado en este Tribunal Colegiado en Materia Penal, se le ha 
señalado como tercero interesado, y como se desconoce su domicilio actual, por auto de nueve de noviembre 
de dos mil dieciocho, este órgano colegiado determinó emplazarlo por edictos, que deberán publicarse por 
tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, haciéndosele saber que podrá 
presentarse en este Tribunal a defender sus derechos de considerarlo necesario, dentro del término de  
treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, apercibido que de no hacerlo las 
posteriores notificaciones se le harán por lista de acuerdos que se fijen en los estrados de este órgano, 
siguiendo los lineamientos establecidos en el numeral 29, de la Ley de Amparo, quedando a su disposición en 
la Secretaría de Acuerdos del mismo, copia simple de la demanda de amparo que se trata. 

 
Morelia, Michoacán, nueve de noviembre de 2018 

El Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Lic. Raúl Tovar Gutiérrez 

Rúbrica. 
(R.- 475960) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Morelia, Mich. 

EDICTO. 
 

Menor de edad J.C.R.V., por conducto de su progenitora María Hermenegilda Reyes Valente 
En el lugar en que se encuentre le hago saber que: 
En los autos del juicio de amparo directo 259/2018, promovido por Blanca Nelida Morfín Cortés,  

contra actos del magistrado de la Tercera Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 
Michoacán, con residencia en Morelia, radicado en este Tribunal Colegiado en Materia Penal, se le ha 
señalado como parte tercero interesada, y como se desconoce su domicilio actual, por auto de doce de 
noviembre de dos mil dieciocho, este órgano colegiado determinó emplazarla por edictos, que deberán 
publicarse por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, haciéndosele saber que 
podrá presentarse en este Tribunal a defender sus derechos de considerarlo necesario, dentro del término  
de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, apercibida que de no hacerlo las 
posteriores notificaciones se le harán por lista de acuerdos que se fijen en los estrados de este órgano, 
siguiendo los lineamientos establecidos en el numeral 29, de la Ley de Amparo, quedando a su disposición en 
la Secretaría de Acuerdos del mismo, copia simple de la demanda de amparo que se trata. 

 
Morelia, Michoacán, doce de noviembre de 2018 

El Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito 
Lic. Raúl Tovar Gutiérrez 

Rúbrica. 
(R.- 475961) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, 
con residencia en Saltillo, Coahuila 

EDICTO 
 

Amparo Directo Penal: 742/2018. 
Quejoso: Adán Enrique Sarmiento Alvarado. 
Terceros interesados: Luis Alberto Mencos Flores, Edgar René Aj Say y Vilma Socop Domínguez. 
Se hace de su conocimiento que Adán Enrique Sarmiento Alvarado, promovió amparo directo contra la 

sentencia de la Sala Colegiada Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado, residente en esta ciudad, 
dictada el treinta de septiembre de dos mil once, dentro del toca penal 206/2011; y como no se ha podido 
emplazar a juicio a los terceros interesados Luis Alberto Mencos Flores, Edgar René Aj Say y Vilma Socop 
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Domínguez, con fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, en relación con el 
315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, se ordenó su emplazamiento por 
edictos, publicándose por tres veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial de la Federación; 
haciéndole saber a la citada tercera interesada que deberá presentarse en este tribunal dentro del término de 
treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación; quedando apercibido que de no 
comparecer a este juicio, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se le harán por medio 
de lista que se fija en los estrados de este tribunal colegiado de circuito. Doy fe. 
 

Saltillo, Coahuila a 05 de Noviembre de 2018. 
Secretaria de Acuerdos del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de  

Trabajo del Octavo Circuito, con residencia en Saltillo, Coahuila 
Lic. Karen Denys López Monsiváis. 

Rúbrica. 
(R.- 476151) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Decimoquinto Circuito, 
con residencia en Tijuana, Baja California 

EDICTO 
 

Amparo Directo Civil 653/2018 
Amparo Directo 653/2018 promovido por José Edgardo Alvarado Medina, contra la sentencia de dieciocho 

de junio de dos mil dieciocho, dictada por la Segunda Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Baja California, en el toca civil 74/2016, se tuvo como tercero interesada a Karla Janette Barranco Martínez, 
de ahí que se emplaza a la tercero antes citada, por medio de edictos, haciéndole saber que deberá 
apersonarse en el presente juicio, con el carácter de tercero interesada dentro de los treinta días siguientes, 
contados a partir de la última publicación, deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en esta 
ciudad; si pasado dicho término no lo hiciere, las ulteriores notificaciones de este juicio le surtirán efectos por 
medio de lista que se fije en los estrados de este Tribunal, haciéndole saber que en la secretaria de este 
Tribunal quedara a su disposición, copia de la demanda de amparo que dio origen a este juicio, fijándose en 
los estrados de este órgano colegiado copia íntegra del edicto por todo el tiempo del emplazamiento. 

 
Atentamente 

Tijuana, Baja California, a dieciséis de noviembre de 2018. 
Secretaria del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 

del Decimoquinto Circuito, con sede en Tijuana, Baja California. 
Licenciada Perla Cristina Sánchez Escorcia. 

Rúbrica. 
(R.- 476082) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Sonora, 
con sede en Hermosillo 

EDICTO 
 

ANDRÉS JESÚS ANDRADE GIL. 
En auto del juicio de amparo 983/2018, promovido por Leopoldo Duarte Murrieta, en carácter de 

Endosatario en Procuración de Jesús Javier Fernández Salazar, contra actos del Juez de Primera Instancia 
de lo Civil del Distrito Judicial de Guaymas, Sonora; con fecha diecinueve de octubre de dos mil dieciocho, 
este Juzgado ordenó emplazarlo como tercero interesado, por medio de edictos, que se publicarán por tres 
veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico “Excélsior”, a fin 
de que comparezca ante este órgano jurisdiccional dentro del plazo de treinta días contados a partir del día 
siguiente al en que se efectúe la última publicación, por sí, por apoderado o por gestor que pueda 
representarlo o defender sus derechos, de conformidad con lo establecido en el artículo 315 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de la Ley de Amparo; en la inteligencia de que la 
copia de la demanda de garantías queda en la Secretaría de este Juzgado, a su disposición. 

 
Atentamente 

Hermosillo, Sonora, 31 de Octubre de 2018. 
El Secretario del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Sonora. 

Osbaldo Martínez Gutiérrez. 
Rúbrica. 

(R.- 476100) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado de Distrito 
Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado con residencia en Salina Cruz, Oaxaca 

EDICTO 
 

En cumplimiento a lo ordenado por auto dictado el nueve de noviembre de dos mil dieciocho en el juicio 
ordinario civil número 12/2017, del índice del Juzgado Séptimo de Distrito en Estado de Oaxaca,  
con residencia en Salina Cruz, promovido por Gerardo Rodolfo Tinajero Villarruel, en su carácter de 
apoderado general para pleitos y cobranzas de la Administración Portuaria Integral de Salina Cruz, Oaxaca, 
Sociedad Anónima de Capital Variable, con fundamento en el artículo 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, emplazo a la parte demanda denominada CONSORCIO CONSTRUCTOR  
E INMOBILIARIO PEGASO, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, por conducto de quien la 
represente legalmente, para dar contestación de la demanda entablada en su contra por la primera persona 
moral referida, sobre las prestaciones enumeradas del inciso a) al h). Se le hace saber a la demandada 
CONSORCIO CONSTRUCTOR E INMOBILIARIO PEGASO, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
VARIABLE, por conducto de quien la represente legalmente, que cuenta con el plazo de treinta días,  
contado a partir del día siguiente al de la última publicación de este edicto para que se presente ante este 
Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Oaxaca, con residencia en Salina Cruz, ubicado en avenida 
Tampico número 106, altos, centro, para apersonarse, dar contestación a las prestaciones reclamadas  
y señale domicilio para oír y recibir notificaciones en Salina Cruz, Oaxaca; bajo apercibimiento que de no 
hacerlo se seguirá el juicio y las posteriores notificaciones, aun las de carácter personal, se la harán  
por rotulón, conforme al artículo 316 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Edicto que se publicará 
por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los diarios de mayor 
circulación nacional. Finalmente, comunico a la demandada que las copias del emplazamiento se encuentran 
a su disposición en la Secretaría de este Juzgado. 

 
Atentamente 

Salina Cruz, Oaxaca, 12 de noviembre de 2018 
El Actuario Judicial del Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de Oaxaca, con residencia en Salina Cruz 

Lic. Juan Carlos Silva Gutiérrez 
Rúbrica. 

(R.- 475474) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito 

Cancún, Q. Roo 
EDICTO. 

 
TERCERA INTERESADA: ARANZA GUADALUPE DOLORES ALBORNOZ, 
EN EL LUGAR EN DONDE SE ENCUENTRE; 
EN AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 406/2018, PROMOVIDO POR ÁNGEL DOLORES 

BONILLA, EN CONTRA DE LA SENTENCIA DE TREINTA Y UNO DE MAYO DE DOS MIL DIECIOCHO, 
DICTADA EN EL TOCA PENAL 467/2017, DEL ÍNDICE DE LA OCTAVA SALA ESPECIALIZADA EN 
MATERIA PENAL TRADICIONAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO, CON SEDE  
EN ESTA CIUDAD; EL MAGISTRADO PRESIDENTE DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO, DICTÓ EL SIGUIENTE PRONUNCIAMIENTO: 

En cumplimiento a lo ordenado en el proveído de esta propia fecha, se ordena realizar el emplazamiento 
de ARANZA GUADALUPE DOLORES ALBORNOZ, por medio de edictos por tres veces, de siete en siete 
días en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico de mayor circulación en la República Mexicana; 
haciéndole saber a la aludida tercera que deberá presentarse dentro del término de treinta días,  
contados a partir del siguiente al de la última publicación, tal como lo dispone el artículo 315 del  
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición 
expresa de su numeral 2, de considerarlo pertinente a la defensa de sus intereses; así mismo,  
en su oportunidad, fíjese en la puerta de este Tribunal, copia íntegra de la resolución que se ordena publicar, 
por todo el tiempo del emplazamiento. 

 
Atentamente. 

Cancún, Q. Roo, 30 de octubre de 2018. 
La Secretaria de Acuerdos. 

Lic. Laura Isabel Gómez Mendoza 
Rúbrica. 

(R.- 475699) 
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Estados Unidos Mexicanos. 
 Poder Judicial de la Federación.  

Juzgado Décimo Cuarto de Distrito en Materia Civil  
en la Ciudad de México 

EDICTOS 
 

AL MARGEN, EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. JUZGADO DECIMOCUARTO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO.  

En los autos del juicio de amparo 662/2018-II promovido por Inmobiliaria Tulyehualco Iztapalapa, Sociedad 
Anónima, contra actos del Juez y actuario adscritos al Juzgado Noveno de lo Civil de Cuantía Menor de 
la Ciudad de México (Antes Juzgado Décimo Quinto de lo Civil de Cuantía Menor de ésta ciudad),se 
hace del conocimiento que por auto de once de mayo de dos mil dieciocho, se admitió dicho juicio de 
amparo en el índice del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, quien se declaró 
incompetente para seguir conociendo de la demanda de amparo por razón de conocimiento previo; por auto 
de quince de junio de dos mil dieciocho este Juzgado federal se avocó al conocimiento de la demanda de 
amparo promovida en relación a los actos reclamados que se hicieron consistir en: el auto admisorio, todo lo 
actuado en el expediente 1286/1991 así como el emplazamiento realizado en dicho expediente; 
asimismo, mediante diverso proveído de diecisiete de septiembre del año en curso, se ordenó emplazar 
por EDICTOS a los terceros interesados Eladio Armando Grajeda Sevilla, Teresa Gutiérrez Rodríguez, Edith 
Araceli Muñiz Tejerina, Mario Huitrón de la Rosa, Maritza Ibarra de Huitrón, María del Carmen Toro 
Desfassiaux y Raúl Martínez Carreño todos por propio derecho, previo agotamiento de los domicilios que 
obraban en autos, haciéndoles saber que deberán presentarse en el local de este Juzgado de Distrito, por su 
propio derecho, dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última 
publicación, y dentro del mismo término deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en ésta 
Ciudad de México, apercibidos que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aún las de carácter personal, 
le surtirán efectos por medio de lista que se fije en este juzgado, quedando a su disposición las copias  
de traslado. 
 

Atentamente 
Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2018. 

La Secretaría del Juzgado Decimocuarto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Lic. Edna Berenice Armendáriz Hernández. 

Rúbrica. 
(R.- 475852) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoprimero de Distrito de Procesos Penales 
en la Ciudad de México 

EDICTO 
 

Víctimas identificadas con los números 10, 31 y 32. 
En cumplimiento al acuerdo dictado el día de hoy, en los autos de la causa penal 91/2013-III, seguida por 

los delitos de: 
A). DELINCUENCIA ORGANIZADA, previsto en el artículo 2, fracción VI (delitos en materia de trata de 

personas, previstos y sancionados en el Título Segundo de la Ley General para Combatir y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos)  
y sancionado en el diverso numeral 4, fracción II, inciso b), de la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada, en términos del arábigo 13, fracción II, del Código Penal Federal; y 

B). TRATA DE PERSONAS EN LA MODALIDAD DE RETENER Y ALOJAR A VARIAS PERSONAS 
CON FINES DE EXPLOTACIÓN SEXUAL, previsto y sancionado en el artículo 10, fracción III, en relación con 
el diverso 13, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los delitos en Materia de 
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos. 

Por este medio y a petición del Agente del Ministerio Público de la Federación, licenciado José Francisco 
Miguel López y de la asesora jurídica de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, se les notifica que 
deberán comparecer ante el Juzgado Decimoprimero de Distrito de Procesos Penales Federales en la  
Ciudad de México, sito en Reforma 80, primer piso, colonia San Lorenzo Tezonco, delegación Iztapalapa,  
a un costado de las instalaciones del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente de la Ciudad de México, a las 
once horas con cinco minutos del ocho de enero de dos mil diecinueve, a una diligencia de carácter 
judicial en la que tendrá intervención. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, 31 de octubre de 2018. 
Juez Decimoprimero de Distrito de Procesos Penales Federales en la Ciudad de México. 

María del Socorro Castillo Sánchez. 
Rúbrica. 

(R.- 476146) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Coahuila 
Saltillo, Coahuila 

EDICTO 
 

AMPARO INDIRECTO: 2163/2016 
QUEJOSO: DANIEL ALVARADO ALVARADO Y OTROS. 
TERCEROS INTERESADOS: LILIANA MENDEL CORDERO; REBECA RODRÍGUEZ GARCÍA; 

MAGDALENA MENDEL CORDERO; MARÍA GUADALUPE LÓPEZ AMADOR; SOFÍA MENDEL CORDERO; 
JOSÉ ANTONIO GARZA MERAZ; MARÍA MINERVA DURAN GÓMEZ; JESÚS JAVIER SÁNCHEZ CHÁVEZ 
Y JUANITA SOLÍS GARZA 

Por medio del presente, a ustedes LILIANA MENDEL CORDERO; REBECA RODRÍGUEZ GARCÍA; 
MAGDALENA MENDEL CORDERO; MARÍA GUADALUPE LÓPEZ AMADOR; SOFÍA MENDEL CORDERO; 
JOSÉ ANTONIO GARZA MERAZ; MARÍA MINERVA DURAN GÓMEZ; JESÚS JAVIER SÁNCHEZ CHÁVEZ 
Y JUANITA SOLÍS GARZA, se les da a conocer que en los autos del juicio de amparo indirecto número 
2163/2016, promovido por Daniel Alvarado Alvarado, Francisco Rivera Gómez, Everardo Niño Alvarado, Pablo 
Alvarado Flores, Juan Rivera Espinoza, Guadalupe Rivera Segovia, José Luis Segovia Martínez, Antonio 
Segovia Rios, Juan Cortez Rivera, Ignacio Cortez Rivera, Vicente Alvarado Rivera, Casimiro Rivera Reza, 
Roberto Rivera Rodríguez, Pedro Alvarado Ponce, Martín Alvarado Ponce, Lorenzo Rivera Gómez, Antonio 
Alvarado Flores, Evodio Alvarado Alvarado, José Luis Alvarado Alvarado, Fidel Alvarado Rocha y Leonardo 
Alvarado Rocha, contra actos Presidente de la Republica y otras autoridades, por auto del treinta de julio de 
dos mil dieciocho, se ordenó, como ahora se hace, emplazarla a juicio por edictos, en su carácter de terceros 
interesados, mismos que se publicarán por tres veces de siete en siete días, en el DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN y en un periódico particular, ya sea el UNIVERSAL, REFORMA y/o EL NORTE, a fin de 
hacerle del conocimiento sobre el acuerdo del veintitrés de diciembre de dos mil dieciséis, mediante el cual se 
admitió la demanda de amparo promovida por los quejosos de referencia, contra actos de las referidas 
autoridades judiciales, por el acto reclamado consistente en lo siguiente: “1) la resolución relativa a la 
privación de derechos agrarios y nuevas adjudicaciones de unidades de dotación en el poblado tanque de 
Menchaca, Municipio de Parras de la Fuente, Estado de Coahuila, en la cual de manera indebida se decreta la 
privación de los derechos agrarios de los suscritos quejosos, no obstante que dicha privación debe ser 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, la cual nunca ocurrió. 2) Así como cualquier acto jurídico 
realizado con posterioridad a la resolución encita, reclamándose también todas las actuaciones procesales 
anteriores y posteriores al citado procedimiento de privación de derechos agrarios y nuevas adjudicaciones, 
reclamándose igualmente la publicación en el Diario Oficial de la Federación, reclamándose de todas y cada 
una de las Autoridades los efectos y las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de sus actos.” De igual 
modo, se le hace saber que deberá presentarse ante este Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de 
Coahuila Zaragoza, con sede en Saltillo, dentro del término de TREINTA DIAS, contados a partir del siguiente 
al de la última publicación del presente edicto, y que en caso de no comparecer, se seguirá el juicio por sus 
trámites legales, efectuándose las ulteriores notificaciones aún las de carácter personal por lista de acuerdos 
que se fijará en los estrados de este Juzgado Federal. Además, se le informa que la audiencia constitucional 
se encuentra señalada para las NUEVE HORAS CON CINCUENTA MINUTOS DEL DÍA VEINTINUEVE DE 
AGOSTO DE DOS MIL DIECIOCHO, y que la copia simple de la demanda de amparo queda a su disposición 
en la Secretaría del Juzgado de Distrito. Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio a la Ley de Amparo. 

 
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a diez de agosto de dos mil dieciocho 

Juez Segundo de Distrito en el Estado de Coahuila 
Héctor Alejandro Treviño de la Garza 

Rúbrica. 
(R.- 475396) 

Estados Unidos Mexicanos 

Estado de Guanajuato 

Poder Judicial 

EDICTOS 

 

Por este publicarse por tres veces de siete en siete días en la Puerta de este Órgano Jurisdiccional, Diario 

Oficial de la Federación y en el Diario de mayor circulación en la República, haciéndose saber a Dora Manuela 

Pérez Sánchez en su carácter de tercera interesado, con el que fue señalado dentro del amparo interpuesto 

por José Juan Méndez Serrano, en contra de la sentencia de fecha veinticinco de junio del año dos mil 

dieciocho, dictada por esta sala en el toca de apelación número 326/2018, formado con motivo de la apelación 

interpuesta por el Pedro Péres Zárate en contra de la sentencia de fecha diecinueve de febrero de dos mil 
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dieciocho, pronunciada en el expediente número C372/2013, que contiene las actuaciones del Juicio Ordinario 

Civil promovido por Pedro Péres Zárate en contra de H. Ayuntamiento de Celaya, Guanajuato, José Juan 

Méndez Serrano, Martha Elva Sánchez Ramírez, Comisión Para la Regularización de la Tenencia, Martha 

Elva Pérez Sánchez, Dora Manuela Pérez Sánchez y Pedro Alberto Pérez Sánchez y su acumulado 

C432/2015 promovido por Martha Elva Pérez Sánchez contra José Juan Méndez Serrano y Martha Elva 

Sánchez Ramírez, sobre inexistencia de contrato privado de compraventa y otras prestaciones y reconvención 

promovida por José Juan Méndez Serrano, en contra de Martha Elva Sánchez Ramírez y otros, sobre 

declaración judicial sobre existencia, reconocimiento y validez de contrato privado y otras prestaciones. 

Emplazándole para que comparezca ante el Honorable Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito en 

Turno de la ciudad de Guanajuato capital, a defender sus derechos, dentro del término de treinta días, 

contados a partir del día siguiente a la última publicación en el Diario Oficial de la Federación, si, pasado ese 

término, no comparece por si, por apoderado o por gestor que pueda representarlo, se seguirá el juicio en 

rebeldía, haciéndosele las ulteriores notificaciones por lista, que se fijará en los Estrados del Tribunal 

Colegiado que toque conocer, por tanto se deja a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de esta Décima 

Sala Civil, copia de la demanda de amparo.- - - - - - - - - - - - - - - 

 

“2018. Año de Manuel Doblado, Forjador de la Patria”. 

Guanajuato, Guanajuato, 30 de octubre del año dos mil dieciocho.  

Secretario de Acuerdos de la Décima Sala Civil 

Licenciado Rubén Alejandro Aguilera Granados. 

Rúbrica. 

(R.- 476147) 

Estados Unidos Mexicanos 
Gobierno de Tamaulipas 

Poder de Judicial 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Tamaulipas 

Primera Sala Colegiada Civil-Familiar 
Cd. Victoria, Tam. 

EDICTOS:- 
 

C. GLORIA MARISELA SANDOVAL MORELOS (TERCERO INTERESADA) 
P R E S E N T E .- 
En el cuaderno formado con motivo del Juicio de Amparo Directo promovido ante el H. Tribunal Colegiado 

en Materias Administrativa y Civil que corresponda del Décimo Noveno Circuito, con residencia en esta 
ciudad, por RAMÓN C. NAVARRO AYALA, contra actos de esta Primera Sala Colegiada en Materias Civil y 
Familiar del H. Supremo Tribunal de Justicia del Estado, derivados del toca de apelación 00101/2018, relativo 
al Exp. No. 478/2015, se dictó el siguiente ACUERDO:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

----- Ciudad Victoria, Tamaulipas, a (16) dieciséis de abril de dos mil dieciocho (2018).- - - - - - - - - - - - - - -  
----- Visto lo de cuenta.- Con fundamento en los artículos 170, 176, 178, fracciones I, II y III de la Ley de 

Amparo, se acuerda:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
---- I.- Con una copia simple de la demanda de amparo directo que se interpone por el quejoso, Ramón C. 

Navarro Ayala, contra la resolución número 89 de fecha quince de marzo de dos mil dieciocho y terminada de 
engrosar el dieciséis siguiente, dictada dentro del Toca de apelación número 101/2018 fórmese el cuaderno 
de Amparo correspondiente.- - - - - - - - - - - - -- - - - - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

---- II.- Con fundamento en lo establecido por los artículos, 5, fracción III, inciso b), 26, fracción I; inciso b), 
27, fracción I, incisos a), b), c), 178, fracción II, y 181, de la nueva Ley de Amparo, se ordena emplazar y 
correr traslado a los terceros interesados, Gloria Marisela Sandoval Morelos y Rolando Sandoval Morelos con 
copia de la demanda de amparo debidamente selladas y rubricadas para que comparezcan dentro del término 
de ley ante el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito que 
corresponda, a presentar sus alegatos, si así les conviniere; para lo cual se deberá enviar despacho al Juez 
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Tercero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial, con residencia en Altamira, para que en 
auxilio de las labores de esta Sala proceda a emplazar a dicho tercero interesado Rolando Sandoval Morelos 
en el domicilio que tiene señalado en calle Privada Mazatlán número 101-Casa uno, entre Cerrada y Agua 
Dulce, Fraccionamiento la Florida, código postal 89110, y/o calle 8 número 110, planta baja Despacho 315, 
Colonia los Pinos, Avenida Universidad y calle Sexta, de Tampico y por lo que respecta a Gloria Marisela 
Sandoval Morelos, gírese atento exhorto al Juez de Primera Instancia para que proceda a iniciar la 
investigación sobre el posible o posibles domicilios que pudiera tener la tercera interesada anteriormente 
citada debiendo a su vez girar oficio a las siguientes dependencias: Comisión Federal de Electricidad (IFE) 
Instituto Nacional Electoral (INE) Comisión de Agua Potable y Alcantarillado (COMAPA), Teléfonos de México 
(TELMEX); para que informen a dicho Juzgado, si en alguna de esta Dependencias existe algún domicilio de 
la citada tercero interesada, por otra parte y en ese tenor esta Sala mandará girar los oficios a Secretaría de 
Relaciones Exteriores y Secretaría de Finanzas, para que hagan del conocimiento de esta Sala, si en sus 
registros existe domicilio a nombre de la tercera interesada Gloria Marisela Sandoval Morelos.- - - - - - - - - - - -  

----- III.- En su oportunidad cúmplase con lo ordenado por el artículo 178, en sus fracciones I y III de la 
citada Ley de Amparo, y también lo que dispone el artículo 26, fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Tamaulipas, y así en los términos de ley, remítanse los autos originales de la primera y 
segunda instancia con el informe justificado al H. Tribunal Colegiado en turno del Decimonoveno Circuito, con 
residencia en esta ciudad, previa copia certificada que se deje en autos de la resolución reclamada, así como 
el traslado a las partes, remitiéndose además la demanda de garantías y su copias.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

------ Notifíquese y personalmente a quienes figuran como terceros interesados en la presente demanda de 
garantías.- Así lo acordó y firmó el licenciado Adrián Alberto Sánchez Salazar, Magistrado Presidente de la 
Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del H. Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, quien 
actúa con la Secretaria de Acuerdos que dá fe.- Una firma ilegible. Lic. Liliana Raquel Peña Cárdenas. Sria. 
Rúbrica.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - AUTO INSERTO:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
----- Ciudad Victoria, Tamaulipas, a (31) treinta y uno de octubre de dos mil dieciocho (2018).-.- - - - - - - - -  
----- Visto el estado procesal que guarda la demanda de amparo directo, promovida por Ramón C. Navarro 

Ayala, en contra de actos de esta autoridad, y en virtud de que no ha sido posible emplazar a juicio de 
garantías a la tercero interesada Gloria Marisela Sandoval Morelos, se ordena el emplazamiento por edictos a 
la tercero interesada en cita, los cuales se ponen a disposición del quejoso Ramón C. Navarro Ayala, que 
deberán ser publicados por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en un 
periódico de mayor circulación en la República haciéndose saber que la presente demanda de garantías es 
promovida por Ramón C. Navarro Ayala, a fin de que ocurra a defender sus derechos dentro del término de 
treinta días contados a partir del siguiente día da la de su última publicación fijándose además de los estrados 
de la Sala y copia integra del acuerdo por lo que se ponen a su disposición al anteriormente citado quejoso; 
los edictos relativos para que dentro del plazo de veinte días, contados a partir del día en que surta efectos la 
notificación del presente proveído deberá acreditar haber entregado para su publicación los citados edictos, 
así como su entrega en esta Sala.- Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 26, fracciones II 
y VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

----- Notifíquese Personalmente al quejoso.- Así lo acordó y firmó el licenciado Hernán de la Garza Tamez, 
Magistrado Presidente de la Primera Sala Colegiada en Materias Civil y Familiar del H. Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos que dá fe.- Una firma ilegible. Lic. Liliana 
Raquel Peña Cárdenas. Sria. Rúbrica.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

Lo que publico y de esta forma se le emplaza a Usted en su carácter de tercero interesado dentro del juicio 
de amparo directo que promueve RAMÓN C. NAVARRO AYALA, contra actos de la Primera Sala Colegiada 
en Materias Civil y Familiar del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, ante el Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil que corresponda del Décimo Noveno Circuito, con residencia en esta ciudad, 
de conformidad con lo previsto por los artículos 27, fracción I, inciso b), y 29 de la nueva Ley de Amparo 
vigente. 
 

Cd. Victoria, Tamaulipas, a 05 de noviembre de 2018 
La Secretaria de Acuerdos de la Primera Sala 

Colegiada en Materias Civil y Familiar. 
Lic. Liliana Raquel Peña Cárdenas. 

Rúbrica. 
(R.- 475789) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal  
en el Estado de Nuevo León 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 409/2018, instado por Jaziel Isaí Rojas Gómez, contra actos del Juez de Control  
en el Estado de la Zona Norte, de San Nicolás de los Garza, Nuevo León, donde el acto impugnado consistente 
en la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa, para el efecto el directamente agraviado quede  
a disposición de este órgano jurisdiccional, en el lugar donde cumple la medida, por cuanto hace a su libertad,  
y a disposición de la potestad judicial para la continuación del proceso, y al desconocerse el domicilio de la 
tercera interesada María de Lourdes Flores Garza se ordenó su emplazamiento por edictos, que se publicarán 
por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor 
circulación de la República, conforme a los artículos 27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria; informándole que deberá acudir ante este 
órgano jurisdiccional, en el término de treinta días contado a partir del siguiente al de la última publicación,  
para hacer valer sus derechos y señalar domicilio para recibir notificaciones en la ciudad de Monterrey o su 
área metropolitana, apercibido de no hacerlo, se continuará el juicio y las subsecuentes notificaciones, aún las 
de carácter personal, se le harán por lista de acuerdos que para tal efecto se fija en este Juzgado. Queda a su 
disposición en la Secretaría de este Juzgado copia simple de la demanda de amparo y de los demás proveídos. 

 
Atentamente 

Monterrey, Nuevo León, a 23 de Octubre de 2018. 
La Secretaria del Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estado de Nuevo León. 

María Guadalupe Salazar Martínez. 
Rúbrica. 

(R.- 476163) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Zacatecas 

EDICTO 
 
Por ignorar el domicilio del tercero interesado, con fundamento en el artículo 315, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, el Juez Segundo de Distrito en el 
Estado de Zacatecas, ordenó emplazar por edictos a Juan Carlos Delgado Ríos, haciéndole saber que en 
este Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Zacatecas, se ventila Juicio de Amparo 859/2017-I 
promovido por Ramón Escobar Araujo, contra actos de la Segunda Sala Penal del Tribunal Superior de 
Justicia del estado de Zacatecas, que hizo consistir en la resolución dictada en el toca penal oral 
A.P.O. 84/2017; en el cual se encuentran fijadas las diez horas del diecisiete de diciembre de dos mil 
dieciocho, para el verificativo de la audiencia constitucional que en derecho proceda; se le previene para que 
comparezca en el término de treinta días, que contarán a partir del siguiente de la última publicación, 
apercibido que de no hacerlo, no imponerse de los autos, las siguientes notificaciones se le harán por medio 
de lista que se publica en este juzgado. Asimismo, se ordena fijar en los estrados de este Tribunal una copia 
del presente edicto hasta en tanto se tenga por legalmente notificada al citado tercero interesado. 

Se publicarán por tres veces consecutivas de siete en siete días hábiles, en el “Diario Oficial” y en una de 
los periódicos diarios de mayor circulación en la República (Reforma). 

 
Atentamente 

Zacatecas, Zacatecas, veintinueve de octubre de 2018 
La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito Zacatecas. 

Lic. Ma. de los Ángeles Huerta Vázquez. 
Rúbrica. 

(R.- 476229) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EDICTO- 

 
AL MARGEN, EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.-  

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.- JUZGADO OCTAVO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO. 

EMPLAZAMIENTO DE LA DEMANDADA: INGENIERÍA TÉCNICA CALEB, S.A. DE C.V. 
En los autos del juicio ordinario civil 361/2018 promovido por el INSTITUTO NACIONAL DE LA 

INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA (INIFED) en contra de INGENIERÍA TÉCNICA CALEB, S.A.  
DE C.V., ante este Juzgado se dictó un auto el treinta de agosto de dos mil dieciocho, que en la parte 
conducente dice:…ADMISIÓN. Se tiene por presentada la demanda de ELVIRA GUTIÉRREZ AGUILAR,  
en su carácter de apoderada legal de INSTITUTO NACIONAL DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA 
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EDUCATIVA (INIFED), personalidad que acredita y se le reconoce términos de la copia certificada del 
instrumento notarial 18,335, que exhibe para tal efecto, misma que se pone a su disposición previo cotejo y 
compulsa y razón que por su recibo asisten en autos las personas autorizadas para ese efecto; por el que 
demanda en la vía Ordinaria Civil de INGENIERIA TÉCNIA CALEB, S.A. DE C.V., las diversas prestaciones 
enumeradas en el capítulo correspondiente del ocurso de cuenta. 

Con fundamento en los artículos 1°, 19, 276, 280, 322, 327 y demás aplicables del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, SE ADMITE a trámite la demanda en vía y forma propuestas; en consecuencia,  
con las copias simples del escrito inicial de demanda y anexos que se acompañan a la presente, así como de 
este auto debidamente, cotejadas y selladas, córrase traslado y emplácese a la demandada INGENIERÍA 
TÉCNICA CALEB, S.A. DE C.V., en el domicilio ubicado en CALLE RÍO PÁNUCO 5915, INTERIOR 5, 
COLONIA SAN MANUEL, PUEBLA, PUEBLA, C.P. 72090, para que en el plazo de NUEVE DÍAS, produzca 
la contestación a la demanda instaurada en su contra; oponga defensas y excepciones que tenga que hacer 
valer en su favor y señale domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; apercibida que en caso de 
no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se le harán por rotulón, de conformidad a lo dispuesto por los 
artículos 306 y 316 del Código Federal de Procedimientos Civiles y en el entendido que las prestaciones que 
se le reclaman son: “(…) A) Se reclama el pago de la cantidad de $588,088.47 (quinientos ochenta y ocho mil 
ochenta y ocho pesos 47/100 m.n.) B) El pago de los gastos y costas que con motivo de este juicio se lleguen 
a originar. (…)” Luego mediante auto de nueve de noviembre de dos mil dieciocho, se ordenó el 
emplazamiento a juicio de la demandada INGENIERIA TÉCNIA CALEB, S.A. DE C.V., por medio de edictos 
que se publicarán por tres veces de siete en siete días, en el Diario Oficial y en uno de los periódicos diarios 
de mayor circulación en la Republica haciéndosele saber que debe presentarse dentro del término de treinta 
días, contados a partir del siguiente al de la última publicación, se fijará, además, en la puerta del tribunal,  
una copia íntegra de la resolución, por todo el tiempo del emplazamiento. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, a 22 de Noviembre de 2018. 
La Secretaria del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Lic. Berenice Contreras Segura. 
Rúbrica. 

(R.- 476171) 
 

AVISOS GENERALES 
 

Hulera Acuario SA de CV 
CONVOCATORIA 

 
EN BASE AL ARTICULO 186 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES SE CONVOCA A 

TODAS LAS SOCIAS DE HULERA ACUARIO SA DE CV A LA JUNTA DE ASAMBLEA QUE SE LLEVARA 
A CABO EL DÍA 10 DE DICIEMBRE DE 2018, A LAS 14:00 HORAS EN PAFNUCIO PADILLA 26 CIUDAD 
SATELITE NAUCALPAN DE JUAREZ CP. 53100 

 
Coyotepec Estado de México noviembre 27 de 2018 

Administradora General 
Rocío Hernández Espíndola 

Rúbrica. 
(R.- 476174) 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
Asamblea General 

Sesión Ordinaria Número 117 
CONVOCATORIA 

 
En atención al Acuerdo 2054, emitido por la Asamblea General en su sesión ordinaria 115, así como a la 

resolución RCA-6854-11/18, emitida el 16 de noviembre de 2018 por el Consejo de Administración, en su 
sesión ordinaria 812, y una vez celebradas las reuniones previas con los Sectores para emitir sus 
recomendaciones los días 4 y 5 de diciembre de 2018, con fundamento en los artículos 7, 8, 9, 10 fracciones I, 
IV,  XI, XII, XIII y XIV, 11, 12, 13, 16 fracciones IV, V, XIII y XIV, 17, 18 fracción V y IX, 18 Bis, 18 Bis 1 
fracción VI, 19 Bis fracción IV, 23 fracción II, 24, 25 y 25 Bis de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, y en las Reglas Octava fracciones II y III, Décima, Décima Primera, Décima 
Cuarta y Décima Quinta de las Reglas de Operación de la Asamblea General, se convoca a la sesión 
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ordinaria número 117 de la Asamblea General del Infonavit, la cual se celebrará el 14 de diciembre de 2018, a 
las 11:00 horas, en el Auditorio del Edificio Sede del Infonavit, con domicilio en avenida Barranca del Muerto 
280, colonia Guadalupe Inn, Álvaro Obregón, código postal 01029, en la Ciudad de México, con el siguiente: 

ORDEN DEL DÍA 
1. Integración de la Asamblea General. 
2. Lectura y aprobación, en su caso, del acta correspondiente a la sesión ordinaria número 116, celebrada 

el día 27 de abril de 2018. 
3. Consideración y, en su caso aprobación, de la propuesta de nombramiento del Director Sectorial de los 

Trabajadores. 
4. Designación y ratificación, en su caso, de nombramientos de miembros de los Órganos Colegiados del 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 
5. Consideración y aprobación, en su caso, de los dictámenes de las Comisiones Primera y Segunda de la 

Asamblea General. 
6. Examen y aprobación, en su caso, de: 

6.1. Plan Financiero a cinco años, correspondiente al periodo 2019–2023. 
6.2. Plan de Labores y de Financiamientos para el año 2019. 
6.3. Presupuesto de Ingresos y Egresos para 2019. 
6.4. Presupuesto de Inversiones Propias 2019. 

7. Consideración y, en su caso aprobación, del calendario de sesiones de los Órganos Colegiados, así 
como de la retribución de sus miembros, ambos para 2019. 

8. Informes y dictámenes, en su caso, de otros Órganos del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores. 

9. Informe sobre el seguimiento de recomendaciones de la Asamblea General. 
10. Mensajes de los representantes de los sectores y del Director General del Instituto del Fondo Nacional 

de la Vivienda para los Trabajadores. 
11. Asuntos generales. 
12. Clausura de la sesión. 

 
Atentamente, 

Ciudad de México, a 07 de diciembre de 2018 
El Director General, El Secretario General y Jurídico, 

Lic. David Penchyna Grub Lic. Omar Cedillo Villavicencio 
Rúbrica. Rúbrica.  

(R.- 476242) 
Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 
Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Responsabilidades 
Procedimiento No. DGR/C/10/2018/R/13/425 

 
Distribuidora de Suministros y Servicios del Soconusco, S.A. de C.V., en el procedimiento resarcitorio 

DGR/C/10/2018/R/13/425, por acuerdo del 26 de noviembre de 2018, se ordenó su notificación por edictos 
del oficio por el que se le cita en relación con la conducta presuntamente irregular que se le atribuye, en su 
carácter de Proveedora en el contrato número 59.DIG.2013 del 13 de noviembre de 2013, consistente en: 
“Recibió indebidamente del Fondo de Fomento y Desarrollo de la Investigación Científica y Tecnológica de la 
Universidad Autónoma del Estado de México (FONDICT-UAEM), un pago por concepto de “Diagnóstico 
Documental”, sin que se acreditara que efectivamente hubiera prestado el servicio en los términos pactados, 
toda vez que el FONDICT-UAEM la contrató, y quien presumiblemente prestó el citado servicio el mismo día 
en que se firmó el contrato número 59.DIG.2013 entre la Secretaría de Educación Pública (SEP) y el 
FONDICT-UAEM y el Acuerdo Operativo con la referida empresa, así como la formalización del acta de 
entrega-recepción del 13 de noviembre de 2013, celebrada entre esa empresa y el FONDICT-UAEM; es decir, 
todo se realizó simultáneamente el mismo día, lo cual resulta inverosímil, además de que no presentó 
evidencia alguna de la existencia y presencia del personal que participó en la prestación del servicio; aunado 
a que tiene su domicilio fiscal en el estado de Chiapas. A su vez, el FONDICT-UAEM, suscribió el acta de 
entrega-recepción con la SEP al día siguiente, es decir, el 14 de noviembre de 2013. Además, se observó que 
el documento denominado “Diagnóstico Documental” que se presentó fue elaborado por el C. Edmundo 
Ortega, quien es la misma persona que fue contratada por el FONDICT-UAEM como líder y coordinador del 
proyecto para los servicios del contrato 59.DIG.2013, en razón de lo cual no existe congruencia entre las 
fechas de contratación, el desarrollo del servicio y la entrega del mismo y se concluye que se realizó un cobro 
indebido a la SEP” por lo anterior, ocasionó presumiblemente un daño a la Hacienda Pública Federal por un 
monto de $870,000.00 (OCHOCIENTOS SETENTA MIL PESOS 00/100 M.N.), en tal virtud conforme al 
artículo 57, fracción I de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicada en el 



64     (Primera Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 7 de diciembre de 2018 

DOF el 29 de mayo de 2009; en relación con los artículos Transitorios primero y cuarto del Decreto por el que 
se expide la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicado en el DOF el 18 de julio 
de 2016; 3, en la parte relativa a la Dirección General de Responsabilidades, y 40, primer párrafo, fracción III 
del Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación, publicado en el DOF el 20 de enero de 
2017, modificado el 13 de julio de 2018, se le cita para que comparezca a través de su representante y/o 
apoderado legal, a la audiencia a celebrarse en esta Dirección General de Responsabilidades, sita en 
Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, Código Postal 14110, 
Demarcación Territorial Tlalpan, Ciudad de México, en la siguiente fecha: 9:00 horas del 19 de diciembre de 
2018, para que manifieste lo que a su interés convenga, ofrezca pruebas y formule alegatos; apercibida que 
de no comparecer sin causa justa, se tendrán por ciertos los hechos que se le imputan y por precluido su 
derecho para ofrecer pruebas y formular alegatos y se resolverá con los elementos que obren en el 
expediente; asimismo, se le previene a fin de que señale domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la 
Ciudad de México, de lo contrario las posteriores notificaciones, inclusive las de carácter personal, se llevarán 
a cabo a través de rotulón que se fijará en el pizarrón que se encuentra en el domicilio ya citado. Se pone a la 
vista para su consulta el expediente mencionado, en días hábiles de 9:00 a 15:00 horas y de las 16:30 a 
18:30 horas. Ciudad de México, a 26 de noviembre de 2018. La Directora General de Responsabilidades, 
Lic. Rosa María Gutiérrez Rodríguez.- Rúbrica. 

(R.- 476024) 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Responsabilidades 

Oficio No. DGR-C-8656/18 

 
SALDATE Y ASOCIADOS, S.A. DE C.V., en el procedimiento resarcitorio DGR/C/10/2018/R/13/382, por 

acuerdo de fecha 23 de noviembre de 2018, se ordenó su notificación por edictos, por conductas 
presuntamente irregulares que se le atribuyen consistentes en que: incumplió con el Contrato de Adquisición 

número CONTRATO/014MCBSUBSEMUN/13, que celebro con el Ayuntamiento Municipal Constitucional de 
Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, en fecha 28 de noviembre de 2013, ya que no realizó la entrega de los 
bienes que le fueron pagados con los “Recursos para el Otorgamiento de subsidios a los Municipios y, en su 
caso, a los Estados cuando tengan a su cargo la función o la ejerzan coordinadamente con los municipios, así 
como el Gobierno del Distrito Federal para la seguridad pública de las demarcaciones territoriales” 
(SUBSEMUN), ocasionando un probable daño a la Hacienda Pública Federal, por el monto de $1,500,000.00 

(UN MILLÓN QUINIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N.); en tal virtud conforme al artículo 57, fracción I de la 
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 29 de mayo de 2009; en relación con los Transitorios primero y cuarto del Decreto por el que se expide la 
Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 18 de julio de 2016; 2, apartado relativo a la Dirección General de Responsabilidades 4, 5, fracción XIII y 
34, fracción III del Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el día veintinueve de abril de dos mil trece, en relación con el artículo Tercero Transitorio del 
Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación, publicado el 20 de enero de 2017 y modificado 
mediante el acuerdo por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento 
Interior de la Auditoría Superior de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de julio 
de 2018; así como en cumplimiento al punto TERCERO del acuerdo de inicio de fecha 05 de octubre de 2018, 
se le cita para que comparezca a través de su representante legal a la audiencia a celebrarse en esta 

Dirección General de Responsabilidades, sita en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación 
Fuentes del Pedregal, Código Postal 14110, Demarcación Territorial Tlalpan, Ciudad de México, a las diez 
horas del día 19 de diciembre de 2018, y manifieste lo que al interés de su representada convenga, ofrezca 
pruebas y formule alegatos; apercibida que de no comparecer sin causa justificada, se tendrán por ciertos los 
hechos que se le imputan a la empresa que representa y por precluido su derecho para ofrecer pruebas y 
formular alegatos y se resolverá con los elementos que obren en el expediente; asimismo, se le previene a fin 

de que señale domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la Ciudad de México, de lo contrario las 
posteriores notificaciones, inclusive las de carácter personal, se llevarán a cabo a través de rotulón que se 
fijará en el pizarrón que se encuentra en el domicilio ya citado. Se pone a la vista para su consulta el 
expediente mencionado, en días hábiles de 9:00 a 15:00 horas y de las 16:30 a 18:30 horas. Ciudad de 
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México, a 26 de noviembre de 2018. Firma LA DIRECTORA GENERAL DE RESPONSABILIDADES LIC. 
ROSA MARÍA GUTIÉRREZ RODRÍGUEZ.- Rúbrica. 

(R.- 476064) 
Auditoría Superior de la Federación 

Poder Legislativo Federal 
Cámara de Diputados 

NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 
 

C. Juan López Romero 
En los autos del Procedimiento para el Fincamiento de Responsabilidades Resarcitorias 

DGRRFEM/A/11/2018/14/059, que se sigue ante esta Dirección General de Responsabilidades a los Recursos 
Federales en Estados y Municipios, con motivo de la falta de solventación del pliego de observaciones número 
PO1481/16, formulado al Gobierno del Estado de Chiapas, como resultado de la revisión de la Cuenta Pública 
2014, dentro del cual ha sido considerado como presunto responsable de actos u omisiones, en virtud de que 
en su carácter de Director de Administración y Finanzas del Instituto de Salud del Gobierno del Estado 
Chiapas, autorizó mediante la suscripción del documento emitido por la Dirección de Administración y 
Finanzas del Instituto de Salud del Gobierno del Estado de Chiapas, denominado “SPEI F-00042” de fecha 
03 de marzo de 2015, la realización del pago, por un monto de $395,873.43 (TRESCIENTOS NOVENTA Y 
CINCO MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y TRES PESOS 43/100 M.N.), relativo a la obra “Fortalecimiento de 
la Red Nacional de Laboratorios” correspondiente al contrato ISA-DIS-AD-04-2014, misma que no debía 
financiarse con recursos del Programa de Apoyo para Fortalecer la Calidad en los Servicios de Salud 2014, 
toda vez que no estaba contemplada en el Convenio Específico de Colaboración en Materia de Transferencia 
de Recursos número DGPLADES-CALIDAD-CECTR-CHIS-01/14 y su Anexo 3; Con lo que se considera que 
causó un probable daño al Estado en su Hacienda Pública Federal por la cantidad de $395,873.43 
(TRESCIENTOS NOVENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y TRES PESOS 43/100 M.N.), en 
incumplimiento a lo dispuesto en las Cláusulas PRIMERA, TERCERA, CUARTA y Anexo 3 del Convenio 
Específico de Colaboración en Materia de Transferencia de Recursos Provenientes del Programa de Apoyo 
para Fortalecer la Calidad en los Servicios de Salud que celebran la Secretaría de Salud y el Estado de 
Chiapas.; y por desconocerse su domicilio actual, con fundamento en los artículos 41 fracción III del 
Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 20 de enero de 2017, 35 fracción III y 37 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación 
supletoria a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 29 de mayo de 2009, en relación con los artículos PRIMERO y CUARTO Transitorios del 
Decreto por el que se expide la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; y se reforman 
el artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal, y el artículo 70 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016; se le emplaza al 
procedimiento de mérito por edictos, los que se publicarán por tres días consecutivos en el Diario Oficial de la 
Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en el territorio nacional, y se le cita para 
que comparezca personalmente a la audiencia, la cual se celebrará a las 10:00 horas del diecinueve de 
diciembre de dos mil dieciocho, en las oficinas que ocupa esta Dirección General, ubicadas en la Carretera 
Picacho Ajusco 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, C.P. 14110, Tlalpan, Ciudad de México, a fin 
de que manifieste lo que a su derecho convenga en relación a los hechos que se le imputan, así como para 
que ofrezca pruebas y formule alegatos, audiencia a la que podrá asistir acompañado de su abogado o 
persona de confianza, apercibido que de no comparecer sin justa causa, se tendrán por ciertos los hechos 
que se le imputan, y precluído su derecho para ofrecer pruebas y formular alegatos, y se resolverá con los 
elementos que obren en el expediente respectivo, apercibiendole de igual forma que al comparecer a la 
audiencia a la que se hace mención, o bien en su primer promoción deberá señalar domicilio para oír y recibir 
notificaciones en la Ciudad de México, en términos del artículo 305 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, en caso 
de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se le harán por rotulón; poniéndose a la vista en el citado 
domicilio, en un horario de las 10:00 a las 14:00 hrs en días hábiles, las constancias que integran el 
expediente de referencia. 

 
Ciudad de México, a 16 de noviembre de 2018. 
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El Director General 
Lic. Aldo Gerardo Martínez Gómez 

Rúbrica. 
(R.- 475881) 

Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores 

Vicepresidencia de Normatividad 
Dirección General de Autorizaciones al Sistema Financiero 

Vicepresidencia de Supervisión de Grupos e Intermediarios Financieros A 
Dirección General de Supervisión de Grupos e Intermediarios Financieros A 

Oficio Núm.: 312-3/66603/2018 
Exp.: CNBV.3S.3.2, 312 (5501) 

 
Asunto: Se modifican los términos de la autorización para la organización y operación de esa entidad. 
BANCO AHORRO FAMSA, S.A. 
INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE 
Av. Alfonso Reyes Norte 1500, Segundo Piso 
Col. Sarabia 
64490 Monterrey, N.L. 
AT’N.: ING. JESÚS EDUARDO MUGUERZA GARZA 
Director General 
Mediante oficio 312-3/66543/2018 de fecha 15 de octubre de 2018, esta Comisión aprobó la reforma al 

artículo séptimo de los estatutos sociales de esa entidad, con motivo del aumento a su capital social de 
$3,442’565,565.00 a $3,682’565,570.00 

Con escrito presentado el 8 de noviembre de 2018 y en cumplimiento al requerimiento contenido en el 
oficio referido en el párrafo precedente, remiten a esta Comisión copia certificada de la escritura pública 
14,063 de fecha 23 de octubre de 2018, otorgada ante la fe del licenciado Daniel Eduardo Flores Elizondo, 
notario público titular de la Notaría Pública número 89 del municipio de Monterrey, N.L., e inscrita en el 
Registro Público de Comercio de ese estado el 30 de octubre de 2018, en la que se formalizó la modificación 
estatutaria de que se trata. 

Por lo anterior y con fundamento en el artículo 8, último párrafo de la Ley de Instituciones de Crédito, esta 
Comisión tiene a bien modificar el numeral Tercero de la “Resolución por la que se autoriza la organización y 
operación de una institución de banca múltiple denominada Banco Ahorro Famsa, S.A., Institución de Banca 
Múltiple”, contenida en el oficio 101-447 emitido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el 24 de julio 
de 2006 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de agosto del mismo año, modificada por última 
vez mediante oficio 312-3/66470/2018 emitido por esta Comisión el 31 de agosto de 2018 y publicado en el 
propio Diario el 21 de septiembre del mismo año, para quedar en los siguientes términos: 

“… 
TERCERO.- El capital social de Banco Ahorro Famsa, S.A., Institución de Banca Múltiple, asciende a la 

cantidad de $3,682’565,570.00 (tres mil seiscientos ochenta y dos millones quinientos sesenta y cinco mil 
quinientos setenta pesos 00/100) moneda nacional. 

…” 
Asimismo y con fundamento en los artículos 8, último párrafo y 97 de la Ley de Instituciones de Crédito y 

19 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se requiere a esa entidad para que informe a 
esta autoridad la fecha de las publicaciones realizadas en el Diario Oficial de la Federación y en dos 
periódicos de amplia circulación de su domicilio social, del presente oficio de modificación, en un plazo de 
quince días hábiles contado a partir de la fecha de las referidas publicaciones, las cuales deberán tramitarse 
dentro de los quince días hábiles posteriores a la fecha de recepción de este oficio. 

Lo anterior se comunica con fundamento en los artículos 12, 17, fracción X, 19 fracciones I, inciso c), II y III 
y último párrafo y 40, fracciones I y IV del Reglamento Interior de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de noviembre de 2014. 
 

Atentamente 
Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018. 

Director General de Autorizaciones Director General de Supervisión de Grupos 
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al Sistema Financiero 
Lic. Alejandro Daniel Haro Acosta 

Rúbrica. 

e Intermediarios Financieros A 
Lic. Víctor Vargas Plata 

Rúbrica. 

(R.- 476177) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Segunda Célula del Primer Núcleo de la Unidad de Investigación y Litigación en Durango 

PUBLICACIÓN POR EDICTO 
 

EN LA CIUDAD DE DURANGO, DURANGO, SIENDO LAS TRECE HORAS CON SEIS MINUTOS 
HORAS DEL DÍA 29 DE AGOSTO DE 2018, EL SUSCRITO LICENCIADO JULIO ANTONIO LARA MONTIEL 
ACUERDA SE NOTIFIQUE A ALDO ROMÁN AVALOS GÓMEZ Y/O QUIEN RESULTE SER EL O LOS 
PROPIETARIOS DE (01) VEHÍCULO NISSAN, ROGUE, MODELO 2008, COLOR GRIS CON NUMERO DE 
SERIE JN8AS58T38W305399, QUE SE ENCUENTRA AFECTO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 
FED/DGO/DGO/0000957/2018, INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN RESULTE RESPONSABLE POR EL 
DELITO DE PRESUNCIÓN DE CONTRABANDO, PREVISTO EN EL ARTICULO 103, FRACCIÓN II, Y 
SANCIONADO EN EL 104, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SE DECRETO EL 
ASEGURAMIENTO MINISTERIAL DE DICHO VEHÍCULO POR LO QUE DEBERÁ PRESENTARSE A 
RECOGER EL MISMO DENTRO DEL TERMINO DE NOVENTA DÍAS NATURALES, CONTADOS A PARTIR 
DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN, APERCIBIDO QUE DE NO HACERLO ESTE CAUSARA ABANDONO A 
FAVOR DE LA FEDERACIÓN, LO ANTERIOR PARA QUE MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO 
CONVENGA, EN LAS OFICINAS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN LA CIUDAD 
DE DURANGO, DURANGO, SITO CARRETERA PANAMERICANA KILOMETRO 9.6 TRAMO 
DURANGO-PARRAL EN LA CIUDAD DE DURANGO, DURANGO. 
 

Atentamente. 
Durango, Durango 29 de agosto del 2018 

El Agente del Ministerio Público de la Federación 
Titular de la Segunda Célula del Primer Núcleo 

de la Unidad de Investigación y Litigación en Durango 
Lic. Julio Antonio Lara Montiel 

Rúbrica. 
(R.- 476124) 

Estados Unidos Mexicanos 
Procuraduría General de la República 

Segunda Célula del Primer Núcleo de la Unidad de Investigación y Litigación en Durango 
PUBLICACIÓN POR EDICTO 

 
EN LA CIUDAD DE DURANGO, DURANGO, SIENDO LAS TRECE HORAS CON SEIS MINUTOS 

HORAS DEL DÍA 29 DE AGOSTO DE 2018, EL SUSCRITO LICENCIADO JULIO ANTONIO LARA MONTIEL 
ACUERDA SE NOTIFIQUE A SANTOS ADRIÁN MORENO SÁNCHEZ Y/O QUIEN RESULTE SER EL O LOS 
PROPIETARIOS DE (01) VEHÍCULO HONDA, CIVIC, MODELO 2001, COLOR VERDE CON NUMERO DE 
SERIE 2HGES25721H531037, QUE SE ENCUENTRA AFECTO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 
FED/DGO/DGO/0000698/2018, INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN RESULTE RESPONSABLE POR EL 
DELITO DE PRESUNCIÓN DE CONTRABANDO, PREVISTO EN EL ARTICULO 103, FRACCIÓN II, Y 
SANCIONADO EN EL 104, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SE DECRETO EL 
ASEGURAMIENTO MINISTERIAL DE DICHO VEHÍCULO POR LO QUE DEBERÁ PRESENTARSE A 
RECOGER EL MISMO DENTRO DEL TERMINO DE NOVENTA DÍAS NATURALES, CONTADOS A PARTIR 
DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN, APERCIBIDO QUE DE NO HACERLO ESTE CAUSARA ABANDONO A 
FAVOR DE LA FEDERACIÓN, LO ANTERIOR PARA QUE MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO 
CONVENGA, EN LAS OFICINAS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA EN LA CIUDAD 
DE DURANGO, DURANGO, SITO CARRETERA PANAMERICANA KILOMETRO 9.6 TRAMO 
DURANGO-PARRAL EN LA CIUDAD DE DURANGO, DURANGO. 
 

Atentamente. 
Durango, Durango 29 de agosto del 2018 

El Agente del Ministerio Público de la Federación 
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Titular de la Segunda Célula del Primer Núcleo 
de la Unidad de Investigación y Litigación en Durango 

Lic. Julio Antonio Lara Montiel 
Rúbrica. 

(R.- 476126) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Célula de Investigación: Atención y Determinación Morelia 
Carpeta de Investigación: FED/MICH/MLM/0001671/2017 

Oficio No: AYD-MLM-8207/2018 
Asunto: Edicto 

PUBLICACION DE EDICTO. 
 
SE NOTIFICA A QUIEN RESULTE SER PROPIETARIO DE LO SIGUIENTE: 01 UN VEHÍCULO MARCA 

FORD, MODELO F100, TIPO PICK UP, CON PLACAS DE CIRCULACIÓN NL87537 DEL ESTADO 
DE MICHOACÁN, COLOR GRIS, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR, F10YRQ45489, DE 
ORIGEN EXTRANJERO, AÑO Y MODELO 1973; SIN REPORTE DE ROBO, QUE EN LA CARPETA 
DE INVESTIGACIÓN FED/MICH/MLM/0001671/2017, INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN RESULTE 
RESPONSABLE POR UN DELITO EN MATERIA DE HIDROCARBUROS SE DECRETÓ EL 
ASEGURAMIENTO MINISTERIAL DEL REFERIDO VEHÍCULO, RAZÓN POR LA QUE DEBERÁ 
ABSTENERSE DE NO EJERCER ACTOS DE DOMINIO SOBRE EL BIEN ASEGURADO Y QUE DE NO 
MANIFESTAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA EN UN TÉRMINO DE NOVENTA DÍAS NATURALES 
CONTADOS A PARTIR DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN ANTE LA LICENCIADA MARTHA KAREN 
CONTRERAS LIMÓN, AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, TITULAR DE LA MESA 
SEXTA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN Y DETERMINACIÓN, MORELIA, EN EL ESTADO DE MICHOACÁN 
DE OCAMPO, CAUSARA ABANDONO A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL. 

 
Atentamente. 

"Sufragio Efectivo, No Reelección" 
Morelia, Michoacán de Ocampo, a 04 de diciembre de 2017. 

Agente del Ministerio Público de la Federación. 
Titular de la Mesa Sexta de la Unidad de Atención y Determinación 

Morelia Estado de Michoacán de Ocampo. 
Lic. Martha Karen Contreras Limón. 

Rúbrica. 
(R.- 476138) 

Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 

Agencia Cuarta Investigadora de la Unidad de Investigación y Litigación Subsede  

Acaponeta, Nayarit 

PUBLICACIÓN POR EDICTO. 

 

Al o los propietario (s) legítimo, con domicilio ignorado, del bien mueble: UN VEHÍCULO DE LA  

MARCA VOLSKWAGEN, MODELO JETTA, TIPO SEDAN, CUATRO PUERTAS, COLOR VERE,  

CON PLACAS DE CIRCULACIÓN YJR-30-53 PARTICULARES DEL ESTADO DE VERACRUZ,  

Y CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 3VWSK69M23M061053, CORRESPONDE  

A UN VEHÍCULO DE MANUFACTURA NACIONAL Y AÑO – MODELO 2003, se le notifica que con fecha 21 

de mayo de 2018, dentro de la Carpeta de Investigación número FED/NAY/ACA/0000310/2018, se decretó su 

aseguramiento ministerial. 

Por tal razón se le apercibe para que se abstenga de enajenarlo, grabarlo o hipotecarlo y de no manifestar 

lo que a su derecho convenga en un término de noventa días naturales contados a partir de la presente 

publicación causará abandono a favor de la Federación, conforme a la Legislación aplicable. 

 

Acaponeta, Nayarit, a 16 de agosto de 2018. 

C. Agente del Ministerio Público de la Federación. 
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Titular de la Agencia Cuarta de la Unidad de Investigación y Litigación en Nayarit. 

Lic. Alma Angelina Pérez Castro. 

Rúbrica. 

(R.- 476140) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Unidad de Atención Inmediata 

Nvo. Casas Grandes, Chihuahua 
NOTIFICACION POR EDICTO 

 
EL AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO DE LA FEDERACION CON FUNDAMENTO EN LO 

DISPUESTO EN EL ARTICULO 231 PARRAFO SEGUNDO DEL CODIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES POR ESTA VIA NOTIFICA EL ASEGURAMIENTO DEL VEHICULO TIPO 
PICK-UP MARCA CHEVROLET COLOR BLANCO MODELO 2008 CON NÚMERO DE SERIE 
1GCEC14X88Z268473 PLACAS DE CIRCULACIÓN ELW5969 PARTICULARES DEL ESTADO  
DE CHIHUAHUA ORDENADO POR ESTA REPRESENTACION SOCIAL DE LA FEDERACION EL 
DIECISEIS DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DIECIOCHO EN LA CARPETA DE INVESTIGACION 
FED/CHIH/NCG/0000964/2018 POR LO QUE CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL CITADO 
ARTICULO 231 DEL ORDENAMIENTO ADJETIVO REFERIDO SE APERCIBE A LA PROPIETARIA O EL 
PROPIETARIO INTERESADA (O) PARA QUE MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO CONVENGA Y EN 
CASO DE NO HACERLO ASI EN UN TERMINO DE NOVENTA DIAS NATURALES SIGUIENTES A LA 
NOTIFICACION A QUE ALUDE DICHO NUMERAL EL OBJETO DE REFERENCIA CAUSARAN ABANDONO 
A FAVOR DE LA PROCURADURIA ASI MISMO SE LE APERCIBE PARA QUE SE ABSTENGA DE 
EJERCER ACTOS DE DOMINIO SOBRE LOS OBJETOS ASEGURADOS Y MENCIONADOS CON 
ANTERIORIDAD PARA TALES EFECTOS SE PONE A SU DISPOSICION EL ACUERDO DE 
ASEGURAMIENTO CORRESPONDIENTE EN EL INTERIOR DE LAS OFICINAS UBICADAS EN  
CALLE BELISARIO DOMINGUEZ NUMERO 1207 COLONIA CENTRO EN CIUDAD DE NUEVO CASAS 
GRANDES CHIHUAHUA 

 
Atentamente 

Nuevo Casas Grandes Chihuahua a 21 de agosto del año 2018 
El Agente del Ministerio Público de la Federación 

Lic. Paloma Ayerim Ruiz Jiménez 
Rúbrica. 

(R.- 476141) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Célula de Investigación: Atención y Determinación La Piedad 

Carpeta de Investigación: FED/MICH/LP/0001651/2018 
PUBLICACION DE EDICTO 

 
SE NOTIFICA A QUIEN RESULTE RESPONSABLE SER PROPIETARIO O PROPIETARIOS DE LOS 

SIGUIENTES VEHICULOS: (01) MARCA ITALIKA, TIPO MOTOCICLETA, MODELO AT110, SIN PLACAS 
DE CIRCULACIÓN, COLOR NEGRO/VERDE, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 
3SCPATCS6G1018037, CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN NACIONAL, AÑO MODELO 2016, 
LOS CUALES SE ENCUENTRAN AFECTOS DENTRO DE LA CARPETA DE INVESTIGACION 
FED/MICH/LP/0001651/2018, INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN RESULTE RESPONSABLE, POR LA 
COMISION DEL DELITO PREVISTO EN EL 81 DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO y 
EXPLOSIVOS y 103 FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN; POR LO QUE SE 
DECRETO EL ASEGURAMIENTO MINISTERIAL HACIENDOSE DEL CONOCIMIENTO QUE SI EN UN 
TERMINO DE NOVENTA DIAS NATURALES, CONTADOS A PARTIR DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN, 
NO COMPAREZCA, Y DE NO MANIFESTAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA, LOS VEHICULOS EN 
MENCION CAUSARA ABANDONO A FAVOR DE LA FEDERACIÓN, POR CONDUCTO DE LA LICENCIADA 
VIRGINIA VERENICE TIRADO ELENES, AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA 
FEDERACIÓN TITULAR DE LA MESA ÚNICA ORIENTADORA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN Y 
DETERMINACIÓN INMEDIATA EN LA PIEDAD DE CABADAS, MICHOACÁN; CON DOMICILIO EN CALLE 
FELIPE ÁNGELES NÚMERO 36, FRACCIONAMIENTO JARDINES DEL CARMEN DE ÉSTA CIUDAD DE LA 
PIEDAD, MICHOACÁN. 

 
Atentamente 

La Piedad de Cabadas, Michoacán de Ocampo, a 07 de septiembre de 2018 
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La C. Agente del Ministerio Público de la Federación 
Titular de la Mesa Única Investigadora de la Unidad de Atención y Determinación La Piedad,  

Estado de Michoacán de Ocampo 
Lic. Virginia Verenice Tirado Elenes 

Rúbrica. 
(R.- 476142) 

Estados Unidos Mexicanos 
Procuraduría General de la República 

Unidad de Atención Inmediata 
Nvo. Casas Grandes, Chihuahua 
NOTIFICACION POR EDICTO 

 
EL AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO DE LA FEDERACION CON FUNDAMENTO EN LO 

DISPUESTO EN EL ARTICULO 231 PARRAFO SEGUNDO DEL CODIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES POR ESTA VIA NOTIFICA EL ASEGURAMIENTO VEHICULO MARCA 
PONTIAC, SUBMARCA TORRENT, COLOR GUINDA, TIPO VAGONETA, MODELO 2008, SIN ENGOMADO 
NI PLACAS DE CIRCULACIÓN, CON NÚMERO DE SERIE 2CKDL43FX8600902 ORDENADO POR ESTA 
REPRESENTACION SOCIAL DE LA FEDERACION EL CUATRO DE MAYO DEL AÑO DOS MIL DIECIOCHO 
EN LA CARPETA DE INVESTIGACION FED/CHIH/NCG/0001103/2018 POR LO QUE CON FUNDAMENTO 
EN LO DISPUESTO POR EL CITADO ARTICULO 231 DEL ORDENAMIENTO ADJETIVO REFERIDO SE 
APERCIBE A LA PROPIETARIA O EL PROPIETARIO INTERESADA (O) PARA QUE MANIFIESTE LO QUE 
A SU DERECHO CONVENGA Y EN CASO DE NO HACERLO ASI EN UN TERMINO DE NOVENTA DIAS 
NATURALES SIGUIENTES A LA NOTIFICACION A QUE ALUDE DICHO NUMERAL EL OBJETO DE 
REFERENCIA CAUSARAN ABANDONO A FAVOR DE LA PROCURADURIA ASI MISMO SE LE APERCIBE 
PARA QUE SE ABSTENGA DE EJERCER ACTOS DE DOMINIO SOBRE LOS OBJETOS ASEGURADOS Y 
MENCIONADOS CON ANTERIORIDAD PARA TALES EFECTOS SE PONE A SU DISPOSICION EL 
ACUERDO DE ASEGURAMIENTO CORRESPONDIENTE EN EL INTERIOR DE LAS OFICINAS UBICADAS 
EN CALLE BELISARIO DOMINGUEZ NUMERO 1207 COLONIA CENTRO EN CIUDAD DE NUEVO CASAS 
GRANDES CHIHUAHUA 

 
Atentamente 

Nuevo Casas Grandes Chihuahua a 17 de agosto del año 2018 
El Agente del Ministerio Público de la Federación 

Lic. Paloma Ayerim Ruiz Jiménez 
Rúbrica. 

(R.- 476143) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Célula de Investigación: Agencia Primera Investigadora Apatzingán 

Carpeta de Investigación: FED/MICH/APAT/0001237/2016 
EDICTO 

 
SE NOTIFICA A QUIEN RESULTE SER PROPIETARIO O PROPIETARIOS DEL BIEN MUEBLE 

CONSISTENTE EN: UN VEHÍCULO MARCA FORD, MODELO F-150 F-LARESIDE 4X2, TIPO CAMIONETA, 
SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, COLOR BEIGE, CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 
1FTDF0725VKB61950, CORRESPONDE A UN VEHÍCULO DE ORIGEN EXTRANJERO (E.U.A.), 
AÑO MODELO 1997; QUE EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED-MICH-APAT-0001237-2016, 
INSTRUIDA EN CONTRA DE QUIEN RESULTE RESPONSABLE, POR LA COMISIÓN DE LOS DELITOS 
DE VIOLACIÓN A LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS Y CONTRA LA SALUD, SE 
DECRETÓ EL ASEGURAMIENTO MINISTERIAL DE ESTE MUEBLE; RAZÓN POR LA QUE DEBERÁN 
DE ABSTENERSE DE ENAJENARLO, GRABARLO O HIPOTECARLO Y QUE EN CASO DE NO 
MANIFESTAR LO QUE A SU DERECHO CONVENGA EN UN TÉRMINO DE NOVENTA DÍAS NATURALES, 
CONTADOS A PARTIR DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN, ANTE EL LICENCIADO FRANCISCO TOLEDO 
MIGUEL, AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, EN APOYO DE LA CÉLULA I EN 
APATZINGAN DE LA UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y LITIGACIÓN CON DOMICILIO EN CALLE AVENIDA 
FRANCISCO I. MADERO # 75, COLONIA MORELOS, DE ESTA CIUDAD DE APATZINGAN, MICHOACÁN, 
CAUSARA ABANDONO A FAVOR DE LA PROCURADURÍA O DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 
SEGÚN CORRESPONDA. 

 
Atentamente. 

"Sufragio Efectivo, No Reelección" 
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Apatzingán de la Constitución, Michoacán de Ocampo, a 20 de agosto de 2018 
Agente del Ministerio Público de la Federación en Apoyo de la Célula I en Apatzingán 

de la Unidad de Investigación y Litigación en el Estado de Michoacán de Ocampo 
Lic. Francisco Toledo Miguel  

Rúbrica. 
(R.- 476149) 

Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 

Célula IV del Núcleo de Investigación I de la Unidad de Investigación y Litigación en Durango 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO. 

 

En cumplimiento al acuerdo dictado dentro de los autos de la Carpeta de Investigación número 

FED/DGO/DGO/0000235/2018 y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 16, 21, y 102 apartado “A” 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41 del Código Penal Federal; 229, 231 

Párrafo II del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1, 3, 5, 6, 7, 8, 14 y demás relativos de la Ley 

Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, y 4 fracción I A) de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de la República; se notifica a Quien o Quienes tengan interés 

jurídico y/o acredite la propiedad y procedencia licita de 1.- UN VEHÍCULO AUTOMOTOR, TIPO SEDÁN 

DE LA MARCA CHEVROLET, LÍNEA MALIBU, COLOR ROJO, CUATRO PUERTAS, MODELO 2005, CON 

NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 1G1ZT52865F218004, del cual se decretó el aseguramiento 

ministerial. Lo anterior, para efecto de que manifiesten lo que a su derecho convenga, por lo que deberán 

comparecer en las oficinas que ocupa la Delegación de la Procuraduría General de la República en la Célula 

Cuarta, del Núcleo de Investigación Uno, de la Unidad de Investigación y Litigación de la Delegación de la 

Procuraduría General de la República en Durango, Durango, ubicada en carretera panamericana km. 9.6, 

tramo Durango-Parral, poblado La Tinaja, en la ciudad de Durango, Durango; asimismo con fundamento en el 

artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se les apercibe que en caso de no manifestar lo 

que a su derecho convenga dentro del plazo de noventa días naturales, a partir de la presente notificación, 

dichos bienes causaran abandono a favor del Gobierno Federal. 

 

Atentamente 

Durango, Durango, a 31 de agosto de 2018. 

Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Célula IV, del Núcleo de Investigación I, de la 

 Unidad de Investigación y Litigación en Durango, Durango. 

Lic. Wilmer Hernández Solís. 

Rúbrica. 

(R.- 476130) 

Estados Unidos Mexicanos 
Procuraduría General de la República 
Delegación Estatal en Sinaloa, Mesa II 

Orientadora de Atención y Determinación 
Unidad de Atención Inmediata 

Culiacán, Sinaloa 
EDICTO 
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AL C. LEGÍTIMO PROPIETARIO DE: UNA CAMIONETA MARCA CHEVROLET, TIPO PICK UP, 

MODELO CABINA CONVENCIONAL, 2 PUERTAS, COLOR ORO, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, CON 
NUMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 2GCEK19KXN1154947, ORIGEN EXTRANGERO, AÑO 
MODELO 1992, SE LE NOTIFICA QUE DENTRO DEL EXPEDIENTE DE CARPETA DE INVESTIGACION 
NÚMERO FED/SIN/CLN/0000476/2018 SE DICTO UN ACUERDO QUE A LA LETRA DICE:- - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - FED/SIN/CLN/0000476/2018. -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - V I S T O.- Que por acuerdo de fecha 16 de Febrero del 2018, esta Representación Social de la 
Federación, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 14, 16, 21 y 102 apartado “A” Constitucionales; 
40 y 41 del Código Penal federal; articulo 231 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1° Párrafo 
Segundo, 4° Fracción I, apartado “A”, inciso e), 10 Fracción IX, 11 fracción II y 69 de la Ley Orgánica de la 
Institución; 2°, 72 Fracción IV y 78 del Reglamento de la Ley antes señalada, y el Acuerdo A/011/00 del C. 
Procurador General de la República, DECRETO EL ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE: UNA 
CAMIONETA MARCA CHEVROLET, TIPO PICK UP, MODELO CABINA CONVENCIONAL, 2 PUERTAS, 
COLOR ORO, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN, CON NUMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 
2GCEK19KXN1154947, ORIGEN EXTRANGERO, AÑO MODELO 1992. En virtud de lo anterior y con 
fundamento en los numerales anteriormente citados es de acordarse y se: ACUERDA”…- - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - PRIMERO: En virtud de lo anteriormente descrito, y de conformidad con lo establecido por el artículo 231 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, NOTIFÍQUESE POR EDICTOS EL ASEGURAMIENTO 
PRECAUTORIO DEL CITADO BIEN MUEBLE, a la(s) persona(s) que resulten ser el propietario, a fin de que 
se sirva a manifestar lo que a su interés corresponda dentro del plazo de noventa días naturales posteriores a 
la publicación del edicto, apercibiéndosele para que no enajene o grave el bien en comento, haciéndole saber 
que, en caso de no hacer manifestación alguna en el plazo señalado, el bien de referencia causará abandono 
a favor del Gobierno Federal.- CÚMPLASE.- Así lo acordó y firma, el C. LICENCIADO JAVIER EVERARDO 
OCHOA MENCHACA, Agente del Ministerio Público de la Federación Titular de la Mesa II Orientadora de 
Atención y Determinación, de la Unidad de Atención Inmediata, Culiacán, Sinaloa. 

 
Atentamente. 

"Sufragio Efectivo, No Reelección" 
Culiacán Rosales, Sinaloa, a 21 de septiembre de 2018 

Agente del Ministerio Público de la Federación 
Titular de la Mesa II Orientadora de Atención y Determinación 

de la Unidad de Atención Inmediata en Culiacán, Sinaloa 
Lic. Javier Everardo Ochoa Menchaca 

Rúbrica. 
(R.- 476132) 

Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 

Delegación Estatal en Jalisco 

Agencia del Ministerio Público de la Federación Investigadora Número Tres 

Guadalajara, Jalisco 

PUBLICACIÓN DE EDICTO 

 

EN CUMPLIMIENTO AL ACUERDO DICTADO DENTRO DE LOS AUTOS DE LA INDAGATORIA 

NÚMERO AP/PGR/JAL/GDL/AGI/M1/3572/2014, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO EN LOS 

ARTÍCULOS 16, 21, Y 102 APARTADO “A” DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS; 40 Y 41 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 181, 182, 182-A Y 182-B DEL CODIGO FEDERAL 

DE PROCEDIMIENTOS PENALES; SE NOTIFICA A QUIEN RESULTE SER PROPIETARIO, QUIEN O 

QUIENES TENGAN INTERÉS JURÍDICO O REPRESENTANTE LEGAL, QUE SE DECRETO EL 

ASEGURAMIENTO DEL SIGUIENTE VEHICULO; CAMIONETA DE LA MARCA FORD, TIPO CAMIÓN, 

LÍNEA F150, VERSIÓN XL, ESTILO CASETA, CABINA DOS PUERTAS, COLOR AZUL CON CASETA 

BLANCA, CON PLACAS DE CIRCULACION Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 

1FTEF14YXSLA48990, ORIGEN EXTRANJERO, AÑO-MODELO 1995, POR LO QUE SE EN 

CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 182-A DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SE LE 
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APERCIBE PARA QUE NO ENAJENE O GRAVE EL BIEN ASEGURADO Y TAMBIEN SE LE APERCIBE 

PARA QUE DENTRO DEL TERMINO DE 90 DIAS NATURALES COMPAREZCA A ESTA OFICINAS QUE 

OCUPA ESTA AGENCIA TERCERA Y DECIMA CUARTA AMBAS DEL SISTEMA PROCESAL PENAL 

INQUISITIVO MIXTO DE LA SUBDELEGACIÓN DE PROCEDIMIENTOS PENALES “A”, DELEGACION 

JALISCO, DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN EL ESTADO DE JALISCO, CON 

DOMICILIO EN AVENIDA 16 DE SEPTIEMBRE NUMERO 591, COLONIA MEXICALZINGO, GUADALAJARA, 

JALISCO, Y MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO CONVENGA Y EN CASO DE NO HACERLO DICHO 

VEHICULO CAUSARA ABANDONO A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL; SE DEJA A SU DISPOSICION 

EN ESTAS OFICINAS, EL ACUERDO DE ASEGURAMIENTO. 

 

Atentamente. 

Guadalajara, Jalisco, a 04 cuatro de septiembre del año 2018. 

Titular de la Agencia Tercera y Encargado del Archivo Histórico de la Agencia Décima Cuarta, 

ambas del Sistema Procesal Penal Inquisitivo Mixto 

de la Subdelegación de Procedimientos Penales “A”. 

Lic. Genaro Márquez Gonzalez 

Rúbrica. 

(R.- 476133) 

Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 

Agencia del Ministerio Público de la Federación 

Mesa II Orientadora de la Unidad de Atención Inmediata 

Campeche, Camp. 

PUBLICACIÓN POR EDICTO. 

 

CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 16, 21 Y 102 APARTADO A DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 40 Y 41 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 231 DEL 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y DEMÁS RELATIVOS DE LA LEY FEDERAL 

DE ADMINISTRACIÓN Y ENAJENACIÓN DE BIENES DEL SECTOR PUBLICO, SE NOTIFICA AL C. JUAN 

PÉREZ HERNANDEZ, A FIN DE QUE ACREDITE LA PROPIEDAD DEL VEHÍCULO AFECTO A LA 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/CAMP/CAMP/0000349/2018. 

EN FECHA VEINTITRES DE AGOSTO DE DOS MIL DIECIOCHO, SE DECRETÓ EL ASEGURAMIENTO 

MINISTERIAL DE UN VEHÍCULO CONSISTENTE EN VEHÍCULO DE LA MARCA NISSAN, TIPO X-TRAIL, 

COLOR NEGRO, MODELO 2005, CON PLACAS DE CIRCULACIÓN DJD DEL ESTADO DE CAMPECHE, 

NUMERO DE IDENTIFICACION VEHÍCULAR JN8BT08V15W700358, EN AUTOS QUE INTEGRAN LA 

CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/CAMP/CAMP/0000349/2018, INSTRUIDA EN CONTRA DE JORGE 

ALBERTO OSORNO MAGAÑA POR EL DELITO DAÑO EN PROPIEDAD AJENA, MISMO QUE FUE 

ASEGURADO POR ESTA AUTORIDAD DERIVADO DEL TECNICO DE HECHOS DE TRANSITO 

TERRESTRE CON NUMERO DE OFICIO 395/2018, EN CONJUNTO CON EL PARTE INFORMATIVO NO. 

20180807213733 DE FECHA 07 AGOSTO DE 2018. 

LO ANTERIOR, PARA EFECTOS DE QUE MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO CONVENGA EN UN 

TERMINO DE NOVENTA DÍAS NATURALES CONTADOS A PARTIR DE LA PRESENTE NOTIFICACIÓN, 

ANTE LA LICENCIADA OSIRIS GUADALUPE DOMINGUEZ DE LOS SANTOS, AGENTE DEL MINISTERIO 

PUBLICO DE LA FEDERACIÓN, TITULAR DE LA AGENCIA SEGUNDA ORIENTADORA DE LA UNIDAD DE 

ATENCIÓN INMEDIATA, CON DOMICILIO EN AVENIDA LOPEZ PORTILLO, No. 237, ESQUINA PEDRO 

MORENO, COLONIA SASCALUM, SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, C.P. 24095, DONDE SE LE PONDRÁ 

A SU DISPOSICIÓN LAS CONSTANCIAS CONDUCENTES DEL ASEGURAMIENTO, ASÍ MISMO, SE LE 

APERCIBE QUE EN CASO DE NO REALIZAR MANIFESTACIÓN ALGUNA EN EL PLAZO SEÑALADO, 

DICHOS BIENES CAUSARAN ABANDONO A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL. 
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Atentamente. 

San Francisco de Campeche, Campeche, a 15 de octubre de 2018. 

La Agente del Ministerio Público de la Federación. 

Titular de la Agencia Segunda Orientadora de la Unidad de Atención Inmediata en el Estado de Campeche. 

Licenciada Osiris Guadalupe Domínguez de los Santos. 

Rúbrica. 

(R.- 476136) 

Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 

Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delitos Federales 

Unidad Especializada en Investigación de Delitos contra el Ambiente y Previstos en Leyes Especiales 

EDICTO 

 

Propietario o Propietarios de: 9 nueve rollos de madera de diferentes dimensiones de longitud y diámetros. 

Localizados en Prolongación Jalapa, camino a Tulmiac, del pueblo de San Salvador Cuauhtenco, 

Delegación Milpa Alta, Distrito Federal. Punto de referencias según coordenadas obtenida X:488789 

Y: 119681. 

25 veinticinco rollos de madera de diferentes dimensiones de longitud y diámetros.  

Localizados en Camino de Penetración a Tulmiac, del pueblo de San Salvador Cuauhtenco, Delegación 

Milpa Alta, Distrito Federal. Punto de referencias según coordenadas obtenida X:14489264 Y: 2115730 y/o 

coordenadas obtenida X:489264 Y: 2115730. 

En cumplimiento al acuerdo ministerial dictado dentro de la indagatoria 307/UEIDAPLE/DA/22/2008, 

instruida en la Unidad Especializada en Investigación de Delitos Contra el Ambiente y Previstos en Leyes 

Especiales dependiente de la Procuraduría General de la República por la probable comisión del delito 

previsto en el artículo 418 fracción II, del Código Penal Federal, y con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 40 y 41 del 

Código Penal Federal, 180, 182, 182 A, y 182 B fracción II, del Código Federal de Procedimientos Penales, 

4º fracción I inciso A) subincisos a), b), j), w) de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, 

1º, 3º y 39 de su Reglamento, se les notifica al PROPIETARIO o los PROPIETARIOS el acuerdo de 

aseguramiento de fecha veinte de enero de dos mil siete, que realizó la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal, de los bienes de su propiedad o posesión, consistentes en: 

a).- 9 nueve rollos de madera de diferentes dimensiones de longitud y diámetros, localizados en 

Prolongación Jalapa, camino a Tulmiac, del pueblo de San Salvador Cuauhtenco, Delegación Milpa Alta, 

Distrito Federal. Punto de referencias según coordenadas obtenida X:488789 Y: 119681. – 

De la misma manera, se les notifica al PROPIETARIO o los PROPIETARIOS el acuerdo de aseguramiento 

de fecha dos de febrero de dos mil siete, que realizó la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 

de los bienes de su propiedad o posesión, consistentes en: 

b).- 25 veinticinco rollos de madera de diferentes dimensiones de longitud y diámetros, localizados en 

Camino de Penetración a Tulmiac, del pueblo de San Salvador Cuauhtenco, Delegación Milpa Alta, Distrito 

Federal. Punto de referencias según coordenadas obtenida X:14489264 Y: 2115730 y/o coordenadas 

obtenida X:489264 Y: 2115730. 

Considerados objetos y/o instrumentos del delito asegurados en fecha veinte de enero de dos mil siete, y 

dos de febrero de dos mil siete, respectivamente, en el pueblo de San Salvador Cuauhtenco, Delegación 

Milpa Alta, Distrito Federal. 

Lo anterior se hace de su conocimiento para que manifieste lo que a su derecho convenga, en términos de 

lo dispuesto por el artículo 182-A del Código Federal de Procedimientos Penales, apercibido que transcurrido 

el término de noventa días naturales siguientes a que surta efectos la presente notificación, los bienes 

asegurados causarán abandono a favor del Gobierno Federal. Poniendo a su disposición, en las oficinas que 

ocupa esta mesa instructora, ubicada en Avenida Fray Servando Teresa de Mier, Nº 81, 4° piso, Colonia 

Obrera, Delegación Cuauhtémoc, Ciudad de México, C.P. 06800, las constancias que motivaron el acuerdo 

ministerial a que se hace referencia. 
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Atentamente 

Sufragio Efectivo No Reelección 

Ciudad de México, a 12 de enero de 2018. 

El Agente del Ministerio Público de la Federación 

Titular de la Mesa 26-UEIDAPLE. 

Lic. Arturo Torres Ruiz. 

Rúbrica. 

(R.- 476135) 
Estados Unidos Mexicanos 

Procuraduría General de la República 
Agencia Cuarta Investigadora de la Unidad  

de Investigación y Litigación Subsede  
Acaponeta, Nayarit 

PUBLICACIÓN POR EDICTO. 
 

Al o los propietario (s) legítimo, con domicilio ignorado, del bien mueble: UN VEHICULO DE LA MARCA 
ITALIKA, MODELO FT150, TIPO MOTOCICLETA, COLOR NEGRA, SIN PLACAS DE CIRCULACIÓN  
Y CON NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN VEHICULAR 3SCPFTEE5J1056942, DE MANUFACTURA 
NACIONAL Y AÑO-MODELO 2018, se le notifica que con fecha 29 de agosto de 2018, dentro de la Carpeta 
de Investigación número FED/NAY/ACA/0000487/2018, se decretó su aseguramiento ministerial. 

Por tal razón se le apercibe para que se abstenga de enajenarlo, grabarlo o hipotecarlo y de no manifestar 
lo que a su derecho convenga en un término de noventa días naturales contados a partir de la presente 
publicación causará abandono a favor de la Federación, conforme a la Legislación aplicable. 

 
Acaponeta, Nayarit, a 31 de agosto de 2018. 

C. Agente del Ministerio Público de la Federación. 
Titular de la Agencia Cuarta de la Unidad de Investigación y Litigación en Nayarit. 

Lic. Alma Angelina Pérez Castro. 
Rúbrica. 

(R.- 476144) 
Estados Unidos Mexicanos 
Secretaría de Gobernación 

Comisionado Nacional de Seguridad 
Unidad de Planeación, Prospectiva y Seguridad Privada 

Dirección General de Seguridad Privada 
PUBLICACIÓN DE SANCIÓN 

 
El 12 de octubre de 2018, en el expediente administrativo DGSP/PAS-REV/047/2017 que obra en los 

archivos de la Dirección General de Seguridad Privada de la Secretaría de Gobernación, se sancionó al 
prestador de servicios de seguridad privada BLINDAJES DEL CENTRO, S.A. DE C.V., con la siguiente 
sanción: 

Se impone a BLINDAJES DEL CENTRO, S.A. DE C.V., como resultado del incumplimiento a los artículos 
19 de la Ley Federal de Seguridad Privada y 9, del Reglamento de la Ley Federal de Seguridad Privada, la 
sanción prevista en el artículo 42 fracción III, inciso c), de la Ley Federal de Seguridad Privada, consistente 
en: suspensión por el término de un mes de los efectos del permiso para prestar servicios de seguridad 
privada. 

Así lo determinó y firma el Doctor Bernardo Espino del Castillo Barrón, Director General de Seguridad 
Privada de la Unidad de Planeación, Prospectiva y Seguridad Privada de la Secretaría de Gobernación. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, 12 de octubre de 2018 
Director General de Seguridad Privada 

Doctor Bernardo Espino del Castillo Barrón 
Rúbrica. 

(R.- 476167) 

Sociedad Mexicana de Ejecutantes de Música, 

Sociedad de Gestión Colectiva de Interés Público 

SEGUNDA CONVOCATORIA 
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Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 206 de la Ley Federal del Derecho de Autor, 124 del 

Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor y artículos 21, 22, 23, 24 de los estatutos vigentes de 

nuestra sociedad, el Consejo Directivo y Comité de Vigilancia de la Sociedad Mexicana de Ejecutantes de 

Música, Sociedad de Gestión Colectiva de Interés Público, convocan a todos sus socios que hayan otorgado 

poder a nuestra sociedad, a la Asamblea General Ordinaria en segunda convocatoria, a celebrarse el 22 de 

diciembre de 2018, a las 12 horas en las instalaciones del Centro Alemán de Industria y Comercio de México, 

ubicado en Av. Santa Fe, N° 170, Col. Santa Fe, C.P. 01376, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, 

bajo el siguiente: 

ORDEN DEL DIA 

1.- Nombramiento de Escrutadores para verificar el quórum legal. 
2.- Declaratoria de instalación y apertura de la asamblea general. 
3.- Informe del Consejo Directivo respecto al año en curso. 
4.- Informe del Comité de Vigilancia respecto al año en curso. 
5.- Asuntos Generales. 
6.- Clausura de la Asamblea. 
DE ACUERDO CON LO DISPUESTO EN LA FRACCION VIII, DEL ARTICULO 205 DE LA LEY FEDERAL 

DEL DERECHO DE AUTOR, NO SE PODRAN ADOPTAR ACUERDOS RESPECTO DE LOS ASUNTOS 
QUE NO FIGUREN EN EL ORDEN DEL DIA. 

 
Atentamente 

Ciudad de México a 3 de diciembre de 2018 
Presidente del Consejo Directivo

Lic. Leobardo Acosta 
Rúbrica. 

Presidente del Comité de Vigilancia
Mario Alberto Cárdenas Matus 

Rúbrica. 
(R.- 476098) 

Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

Dirección Divisional de Protección a la Propiedad Intelectual 

Subdirección Divisional de Procesos de Propiedad Industrial 

Coordinación Departamental de Cancelación y Caducidad 

Dan Post Boot Company 

Vs. 

Ma. de la Luz Dolores James Marti 

M. 267581 Dingo y Diseño 

Exped.: P.C. 969/2018(C-309)10304 

Folio: 41877 

Ma. de la Luz Dolores James Marti 

NOTIFICACIÓN POR EDICTOS 

 

Por escrito presentado en la oficialía de partes de esta Dirección el 12 de abril de 2018, con folio de 

entrada 010304, Juan Manuel Álvarez del Castillo Vargas, apoderado de DAN POST BOOT COMPANY, 

solicitó la declaración administrativa de caducidad del registro marcario citado al rubro. 

En virtud de lo anterior, y con fundamento en el artículo 194 de la Ley de la Propiedad Industrial, este 

Instituto notifica la existencia de la solicitud que nos ocupa, concediéndole a MA. DE LA LUZ DOLORES 

JAMES MARTI, el plazo de UN MES, contado a partir del día hábil siguiente al día en que aparezca esta 

publicación, para que se entere de los documentos y constancias en que se funda la acción instaurada en su 

contra y manifieste lo que a su derecho convenga, apercibida que de no dar contestación a la misma, una vez 

transcurrido el término señalado, este Instituto emitirá la resolución administrativa que conforme a derecho 

proceda, de acuerdo a lo establecido por el artículo 199 de la Ley de Propiedad Industrial. 



Viernes 7 de diciembre de 2018 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)     77 

Para su publicación, por una sola vez, en uno de los periódicos de mayor circulación en la República y en 

el Diario Oficial de la Federación, en los términos y para los efectos establecidos en el artículo 194 de la Ley 

de la Propiedad Industrial. 

 

Atentamente 

7 de septiembre de 2018  

La Supervisora Analista adscrita a la Coordinación Departamental de Cancelación y Caducidad 

Anabel Villaseñor Sánchez 

Rúbrica. 

(R.- 476145) 
Scotiabank Inverlat S.A., 

Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, División Fiduciaria 

SEGUNDA SUBASTA PÚBLICA EN EJECUCIÓN DEL FIDEICOMISO IRREVOCABLE NÚMERO 11035631 
CONVOCATORIA 

 
Scotiabank Inverlat S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, actuando 

como Fiduciario del Contrato de Fideicomiso citado al rubro, de acuerdo a lo establecido en la Cláusula 
Novena y en la Sección Especial del Contrato referido de fecha 31 de agosto del año 2011, celebrado por 
INMOBILIARIA JILCEC, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en su carácter de Fideicomitente 
y Fideicomisario en Segundo Lugar, SAINT GOBAIN MÉXICO, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
VARIABLE en su carácter de Fideicomisario en Primer Lugar, con la comparecencia de “PARABRISAS CITSA 
DE MÉXICO”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en ejecución de los fines del mismo convoca 
a la segunda subasta pública para la venta del bien fideicomitido, que se describe a continuación (en lo 
sucesivo el “Inmueble”): 

La Nave Industrial marcada con el número cuarenta y siete “A” de la calle Francisco I. Madero, y terreno 
en que está construida que es el Lote “B” de los en que se subdividió una fracción del terreno denominado 
“EL CHAVACANO” o “MEMECAL”, en la colonia Industrial Atoto, en Naucalpan de Juárez, Distrito de 
Tlalnepantla, Estado de México con la superficie de terreno 930.11 m2 y con las medidas y colindancias que 
se describen a continuación: 

AL NORTE, en veinte metros setenta y cinco centímetros, con calle Francisco I. Madero; 
AL SUR, en veinte metros noventa y cinco centímetros, con propiedad particular; 
AL ORIENTE, en cuarenta y nueve metros, con Fracción “A” del predio del cual forma parte; y 
AL PONIENTE, en cuarenta y seis metros sesenta y dos centímetros, con propiedad particular; 
Se hace mención expresa de que la posesión del Inmueble no la detenta Scotiabank Inverlat, S.A. y por 

ende no puede obligarse a la entrega de la misma a favor de quien adquiera la propiedad del Inmueble, toda 
vez que El Fideicomitente y Fideicomisario en Segundo Lugar aún no la ha entregado al Depositario 
designado por El Fideicomisario en Primer Lugar. 

Las bases de la subasta se encuentran a disposición de los postores en las oficinas de la Institución 
Fiduciaria citada, en el piso 2° del edificio “Torre Scotiabank Inverlat”, ubicadas en Manuel Ávila Camacho 
No. 1, Col. Lomas de Chapultepec, C.P. 11009, Ciudad de México, a la atención de la Lic. Carolina Guadalupe 
Urreola Torrez, con teléfono 51232619. 

Servirá de base para la venta del Inmueble objeto de la subasta, la cantidad de $15,976,000.00 (QUINCE 
MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y SEIS MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), que representa un 
20% (veinte por ciento) menor del valor fijado en el avalúo practicado por Grimm y Asociados, S.C. 

Los interesados en adquirir el Inmueble objeto de la subasta deberán depositar en las oficinas de la 
Institución Fiduciaria, por lo menos con dos días hábiles anteriores a la subasta, cheque certificado a favor del 
Fiduciario, por la cantidad de $798,800.00 (SETECIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS PESOS 
00/100 MONEDA NACIONAL), cantidad equivalente al 5% (cinco por ciento) del precio base para la venta. 

Los depósitos serán devueltos a sus respectivos dueños acto continuo al remate, excepto el que 
corresponda al postor a cuyo favor se finque el remate, mismo que lo conservará el Fiduciario como garantía 
del cumplimiento de su obligación y en cuyo caso como parte del precio de la venta. 

El día del remate, a la hora señalada para la celebración del mismo, el Fedatario Público pasará lista de 
las personas que se encuentren presentes como postores, y concederá media hora para admitir a nuevos 
postores. Concluida la media hora, el Notario Público declarará que va a proceder al remate y ya no admitirá 
nuevos postores. 

La subasta se llevará a cabo en las oficinas de la Institución Fiduciaria, en el piso 2° del edificio “Torre 
Scotiabank Inverlat”, ubicadas en Manuel Ávila Camacho No. 1, Col. Lomas de Chapultepec, C.P. 11009, 
Ciudad de México, el lunes 17 de diciembre del año 2018 a las 12:00 pm. 
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Ciudad de México a 7 de diciembre de 2018 

Delegado Fiduciario 
Sotiabank Inverlat S.A., Institución de Banca Múltiple, 

Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 
Teléfono: 51232619 

María Patricia Montañez Vázquez 
Rúbrica. 

Delegado Fiduciario 
Scotiabank Inverlat S.A., Institución de Banca Múltiple, 

Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 
Teléfono: 51232619 

Omar Pechir Espinosa de los Monteros 
Rúbrica. 

(R.- 476173) 



Viernes 7 de diciembre de 2018 DIARIO OFICIAL (Segunda Sección)     1 

SEGUNDA SECCION 
PODER JUDICIAL 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de 
responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE ESTABLECE LAS 
DISPOSICIONES EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, SITUACIÓN PATRIMONIAL, CONTROL 
Y RENDICIÓN DE CUENTAS. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, 
con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral, corresponde al Consejo 
de la Judicatura Federal, con fundamento en los artículos 94, segundo párrafo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 100, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura Federal es un órgano del Poder Judicial de la Federación con 
independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; 

TERCERO. Es facultad del Consejo de la Judicatura Federal expedir acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo previsto en los artículos 100 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación; 

CUARTO. De conformidad con el artículo 81, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es competente para establecer la normatividad y los criterios 
para modernizar los sistemas y procedimientos administrativos internos; 

QUINTO. El veintisiete de mayo de dos mil quince se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. 

A partir de la reforma, el artículo 109, fracción III, párrafo tercero constitucional establece que, para la 
investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder 
Judicial de la Federación, se observará lo previsto en el artículo 94 constitucional. 

Es así que el Consejo de la Judicatura Federal está facultado para establecer las disposiciones jurídicas 
que deban regir la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los 
miembros del Poder Judicial de la Federación (con excepción de los integrantes de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Tribunal Electoral); es decir para regular la materia adjetiva del régimen de 
responsabilidades de sus servidores públicos; lo cual debe vincularse con lo dispuesto en el artículo 100 
constitucional, el cual faculta al Consejo a expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus 
funciones; 

SEXTO. El dieciocho de julio de dos mil dieciséis se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 
Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 

SÉPTIMO. El dieciocho de junio de dos mil dieciocho se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
con la finalidad de adecuar la normatividad legal que rige al Poder Judicial de la Federación, en materia de 
responsabilidades administrativas; 

OCTAVO. En la Ley General de Responsabilidades Administrativas se distingue, para efectos de la 
determinación de responsabilidades administrativas, dos etapas procedimentales, atribuidas a diferentes 
autoridades; la autoridad investigadora, encargada de la investigación de faltas administrativas; y la autoridad 
substanciadora, la cual dirige y conduce el procedimiento de responsabilidad administrativa; además de la 
autoridad resolutora, encargada de imponer las sanciones administrativas correspondientes. 

De conformidad con lo anterior, la Ley General de Responsabilidades Administrativas prevé que la 
investigación y substanciación del procedimiento se lleven a cabo ante autoridades distintas. 

Este nuevo paradigma fue adoptado por el Consejo de la Judicatura Federal, con la creación de la Unidad 
de Investigación de Responsabilidades Administrativas, como órgano de investigación y, por ende, ajeno a la 
substanciación y resolución de los procedimientos. Ello mediante la expedición del Acuerdo General publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el treinta de noviembre de dos mil diecisiete; y 
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NOVENO. Si bien es cierto el Consejo de la Judicatura Federal, está comprometido con la adopción del 
nuevo sistema desarrollado en la propia Ley General de Responsabilidades Administrativas, no debe obviarse 
que dicho ordenamiento reconoce la competencia del Consejo para regirse por su normatividad aplicable, en 
específico, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los acuerdos generales del Pleno, por lo que 
en su diseño normativo debe estarse a lo dispuesto por el ordenamiento legal orgánico, y, en su caso, adoptar 
armónica y referencialmente disposiciones de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Es así que se retoman aspectos como el previsto en el artículo 208, fracción II de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, el cual establece que al ordenarse el emplazamiento del presunto 
responsable para que comparezca a la celebración de la audiencia inicial se le hará saber el derecho que 
tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistido 
por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de 
oficio. 

Del mismo modo, el artículo 134, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación prevé 
que se le hará saber al presunto responsable en el emplazamiento para la celebración de la audiencia inicial, 
el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse 
personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, le será 
nombrado un defensor de oficio. 

Por tanto, corresponde a la autoridad substanciadora proveer al defensor de oficio al presunto 
responsable. En el caso del Consejo de la Judicatura Federal se considera necesario que los probables 
responsables en los procedimientos de responsabilidad administrativa que se substancien conforme a lo 
previsto en este Acuerdo, cuenten con un defensor que determine el Instituto Federal de Defensoría Pública 
en su calidad de órgano auxiliar del Consejo. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO PRIMERO 

OBJETO Y DEFINICIONES 

Artículo 1. El presente Acuerdo tiene por objeto establecer los procedimientos para garantizar los 
principios que rigen el servicio público; para identificar, investigar, determinar y sancionar las 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, con 
excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral, observándose en todo 
momento los principios de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia, 
exhaustividad, publicidad, verdad material y respeto a los derechos humanos; y, para regular el registro y 
seguimiento de la evolución de su situación patrimonial y las declaraciones de situación patrimonial y de 
intereses, conforme a lo dispuesto por el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Título Octavo de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y los Títulos Segundo y 
Tercero del Libro Primero de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Asimismo, establece las disposiciones conforme a las cuales los servidores públicos adscritos a las áreas 
administrativas y órganos auxiliares del Consejo con niveles del 2 al 10 del Manual General de Puestos del 
Consejo de la Judicatura Federal, con excepción de las plazas de carrera judicial, deberán al separarse de su 
empleo, cargo o comisión, rendir un informe de los asuntos a su cargo y del estado que guardan; así como 
realizar la entrega a quienes los sustituyan en sus funciones de los recursos humanos, materiales y 
financieros que tengan asignados para el ejercicio de sus atribuciones y de la documentación y archivos 
ordenados y clasificados, conforme a las disposiciones aplicables. 

Artículo 2. Para los efectos de este Acuerdo se entenderá por: 

I. Acuerdo: Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las 
disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y 
rendición de cuentas; 

II. Acuse de Recibo Electrónico: Constancia que acredita que un documento digital fue recibido 
por la Contraloría del Poder Judicial de la Federación o por la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, 
en el ámbito de sus respectivas competencias. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el 
documento digital fue recibido en la fecha y hora que se consignen en dicha constancia; 

III. Archivo Electrónico: Información contenida en texto, imagen, audio o video generada, enviada, 
recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología que forma 
parte del expediente electrónico; 
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IV. Áreas administrativas: Las unidades administrativas y los órganos auxiliares; 

V. Autoridad investigadora: La Unidad General de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas y la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

VI. Autoridad resolutora: El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal; la Comisión de Disciplina; 
y la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, en el ámbito de sus respectivas 
competencias; 

VII. Autoridad substanciadora: La Secretaría Ejecutiva de Disciplina, y la Contraloría del Poder 
Judicial de la Federación, ésta última por conducto de la Dirección General de Substanciación, 
Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. 

VIII. Clave de acceso: Conjunto único de caracteres alfanuméricos asignados por el Sistema de 
Justicia en Línea al denunciante y denunciados, como medio de identificación para utilizar el 
Sistema, y asignarles los roles de consulta del expediente respectivo o envío electrónico de 
promociones relativas a las actuaciones dentro del procedimiento de responsabilidad 
administrativa; 

IX. Comisión: Comisión de Disciplina; 

X. Comisiones: Las señaladas en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; 

XI. Consejo: Consejo de la Judicatura Federal; 

XII. Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

XIII. Contraloría: Contraloría del Poder Judicial de la Federación; 

XIV. Contraseña: Conjunto único de caracteres alfanuméricos, asignados de manera confidencial por 
el Sistema de Justicia en Línea a los usuarios, la cual permite validar la identificación de la 
persona a la que se le asignó una clave de acceso; 

XV. Defensor: Para efectos del artículo 139 de este Acuerdo el servidor Público que designe el 
Instituto Federal de Defensoría Pública; 

XVI. Dictamen conclusivo: El instrumento que emite la Unidad General de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas o la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en los casos en que no se adviertan elementos suficientes para 
demostrar la existencia de la falta administrativa y la presunta responsabilidad del servidor 
público o del particular; 

XVII. Dictamen electrónico: Dictamen que se elabora para denunciar el incumplimiento en la 
presentación de las declaraciones de situación patrimonial; 

XVIII. Dirección de Substanciación: Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de 
la Evolución Patrimonial, adscrita a la Contraloría; 

XIX. Dirección de Correo Electrónico: Sistema de comunicación a través de redes informáticas, 
señalado por el denunciante y denunciados en el procedimiento de responsabilidad 
administrativa; 

XX. Dirección de Correo Electrónico Institucional: Sistema de comunicación a través de redes 
informáticas, dentro del dominio definido y proporcionado por el Consejo a los servidores 
públicos; 

XXI. Documento Electrónico o Digital: Todo mensaje de datos que contiene texto o escritura 
generada, enviada, recibida o archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología que forma parte del expediente electrónico; 

XXII. Expediente Electrónico: Conjunto de información contenida en archivos electrónicos o 
documentos digitales que conforman un procedimiento de responsabilidad administrativa, 
independientemente de que sea texto, imagen, audio o video, identificado por un número 
específico; 

XXIII. Firma Digital: Medio gráfico de identificación en el Sistema de Justicia en Línea, consistente en 
la digitalización de una firma autógrafa mediante un dispositivo electrónico, que es utilizada para 
reconocer a su autor y expresar su consentimiento; 
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XXIV. Firma Electrónica: Conjunto de datos consignados en un mensaje electrónico adjuntados o 
lógicamente asociados que permita identificar a su autor mediante el Sistema de Justicia en 
Línea, y que produce los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa. La firma electrónica 
también permite actuar en el procedimiento de responsabilidad en línea; 

XXV. Informe de presunta responsabilidad administrativa: El instrumento que emite la Unidad 
General de Investigación de Responsabilidades Administrativas, la Secretaría Ejecutiva de 
Disciplina o la Contraloría, en el ámbito de sus respectivas competencias, en el que describen 
los hechos relacionados con alguna de las faltas señaladas en este Acuerdo, exponiendo de 
forma documentada con las pruebas y fundamentos, los motivos y presunta responsabilidad del 
servidor público o de un particular en la comisión de faltas administrativas; 

XXVI. Ley de Responsabilidades: Ley General de Responsabilidades Administrativas; 

XXVII. Ley Orgánica: Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

XXVIII. Nexo de atribuibilidad. Elemento que permite establecer a una persona como autor o causante 
de los hechos, sin que esto suponga el acreditamiento de responsabilidad administrativa; 

XXIX. Órganos auxiliares: Los señalados en el artículo 88 de la Ley Orgánica; 

XXX. Órgano auxiliar instructor: Órgano jurisdiccional que actúa en auxilio del Consejo como 
instancia instructora en la investigación o, en su caso, substanciación del procedimiento de 
responsabilidad administrativa; 

XXXI. Órganos jurisdiccionales: Tribunales de Circuito y juzgados de Distrito. 

 Las referencias que se hagan en este Acuerdo a los juzgados de Distrito o a sus titulares 
también se entenderán hechas a los jueces de Control, de Ejecución y tribunales de 
enjuiciamiento; y aquellas que se hagan a los tribunales Unitarios de Circuito o sus titulares, a 
los tribunales de Alzada; 

XXXII. Pleno: Pleno del Consejo; 

XXXIII. Poder Judicial de la Federación: A los órganos señalados en el artículo 94 de la Constitución, 
con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación; 

XXXIV. Presidente: Consejero Presidente del Consejo; 

XXXV. Presunto responsable: Los servidores públicos cuyas conductas puedan constituir 
responsabilidad administrativa, en términos de la Ley de Responsabilidades, la Ley Orgánica y 
este Acuerdo, así como los particulares, ya sean personas físicas o morales, cuando la falta 
administrativa atribuida los vincule a alguno de los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación, o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo. Para efectos de 
este Acuerdo se consideran servidor público tanto las personas en activo como aquellas que 
hayan dejado de formar parte del Poder Judicial de la Federación; 

XXXVI. Procedimiento tradicional: El procedimiento de responsabilidad administrativa que se 
substancia recibiendo las promociones y demás documentales en manuscrito o impresos en 
papel, y formando un expediente también en papel, donde se agregan las actuaciones 
procesales; 

XXXVII. Procedimiento de responsabilidad en línea: Substanciación y resolución del procedimiento de 
responsabilidad administrativa en todas sus etapas, a través del Sistema de Justicia en Línea; 

XXXVIII. Sistema de Justicia en Línea: Sistema informático establecido por la Contraloría y la Secretaría 
Ejecutiva de Disciplina a efecto de registrar, controlar, procesar, almacenar, difundir, transmitir, 
gestionar, administrar y notificar el procedimiento de responsabilidad administrativa que se 
substancie; 

XXXIX. Secretaría: Secretaría Ejecutiva de Disciplina; 

XL. Tribunal Electoral: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 

XLI. Unidades administrativas: Las señaladas en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y 

XLII. Unidad General: Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 

MECANISMOS GENERALES DE PREVENCIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

Artículo 3. Con el propósito de implementar los mecanismos de prevención de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, así como de coordinación que, en términos de la Ley General del Sistema Nacional 
Anticorrupción, determine el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, la Contraloría será la 
responsable del diseño, promoción y evaluación del control interno, la administración y gestión de riesgos; el 
fomento de la cultura de integridad de los servidores públicos; el uso eficaz, eficiente y transparente de los 
recursos y bienes; así como el fortalecimiento de la observancia de la legalidad al interior del Consejo. 

Artículo 4. La Contraloría deberá evaluar anualmente el avance y los resultados de las acciones 
implementadas conforme a lo previsto en el artículo anterior y proponer, en su caso, las modificaciones que 
resulten procedentes, informando de ello al Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción en los 
términos de la Ley de Responsabilidades. 

Artículo 5. Los servidores públicos adscritos a las áreas administrativas deberán observar el código de 
ética que al efecto sea emitido por el Pleno a propuesta del titular de la Contraloría, conforme a los 
lineamientos que emita el Sistema Nacional Anticorrupción, en los términos previstos en la Ley de 
Responsabilidades y los principios que rigen el servicio público. 

El código de ética a que se refiere el párrafo anterior deberá hacerse del conocimiento de los servidores 
públicos del Consejo, así como darle la máxima publicidad. 

Artículo 6. Los titulares de órganos jurisdiccionales y áreas administrativas podrán adoptar, de manera 
potestativa y conforme a sus atribuciones, medidas preventivas de carácter general a fin de procurar el 
adecuado funcionamiento de éstos. 

Estas medidas estarán especialmente orientadas a prevenir y evitar conductas que puedan propiciar o 
generar actuaciones y prácticas irregulares en el desempeño del cargo de los servidores públicos. 

Las medidas preventivas no tienen la naturaleza de sanciones administrativas y tampoco constituyen 
condición obligatoria ni prerrequisito para la imposición de éstas. 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, LA DECLARACIÓN PATRIMONIAL Y DE INTERESES, Y 
LA ENTREGA-RECEPCIÓN 

CAPÍTULO PRIMERO 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

SECCIÓN PRIMERA 

CAUSAS DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

Artículo 7. Son causa de responsabilidad para los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, 
las infracciones establecidas en el artículo 101 de la Constitución y las previstas en el artículo 131 de la Ley 
Orgánica. 

Artículo 8. Son faltas de particulares las conductas previstas en los Capítulos III y IV del Título Tercero, 
del Libro Primero de la Ley de Responsabilidades, siempre que se encuentren vinculadas con las funciones 
del Poder Judicial de la Federación. 

Artículo 9. En caso de que los servidores públicos, sin haberlo solicitado, reciban de una persona de 
manera gratuita la transmisión de la propiedad o el ofrecimiento para el uso de cualquier bien, con motivo del 
ejercicio de sus funciones, deberán informarlo inmediatamente a la Contraloría. En el caso de recepción de 
bienes, los Servidores Públicos procederán a poner los mismos a disposición de las autoridades competentes 
en materia de administración y enajenación de bienes públicos, por conducto de la Contraloría. 

Artículo 10. Los servidores públicos responsables de la investigación, substanciación y resolución de las 
faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la justicia cuando: 

I. Durante la investigación de actos u omisiones calificados como graves en la ley realicen cualquier acto 
para clasificarlos como no graves cuando sí lo sean; 

II. No inicien el procedimiento correspondiente ante la autoridad competente, dentro del plazo de treinta 
días naturales, a partir de que tengan conocimiento de cualquier conducta que pudiera constituir una falta 
administrativa grave, faltas de particulares o un acto de corrupción; y, 

III. Revelen la identidad de un denunciante anónimo protegido bajo los preceptos establecidos en la Ley de 
Responsabilidades. 
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Para efectos de la fracción anterior, los servidores públicos que denuncien una falta administrativa grave o 
faltas de particulares, o sean testigos en el procedimiento, podrán solicitar medidas de protección que resulten 
razonables; la solicitud deberá ser evaluada y atendida de manera oportuna. 

Artículo 11. Las facultades del Consejo para imponer sanciones por causas de responsabilidad no graves 
prescribirán en tres años, contados a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las faltas, o a partir 
del momento en que hubieren cesado. 

El plazo de prescripción de faltas graves de los servidores públicos o de faltas de particulares, será de 
siete años, contados en los mismos términos señalados en el párrafo anterior. 

La prescripción se interrumpirá con la notificación del inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa. 

Si se dejare de actuar en los procedimientos de responsabilidad administrativa y, como consecuencia de 
ello, se produjera la caducidad de la instancia, la prescripción se reanudará desde el día en que se ordenó su 
inicio. 

En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad administrativa podrá dejar de actuarse por más 
de seis meses sin causa justificada; en caso de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a solicitud del 
presunto responsable, la caducidad de la instancia. 

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se considera causa justificada el hecho de que el 
servidor público se encuentre de vacaciones o gozando de una licencia para efectos del emplazamiento, por 
lo que no procederá la caducidad de la instancia. 

Los plazos a los que se refiere este artículo se computarán en días naturales. 

SECCIÓN SEGUNDA 

SANCIONES 

Artículo 12. Las sanciones aplicables a los servidores públicos que incurran en las causas de 
responsabilidad previstas en el artículo 7 de este Acuerdo, consistirán en: 

I. Apercibimiento privado o público; 

II. Amonestación privada o pública; 

III. Suspensión del empleo, cargo o comisión; 

IV. Sanción económica; 

V. Destitución del puesto; y 

VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. 

Artículo 13. La sanción de suspensión del empleo, cargo o comisión se aplicará conforme a lo siguiente: 

I. De uno a treinta días naturales, al servidor público que incurra en una falta no grave; y 

II. De treinta a noventa días naturales, al servidor público que incurra en una falta grave. 

Artículo 14. En el caso de que la falta administrativa grave cometida por el servidor público le genere 
beneficios económicos, a sí mismo o a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 52 de la Ley de 
Responsabilidades, se le impondrá sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios 
obtenidos. 

En ningún caso la sanción económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios 
económicos obtenidos. Lo anterior, sin perjuicio de la imposición de las sanciones que correspondan. 

La autoridad resolutora determinará el pago de una indemnización cuando, la falta administrativa grave a 
que se refiere el párrafo anterior provocó daños y perjuicios a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio del 
Consejo. 

En dichos casos, el servidor público estará obligado a reparar la totalidad de los daños y perjuicios 
causados y las personas que, en su caso, también hayan obtenido un beneficio indebido, serán 
solidariamente responsables. 

Artículo 15. La sanción de inhabilitación se aplicará conforme a lo siguiente: 

I. De tres meses a un año: al servidor público que cometa una falta administrativa no grave; 

II. De uno a diez años: al servidor público que, con la comisión de la falta grave, cause daño o 
perjuicio u obtenga un beneficio o lucro, siempre que el monto de éstos no exceda de doscientas 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización; 
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III. De diez a veinte años: al servidor público que, con la comisión de la falta grave, ocasione daño o 
perjuicio u obtenga un beneficio o lucro que exceda de la cantidad prevista en la fracción 
anterior; y 

IV. De uno a veinte años: al servidor público que cometa una falta grave, y no haya causado un 
daño patrimonial, para lo cual se atenderá a las circunstancias del caso. 

Artículo 16. Las sanciones administrativas aplicables a particulares por la comisión de alguna falta 
administrativa consistirán en: 

I. Para personas físicas: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos o, en 
caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de cien hasta ciento 
cincuenta mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas, según corresponda, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de 
ocho años; y 

c) Indemnización por los daños o perjuicios ocasionados al patrimonio del Consejo o a la 
Hacienda Pública Federal; y 

II. Para personas morales: 

a) Sanción económica que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos o, en 
caso de no haberlos obtenido, por el equivalente a la cantidad de mil hasta un millón 
quinientas mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización; 

b) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de diez años; 

c) La suspensión de actividades, por un periodo que no será menor de tres meses ni mayor de 
tres años, la cual consistirá en detener, diferir o privarlos temporalmente de sus actividades 
comerciales, económicas, contractuales o de negocios por estar vinculados a faltas 
administrativas graves; 

d) Disolución de la sociedad respectiva, la cual consistirá en la pérdida de la capacidad legal 
de una persona moral, para el cumplimiento del fin por el que fue creada por orden 
jurisdiccional y como consecuencia de la comisión, vinculación, participación y relación con 
una falta administrativa grave; y 

e) Indemnización por los daños o perjuicios ocasionados al patrimonio del Consejo o a la 
Hacienda Pública Federal. 

Para la imposición de sanciones a las personas morales deberá observarse además, lo previsto en los 
artículos 24 y 25 de la Ley de Responsabilidades. 

Las sanciones previstas en los incisos c) y d) de esta fracción, sólo serán procedentes cuando la sociedad 
obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o 
de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para 
vincularse con faltas administrativas graves. 

Podrán imponerse al particular una o más de las sanciones señaladas, siempre que sean compatibles 
entre ellas y conforme a la gravedad de las faltas. 

Se considerará como atenuante para la imposición de sanciones a personas morales el que los órganos 
de administración, representación, vigilancia o sus socios denuncien o colaboren en las investigaciones 
proporcionando la información y los elementos que posean, o resarzan los daños que se hubieren causado. 

Para la imposición de sanciones a las personas morales se considerará como agravante, el hecho de que 
los órganos de administración, representación, vigilancia o sus socios, conozcan presuntos actos de 
corrupción de personas físicas que pertenecen a aquellas y no los denuncien. 

Artículo 17. Para la imposición de sanciones por faltas de particulares se deberán considerar los 
elementos siguientes: 

I. El grado de participación del o los particulares en la falta; 

II. La reincidencia en la comisión de las faltas previstas en la Ley de Responsabilidades; 

III. La capacidad económica del particular; 
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IV. El daño o puesta en peligro del adecuado desarrollo de la función judicial o de la actividad 
administrativa del Consejo; y 

V. El monto del beneficio, lucro, o del daño o perjuicio derivado de la comisión de la falta. 

La responsabilidad administrativa por la comisión de faltas se determinará de manera autónoma e 
independiente de la participación de un servidor público. 

Las personas morales serán sancionadas por la comisión de faltas de particulares, con independencia de 
la responsabilidad a la que sean sujetos a este tipo de procedimientos las personas físicas que actúen a 
nombre o representación de la persona moral o en beneficio de ella. 

En la determinación de la responsabilidad de las personas morales a que se refiere el presente Acuerdo, 
se valorará si cuentan con una política de integridad, en los términos establecidos en la Ley de 
Responsabilidades. 

Artículo 18. Para la individualización e imposición de sanciones conforme a los criterios previstos en este 
Acuerdo, se tendrá a la vista el expediente personal del servidor público correspondiente o, de ser el caso, el 
historial que del particular de que se trate lleve la Contraloría. 

Artículo 19. Para efectos de la imposición de sanciones, se considera reincidente al que habiendo 
incurrido en una infracción que haya sido sancionada y hubiere causado ejecutoria, cometa otra del mismo 
tipo. 

Artículo 20. La Contraloría inscribirá en el Registro de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados, 
las sanciones impuestas por el Pleno, la Comisión y la Contraloría, derivadas de un procedimiento de 
responsabilidad administrativa, así como las resoluciones en las que por circunstancias particulares no pueda 
materializarse la ejecución de sanciones. 

En el Registro de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados también se inscribirán las 
resoluciones remitidas por los órganos competentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 
Tribunal Electoral, las cuales deberán atender a lo previsto en este Acuerdo. 

Artículo 21. Para garantizar la correcta identificación del servidor público o particular sancionado y la 
determinación de la sanción impuesta, en el comunicado de aviso de inscripción que elabore el Pleno, la 
Comisión o la Contraloría, además de la resolución respectiva, se señalará, según corresponda, lo siguiente: 

I. Nombre completo de la persona sancionada; 

II. Número de expediente personal del servidor público o del historial del particular; 

III. Puesto, en su caso; 

IV. Adscripción, en su caso; 

V. Fecha de resolución y de notificación; 

VI. Número de expediente en el que se emite; 

VII. Autoridad resolutora; 

VIII. Irregularidad o conducta imputada; 

IX. Sanción impuesta; 

X. Monto de las sanciones de carácter económico; y 

XI. Duración de los efectos de la sanción impuesta y, en su caso, fecha de inicio y conclusión. 

Artículo 22. La autoridad resolutora que imponga suspensión o inhabilitación, deberá acompañar a la 
resolución respectiva, copia certificada de la constancia de notificación efectuada al servidor público o al 
particular sancionado; señalando el periodo de ejecución aplicable a dichas sanciones, fecha de inicio y 
conclusión. 

Artículo 23. En el Registro de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados serán inscritas las 
sanciones previstas en los artículos 12 y 16 de este Acuerdo. 

Artículo 24. Las sanciones y los datos correspondientes a los servidores públicos y particulares 
sancionados deberán inscribirse en el Registro de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados en un 
plazo no mayor a tres días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente en que se reciba en la Contraloría 
la resolución que haya causado estado. 
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Artículo 25. La Contraloría someterá a consideración del Pleno las normas para la operación del Registro 
de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados, así como las constancias que acrediten la inscripción, 
inexistencia y cumplimiento de las sanciones. 

El interesado podrá obtener dichas constancias a través del sistema electrónico que al efecto establezca la 
Contraloría. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DECLARACIÓN DE SITUACIÓN PATRIMONIAL Y DE INTERESES 

SECCIÓN PRIMERA 

PRESENTACIÓN DE LA DECLARACIÓN 

Artículo 26. La declaración de situación patrimonial y de intereses de los servidores públicos obligados 
deberá presentarse ante la Dirección de Registro Patrimonial, por vía electrónica, de conformidad con lo 
previsto en este Acuerdo. 

Artículo 27. Sólo por causa debidamente justificada que será calificada por la Dirección de Registro 
Patrimonial, atendiendo al caso concreto, la declaración de situación patrimonial y de intereses podrá 
presentarse por escrito sólo para efectos de oportunidad, para lo cual deberán imprimirse los formatos 
disponibles en los portales del Consejo en Internet e Intranet. 

Lo anterior, en el entendido que una vez que cese la causa que impidió la presentación de la declaración 
de situación patrimonial y de intereses respectiva por medios electrónicos, el servidor público obligado deberá 
proceder a su presentación por dichos medios. 

Artículo 28. Los servidores públicos que determine el titular de la Contraloría proporcionarán el 
asesoramiento y apoyo que soliciten los servidores públicos obligados para la debida requisición de los 
formatos autorizados. 

Artículo 29. La Dirección de Registro Patrimonial, a través del sistema de recepción de declaraciones de 
situación patrimonial y de intereses, generará un comprobante electrónico al recibir dichas declaraciones. 

Para las declaraciones de situación patrimonial y de intereses que se presenten por escrito en los términos 
señalados en el artículo 27 de este Acuerdo, se generará un acuse de recibo provisional mientras se presente 
la referida declaración vía electrónica y para valorar la justificación que se haya formulado. 

Artículo 30. La declaración de situación patrimonial y de intereses deberá presentarse a través de medios 
remotos de comunicación electrónica, para lo cual se emplearán medios de identificación electrónica. 

La Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que 
utilicen los servidores públicos y llevará el control de ellos. 

Asimismo, la Contraloría someterá a la consideración del Pleno, los formatos mediante los cuales los 
servidores públicos deberán presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, así como los 
manuales e instructivos de apoyo. 

Artículo 31. La Contraloría, a través de la Dirección de Registro Patrimonial, no admitirá ni reconocerá el 
envío de declaraciones por otros medios electrónicos diversos a los autorizados; y, emitirá un acuse de recibo 
electrónico que contendrá un código de validación que acreditará la recepción de la declaración de situación 
patrimonial y de intereses. 

Artículo 32. Para los efectos del artículo anterior, se proporcionará a los servidores públicos obligados el 
código de identificación electrónica, conforme lo determine el Pleno a propuesta de la Contraloría. 

Artículo 33. El uso de medios de identificación electrónica sujeta al servidor público a las siguientes 
condiciones: 

I. Reconocer como propia y auténtica la información que por medios electrónicos envíe a la 
Contraloría por conducto de la Dirección de Registro Patrimonial; y 

II. Utilizar dichos medios de identificación de forma personal, ya que su uso es responsabilidad 
exclusiva de su titular. 

Artículo 34. Los servidores públicos tendrán la obligación de proporcionar copia de la declaración del 
impuesto sobre la renta del año que corresponda, si estuvieren obligados a presentarla conforme a la 
legislación fiscal, únicamente cuando sea solicitada expresamente por la Contraloría, para lo cual contarán 
con un plazo de cinco días hábiles a partir de la fecha en que reciban la solicitud. 

Artículo 35. Las consultas técnicas relativas a la operación del sistema estarán a cargo de la Dirección 
General de Tecnologías de la Información y las correspondientes a la requisición del formato a cargo de la 
Dirección de Registro Patrimonial. Estas vigilarán e implementarán los programas, conexiones y, en general, 
las acciones que se requieran para el óptimo funcionamiento. 

Artículo 36. La Contraloría instrumentará los sistemas informáticos que se requieran para llevar el registro 
patrimonial de los servidores públicos, su seguimiento y evaluación. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

SUJETOS OBLIGADOS 

Artículo 37. Están obligados a presentar ante la Contraloría declaración de situación patrimonial y de 
intereses, bajo protesta de decir verdad, todos los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, con 
excepción de los adscritos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y al Tribunal Electoral. 

Artículo 38. La Contraloría elaborará un padrón general de los servidores públicos que tienen obligación 
de presentar declaración patrimonial y de intereses en los términos de este Acuerdo, y lo mantendrá 
actualizado mediante la información que le proporcione mensualmente la Dirección General de Recursos 
Humanos del Consejo. 

Artículo 39. La Dirección General de Recursos Humanos del Consejo, dentro de los primeros cinco días 
hábiles de cada mes, proporcionará a la Contraloría la información necesaria para que cuente con los 
elementos suficientes para determinar qué servidores públicos están obligados a presentar las declaraciones 
de inicio, conclusión y de intereses. En dicho informe se precisará la fecha en que el servidor público 
respectivo inició sus labores o las concluyó. 

SECCIÓN TERCERA 

MODALIDADES DE LA DECLARACIÓN Y PLAZOS PARA SU PRESENTACIÓN 

Artículo 40. La declaración de situación patrimonial y de intereses se presentará bajo las modalidades de 
inicial, de modificación y de conclusión en el cargo. 

Artículo 41. La declaración de situación patrimonial y de intereses deberá presentarse en los siguientes 
plazos y términos: 

I. Declaración inicial: dentro de los sesenta días naturales siguientes al en que el servidor público 
tome posesión del cargo, con motivo del: 

a) Ingreso por primera vez; y 

b) Reingreso, cuando hayan transcurrido más de sesenta días naturales de la conclusión de su 
último cargo; 

II. Declaración de modificación patrimonial: durante el mes de mayo de cada año, salvo que en ese 
mismo año se hubiese presentado la declaración de situación patrimonial a que se refieren las 
fracciones I y III de este artículo; y 

III. Declaración de conclusión del cargo: dentro de los sesenta días naturales siguientes a la 
conclusión. Dicho plazo iniciará al día siguiente al que terminen los efectos del nombramiento 
otorgado. 

En caso de que la conclusión del cargo sea con motivo de la imposición de una sanción a cualquier 
servidor público; o sea consecuencia de la resolución del Consejo de no ratificar a un magistrado de Circuito o 
juez de Distrito, el plazo para presentar la declaración corre a partir de la fecha en que inicien los efectos de la 
resolución en la que se impone la destitución del puesto o remoción, o bien cuando inicien los de aquella que 
se dicte en el procedimiento de ratificación, respectivamente, aun cuando se haya interpuesto recurso de 
revisión administrativa o de reconsideración, según sea el caso. 

La presentación de las declaraciones de situación patrimonial y de intereses podrá realizarse las 
veinticuatro horas del día. 

Cuando el último día del plazo sea inhábil la declaración podrá presentarse el día hábil siguiente. 

El plazo y término previstos en las fracciones I y II de este artículo, no quedarán sin efectos a causa del 
nombramiento en otro cargo. 

Artículo 42. Los servidores públicos señalados en el artículo 37 de este Acuerdo no estarán obligados a 
presentar declaración de situación patrimonial y de intereses en los siguientes casos: 

I. Inicial: cuando el nombramiento otorgado sea menor o igual a tres meses, excepto en el caso de 
que les sea otorgado otro nombramiento con el que excedan los tres meses en algún otro cargo, 
supuesto en el que sí estarán obligados a presentar la citada declaración; 

II. Inicial o Conclusión del cargo: si son nombrados en diversos cargos en el que hubiesen estado 
obligados a presentar la declaración correspondiente, o cuando el cargo cambie de nombre, 
siempre que el inicio del cargo sea dentro de los sesenta días naturales siguientes a la 
conclusión del anterior; y 
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III. Conclusión: en los siguientes supuestos: 

a) Cambien de adscripción y continúen en alguno de los cargos obligados; 

b) Se les haya otorgado licencia que no exceda de tres meses; y 

c) Se les haya otorgado licencia por motivos de salud que no exceda de un año. 

El plazo de sesenta días naturales que establece el artículo 42, fracción III, de este Acuerdo, para 
presentar la declaración patrimonial de conclusión, iniciará a partir de que inicie la licencia respectiva. 

Cuando los servidores públicos mencionados se reincorporen al cargo en el que se les otorgó la licencia 
deberán presentar la declaración inicial. 

En el supuesto de que algún servidor público sea suspendido por una investigación, un procedimiento de 
responsabilidad, o una sanción, no deberá presentar declaración de conclusión ni de inicio cuando se 
reincorpore a su cargo. 

SECCIÓN CUARTA 

CONTENIDO DE LA DECLARACIÓN 

Artículo 43. En las declaraciones de inicio y conclusión del cargo, se manifestarán con precisión los 
ingresos mensuales, vehículos, bienes inmuebles, muebles, inversiones y gravámenes con la fecha y valor de 
adquisición que soporten el patrimonio del declarante, su cónyuge, concubina o concubinario y sus 
dependientes económicos, sin importar que en otras declaraciones ya se haya hecho referencia a ello. 

Para la declaración de conclusión se manifestarán además, los vehículos, bienes inmuebles y muebles 
que hubieren sido enajenados, así como las inversiones que se hayan cancelado o gravámenes que se hayan 
adquirido, entre la última declaración presentada y la de conclusión del cargo. 

Artículo 44. En las declaraciones de modificación patrimonial se manifestarán sólo las modificaciones al 
patrimonio del declarante, su cónyuge, concubina o concubinario y sus dependientes económicos, con fecha y 
valor de adquisición. En todo caso se indicará el medio por el que se hizo la adquisición. 

Artículo 45. Entre los bienes que adquieran los servidores públicos o con respecto de los cuales se 
conduzcan como dueños, se computarán los que reciban o de los que dispongan su cónyuge, concubina o 
concubinario y sus dependientes económicos, salvo que se acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos y 
por motivos ajenos al servidor público. 

SECCIÓN QUINTA 

ACLARACIONES 

Artículo 46. La Contraloría, a través de la Dirección de Registro Patrimonial, recibirá en cualquier 
momento las aclaraciones a la declaración de situación patrimonial y de intereses formuladas por los 
servidores públicos obligados en los términos de este Capítulo, en tanto no se haya notificado el inicio del 
procedimiento de responsabilidad administrativa por alguna irregularidad detectada en las declaraciones 
presentadas y en la forma que la Contraloría establezca para tal efecto. 

Para el caso de que el servidor público presente la declaración de situación patrimonial y de intereses con 
posterioridad a la notificación del inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa, se le tendrá 
por omiso. 

En caso de que la declaración de situación patrimonial y de intereses no contenga la información 
correspondiente, la Contraloría podrá solicitarla al servidor público mediante oficio, a fin de que la proporcione, 
para lo cual otorgará un plazo de cinco días hábiles siguientes a la recepción del requerimiento que formule, el 
que podrá prorrogarse por un periodo igual a petición por escrito del interesado. En caso de incumplimiento la 
Contraloría determinará lo conducente. 

SECCIÓN SEXTA 

REGISTRO 

Artículo 47. La Contraloría llevará el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de 
los servidores públicos del Consejo y de los órganos jurisdiccionales. 

En su caso, cuando así lo estime derivado de las revisiones que lleve a cabo, emitirá y tramitará conforme 
este acuerdo el informe de presunta responsabilidad administrativa que corresponda. 
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Artículo 48. El titular de la Contraloría proporcionará a la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional 
Anticorrupción, la información necesaria para el funcionamiento del sistema de evolución patrimonial, de 
declaración de intereses y de constancias de presentación de declaración fiscal, que se almacenará en la 
Plataforma Digital Nacional, conforme a lo previsto en el artículo 27 de la Ley de Responsabilidades, 
observando las disposiciones en materia de transparencia, respecto a los servidores públicos señalados en el 
artículo 37 de este Acuerdo. 

Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda 
afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución. 

La Contraloría expedirá las normas para la operación del registro y las constancias de sanciones de 
inhabilitación y de no existencia de sanciones, que acrediten la situación específica de los servidores públicos 
que, en su caso, las requieran. 

Dichas constancias podrán obtenerse del sistema electrónico que establezca la Contraloría. 

CAPÍTULO TERCERO 

ENTREGA-RECEPCIÓN DE RECURSOS, DOCUMENTOS Y ARCHIVOS 

Artículo 49. Los servidores públicos adscritos a las áreas administrativas con niveles del 2 al 10 del 
Manual General de Puestos del Consejo de la Judicatura Federal, con excepción de las plazas de carrera 
judicial, deberán al separarse de su empleo, cargo o comisión, rendir un informe de los asuntos a su cargo y 
del estado que guardan; así como realizar la entrega a quienes los sustituyan en sus funciones de los 
recursos humanos, materiales y financieros que tengan asignados para el ejercicio de sus atribuciones y de la 
documentación y archivos ordenados y clasificados conforme a las disposiciones aplicables. 

Artículo 50. Corresponderá a los titulares de las áreas administrativas, determinar en sus respectivas 
áreas de competencia, los servidores públicos no mencionados en el artículo anterior que por la naturaleza e 
importancia de las funciones que realizan o por administrar o manejar fondos, bienes y valores públicos, 
quedarán sujetos a estas disposiciones, lo que se les deberá notificar por escrito. 

Artículo 51. El informe de los asuntos a que se refiere el artículo 49 de este Acuerdo se formulará por 
escrito, e incluirá la descripción de los asuntos de la competencia del servidor público de que se trate y del 
estado que guardan al momento de la entrega; destacando las acciones y compromisos en proceso que 
requieran atención especial y, en su caso, aquellos que sea necesario atender de manera inmediata por los 
efectos que pudieran ocasionar. Este informe se integrará al acta de entrega-recepción. 

Artículo 52. La entrega-recepción de los recursos prevista en el artículo 49 de este Acuerdo, se efectuará 
mediante acta administrativa que contendrá, entre otros elementos, los aspectos programático; presupuestal y 
financiero; así como lo relativo a los recursos humanos y materiales; asuntos en trámite y la situación que 
guardan; las observaciones de auditoría en proceso; y otros hechos que se considere conveniente consignar; 
así como la documentación soporte de la información proporcionada, en los términos del anexo 
de este Acuerdo. 

Artículo 53. El servidor público saliente elaborará el acta de entrega-recepción, misma que se formalizará 
en la fecha en que el servidor público que lo sustituya en sus funciones tome posesión del empleo, cargo o 
comisión, previa designación de que sea objeto por la instancia competente. 

La suscripción del acta de entrega-recepción por parte de los servidores públicos que se separen de su 
empleo, cargo o comisión, y de quienes los sustituyan no podrá delegarse. 

Si a la fecha en que el servidor público se separe del empleo, cargo o comisión, no existe nombramiento o 
designación del servidor público que lo sustituirá, la entrega-recepción se hará al servidor público que se 
designe para tal efecto. 

Si por el volumen de los informes, reportes, recursos materiales y financieros, así como de los archivos, se 
imposibilita la entrega de los mismos en la fecha en que el servidor público que recibe toma posesión del 
empleo, se consignarán en el acta las fechas en que se inicia y finaliza la entrega, lo cual no podrá exceder de 
sesenta días naturales. 

Artículo 54. Los documentos e información que se agreguen al acta de entrega-recepción, deberán 
circunscribirse a los aspectos más relevantes de la entrega, para dejar constancia de ellos. 

Artículo 55. La Contraloría, a petición de las áreas administrativas, designará al o los representantes que 
fueren necesarios para dejar constancia de los hechos que se susciten con motivo de la entrega-recepción. 
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Artículo 56. La verificación de contenido del acta de entrega-recepción, deberá realizarse por el servidor 
público entrante o, en su caso, por el que haya sido designado como encargado para recibir 
administrativamente, en un término no mayor de treinta días hábiles, contados a partir de la fecha 
de entrega-recepción del despacho. Durante dicho plazo el servidor público saliente hará las aclaraciones y 
proporcionará la información adicional que le sea solicitada. 

Artículo 57. Cuando el servidor público entrante detecte alguna inconsistencia en relación con el 
contenido del acta respectiva o en los anexos de la misma durante el término señalado en el artículo anterior, 
deberá hacerlo del conocimiento de su superior inmediato y, en caso de que sea Consejero, deberá informarlo 
al Pleno. El servidor público saliente deberá hacer las aclaraciones pertinentes, sin perjuicio de que, en su 
caso, se proceda de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en materia de responsabilidades 
de los servidores públicos. 

En el supuesto de que el servidor público entrante no procediera de conformidad con lo establecido en el 
párrafo anterior, será sujeto a la responsabilidad administrativa que corresponda. 

En caso de que el servidor público entrante tenga la calidad de Consejero, su ponencia, con el auxilio de la 
Contraloría realizará la revisión al acta y anexos que haya suscrito el Consejero saliente y si se llegase a 
detectar cualquier inconsistencia, el Consejero entrante dará cuenta de ello al Pleno, exponiendo la naturaleza 
de dicha inconsistencia, para que tome la determinación que corresponda, a la cual, en su caso, dará 
seguimiento la Contraloría. 

Artículo 58. La entrega del despacho y de los asuntos en trámite encomendados al servidor público 
saliente, no lo exime de las responsabilidades en que hubiera incurrido en términos de las disposiciones 
aplicables. 

Artículo 59. Cualquier servidor público de los señalados en los artículos 49 y 50 de este Acuerdo que al 
separarse de su empleo, cargo o comisión, omita hacer la entrega a que se refiere este Capítulo, será 
requerido por la Contraloría, para que, en un plazo no mayor a treinta días naturales, siguientes a aquel en 
que se notifique el requerimiento, cumpla con esta obligación. 

En el supuesto previsto en el párrafo anterior, el servidor público entrante al tomar posesión o, en su caso, 
el encargado del despacho o el designado para la recepción, levantará acta circunstanciada con asistencia de 
dos testigos, dejando constancia del estado en que se encuentren los asuntos en trámite y los recursos 
asignados; lo anterior, se hará del conocimiento de la Contraloría, para efectos del aludido requerimiento y de 
que, en su caso, ésta promueva por sí o a través del área competente, las acciones que correspondan en 
términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo 60. El servidor público que proceda a la entrega del despacho y de los asuntos a su cargo, hará 
constar en el acta de entrega-recepción, la aceptación expresa de su renuncia o la causa o motivo de su 
separación en la titularidad del empleo, cargo o comisión. 

Artículo 61. Los titulares de las áreas administrativas que tengan adscritas unidades administrativas, al 
separarse de su cargo, únicamente harán entrega de los recursos humanos, financieros y materiales que les 
hayan sido asignados directamente, ya que dichas unidades, serán responsables, cada una de ellas, respecto 
del control de sus recursos. 

Artículo 62. Con independencia de la causa o motivo que origine la separación, el servidor público 
saliente no quedará relevado de las obligaciones a que se refieren las disposiciones de este Acuerdo y de las 
demás aplicables en materia de responsabilidades, entre ellas, la Ley Orgánica y la Ley 
de Responsabilidades. 

Artículo 63. El acta de entrega-recepción deberá levantarse en cinco tantos, firmarse por los que en ella 
intervienen y por dos testigos de asistencia. Los anexos deberán ir foliados en todas sus fojas y rubricarse por 
los servidores públicos, tanto el saliente como el entrante, con la siguiente distribución: 

I. Acta y original de los anexos firmados de manera autógrafa: para la Secretaría Particular o 
Coordinación Administrativa del área administrativa, la que se encargará de su resguardo; 

II. Acta y copia de los anexos: para el servidor público que realiza la entrega y para el servidor 
público que recibe, así como para la Contraloría; y 

III. Acta sin anexos: para la Contraloría. 

Artículo 64. La Contraloría vigilará, en el ámbito de sus atribuciones, el cumplimiento de las disposiciones 
a que se refiere este Capítulo. 
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TÍTULO TERCERO 

DISPOSICIONES PROCEDIMENTALES 

CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

SECCIÓN PRIMERA 

FORMALIDADES 

Artículo 65. Las actuaciones se practicarán en días y horas hábiles; expresarán el lugar, fecha y hora en 
que se realizan y las personas que en ellas intervengan; y se redactarán en idioma español. 

En el acta que se levante se asentará únicamente lo que sea necesario para hacer constar el desarrollo 
que haya tenido la diligencia. 

Artículo 66. Los escritos que se presenten en lengua extranjera o indígena, se acompañarán de la 
traducción correspondiente. 

En caso de que el escrito sea presentado utilizando lengua extranjera o indígena, y el promovente no 
comprenda o hable el idioma español y no cuente con intérprete, el Consejo ordenará de oficio la traducción, 
para salvaguardar sus derechos. 

Artículo 67. Para efectos del cómputo de los plazos procesales en los procedimientos de responsabilidad, 
se considerarán como días inhábiles los establecidos en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos 
jurisdiccionales. 

Artículo 68. En las diligencias que practiquen los servidores públicos que deban tramitar el procedimiento 
de responsabilidad administrativa, éstos estarán acompañados de un secretario o de dos testigos de 
asistencia, que darán fe de todo lo que en aquellas acontezca. 

Dentro del procedimiento de responsabilidad administrativa, la autoridad substanciadora, o el servidor 
público que ésta designe, presidirá los actos en los que se reciban pruebas y aquellos en los que, en su caso, 
se desahoguen y se rindan declaraciones bajo protesta de decir verdad. 

En la práctica o desahogo de las diligencias, podrá utilizarse, según el caso y a juicio del servidor público 
que las practique, cualquier medio electrónico o magnético. El medio utilizado y la reproducción deberán 
constar en el acta respectiva. 

Artículo 69. El presunto responsable, el quejoso o denunciante, y los autorizados si los hubiere, tendrán 
acceso a los expedientes integrados con motivo de un procedimiento de responsabilidad administrativa, una 
vez que se dicte el respectivo acuerdo inicial, salvo lo dispuesto en las disposiciones aplicables. 

El servidor público que intervenga en la investigación o en el procedimiento de responsabilidad 
administrativa, así como cualquier otro servidor público que con motivo del ejercicio de sus funciones tenga 
conocimiento del estado de estos asuntos, deberá guardar la reserva y confidencialidad de la información 
materia de éstos. Cuando indebidamente quebrante esta obligación será sujeto a procedimiento de 
responsabilidad administrativa o penal, o de ambos, según corresponda. 

Artículo 70. En las actuaciones y promociones no se utilizarán abreviaturas ni se rasparán las palabras 
equivocadas, sobre las que sólo se pondrá una línea delgada que permita su lectura, salvándose con toda 
precisión, antes de las firmas, el error cometido. En la misma forma se salvarán las palabras que se hayan 
entrerrenglonado. Todas las fechas y cantidades se escribirán con letra. 

Durante el procedimiento las actuaciones serán autorizadas y se conservarán en los archivos respectivos. 

Artículo 71. Inmediatamente después de que se asienten las actuaciones del día o se agreguen los 
documentos recibidos, el servidor público responsable del expediente, foliará y rubricará las hojas respectivas 
y pondrá el sello de la oficina correspondiente en el fondo del cuaderno, de manera que abarque las 
dos caras. 

El referido servidor público guardará con la seguridad debida, bajo su responsabilidad, los documentos 
originales u objetos que se presenten al procedimiento y se anexará copia autorizada de los documentos 
al expediente. 

Las actuaciones deberán ser autorizadas inmediatamente por los servidores públicos a quienes 
corresponda firmar, dar fe o certificar el acto. 

Artículo 72. Las personas referidas en el artículo 69 de este Acuerdo, en el procedimiento de 
responsabilidad en el que intervengan, podrán solicitar, en todo tiempo y a su costa, copia certificada 
de constancias o documentos que obren en autos. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

NOTIFICACIONES 

Artículo 73. Las notificaciones se realizarán a más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes al día 
en que se dictan las resoluciones que las motiven, con excepción de la notificación de la resolución del 
procedimiento de responsabilidad administrativa, la cual se realizará dentro de las setenta y dos horas 
siguientes a su emisión. 

Artículo 74. En los procedimientos de responsabilidad administrativa, las notificaciones se harán por 
conducto de la Comisión, la autoridad substanciadora o a través del órgano auxiliar instructor. 

Artículo 75. En las investigaciones, las notificaciones se harán por conducto de la Unidad General o a 
través del órgano auxiliar instructor que al efecto se comisione. 

En las investigaciones a servidores públicos adscritos a la Unidad General, las notificaciones se realizarán 
por conducto de la Secretaría o del órgano auxiliar instructor que se comisione. 

Artículo 76. El presunto responsable podrá autorizar para oír y recibir notificaciones en su nombre, a 
cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para ofrecer y rendir pruebas, alegar en las 
audiencias, solicitar la suspensión o diferimiento, pedir que se dicte resolución y realizar cualquier acto que 
resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas 
facultades en un tercero. 

Artículo 77. En los procedimientos de responsabilidad administrativa ningún presunto responsable podrá 
ser representado por servidor público del Poder Judicial de la Federación, salvo que tenga licencia para 
cumplir comisiones sindicales en el Sindicato de Trabajadores del Poder Judicial de la Federación. 

Artículo 78. En caso de que la parte que deba ser notificada haya autorizado a varias personas, bastará 
notificar a cualquiera de ellas. 

Artículo 79. Las notificaciones podrán hacerse personalmente, por lista, oficio, mensajería, telegrama o 
medio electrónico, como el fax o correo electrónico; en cualquiera de esos casos deberá agregarse la 
constancia respectiva en el expediente. 

Artículo 80. Las notificaciones surtirán efectos al día siguiente en que se realicen. 

Los servidores públicos deberán informar cualquier cambio de domicilio, presentando el comprobante 
respectivo, de conformidad con el artículo 24, fracción I, inciso c), del Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa del propio 
Consejo. 

La Dirección General de Recursos Humanos deberá actualizar el expediente personal, en caso de que el 
servidor público dé aviso de un cambio de domicilio. 

Artículo 81. La notificación personal del emplazamiento al presunto responsable, tratándose de un 
servidor público, se hará en el órgano jurisdiccional o área administrativa en que se encuentre adscrito; salvo 
que haya dejado de laborar en el Poder Judicial de la Federación o no esté en servicio activo por licencia, 
supuestos en los cuales la notificación se practicará en el último domicilio señalado por el servidor público, 
que conste en su expediente personal en la Dirección General de Recursos Humanos. 

En el supuesto en que el presunto responsable sea un particular, el emplazamiento se realizará en el 
domicilio registrado en el historial que se lleve en la Contraloría o en el expediente administrativo o 
jurisdiccional en el que el particular lo hubiere señalado. De no tenerse su domicilio o se ignore donde se 
encuentra el particular presunto responsable, la notificación se hará por edictos, que contendrán una relación 
sucinta de la materia del procedimiento de responsabilidad administrativa, y se publicarán por tres veces, de 
siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación 
en la República Mexicana, haciéndosele saber que debe presentarse dentro del término de treinta días, 
contados del siguiente al de la última publicación, ante la autoridad substanciadora que la motive. Se fijará, 
además, en la oficina de la autoridad substanciadora, el mismo aviso, por el mismo tiempo. Si, transcurrido el 
plazo no comparece por sí o por persona que lo represente, se seguirá el procedimiento en rebeldía, 
haciéndosele las ulteriores notificaciones por lista, las cuales deberán contener, en síntesis, la determinación 
que ha de notificarse. 

El quejoso, denunciante y el presunto responsable, según sea el caso, designarán, en su primera 
actuación, un domicilio para oír y recibir notificaciones. 
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Se notificará por lista conforme a lo previsto en el artículo 88 de este Acuerdo, aun cuando deban ser 
personales: 

I. El emplazamiento, en caso de que el servidor público presunto responsable no sea encontrado 
en el último domicilio que conste en su expediente personal en la Dirección General de Recursos 
Humanos, y de ser así, además, el resto de las notificaciones; y 

II. Las notificaciones posteriores al emplazamiento, cuando por cualquier circunstancia las 
personas a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, no realicen la designación, cambien 
de domicilio sin dar aviso, o señalen uno falso. 

Artículo 82. Las notificaciones personales se realizarán directamente al interesado, su representante o a 
cualquier persona mayor de edad que aquel autorice para tal efecto, en el domicilio correspondiente, conforme 
a lo previsto en el artículo anterior. 

La notificación personal también podrá llevarse a cabo por cualquier medio electrónico o a través de 
mensajería autorizada, debiéndose recabar constancia que demuestre que el interesado quedó debidamente 
notificado. 

Cuando la notificación deba realizarse en el domicilio particular, el notificador estará obligado a 
cerciorarse, por cualquier medio, que la persona a notificar vive ahí y, después de ello, practicará la diligencia 
entregándole copia autorizada de la resolución correspondiente, de todo lo cual se asentará razón en autos. 

En caso de que el destinatario se niegue a recibir la notificación, ésta se fijará en la puerta de entrada o en 
lugar visible del domicilio, se asentará razón de ello y previa autorización se notificará por lista. 

Artículo 83. En caso de que el interesado no se encuentre en el domicilio se le dejará con cualquier 
persona que allí resida un citatorio que contendrá: 

I. Denominación del órgano que dictó el acuerdo o resolución que se pretende notificar; 

II. Datos del expediente en el que se dictó; 

III. Extracto del acuerdo o resolución que se notifica; 

IV. Día y hora en que se deja el citatorio y nombre de la persona a la que se le entrega; y 

V. El señalamiento de la hora en la que, dentro del día siguiente, deberá esperar la notificación. 

Al día siguiente, en la hora fijada en el citatorio, el notificador se constituirá nuevamente en el domicilio y si 
el interesado no se encuentra se asentará la razón correspondiente. En estos casos, previa autorización, se 
notificará por instructivo y lista. 

Artículo 84. Si se desconoce el domicilio del presunto responsable que debe ser notificado 
personalmente, por no corresponder al que se tiene registrado en su expediente o historial, se dará cuenta a 
la autoridad substanciadora o a la Unidad General, según sea el caso, para que dicten las medidas que 
estimen pertinentes, con el propósito de que se investigue su domicilio. 

Artículo 85. La primera notificación se llevará a cabo de forma personal, así como todas aquellas en que 
así se determine, con las excepciones previstas en el artículo 81 de este Acuerdo. 

Artículo 86. La notificación de las resoluciones que pongan fin al procedimiento de responsabilidad 
administrativa se hará personalmente, y se entregará al servidor público o particular, que corresponda; copia 
certificada de la resolución respectiva. 

Artículo 87. Durante la audiencia podrán realizarse notificaciones personales de manera verbal, lo que se 
hará constar en el acta respectiva. 

Artículo 88. Las notificaciones por lista se practicarán fijando en lugar visible de las oficinas de la 
autoridad investigadora o de la autoridad substanciadora, según corresponda, la lista relativa a los asuntos 
acordados, donde únicamente se señalarán el número del expediente y un extracto del acuerdo o resolución 
que deba notificarse, y se asentará constancia de ese hecho en los expedientes respectivos. 

En los asuntos en que se designe un órgano auxiliar instructor la lista deberá fijarse únicamente 
en sus estrados. 

La notificación se tendrá por realizada al tercer día en que se fije la lista. 

Artículo 89. En las notificaciones por oficio, mensajería, telegrama y medios electrónicos se precisará la 
denominación del órgano que dictó el acuerdo que se notifica, los datos del expediente en el cual se dictó y el 
extracto o transcripción del acuerdo que se notifica. 

Artículo 90. Las notificaciones a las personas morales oficiales se realizarán por oficio. 
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Artículo 91. Las notificaciones por fax o correo electrónico podrán realizarse si la persona manifiesta 
expresamente su voluntad para que se le notifique por ese medio y proporciona el número telefónico o la 
dirección de correo electrónico, sin perjuicio de que, si no se recibe confirmación de recepción en el término 
de las veinticuatro horas siguientes, se le notificará personalmente. 

Artículo 92. Las notificaciones por mensajería se realizarán a través de alguna empresa especializada 
que proporcione un acuse con el que se acredite que la comunicación relativa fue recibida por el destinatario 
o, en su caso, en el que se asiente la razón por la que ésta no pudo ser entregada. 

SECCIÓN TERCERA 

CITACIONES 

Artículo 93. Toda persona está obligada a presentarse ante el Consejo o el órgano auxiliar instructor 
competente, cuando sea citada de manera fundada y motivada, a menos que no pueda hacerlo por causa 
debidamente justificada. 

Artículo 94. Las citaciones se realizarán por cédula, las cuales serán notificadas personalmente o a través 
de otro medio comprendido en las Secciones anteriores, con excepción de la notificación por lista. 

Artículo 95. La cédula deberá contener: 

I. Denominación del órgano ante el que debe presentarse el citado; 

II. Nombre, apellido y domicilio del citado; 

III. Día, hora y lugar en que debe comparecer; 

IV. Objeto de la citación; 

V. Medio de apremio que, en su caso, se empleará si no comparece; y 

VI. Firma del servidor público que ordena la citación. 

Artículo 96. Tratándose de servidores públicos, el Consejo o el órgano auxiliar instructor podrán ordenar 
que la citación se realice por conducto del superior jerárquico respectivo. 

SECCIÓN CUARTA 

NULIDAD 

Artículo 97. Las notificaciones que no se realicen de conformidad con lo previsto en este Capítulo serán 
nulas. Los interesados podrán solicitar dicha nulidad, antes de dictarse la resolución en el expediente que 
motivó la notificación, a fin de reponer el procedimiento. 

Este incidente no suspenderá el procedimiento, se tramitará en una sola audiencia en la que se recibirán 
pruebas, se oirán alegatos y se dictará resolución. 

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano. 

SECCIÓN QUINTA 

MEDIDAS CAUTELARES 

Artículo 98. En cualquier etapa de la investigación o procedimiento de responsabilidad administrativa, el 
Pleno o la Comisión, según corresponda; para preservar la materia de éstos o evitar que se pierdan, oculten, 
destruyan o alteren los elementos relacionados con los hechos investigados, y proteger, en su caso, la 
seguridad de las víctimas y testigos, podrán dictar medidas cautelares, debidamente fundadas y motivadas, 
las cuales no prejuzgarán sobre la responsabilidad que se imputa, lo que se hará constar expresamente en la 
determinación, y cesarán cuando así se resuelva. 

Artículo 99. El Pleno, en cualquier etapa de la investigación o del procedimiento de responsabilidad 
administrativa, a solicitud de la autoridad investigadora o substanciadora, según corresponda, o en los 
supuestos establecidos en el artículo 81, fracciones X y XI de la Ley Orgánica, podrá determinar fundada y 
motivadamente, como medida cautelar, la suspensión temporal de magistrados de Circuito, jueces de Distrito 
y titulares de secretarías ejecutivas y de los órganos auxiliares del Consejo, hasta por seis meses, plazo que 
podrá prorrogarse previa justificación, en cuyo caso estarán imposibilitados para ocupar cualquier cargo, 
empleo o comisión diverso en el Poder Judicial de la Federación hasta en tanto se resuelve lo conducente. 

La Comisión, en cualquier etapa de la investigación o del procedimiento de responsabilidad administrativa, 
a solicitud de la autoridad investigadora o substanciadora, según corresponda, podrá determinar fundada y 
motivadamente, como medida cautelar, la suspensión temporal en su cargo de los servidores públicos no 
comprendidos en el párrafo anterior, hasta por seis meses, plazo que podrá prorrogarse previa justificación, 
en cuyo caso estarán imposibilitados para ocupar un cargo, empleo o comisión diverso en el Poder Judicial de 
la Federación hasta en tanto se resuelve lo conducente. 
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Artículo 100. La resolución que determine la suspensión temporal de un servidor público se notificará 
personalmente por conducto del servidor público que al efecto se designe y surtirá efectos desde 
ese momento. 

Artículo 101. En caso de que se determine la suspensión como medida cautelar, el servidor público sujeto 
a la misma recibirá una cantidad por concepto de asistencia vital, salvo que se determine su improcedencia 
por lo relevante y notorio de la gravedad de la conducta que se le imputa. 

El concepto de asistencia vital consistirá en garantizar que se otorgue al servidor público que haya sido 
suspendido, el treinta y tres por ciento del total de las percepciones relativas al sueldo base y la 
compensación garantizada que por razón de su cargo le deberían corresponder, mientras dure la medida 
cautelar. 

El total de las percepciones no incluye aquellas cuyo pago, total o parcial, esté condicionado al ejercicio 
efectivo del servicio público o funciones inherentes al cargo. 

Artículo 102. En cualquier supuesto se deberá salvaguardar el derecho a la salud y cubrir los riesgos de 
muerte o invalidez total y permanente del servidor público suspendido, por lo que el Consejo adoptará las 
medidas necesarias para que continúe gozando de los servicios otorgados por el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado que le corresponden como derechohabiente, así como del 
seguro de gastos médicos mayores, para lo cual en ambos casos se deberá cubrir en la parte proporcional 
que corresponda. 

Asimismo, el Consejo deberá seguir cubriendo la parte que corresponda relativa a la suma básica del 
seguro de vida o invalidez total y permanente. 

Artículo 103. El monto asignado se informará a la Dirección General de Recursos Humanos, a fin de que 
proceda como corresponda, así como a la Dirección General de Programación y Presupuesto, con el objeto 
de que establezca las medidas necesarias para crear los pasivos presupuestales que permitan garantizar, el 
reintegro de la parte proporcional de las percepciones económicas que se dejen de pagar al servidor público, 
en el caso de ser procedente. 

Artículo 104. El Pleno o la Comisión, según corresponda, en caso de haber determinado el otorgamiento 
de la remuneración económica al servidor público suspendido, la dejarán sin efectos cuando deje de asistir al 
procedimiento sin causa justificada, exista imposibilidad para notificarlo o cualquier otra causa que así lo 
justifique; circunstancia que se hará del conocimiento de la Dirección General de Recursos Humanos, así 
como de la Dirección General de Programación y Presupuesto, para los efectos correspondientes. 

Artículo 105. En caso de que se determine imponer al servidor público suspendido sanción definitiva de 
suspensión, destitución o inhabilitación, no se le pagarán las percepciones que dejaron de cubrírsele y se 
cancelarán los pasivos creados, lo que se informará a la Dirección General de Programación y Presupuesto, 
para los efectos procedentes. 

Artículo 106. En los supuestos que se determine improcedente o infundada la queja o denuncia, el no 
ejercicio de la acción penal, el archivo temporal de la investigación o bien, se absuelva al servidor público en 
el proceso penal respectivo, se reintegrará el total de las percepciones que le correspondan y que dejó de 
percibir a la fecha en que fue decretada la suspensión temporal, considerando los incrementos autorizados. 

En los casos en que la sanción impuesta sea apercibimiento privado o público, amonestación privada o 
pública, o sanción económica, se cubrirán al servidor público las percepciones que se le hayan dejado de 
cubrir y se cancelarán los pasivos creados, sin que puedan incluirse aquellas percepciones cuyo pago, total o 
parcial, esté condicionado al ejercicio efectivo del servicio público o funciones inherentes al cargo, en 
específico las percepciones extraordinarias y, en su caso, las prestaciones. 

Artículo 107. En ningún caso podrá exigirse el reintegro del monto de la percepción otorgada durante 
la suspensión. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

COMPETENCIA 

Artículo 108. Los órganos competentes para conocer de las responsabilidades administrativas son los 
siguientes: 

I. El Presidente para desechar las quejas administrativas o denuncias que se formulen en contra 
de servidores públicos, así como de particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de 
esos servidores públicos o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo; o 
bien, para ordenar el inicio de la investigación en casos en los que las probables 
responsabilidades se hayan hecho de su conocimiento mediante queja o denuncia; 



Viernes 7 de diciembre de 2018 DIARIO OFICIAL (Segunda Sección)     19 

II. El Pleno para ordenar de oficio, por queja o denuncia, el inicio del procedimiento 
de responsabilidad administrativa, previo informe de presunta responsabilidad administrativa, en 
contra de magistrados de Circuito, jueces de Distrito y del titular de la Contraloría; así como de 
servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, 
y de particulares, cuando éstos concurran con aquellos en alguna causa de responsabilidad 
administrativa; y resolverlos en los casos previstos en este Acuerdo; 

III. La Comisión de Vigilancia para ordenar a la Unidad General o a la Secretaría, en su ámbito de 
competencia, el inicio de la investigación de responsabilidades administrativas y, en su caso, 
proveer lo necesario para su trámite; 

IV. La Comisión para ordenar de oficio, por queja o denuncia, el inicio del procedimiento de 
responsabilidad administrativa, previo informe de presunta responsabilidad administrativa, en 
contra de servidores públicos adscritos a las áreas administrativas y órganos jurisdiccionales, 
con excepción de los magistrados de Circuito, jueces de Distrito y del titular de la Contraloría; así 
como de particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de los servidores públicos 
señalados en esta fracción o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo; y, 
para resolverlos en los términos de este Acuerdo; 

V. La Secretaría para substanciar los procedimientos de responsabilidad administrativa en contra 
de servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y a la Contraloría, así como de 
particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de los servidores públicos señalados 
en esta fracción o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo. 

 También para realizar la investigación que, en su caso, se ordene de las responsabilidades 
administrativas que se atribuyan a servidores públicos adscritos a la Unidad General, para lo 
cual podrá ejercer las atribuciones de dicha Unidad, previstas en el artículo 114 Ter del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo, con excepción de la fracción XII de dicho artículo; 

VI. La Contraloría para iniciar, substanciar y, en su caso, resolver los procedimientos de 
responsabilidad de los servidores públicos adscritos a áreas administrativas, con excepción 
de los adscritos a la Contraloría; así como de particulares cuando la falta atribuida los vincule a 
alguno de esos servidores públicos o a algún procedimiento administrativo del Consejo; 
tratándose de los procedimientos de responsabilidad derivados de la situación patrimonial y del 
resultado de los trabajos de auditoría, mediante el informe de presunta responsabilidad 
administrativa correspondiente, para iniciarlos, substanciarlos y resolverlos en los casos 
previstos en este Acuerdo. 

 Cuando la Contraloría inicie un procedimiento de responsabilidad administrativa en contra de 
servidores públicos nombrados por el Pleno, lo hará de su conocimiento, bajo el más 
estricto sigilo. 

 La Contraloría substanciará el procedimiento de responsabilidad administrativa y someterá el 
proyecto de resolución a la Comisión en términos del artículo 155 de este Acuerdo; 

VII. La Unidad General para realizar conforme a sus atribuciones, las investigaciones que le instruya 
el Presidente o la Comisión de Vigilancia respecto de servidores públicos adscritos a órganos 
jurisdiccionales y áreas administrativas, así como de particulares cuando la falta atribuida los 
vincule a alguno de esos servidores públicos o a algún procedimiento jurisdiccional o 
administrativo del Consejo, con excepción de aquellas en las que estén involucrados servidores 
públicos de la Unidad General; y 

VIII. Los magistrados de Circuito y jueces de Distrito para auxiliar en el trámite de investigaciones y 
en la substanciación de los procedimientos de responsabilidad administrativa. 

Artículo 109. Cuando de un mismo acto se derivan causas de responsabilidad administrativa en contra de 
servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, el trámite del procedimiento 
de responsabilidad administrativa respecto de todos los involucrados corresponde a la Secretaría. 

Artículo 110. Conforme a los artículos 109, fracción III, párrafo tercero de la Constitución, 131, fracción XI, 
de la Ley Orgánica, 57 de la Ley de Responsabilidades y este Acuerdo, el Pleno podrá ordenar el inicio del 
procedimiento de responsabilidad administrativa, cuando al emitir una resolución en materia de conflictos 
laborales, en términos del artículo 81, fracción XXV, de la Ley Orgánica, advierta que el titular de un órgano 
jurisdiccional o área administrativa: 

I. Cesó o despidió a un servidor público en notoria contravención a las disposiciones aplicables, 
con mala fe o evidente descuido; 
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II. No otorgó la base al servidor público que reunía los requisitos a que se refiere el artículo 22 del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las 
disposiciones en materia de actividad administrativa del propio Consejo; o 

III. Cuando se revele su intención de eludir, obstruir, interrumpir o impedir de manera arbitraria y 
con mala fe el derecho de uno o más trabajadores de nuevo ingreso a ser considerados 
inamovibles, por simulación, alteración o intermitencia en la expedición de los nombramientos 
produciendo el efecto de inestabilidad en el empleo, si a la fecha en que se dé inicio al 
procedimiento no ha otorgado el nombramiento que corresponda. 

El monto que se exija al servidor público por concepto del daño o perjuicio causado al Poder Judicial de la 
Federación formará parte de la sanción económica que se aplique. 

Para la ejecución de la sanción económica que se imponga, se ordenará a la Dirección General de 
Recursos Humanos que aplique los descuentos quincenales que correspondan, los que no podrán exceder 
del veinticinco por ciento del sueldo del servidor público respectivo, hasta en tanto se cubra el monto 
determinado por el Pleno. 

En caso de que el sancionado ya no preste servicios en el Poder Judicial de la Federación, se comunicará 
al Servicio de Administración Tributaria para efectos de ejecución. 

Artículo 111. Los órganos competentes para ejercer las atribuciones correspondientes al registro, 
seguimiento y declaración de la situación patrimonial de los servidores públicos, así como de los 
procedimientos de responsabilidad administrativa que se inicien por este motivo, serán los siguientes: 

I. El Pleno para ordenar el inicio de investigaciones y de los procedimientos de responsabilidad 
administrativa, previo informe de presunta responsabilidad administrativa, que se lleven a cabo 
en contra de Consejeros, así como resolver los que correspondan en términos del presente 
Acuerdo; 

II. La Comisión para ordenar el inicio de los procedimientos de responsabilidad administrativa, 
previo informe de presunta responsabilidad administrativa, que se lleven a cabo en contra de 
titulares de órganos jurisdiccionales y de áreas administrativas; así como de visitadores 
judiciales, y de todos los servidores públicos de la Contraloría; y resolverlos cuando corresponda 
en términos del presente Acuerdo; 

III. La Contraloría para llevar el registro, control, análisis y seguimiento de la situación patrimonial de 
los servidores públicos; para iniciar, previo informe de presunta responsabilidad administrativa, y 
substanciar los procedimientos de responsabilidad administrativa en contra de los servidores 
públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas no considerados en las 
fracciones anteriores, así como los que hubiere ordenado el Pleno o la Comisión; y resolver 
aquellos que se instruyan contra los servidores públicos señalados en esta fracción; 

IV. El Presidente para ordenar a la Unidad General o a la Secretaría, según corresponda, realice la 
investigación que en su caso resulte necesaria; 

V. La Comisión de Vigilancia para ordenar a la Unidad General o a la Secretaría, según 
corresponda, realice la investigación que en su caso resulte necesaria; 

VI. La Secretaría para tramitar los procedimientos de responsabilidad administrativa que se lleven a 
cabo en contra de servidores públicos de la Contraloría o realizar la investigación que instruya el 
Presidente o la Comisión de Vigilancia en contra de servidores públicos de la Unidad General; y 

VII. La Unidad General para realizar las investigaciones que ordene el Presidente o la Comisión de 
Vigilancia, con excepción de aquellas en las que se encuentren involucrados servidores públicos 
de la Unidad General. 

Artículo 112. Los procedimientos de responsabilidad administrativa que se inicien con motivo de la 
declaración de situación patrimonial deberán tramitarse y resolverse de conformidad con este Acuerdo. 

Cuando la Dirección de Registro Patrimonial observe incumplimiento por parte de los servidores públicos, 
emitirá el informe de presunta responsabilidad administrativa correspondiente, el que se someterá a la 
consideración del órgano competente, de conformidad con lo previsto en el artículo anterior, para que 
determine lo procedente. 

Artículo 113. El Pleno, la Comisión, la Comisión de Vigilancia y el Presidente ejercerán en forma exclusiva 
y de conformidad con la competencia señalada en el artículo 111, fracciones I, II, IV y V, de este Acuerdo, 
según corresponda, las siguientes atribuciones y facultades: 

I. Ordenar la práctica de investigaciones cuando los signos exteriores de riqueza sean ostensible y 
notoriamente superiores a los ingresos lícitos que puede tener el servidor público; 
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II. Resolver lo que proceda en relación con las investigaciones y auditorías, así como lo relativo a 
las solicitudes de información formuladas por las autoridades legalmente facultadas para ello; 

III. Presentar denuncia ante el Ministerio Público de la Federación, por conducto de la unidad 
administrativa correspondiente, de que el servidor público sujeto a investigación no justificó la 
procedencia del incremento sustancial de su patrimonio, de los bienes adquiridos o de aquellos 
sobre los que se conduce como dueño, durante el tiempo o por motivo de su cargo; y 

IV. Ordenar el inicio de los procedimientos de responsabilidad administrativa, previo informe de 
presunta responsabilidad administrativa, resolverlos y revisarlos en términos de lo previsto en 
este Acuerdo. 

Artículo 114. El titular de la Contraloría tendrá las siguientes atribuciones en materia de situación 
patrimonial, de conformidad con su competencia, señalada en el artículo 111, fracción III, de este Acuerdo: 

I. Ordenar la práctica de revisiones, corroboraciones o auditorías cuando del análisis de las 
declaraciones de situación patrimonial aparezca causa justificada para ello; 

II. Iniciar, previo informe de presunta responsabilidad administrativa, tramitar y resolver los 
procedimientos de responsabilidad administrativa de oficio, o cuando los ordenen el Pleno o la 
Comisión, en términos de lo previsto en este Acuerdo; 

III. Llevar de conformidad con la Ley de Responsabilidades y este Acuerdo, el registro, control, 
análisis, revisión y seguimiento de la situación patrimonial; 

IV. Rendir a la Comisión informe sobre el resultado del análisis de las declaraciones de modificación 
patrimonial, realizadas de manera aleatoria, que deberá presentarse con la periodicidad que 
determine la Comisión, y los demás informes que considere la Contraloría; 

V. Comunicar al Pleno, al Presidente o a la Comisión, según corresponda y para los efectos 
conducentes, los resultados de las revisiones y auditorías practicadas; 

VI. Informar semestralmente a la Comisión de los procedimientos de responsabilidad administrativa 
que resuelva, o antes, si la importancia del asunto lo amerita; 

VII. Llevar el registro de los bienes a que se refiere el artículo 40 de la Ley de Responsabilidades; y 

VIII. Solicitar a los servidores públicos, en cualquier tiempo, aclaren información en torno al contenido 
de sus declaraciones de situación patrimonial, de conformidad con lo previsto en el artículo 46 
de este Acuerdo. 

Artículo 115. La Secretaría tendrá las siguientes atribuciones en materia de seguimiento de situación 
patrimonial, de conformidad con la competencia establecida en el artículo 111, fracción VI, de este Acuerdo: 

I. Respecto a los servidores públicos adscritos a la Contraloría: 

a) Tramitar los procedimientos de responsabilidad administrativa, previo acuerdo de la 
Comisión y en términos de lo previsto en este Acuerdo; 

b) Someter a consideración de la Comisión el proyecto de resolución; y 

c) Remitir la información correspondiente a la Contraloría para efectos de control y registro; y 

II. Tratándose de servidores públicos adscritos a la Unidad General: 

a) Practicar investigaciones cuando así lo ordene el Presidente o la Comisión de Vigilancia; 

b) Emitir el dictamen conclusivo o bien el informe de presunta responsabilidad administrativa; y 

c) Remitir la información correspondiente a la Contraloría para los efectos legales procedentes. 

Artículo 116. Si concluida la revisión, corroboración o auditoría a que se hace referencia en el artículo 
114, fracción I, de este Acuerdo, los resultados obtenidos revelan alguna incongruencia en relación con los 
bienes que integran el patrimonio de un servidor público, la Contraloría se lo notificará personalmente y se le 
hará saber, para que dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la recepción del citatorio, 
formule las aclaraciones pertinentes, para lo que podrá ofrecer pruebas documentales. 

Analizadas las referidas aclaraciones y dentro de los treinta días hábiles siguientes, en su caso, deberá 
emitirse el informe de presunta responsabilidad administrativa respectivo, el cual se someterá a consideración 
del órgano competente, de conformidad con lo previsto en el artículo 111 de este Acuerdo, para los efectos 
conducentes. 

Con el informe de presunta responsabilidad administrativa se iniciará el procedimiento de responsabilidad 
administrativa en términos de lo previsto en este Acuerdo. 



22     (Segunda Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 7 de diciembre de 2018 

Artículo 117. En el supuesto de que, el Pleno, la Comisión o, en su caso, la Contraloría, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, estimen que existen elementos para considerar la presunta responsabilidad 
de algún servidor público en materia de seguimiento de su situación patrimonial, iniciarán el procedimiento de 
responsabilidad administrativa y, en su caso, presentarán denuncia ante el Ministerio Público de la Federación 
cuando existan elementos que acreditan un incremento sustancial no justificado del patrimonio de dicho 
servidor, y que éste pudo haber incurrido en la comisión de algún delito. 

CAPÍTULO TERCERO 

INVESTIGACIÓN 

Artículo 118. Antes del inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa, de requerirse, el 
Presidente o la Comisión de Vigilancia podrán ordenar la práctica de investigaciones cuando existan indicios 
de conductas probablemente constitutivas de responsabilidad administrativa, atribuidas a servidores públicos 
adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas del Consejo, así como de particulares cuando la 
falta atribuida los vincule a alguno de esos servidores públicos o a algún procedimiento jurisdiccional o 
administrativo del Consejo. 

La investigación se seguirá forzosamente por el hecho o hechos que se señalen en el inicio de ésta, si 
durante la indagatoria se advierten otros hechos probablemente constitutivos de responsabilidad, podrán ser 
objeto de investigación separada. 

La Unidad General y la Secretaría, según corresponda, informarán al Presidente y a la Comisión de 
Vigilancia sobre las investigaciones que hayan ordenado, respectivamente. 

Artículo 119. Para conocer la verdad de los hechos la autoridad investigadora podrá solicitar información 
o documentación a cualquier persona física o moral ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más 
limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, con pleno respeto a los derechos 
humanos y tengan relación inmediata con los hechos, solo estará excluida la confesional a cargo de las partes 
por absolución de posiciones. 

Artículo 120. La ejecución de las investigaciones estará a cargo de la Unidad General o de la Secretaría, 
según corresponda; de estimarse necesario, la Visitaduría Judicial o el órgano auxiliar instructor que se 
designe para tal efecto podrán coadyuvar en su desahogo. 

Dos o más de estos órganos ejecutores en el ámbito de sus atribuciones podrán tener tal carácter en una 
investigación. 

Para el trámite de la investigación se aplicará en lo conducente el Capítulo Tercero del Título Tercero de 
este Acuerdo. 

Artículo 121. El acuerdo que ordena la investigación deberá expresar las circunstancias que la motivaron; 
la indagatoria no podrá extenderse a hechos distintos de los señalados en el propio acuerdo, salvo que se 
encuentren relacionados de manera directa o conexa. 

Artículo 122. Quien decretó el inicio de la investigación o el encargado de su trámite podrán ordenar la 
práctica de todas aquellas actuaciones y diligencias para mejor proveer, que sean conducentes para el 
esclarecimiento de los hechos materia de la indagatoria, sin más limitación que lo previsto en las 
disposiciones aplicables. 

El servidor público o particular investigado podrá imponerse del contenido de las diversas actuaciones y 
allegar medios de convicción. 

El promovente podrá aportar a la autoridad investigadora, información y medios de prueba, pero éste 
podrá desestimarlas conforme a derecho. 

Artículo 123. Al servidor público que se le solicite información o documentación con motivo de una 
investigación, deberá proporcionarla en los términos solicitados y en un plazo que no podrá exceder de quince 
días hábiles contado a partir de que la notificación surta sus efectos, el cual podrá ampliarse por una sola vez 
hasta por otros quince días hábiles, a solicitud justificada de aquel. 

Las autoridades investigadoras, de conformidad con el artículo 95 de la Ley de Responsabilidades, 
tendrán acceso a la información necesaria para el esclarecimiento de los hechos, con inclusión de aquella que 
las disposiciones legales en la materia consideren con carácter de reservada o confidencial, con la obligación 
de mantener este tratamiento conforme a lo que determinen las leyes. 

Respecto de investigaciones por faltas administrativas graves, no serán oponibles las disposiciones 
dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal, bursátil, fiduciario o la relacionada con 
operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. 



Viernes 7 de diciembre de 2018 DIARIO OFICIAL (Segunda Sección)     23 

En términos del artículo 96 de la Ley de Responsabilidades, los entes públicos a los que se les formule 
requerimiento de información tendrán la obligación de proporcionarla en el plazo señalado en el párrafo 
primero de este artículo, contado a partir de que la notificación surta sus efectos. Cuando derivado de la 
complejidad de la información solicitada, requieran de un plazo mayor para su atención, deberán solicitarlo 
debidamente justificado ante el órgano encargado de la investigación; de concederse la prórroga en los 
términos solicitados, no podrá exceder en ningún caso el plazo previsto originalmente y será improrrogable. 

Artículo 124. Las autoridades investigadoras para hacer cumplir sus determinaciones, podrán hacer uso, 
previo apercibimiento, de las siguientes medidas: 

I. Multa hasta por la cantidad equivalente de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización, la cual podrá duplicarse o triplicarse en cada ocasión, hasta 
alcanzar dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en caso de 
renuencia al cumplimiento del mandato respectivo; o 

II. Solicitar el auxilio de la fuerza pública de cualquier orden de gobierno, los que deberán de 
atender de inmediato el requerimiento de la autoridad. 

Artículo 125. El órgano ejecutor de la investigación deberá adoptar las medidas necesarias para preservar 
la materia de la investigación o evitar que se pierdan, oculten, destruyan o alteren los elementos relacionados 
con los hechos investigados. 

Asimismo, podrá acordar las medidas necesarias para conocer a los involucrados y testigos de esos 
hechos, evitar que éstos se sigan cometiendo y, en general, para facilitar la realización de la investigación. 

Artículo 126. La investigación deberá realizarse en un plazo no mayor a seis meses, salvo acuerdo 
expreso de quien la haya ordenado, considerando los términos de la prescripción. 

Finalizada la investigación o vencido su plazo, la Secretaría o la Unidad General, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a 
efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta 
administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave, lo que se incluirá en el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa. 

Artículo 127. El dictamen conclusivo se emitirá cuando no existan elementos que acrediten la existencia 
de la falta, o habiéndolos, no pueda establecerse nexo de atribuibilidad con algún sujeto de responsabilidad 
administrativa. La información o documentos recabados en esa investigación podrán allegarse a una diversa. 

Artículo 128. El informe de presunta responsabilidad administrativa se emitirá cuando existan elementos 
que acrediten la falta y el nexo de atribuibilidad con algún sujeto de responsabilidad administrativa; deberá 
reunir, como requisitos mínimos, los siguientes: 

I. El nombre del servidor público a quien se señale como presunto responsable, el órgano de su 
adscripción o en el que se encontraba adscrito al momento de la comisión de la falta. En caso de 
que los probables responsables sean particulares, se deberá señalar su nombre o razón social, 
así como el domicilio donde podrán ser emplazados; 

II. La narración lógica y cronológica de los hechos; 

III. La falta que se imputa al presunto responsable, señalando con claridad las razones por las que 
se considera que la ha cometido; 

IV. Las pruebas que acrediten la existencia de la falta y el nexo de atribuibilidad con el presunto 
responsable; 

V. La calificación de la falta; y 

VI. La solicitud de medidas cautelares, de ser el caso. 

Artículo 129. La autoridad investigadora remitirá el informe de presunta responsabilidad administrativa a 
la autoridad substanciadora, que corresponda, para los efectos del artículo 136 de este Acuerdo. 

CAPÍTULO CUARTO 

PROCEDIMIENTO DE 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

SECCIÓN PRIMERA 

INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Artículo 130. El procedimiento de responsabilidad administrativa inicia cuando existan elementos 
probatorios suficientes que acrediten la existencia de la falta administrativa y la presunta responsabilidad del 
servidor público o del particular involucrado, ya sea de oficio o por queja o denuncia, previo informe de 
presunta responsabilidad administrativa. 
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Artículo 131. Las quejas o denuncias podrán presentarlas cualquier persona, el servidor público que 
tenga conocimiento de los hechos o el agente del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 132. Las quejas o denuncias, incluyendo las anónimas, deberán acompañarse de elementos 
probatorios suficientes para determinar la existencia de la falta administrativa y la presunta responsabilidad del 
servidor público o del particular en la comisión de la falta; en caso contrario, se desecharán de plano, salvo lo 
dispuesto en el párrafo siguiente. 

En caso de que se adviertan indicios de conductas probablemente constitutivas de responsabilidad 
administrativa, se podrá ordenar la práctica de investigaciones, de conformidad con lo previsto en el artículo 
118 de este Acuerdo. 

Artículo 133. En el supuesto en que se cuestione la autenticidad de la suscripción de los escritos de queja 
o denuncia, y a fin de evitar alteración, falsificación o suplantación de la personalidad, la Secretaría, la 
Contraloría o la Unidad General, según corresponda, podrán requerir al promovente para que, previa 
identificación, ratifique el contenido del ocurso presentado a su nombre. 

Artículo 134. En caso de que el escrito de queja o denuncia sea obscuro o irregular, la Secretaría o la 
Contraloría, según corresponda, deberán prevenir al promovente por una sola vez, para que en el plazo de 
tres días hábiles lo aclare o corrija, señalándole en forma concreta las irregularidades. 

Artículo 135. La Contraloría y la Secretaría, en sus respectivos ámbitos de competencia, informarán al 
Pleno de las quejas o denuncias que deseche el Presidente. 

Artículo 136. En términos del artículo 108 de este Acuerdo, cuando el Pleno, la Comisión o la Contraloría, 
según corresponda, adviertan del informe de presunta responsabilidad administrativa que existen pruebas 
suficientes para establecer la existencia de la falta administrativa y presumir la responsabilidad del servidor 
público, o del particular cuando la falta atribuida los vincule a las funciones propias del Poder Judicial de la 
Federación, dictará un proveído en el que lo admita y decrete el inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa y ordenará la formación del expediente respectivo, conteniendo las conductas que se imputan y 
las probables causas de responsabilidad administrativa atribuidas, de conformidad con lo previsto en los 
artículos 7 y 8 de este Acuerdo. 

La Secretaría someterá a consideración del órgano competente, el proveído en el que se determine la 
admisión del informe de presunta responsabilidad administrativa y el inicio del procedimiento de 
responsabilidad administrativa. 

Artículo 137. Son causas de improcedencia del procedimiento de responsabilidad administrativa, las 
siguientes: 

I. La prescripción de las facultades disciplinarias respecto de la falta administrativa que se impute; 

II. La falta de pruebas para establecer la existencia de la falta y presumir la responsabilidad del 
servidor público, o del particular cuando la falta atribuida lo vincule a las funciones propias del 
Poder Judicial de la Federación; 

III. Cuando las faltas administrativas que se imputen al presunto responsable ya hubieren sido 
objeto de análisis en diverso procedimiento administrativo; 

IV. Cuando se omita acompañar el informe de presunta responsabilidad administrativa. 

SECCIÓN SEGUNDA 

TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO 

Artículo 138. En los procedimientos de responsabilidad administrativa se ordenará emplazar al presunto 
responsable enviándole copia del: 

I. Proveído donde se ordena el inicio del procedimiento, precisando los hechos y fundamento de la 
presunta responsabilidad administrativa; 

II. Escrito de denuncia o queja, y de los anexos con la que hubiere sido presentada, de ser el 
supuesto; y 

III. El informe de presunta responsabilidad administrativa. 

En todo caso el presunto responsable estará en posibilidad de consultar el expediente en las instalaciones 
del área u órgano auxiliar instructor, sin perjuicio de solicitar copias de las constancias que considere 
necesarias, así como la ampliación del plazo a que se refiere el artículo 141 de este Acuerdo. 
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Artículo 139. Con el emplazamiento se citará al presunto responsable para que comparezca 
personalmente a la celebración de una audiencia pública ante la autoridad substanciadora que corresponda o 
el órgano auxiliar instructor designado para tal efecto, señalándole con precisión el día, domicilio y hora en 
que tendrá lugar. Del mismo modo, se le hará saber el derecho que tiene de no declarar en contra de sí 
mismo ni a declararse culpable, a tener una defensa adecuada por abogado, el cual elegirá libremente, si no 
quiere o no puede nombrarlo le será nombrado de oficio un defensor de los adscritos al Instituto Federal de 
Defensoría Pública, desde ese momento y hasta la ejecución de la sanción, en su caso. 

Artículo 140. La autoridad substanciadora o el órgano auxiliar instructor, según corresponda, harán el 
emplazamiento señalado en el artículo anterior mediante notificación personal. 

Artículo 141. Entre la fecha de emplazamiento y la de la audiencia, deberá mediar un plazo no menor de 
diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por causas de caso 
fortuito o de fuerza mayor debidamente justificadas, o bien mediante solicitud justificada de parte del presunto 
responsable, de conformidad con lo siguiente: 

I. Cinco días hábiles más: a simple petición; 

II. Diez días hábiles más: si se trata de servidor público que ya no está adscrito, por cualquier 
motivo, al órgano jurisdiccional o área administrativa en el que se hayan cometido las conductas 
que se le atribuyen; y 

III. Quince días hábiles más: en el caso de ex-servidor público del Poder Judicial de la Federación. 

Los plazos establecidos en las fracciones anteriores, según sea el caso, se aumentará un día más por 
cada doscientas fojas que contenga el expediente, sin exceder de treinta días hábiles. 

La solicitud de ampliación de plazo será calificada y, en su caso, autorizada por la autoridad 
substanciadora. 

Artículo 142. En caso de que el servidor público presunto responsable se encuentre de vacaciones o en el 
goce de una licencia, deberá emplazársele para la audiencia a partir de que se reintegre a sus labores, hecha 
excepción si se encuentra de comisión aprobada por el Consejo. 

Si una vez emplazado comienza el periodo vacacional del servidor público o el goce de una licencia, no se 
interrumpirá ningún plazo. 

Artículo 143. El procedimiento de responsabilidad administrativa se suspenderá de oficio o a petición de 
los que en él intervengan, en los supuestos siguientes: 

I. La autoridad substanciadora se encuentre impedida para tramitar el procedimiento por caso 
fortuito o fuerza mayor; 

II. El presunto responsable se encuentre impedido para ejercer su derecho de defensa; siempre y 
cuando aquel no haya generado ese estado de indefensión para evadir la responsabilidad 
administrativa; 

III. Cuando la autoridad substanciadora o resolutora considere que no es posible pronunciarse 
sobre el asunto sino hasta que se emita una resolución en otro procedimiento; o 

IV. En cualquier otro caso previsto en las disposiciones aplicables. 

La suspensión se declarará por el órgano que haya ordenado el inicio del procedimiento. Los efectos de la 
suspensión comenzarán a partir de que se dicte el acuerdo correspondiente. 

Con excepción de las medidas cautelares, todo acto procesal verificado durante la suspensión es ineficaz, 
sin que sea necesario solicitar ni declarar su nulidad. 

Artículo 144. El sobreseimiento en el procedimiento de responsabilidad administrativa procederá de oficio 
o a petición de los que en él intervengan, en los supuestos siguientes: 

I. Durante el procedimiento se advierta o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia 
previstas en el artículo 137 de este Acuerdo; 

II. La falta administrativa que se imputa al presunto responsable haya quedado derogada en virtud 
de una reforma legislativa; o 

III. El presunto responsable muera durante el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

El interesado que tenga conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, la comunicará de inmediato a la 
autoridad substanciadora o resolutora, según corresponda, y de ser posible, acompañará las constancias que 
la acrediten. 
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Artículo 145. El día y hora señalado para la audiencia, el presunto responsable rendirá por escrito un 
informe, en el que deberá referirse a todos y cada uno de los hechos atribuidos; afirmándolos, negándolos, 
expresando los que ignore por no ser propios o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se presumirán 
confesados los hechos sobre los cuales el presunto responsable no suscitare explícitamente controversia. 

Al informe deberá acompañarse el medio electrónico o magnético que contenga su transcripción, o bien, la 
constancia de envío por correo electrónico a la dirección electrónica designada para tal efecto, por la 
autoridad substanciadora. 

En dicha audiencia, el presunto responsable deberá ofrecer las pruebas que estime necesarias para su 
defensa. En caso de tratarse de pruebas documentales, exhibirá todas las que tenga en su poder, o las que 
no estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de recibo correspondiente. Respecto a los 
documentos que obren en poder de terceros y que no pudo conseguirlos por obrar en archivos privados, 
deberá señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, 
le sean requeridos. 

Agotado lo anterior, no se admitirán más pruebas, salvo aquellas que a juicio de la autoridad 
substanciadora surjan de hechos supervenientes o que determinen la improcedencia del procedimiento de 
responsabilidad administrativa, en cuyo caso, podrán ofrecerse antes de la extinción del plazo para la 
presentación de alegatos. 

En los procedimientos de responsabilidad administrativa que se inicien con motivo de la declaración de 
situación patrimonial, si del informe rendido por el servidor público se advierte confesión expresa respecto de 
la irregularidad que se le atribuye o, en su caso, señale que no tiene pruebas que ofrecer, se procederá de 
inmediato a dictar la resolución correspondiente en los términos previstos por los artículos 111, 112 y 151 de 
este Acuerdo. 

Artículo 146. Las copias certificadas de actuaciones judiciales o de otro documento que obre en un 
órgano jurisdiccional, una oficina de correspondencia común o un órgano del Consejo, serán gratuitas siempre 
que el servidor público o el particular que las solicite justifique que será con el objeto de exhibirlas dentro de 
un procedimiento de responsabilidad administrativa instaurado en su contra. 

Artículo 147. La autoridad substanciadora declarará cerrada la audiencia una vez que el presunto 
responsable haya manifestado durante la audiencia inicial lo que a su derecho convenga y ofrecido las 
pruebas respectivas. 

Dentro de los quince días hábiles siguientes al cierre de la audiencia, la autoridad substanciadora emitirá 
el acuerdo de admisión de pruebas que corresponda, ordenando, en el caso que proceda, las diligencias 
necesarias para su preparación y desahogo. 

Desahogadas las pruebas admitidas, se concederá al presunto responsable, el plazo de cinco días hábiles 
para que formule alegatos por escrito. 

Artículo 148. Las pruebas serán valoradas en los términos y conforme a las disposiciones establecidas en 
las Secciones Cuarta y Quinta del Capítulo I del Título Segundo, del Libro Segundo de la Ley de 
Responsabilidades. 

Artículo 149. La Comisión, por conducto de su presidente, informará al Pleno sobre las resoluciones que 
emita en los procedimientos de responsabilidad administrativa que hayan sido declarados improcedentes, 
infundados, sin materia o prescritos. 

SECCIÓN TERCERA 

RESOLUCIÓN 

Artículo 150. Concluido el término para presentar alegatos, la autoridad substanciadora turnará el asunto 
dentro del plazo de cinco días hábiles, al Consejero que por turno corresponda, para que formule por escrito el 
proyecto de resolución, el cual será sometido a la consideración del Pleno o la Comisión, según sea el caso. 

El plazo para elaborar el proyecto de resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa 
será de treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el expediente sea recibido en la ponencia del 
Consejero que por turno corresponda. 

Lo anterior, con excepción de los casos en que por causa justificada considere que debe extenderse, por 
una sola vez, el plazo para elaborar el proyecto respectivo, el que no podrá exceder de treinta días hábiles. 

Transcurrido dicho plazo, el ponente presentará un dictamen al Pleno o a la Comisión en el que exponga 
las razones por las cuales considera que es necesario extenderlo. 

Artículo 151. En los procedimientos de responsabilidad administrativa instaurados por la Contraloría, el 
titular de la Dirección de Substanciación emitirá, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la conclusión 
del término para formular alegatos, un proyecto de resolución con aprobación del titular de la Contraloría, en el 
que proponga el sentido de la resolución a la autoridad resolutora. 
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El plazo para dictar la resolución podrá ampliarse por una sola vez por otros treinta días hábiles más, 
cuando la complejidad del asunto así lo requiera, debiéndose expresar los motivos para ello. 

Artículo 152. En caso de que el Consejero ponente o el titular de la Contraloría consideren necesaria la 
práctica de alguna investigación porque adviertan otros hechos que pueda implicar nueva responsabilidad 
administrativa, emitirán un dictamen que someterán a la consideración del Pleno o de la Comisión, según 
corresponda, para que determinen lo procedente, lo que deberá notificarse al presunto responsable. 

Para conocer la verdad de los hechos la autoridad resolutora podrá solicitar información o documentación 
a cualquier persona física o moral ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la 
de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, con pleno respeto a los derechos humanos y tengan 
relación inmediata con los hechos, solo estará excluida la confesional a cargo de las partes por absolución de 
posiciones. 

Artículo 153. El Pleno o la Comisión podrán ordenar la reposición del procedimiento a la autoridad 
substanciadora, en aquellos casos en que consideren que se afecta la defensa del presunto responsable, o 
que no se hubiere desahogado alguna prueba ofrecida. La reposición del procedimiento se notificará 
personalmente al presunto responsable y, cuando sea conducente, al quejoso o denunciante. 

Artículo 154. En los procedimientos tramitados por la Secretaría el Consejero ponente someterá el 
proyecto de resolución a la aprobación del Pleno o de la Comisión, conforme a lo siguiente: 

I. Tratándose de faltas graves de magistrados de Circuito y jueces de Distrito, cuando las 
sanciones aplicables sean las de destitución o inhabilitación temporal para desempeñar 
empleos, cargos o comisiones en el servicio público resolverá el Pleno. 

 En caso de que el Pleno determine que no son aplicables las sanciones de destitución o 
inhabilitación temporal, devolverá el asunto a la Comisión para que ésta determine lo 
conducente; y 

II. En todos los demás casos resolverá la Comisión. 

En caso de que la Comisión determine en un procedimiento de responsabilidad sometido a su 
consideración que, por la gravedad de las faltas, las sanciones aplicables, contrario a lo propuesto, puedan 
ser las de destitución o la inhabilitación temporal de un juzgador, remitirá el asunto al Pleno. 

El Presidente también podrá solicitar a la Comisión que remita a la consideración del Pleno la resolución 
de algún procedimiento de responsabilidad instaurado a titulares de áreas administrativas, en el que estime 
aplicables las sanciones de destitución o inhabilitación temporal. 

Artículo 155. En los procedimientos tramitados por Contraloría, a través de la Dirección de 
Substanciación, se someterá el proyecto de resolución a la aprobación de la Comisión, cuando las sanciones 
aplicables sean las de destitución o inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones 
en el servicio público, con excepción de los casos que deriven de la situación patrimonial; en estos y en los 
demás resolverá el Contralor. 

En caso de que la Comisión determine que no son aplicables las sanciones de destitución o inhabilitación 
temporal, devolverá el asunto al titular de la Contraloría para que éste determine lo conducente. 

En caso de que el titular de la Contraloría determine en un procedimiento de responsabilidad sometido a 
su consideración que las sanciones aplicables, contrario a lo propuesto, puedan ser las de destitución o la 
inhabilitación temporal del servidor público, remitirá el asunto a la Comisión. 

Artículo 156. La persona que haya realizado alguna falta administrativa grave o faltas de particulares, o 
bien, se encuentre participando en su realización, podrá confesar su responsabilidad con el objeto de 
acogerse al beneficio de reducción de sanciones que se establece en el artículo siguiente. Esta confesión se 
podrá hacer ante la autoridad investigadora. 

Artículo 157. La aplicación del beneficio a que hace referencia el artículo anterior, tendrá por efecto una 
reducción de entre el cincuenta y el setenta por ciento del monto de las sanciones que se impongan al 
responsable, y de hasta el total, tratándose de la inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, servicios u obras públicas, por faltas de particulares. Para su procedencia será necesario que 
adicionalmente se cumplan los siguientes requisitos: 

I. Que no se haya notificado a ninguno de los presuntos infractores el inicio del procedimiento de 
responsabilidad administrativa; 

II. Que la persona que pretende acogerse a este beneficio, sea de entre los sujetos involucrados en la 
infracción, la primera en aportar los elementos de convicción suficientes que, a juicio de las autoridades 
competentes, permitan comprobar la existencia de la infracción y la responsabilidad de quien la cometió; 



28     (Segunda Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 7 de diciembre de 2018 

III. Que la persona que pretende acogerse al beneficio coopere en forma plena y continua con la autoridad 
que lleve a cabo la investigación y, en su caso, con la que substancie y resuelva el procedimiento de 
responsabilidad administrativa; y 

IV. Que la persona interesada en obtener el beneficio, suspenda, en el momento en el que la autoridad se 
lo solicite, su participación en la infracción. 

Además de los requisitos señalados, para la aplicación del beneficio al que se refiere este artículo, se 
constatará por las autoridades competentes, la veracidad de la confesión realizada. 

En su caso, las personas que sean los segundos o ulteriores en aportar elementos de convicción 
suficientes y cumplan con el resto de los requisitos anteriormente establecidos, podrán obtener una reducción 
de la sanción aplicable de hasta el cincuenta por ciento, cuando aporten elementos de convicción en la 
investigación, adicionales a los que ya tenga la autoridad investigadora. Para determinar el monto de la 
reducción se tomará en consideración el orden cronológico de presentación de la solicitud y de los elementos 
de convicción presentados. 

Si el presunto infractor confiesa su responsabilidad sobre los actos que se le imputan una vez iniciado el 
procedimiento de responsabilidad administrativa, le aplicará una reducción de hasta treinta por ciento del 
monto de la sanción aplicable y, en su caso, una reducción de hasta el treinta por ciento del tiempo de 
inhabilitación que corresponda. 

Artículo 158. Las resoluciones de los procedimientos de responsabilidad administrativa a que se refiere el 
artículo 154, fracción I, de este Acuerdo, se aprobarán por mayoría calificada de cinco votos, y por mayoría 
simple las que correspondan a la fracción II de dicho artículo. 

Artículo 159. Los Consejeros que previo a la discusión de un asunto, tuvieren observaciones de forma o 
de fondo sobre el proyecto sometido a su consideración, podrán hacerlas del conocimiento del Consejero 
ponente, lo anterior, con independencia de las que puedan generarse con motivo de la discusión en la sesión 
respectiva. 

Artículo 160. Los asuntos presentados al Pleno o a la Comisión, podrán ser retirados o aplazados. Los 
aplazados quedarán listados para la siguiente sesión en los mismos términos en que fueron presentados o, en 
su caso, precisando las modificaciones realizadas. 

Los asuntos serán retirados cuando el órgano competente sostenga consideraciones o un sentido diverso 
al que se propone en el proyecto, lo cual deberá hacerse del conocimiento del Consejero ponente o del titular 
de la Contraloría de manera motivada, para que cuente con los elementos suficientes para determinar si 
subsiste su sentido o procede a realizar la modificación respectiva, lo cual deberá realizar dentro de los quince 
días hábiles siguientes. 

Sometido a votación un asunto no podrá retirarse o aplazarse. 

Ningún asunto puede retirarse o aplazarse por más de dos ocasiones a menos que el Consejero ponente 
se encuentre ausente y ninguno de los Consejeros lo haga suyo. 

En caso de que se presente un proyecto ante la Comisión y no sea aprobado, ya sea parcial o totalmente, 
si el Consejero ponente no forma parte de ese órgano y realiza la modificación o cambios sugeridos, pero no 
está conforme con lo determinado, podrá hacer constar que realizó el engrose en términos de lo acordado por 
la Comisión y si lo desea, incluir como adendum el proyecto original. 

Artículo 161. Cuando el Consejero ponente estime que no procede realizar la modificación sugerida por la 
Comisión o el Pleno, insista que debe subsistir el sentido propuesto o no sea aprobado el segundo proyecto 
presentado, el asunto será returnado a otro Consejero que por razón de turno corresponda, para que elabore 
un nuevo proyecto, lo que deberá realizarse dentro de los treinta días hábiles siguientes. La Secretaría 
Ejecutiva del Pleno y la Secretaría Técnica de la Comisión, según corresponda, adoptarán las medidas 
necesarias para que se equilibre el turno de los asuntos. 

Lo previsto en el párrafo anterior se observará en las determinaciones del Pleno cuando no se logre la 
mayoría calificada señalada en el artículo 158 de este Acuerdo. 

Artículo 162. Las resoluciones del Pleno serán firmadas por el Presidente, por los Consejeros y por el 
Secretario Ejecutivo del Pleno, quien autorizará y dará fe de éstas. 

Artículo 163. Las resoluciones de la Comisión serán firmadas por los Consejeros integrantes y, en su 
caso, por el titular de la Contraloría, y por el Secretario Técnico de la Comisión que autorizará y dará fe de 
éstas. 

Artículo 164. Las resoluciones que pongan fin a los procedimientos de responsabilidad administrativa 
analizarán la existencia de la conducta infractora y la responsabilidad en su comisión y tomarán en cuenta, en 
su caso, las eximentes de responsabilidad. 
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El resultado se expresará con claridad y precisión en puntos resolutivos. 

Artículo 165. En caso de que la conducta por la que se inició el procedimiento de responsabilidad 
administrativa resulte constitutiva de responsabilidad, pero no se ubique en la causal correspondiente, el 
Pleno o la Comisión precisarán la que se actualice y ordenarán la devolución del proyecto a la Secretaría o a 
la Contraloría, según corresponda, para que notifiquen al presunto responsable, a fin de que dentro de los tres 
días hábiles siguientes alegue lo que a su interés convenga. 

SECCIÓN CUARTA 

RECURSOS 

Artículo 166. En la investigación y en el procedimiento de responsabilidad administrativa, los recursos 
podrán interponerse por el quejoso, denunciante, presunto responsable y terceros a quienes pueda afectar la 
resolución que se dicte, en los términos establecidos en esta Sección. 

Artículo 167. Los recursos se interpondrán por escrito y deberán contener: 

I. Nombre y firma del recurrente; 

II. Resolución que se recurre y la fecha de notificación; 

III. Agravios que le causa; y 

IV. En su caso, documento que acredita la personalidad. 

Cuando exista error u omisión en el escrito de interposición del recurso, se prevendrá al recurrente para 
que lo subsane o complete en un plazo de tres días hábiles. En caso de no atender la prevención se tendrá 
por no interpuesto. 

Artículo 168. Los recursos deberán interponerse personalmente, por correo certificado o por servicio de 
mensajería de empresa especializada. En los últimos dos supuestos la fecha de presentación será la del día 
de su depósito. 

Los recursos derivados del procedimiento de responsabilidad administrativa en línea podrán presentarse a 
través del Sistema de Justicia en Línea. En este caso la fecha de presentación será la del día de su envío a 
través de dicho Sistema. 

Artículo 169. El Presidente o el presidente de la Comisión, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
calificará la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo, dentro de los tres días hábiles siguientes a 
su interposición, y para su trámite se auxiliará del titular del órgano en el que se encuentre radicado el asunto 
de origen. 

El Presidente y el presidente de la Comisión podrán designar un órgano auxiliar instructor para realizar 
actuaciones y diligencias con motivo del trámite de los recursos. 

Artículo 170. No se admitirá recurso notoriamente improcedente. En este supuesto se podrá imponer 
multa al recurrente, así como en caso de que afirme hecho falso u omita el que le conste, presente prueba o 
documento alterado o apócrifo, o testigo que no se conduzca con verdad. 

Artículo 171. Los acuerdos de trámite de los recursos serán firmados por el órgano competente, así como 
por el titular de la Secretaría, de la Contraloría o de la Unidad General quienes, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, los autorizarán y darán fe de los mismos. 

Las resoluciones de los recursos se aprobarán por mayoría simple, con excepción de las que impongan 
sanciones administrativas, las cuales deberán aprobarse por mayoría calificada. 

Las resoluciones de los recursos serán firmadas por el órgano competente que las emita y por la 
secretaría correspondiente, quien autorizará y dará fe de las mismas. 

En su caso, las resoluciones de los recursos deberán expresar con claridad sus efectos y fijar las medidas 
necesarias para restablecer las cosas al estado que guardaban antes de su interposición. 

Artículo 172. El recurso de inconformidad procede contra el acuerdo que desecha, declara improcedente 
o tiene por no presentada la queja o denuncia; y contra el dictamen conclusivo, el cual podrá interponerse por 
quien sea afectado por el sentido de la determinación. 

La inconformidad la admite y tramita el presidente de la Comisión, con auxilio de la Secretaría, la 
Contraloría y la Unidad General, según corresponda, y la resuelve el Pleno. El plazo para la interposición de la 
inconformidad será de tres días hábiles y treinta días hábiles para su resolución. 

Artículo 173. El recurso de reconsideración procede contra resoluciones definitivas de: 

I. La Comisión; y 

II. La Contraloría. 
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En el supuesto de la fracción I admite y tramita el Presidente y resuelve el Pleno; y en la fracción II admite 
y tramita el presidente de la Comisión y resuelve ésta; en ambos casos el recurso se tramitará con auxilio de 
la Secretaría o de la Contraloría, según corresponda. El plazo para la interposición de la reconsideración será 
de cinco días hábiles y sesenta días hábiles para su resolución. 

Artículo 174. El recurso de reclamación procede contra el acuerdo que desecha o tenga por no 
interpuesto el recurso de reconsideración o de inconformidad, el cual resolverá el Pleno, cuando lo haya 
acordado el Presidente, y la Comisión, cuando lo haya hecho el presidente de ésta. El plazo para la 
interposición de la reclamación será de tres días hábiles y quince días hábiles para su resolución. 

Artículo 175. En el recurso de reconsideración podrán hacerse valer violaciones al procedimiento de 
responsabilidad administrativa con motivo de: 

I. La admisión de la queja o denuncia; 

II. El emplazamiento; 

III. La audiencia establecida en el artículo 139 de este Acuerdo; 

IV. La admisión y desahogo de pruebas; y 

V. Los alegatos. 

En este recurso, únicamente podrá ser ofrecida la prueba superveniente y la que tenga relación inmediata 
y directa con violaciones al procedimiento de responsabilidad administrativa. Para su desahogo se concederá 
un plazo no mayor a diez días hábiles que podrá ampliarse por causa motivada y fundada hasta por treinta 
días hábiles. 

Artículo 176. Substanciado el recurso de inconformidad, el Presidente someterá el proyecto de resolución 
a la consideración del Pleno. En el supuesto del recurso de reclamación, el Presidente someterá el proyecto 
de resolución a la consideración del Pleno, salvo en aquellos casos en que él haya dictado el acuerdo que se 
impugna, supuesto en el cual le corresponderá al presidente de la Comisión. 

Tramitado el recurso de reconsideración se remitirá, con el expediente y anexos, al Consejero a quien por 
turno corresponda formular el proyecto de resolución y someterlo al órgano competente. En su caso, se 
deberá excluir del turno al Consejero que haya sido ponente de la resolución recurrida. 

SECCIÓN QUINTA 

EJECUCIÓN Y EFECTOS DE LAS SANCIONES 

Artículo 177. Para la ejecución de las sanciones a que se refiere este Acuerdo, se observará lo siguiente: 

I. Se llevará a cabo cuando la resolución haya causado estado, con excepción de aquéllas en que 
se imponga como sanción la destitución o inhabilitación temporal para desempeñar empleos, 
cargos o comisiones en el servicio público, cuya ejecución será inmediata; 

II. Tratándose de servidores públicos: 

a) Apercibimiento privado y amonestación privada: se dará a conocer a través de notificación 
personal realizada por la autoridad substanciadora en los términos de este Acuerdo; 

b) Apercibimiento público y amonestación pública: en caso de que el servidor público 
sancionado sea magistrado de Circuito, juez de Distrito o titular de área administrativa será 
citado en el edificio sede del Consejo para que, en presencia de la Comisión, el presidente 
de la misma dé a conocer la sanción. 

 En los demás casos, la Secretaría o la Contraloría, según corresponda, citará al servidor 
público con el apoyo de un juez de Distrito comisionado para tal fin, o del titular del área 
administrativa a la que se encuentre adscrito, para que el servidor público designado haga 
efectiva la sanción ante la presencia del personal del área, se levantará acta 
circunstanciada de la diligencia que firmarán todos los que hayan intervenido en ella; 

c) Sanción económica: se dará a conocer a través de la autoridad substanciadora en términos 
de este Acuerdo y deberá comunicarla al Servicio de Administración Tributaria para efectos 
de la ejecución; y 

d) Suspensión, destitución e inhabilitación: en caso de que el servidor público sancionado sea 
magistrado de Circuito, juez de Distrito o titular de área administrativa se citará en el edificio 
sede del Consejo para que, en presencia de la Comisión, el presidente de la misma dé a 
conocer la sanción. 
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En los demás casos, se dará a conocer a través de notificación personal realizada por la Secretaría o la 
Contraloría o, en su caso, con el apoyo de un juez de Distrito o del titular del área administrativa a la que se 
encuentre adscrito el servidor público sancionado; y 

III. Tratándose de particulares: 

a) Inhabilitación temporal para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 
públicas: se dará a conocer a través de notificación personal realizada por la Secretaría o la 
Contraloría, según corresponda, cuando el particular sancionado tenga su domicilio en la 
Ciudad de México o zona conurbada, y por correo certificado o servicio de mensajería si se 
encuentra en el resto de la República; además se ordenará su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación; 

b) Indemnización y/o sanción económica al particular responsable: la autoridad substanciadora 
la dará a conocer en términos de este Acuerdo y deberá comunicarla al Servicio de 
Administración Tributaria para efectos de la ejecución; 

c) La suspensión de actividades cuando el particular tenga carácter de persona moral: se dará 
a conocer la sentencia respectiva, así como sus puntos resolutivos para su cumplimiento, a 
través de notificación personal realizada por conducto de la Secretaría o la Contraloría; 
además se comunicará a la Secretaría de Economía y al Servicio de Administración 
Tributaria, se inscribirá en el Registro Público de Comercio y se hará publicar un extracto de 
la sentencia en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los diarios de mayor 
circulación en la localidad donde tenga su domicilio fiscal el particular; y 

d) Disolución de la sociedad respectiva: la Secretaría o la Contraloría, según corresponda, 
procederán de conformidad con la Ley General de Sociedades Mercantiles en materia de 
disolución y liquidación de las sociedades o, en su caso, conforme a los Códigos sustantivos 
en materia civil federal o de las entidades federativas, según corresponda, y las demás 
disposiciones aplicables. 

Artículo 178. El archivo electrónico de las resoluciones que causen estado e impongan sanción, según 
corresponda, deberán remitirse a la Dirección General de Recursos Humanos para que la agregue al 
expediente personal del servidor público sancionado y a la Contraloría para que, en su caso, la integre al 
historial del particular de que se trate y actualice el Registro de Servidores Públicos y de Particulares 
Sancionados. 

En caso de que la sanción impuesta sea la inhabilitación del servidor público, se enviarán copias 
certificadas a la Contraloría de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a la Contraloría del Tribunal 
Electoral, a la Secretaría de la Función Pública, y a las judicaturas y contralorías de las entidades federativas. 

Las quejas y denuncias que sean desechadas, se declaren improcedentes o infundadas, y los 
procedimientos de responsabilidad administrativa en que se declare sin materia o prescrita la facultad para 
sancionar, únicamente se remitirá el archivo electrónico correspondiente a la Secretaría o Contraloría, según 
corresponda. 

SECCIÓN SEXTA 

ACUMULACIÓN 

Artículo 179. En el supuesto que la Secretaría o la Contraloría adviertan que un procedimiento de 
responsabilidad administrativa en trámite o turnado para resolución tiene alguna conexión con otro que hace 
necesario que se resuelvan simultáneamente, lo hará del conocimiento del Pleno o de la Comisión, según 
corresponda, para que ordenen lo procedente. 

Artículo 180. Cuando un procedimiento de responsabilidad administrativa en trámite, en contra de 
magistrados de Circuito, jueces de Distrito, servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales o de 
particulares, esté relacionado con otro que ya hubiera sido resuelto, la Secretaría deberá turnarlo, de ser 
posible, al mismo Consejero ponente. 

Artículo 181. En los supuestos señalados en los artículos 179 y 180 de este Acuerdo se compensará el 
turno de los asuntos. 

Artículo 182. La acumulación de los procedimientos de responsabilidad administrativa procederá, hasta 
antes de su resolución, en los supuestos siguientes: 

I. Cuando los hechos sean los mismos o tengan relación; y 

II. Cuando se hayan instaurado contra el mismo servidor, servidores públicos o particular. 

También procederá la acumulación cuando a juicio del órgano competente sea necesario para evitar 
resoluciones contradictorias. 
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Artículo 183. El Pleno o la Comisión, en sus respectivos ámbitos de competencia, podrán ordenar la 
acumulación, en cuyo caso, el procedimiento más reciente se acumulará al más antiguo, para lo cual se 
remitirá el expediente respectivo. 

CAPÍTULO QUINTO 

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN LÍNEA 

Artículo 184. El procedimiento de responsabilidad administrativa se promoverá, substanciará y resolverá a 
elección del presunto responsable en la vía tradicional o a través del Sistema de Justicia en Línea que deberá 
establecer y desarrollar la Contraloría y la Secretaría. 

El presunto responsable podrá manifestar en el informe o en la celebración de la audiencia a la que se 
refiere el artículo 139 de este Acuerdo la vía para tramitar el procedimiento, la cual una vez elegida no podrá 
modificarla. En caso de que no manifieste su elección, se entenderá que optó por la vía tradicional. 

En caso de que el presunto responsable opte por el trámite del procedimiento por medio del Sistema de 
Justicia en Línea, deberá precisar un domicilio en el que pueda ser localizado y un correo electrónico válido y 
vigente, para que le sea enviada la clave de acceso y contraseña provisional para ingresar al Sistema de 
Justicia en Línea y, en su caso, genere la clave de acceso y contraseña definitiva. 

En caso de que no señale un correo electrónico o el domicilio en el que pueda ser localizado, las 
notificaciones posteriores se harán por lista. 

Todas las actuaciones del procedimiento del Sistema de Justicia en Línea deberán constar en el 
expediente físico correspondiente. 

En el procedimiento de responsabilidad en línea deberán observarse los lineamientos que para tal efecto 
expidan de manera conjunta la Secretaría, la Contraloría y la Dirección General de Tecnologías de la 
Información. 

La firma electrónica producirá los mismos efectos legales que la firma autógrafa y garantizará la integridad 
del documento, teniendo el mismo valor probatorio. 

La utilización de la contraseña de acceso al Sistema de Justicia en Línea producirá los mismos efectos 
legales que la firma autógrafa. 

Artículo 185. En el Sistema de Justicia en Línea se integrará el expediente electrónico garantizando su 
seguridad, inalterabilidad, autenticidad, integridad y durabilidad, conforme a los lineamientos que expida la 
Contraloría y la Secretaría. 

Las pruebas documentales deberán remitirse físicamente a la autoridad substanciadora, con las cuales se 
formará un cuadernillo de anexos por separado. 

Las pruebas testimoniales se desahogarán personalmente ante la autoridad substanciadora u órgano 
auxiliar instructor o a través del método de videoconferencia cuando ello sea posible. 

Para el desahogo de los restantes medios de prueba, deberá privilegiarse el uso de los medios 
electrónicos. 

Artículo 186. La clave de acceso y las contraseñas, provisional y definitiva, las reconocerá el Sistema de 
Justicia en Línea, previo registro y autorización correspondientes. El registro de la clave de acceso y 
contraseña, implica el consentimiento expreso de que dicho Sistema registrará la fecha y hora en que se 
abran los archivos electrónicos, que contengan las constancias del expediente electrónico, para los efectos 
previstos en este Acuerdo. 

Artículo 187. Los titulares de la clave de acceso y las contraseñas, serán responsables de su uso, por lo 
que el acceso o recepción de las notificaciones, la consulta del expediente electrónico y el envío de 
información mediante la utilización de cualquiera de dichos instrumentos, le serán atribuibles y no admitirán 
prueba en contrario, salvo que se demuestren fallas en el Sistema de Justicia en Línea. 

Artículo 188. El Sistema de Justicia en Línea emitirá el acuse de recibo electrónico correspondiente de las 
promociones que se reciban por vía electrónica, señalando su tipo, así como la fecha y hora de recepción. 

Artículo 189. Cualquier actuación en el procedimiento de responsabilidad en línea se efectuará a través 
del Sistema de Justicia en Línea en términos de este Capítulo. Dichas actuaciones serán validadas con las 
firmas electrónicas o digitalizadas del titular de la Secretaría, de la Contraloría, de la Dirección de 
Substanciación o de cualquier otro servidor público que intervenga. 

Artículo 190. Los instrumentos en los que se haga constar la existencia de pruebas diversas a las 
documentales se integrarán al expediente electrónico. El servidor público deberá digitalizar las constancias 
relativas y procederá a la certificación de su cotejo con los originales físicos, así como a garantizar el 
resguardo de éstos. 
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Las pruebas diversas a las documentales deberán ofrecerse en el informe de contestación y presentarse 
en la misma fecha en la que se registre en el Sistema de Justicia en Línea su ofrecimiento, haciendo constar 
su recepción por vía electrónica. 

Artículo 191. Las notificaciones que se practiquen dentro del procedimiento de responsabilidad en línea 
se efectuarán conforme a lo siguiente: 

I. Todas las actuaciones y resoluciones que conforme a este Acuerdo deban notificarse en forma 
personal, mediante correo certificado con acuse de recibo, o por oficio, se deberán realizar a 
través del Sistema de Justicia en Línea, con excepción de aquellas que se refieran a la ejecución 
de sentencias; 

II. El notificador deberá elaborar la minuta electrónica en la que precise la actuación o resolución a 
notificar, así como los documentos que se adjunten a la misma; 

III. El notificador enviará a la dirección de correo electrónico de las partes a notificar, un aviso 
informando que se ha dictado una actuación o resolución en el expediente electrónico; 

IV. Se tendrá como legalmente practicada la notificación, cuando el Sistema de Justicia en Línea 
genere el acuse de recibo electrónico donde conste la fecha y hora en que las partes notificadas 
ingresaron al expediente electrónico, lo que deberá suceder dentro de los tres días hábiles 
siguientes a la fecha de envío del aviso a la dirección de correo electrónico proporcionado; y 

V. En caso de que el Sistema de Justicia en Línea no genere el acuse de recibo electrónico donde 
conste que la notificación fue realizada, la misma se efectuará mediante lista al tercer día hábil 
contado a partir de la fecha de envío del correo electrónico, fecha en que se tendrá por 
legalmente notificado. 

Artículo 192. Para los efectos del procedimiento administrativo en línea se considerarán las veinticuatro 
horas de los días hábiles en el Consejo. 

Las promociones se considerarán presentadas, salvo prueba en contrario, el día y hora que conste en el 
acuse de recibo electrónico que emita el Sistema de Justicia en Línea. Tratándose de un día inhábil se 
tendrán por presentadas el día hábil siguiente. 

Artículo 193. Cuando por caso fortuito, fuerza mayor o por fallas técnicas se interrumpa el funcionamiento 
del Sistema de Justicia en Línea, haciendo imposible el cumplimiento de los plazos establecidos en este 
Acuerdo, se deberá dar aviso a la Contraloría o a la Secretaría, según corresponda, en la misma promoción 
sujeta a término, quien pedirá un reporte al titular de la Dirección General de Tecnologías de la Información, 
responsable de la administración del Sistema de Justicia en Línea, sobre la existencia de la interrupción del 
servicio. 

El reporte que determine que existió interrupción en el Sistema de Justicia en Línea deberá señalar la 
causa, fecha y hora de inicio y término de la misma. Los plazos se suspenderán, únicamente, por el lapso de 
la interrupción del Sistema de Justicia en Línea. Para tal efecto, la Contraloría o la Secretaría, según 
corresponda, hará constar esta situación mediante acuerdo en el expediente electrónico y, considerando el 
tiempo de la interrupción, realizará el cómputo correspondiente, para determinar si hubo o no incumplimiento 
de los plazos establecidos en este Acuerdo. 

CAPÍTULO SEXTO 

SUPLETORIEDAD 

Artículo 194. Para el trámite y resolución de los procedimientos de responsabilidad administrativa es 
aplicable la Ley Orgánica; en lo no previsto por ésta, la Ley de Responsabilidades; el presente Acuerdo; y, 
supletoriamente, en lo no previsto por éstos, el Código Federal de Procedimientos Civiles. Ante el vacío 
normativo, se acudirá a los principios generales del derecho, en términos de lo dispuesto en el artículo 14, 
párrafo cuarto, de la Constitución. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

CRITERIOS EN MATERIA DE DISCIPLINA 

Artículo 195. El Pleno y la Comisión podrán establecer criterios en materia de disciplina derivados de las 
resoluciones que emitan en el ámbito de su competencia, cuando al fallar un asunto lo estimen procedente, 
cuando se trate de un tema novedoso o que por su importancia o trascendencia deba fijarse criterio, o también 
cuando a propuesta del Consejero ponente se actualice cualquiera de esas hipótesis. 

Artículo 196. Los criterios que emita el Pleno en los procedimientos de responsabilidad administrativa son 
obligatorios para la Comisión, así como para las autoridades investigadoras y substanciadoras. 

Los criterios de la Comisión son obligatorios para las autoridades investigadoras y substanciadoras. 
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Artículo 197. Para la aprobación del criterio se requiere mayoría calificada de cinco votos del Pleno y 
mayoría simple en Comisión. 

Artículo 198. El trámite para la aprobación de los criterios será el siguiente: 

I. La propuesta, en su caso, deberá acompañarse al proyecto de resolución de donde derive, para 
que sea examinada y autorizada, preferentemente en la misma sesión; sin perjuicio de que con 
motivo de las observaciones que ahí se formulen, pueda ser aprobada en las subsecuentes; y 

II. Aprobado el criterio, el archivo electrónico que contenga éste y la resolución de la que derive, 
deberá enviarse a la Secretaría Técnica de la Comisión que será la encargada de llevar el 
control, compilación y sistematización de los criterios, así como de verificar que se realice su 
publicación y difusión. 

Artículo 199. Para la modificación de un criterio se observarán las mismas reglas establecidas para su 
formación. 

Los criterios se interrumpirán por el Pleno o por la Comisión, según corresponda, cuando emitan una 
resolución en contrario, cuando a su juicio existan circunstancias que lo justifiquen, o cuando por virtud de una 
reforma a los ordenamientos jurídicos sea necesario modificarlos. 

Artículo 200. El Pleno podrá dejar sin efectos los criterios emitidos por la Comisión. 

Artículo 201. Los criterios se compondrán de rubro, texto y datos de identificación, en los que deberán 
incluirse las fechas de aprobación de la resolución de la que deriven y la de aprobación del criterio. 

TÍTULO CUARTO 

REVISIÓN DE LA SITUACIÓN PATRIMONIAL 

CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 202. Corresponde al Consejo, en el ámbito de sus facultades disciplinarias, la revisión de la 
situación patrimonial de los magistrados de Circuito, jueces de Distrito, y de los servidores públicos adscritos a 
los órganos jurisdiccionales y a las áreas administrativas, así como verificar los registros bancarios, 
inmobiliarios, vehiculares o de otra índole, operaciones crediticias y situación financiera de dichos servidores y 
de particulares cuando se les atribuya alguna falta administrativa que los vincule a las funciones propias del 
Poder Judicial de la Federación. 

Artículo 203. Para el ejercicio de la atribución prevista en el artículo anterior, el Pleno, el Presidente, o la 
Comisión de Vigilancia solicitarán a las autoridades competentes, dependencias y entidades públicas, así 
como a las instituciones bancarias y entidades financieras, cuando lo considere necesario, los datos 
relacionados con registros y operaciones e información bancaria que se requiera. 

La información y documentación podrá solicitarse a las instituciones financieras por conducto de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, previo cumplimiento de los requisitos legales exigidos. 

Dicha atribución podrá ser igualmente ejercida por el titular de la Contraloría en términos de las 
disposiciones aplicables, con independencia del ejercicio de sus atribuciones en materia de registro 
patrimonial. 

A fin de que pueda ser proporcionada la información requerida, deberá especificarse en la solicitud 
correspondiente la denominación de la dependencia o entidad a la que va dirigida; el nombre de la institución 
bancaria o financiera que corresponda; el nombre del servidor público o particular involucrado, su número de 
cuenta o cuentas; en su caso, otros datos y elementos que permitan su identificación plena; asimismo, debe 
precisarse la información, registros y datos que se solicitan. 

Artículo 204. El Consejo, en el ámbito de su competencia, dará puntual seguimiento al desarrollo y 
evolución de la situación patrimonial y financiera de los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación; para tal fin, el Pleno o, en su caso, el titular de la Contraloría, autorizarán las acciones y medidas 
necesarias para el ejercicio de dicha atribución. 

La ejecución de las acciones y medidas corresponde a la Contraloría, cuyo titular podrá autorizar otras 
distintas, lo cual deberá hacer del conocimiento del Pleno. 

Artículo 205. El Pleno o el titular de la Contraloría, en su caso, verificarán los ingresos de los servidores 
públicos y los límites de las percepciones ordinarias que les correspondan, conforme al cargo que 
desempeñen, así como el cumplimiento de las disposiciones relativas al registro y declaración patrimonial, 
como parte de las acciones implementadas para la verificación de la situación financiera y patrimonial de los 
servidores públicos. 
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Asimismo, revisarán que la información reportada corresponda con el ejercicio de las remuneraciones 
percibidas y con lo manifestado en sus declaraciones patrimoniales y en las declaraciones del Impuesto sobre 
la Renta. 

El Consejo procederá en los términos de las disposiciones aplicables, para imponer o promover la 
aplicación de las sanciones procedentes, cuando los servidores públicos no hayan entregado la información o 
no presenten sus declaraciones, en los términos que corresponda. 

Artículo 206. El Consejo, en el ejercicio de la atribución que le compete para verificar la situación 
financiera, se sujetará a las disposiciones en materia de información, rendición de cuentas, transparencia y 
evaluación, establecidas en las disposiciones aplicables. 

Artículo 207. La información de la situación bancaria de los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación y de los particulares cuando se les pueda atribuir alguna falta administrativa que los vincule a las 
funciones propias del Poder Judicial de la Federación, se solicitará cuando así se requiera, a juicio del Pleno, 
del Presidente, o de la Comisión de Vigilancia; así como del titular de la Contraloría, en su caso, quien deberá 
informarlo previamente al Pleno. 

En el supuesto que los datos e información bancaria proporcionados no fueran suficientes, podrá 
solicitarse mayor información y datos; de estimarlo necesario el Presidente o la Comisión de Vigilancia 
decretarán, según corresponda, el inicio del procedimiento de investigación, con objeto de recabar la 
información que se requiera. 

Artículo 208. En los nombramientos que se expidan se establecerá expresamente que el servidor público 
al aceptar el cargo conoce y acepta que se lleve a cabo la revisión de su situación bancaria, cuando así se 
requiera. 

Artículo 209. Cuando en ejercicio de la atribución relativa a verificar la situación patrimonial y financiera 
del Presidente y de los Consejeros, se solicite información sobre sus registros y situación bancaria por 
estimarse necesaria, bastará que el titular de la Contraloría dé aviso al Pleno, sin que se requiera someter ese 
punto a votación. 

Artículo 210. La documentación, información y datos que proporcionen las dependencias, entidades e 
instituciones financieras, a solicitud del Pleno, del Presidente, o del titular de la Contraloría, sólo podrán ser 
utilizados para los fines que corresponden al ejercicio de su facultad para verificar la situación financiera de 
los servidores públicos y de los particulares cuando se les atribuya alguna falta administrativa que los vincule 
a las funciones propias del Poder Judicial de la Federación, observando las disposiciones aplicables en 
materia de transparencia y protección de datos personales. 

Artículo 211. El titular de la Contraloría revisará la documentación e información proporcionada e 
informará directamente al Pleno o al Presidente, según corresponda, a fin de que determine lo conducente. 

Artículo 212. La información y datos que se recaben, quedarán en resguardo del titular de la Contraloría o 
del área que el Pleno o el Presidente designe, bajo su más estricta responsabilidad. 

Los servidores públicos del Consejo están obligados a guardar confidencialidad sobre la información y 
datos que conozcan con motivo del ejercicio de sus atribuciones para llevar a cabo la revisión de la situación 
financiera y patrimonial de los magistrados de Circuito, jueces de Distrito y servidores públicos adscritos a los 
órganos jurisdiccionales y a las áreas administrativas, así como de particulares cuando se les atribuya alguna 
falta administrativa que los vincule a las funciones propias del Poder Judicial de la Federación. 

Remitida al Consejo la información bancaria y datos financieros, los servidores públicos del Consejo son 
responsables, en los términos de las disposiciones aplicables, por violación del secreto bancario. 

Artículo 213. Para salvaguardar el carácter confidencial de la documentación e información proporcionada 
al Consejo, deberán fortalecerse o, en su caso, establecerse mecanismos para la protección de los datos 
personales y de la información confidencial o reservada, y adoptarse las medidas necesarias para su 
aplicación. 

El servidor público que indebidamente quebrante la reserva o confidencialidad de la información o 
documentos con ella relacionados quedará sujeto a las responsabilidades correspondientes. 

Artículo 214. Los procedimientos y acciones que se lleven a cabo para la revisión de los recursos 
financieros y situación bancaria se aplicarán sin menoscabo de los derechos de los servidores públicos o de 
particulares de que se trate, cumpliendo con las normas que rigen en materia de transparencia y protección de 
datos personales. 

Artículo 215. El Pleno, a través del titular de la Contraloría, establecerá acciones de coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública y con las dependencias o entidades públicas que correspondan, a fin de 
obtener la información y datos financieros relacionados con los registros y situación bancaria de los servidores 
públicos, cuando así se requiera. 
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En materia de revisión de la situación financiera, el Pleno llevará a cabo las acciones necesarias para 
hacer efectivo el ejercicio de esta atribución. 

Artículo 216. Los servidores públicos que en ejercicio de sus funciones tengan conocimiento cierto de 
alguna situación que pudiera resultar inusual o irregular, relacionada con las operaciones bancarias o ingresos 
económicos y situación financiera de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, deberá 
informarlo al Pleno o al titular de la Contraloría, para que procedan en el ámbito de su competencia. 

Artículo 217. Cuando de los datos, documentación e información bancaria proporcionados en relación con 
algún servidor público, el Pleno, el Presidente, la Comisión de Vigilancia, o el titular de la Contraloría, 
adviertan la existencia de una probable causa de responsabilidad, instruirán al área administrativa que 
corresponda, para que proceda en el ámbito de su competencia. En su caso, el Pleno, el Presidente o la 
Comisión de Vigilancia, ordenarán a la Dirección General de Asuntos Jurídicos presentar la denuncia al 
Ministerio Público de la Federación, y a que informe a la autoridad fiscal, a la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, o a la Secretaría de la Función Pública, según corresponda. 

La decisión y resultados derivados de las acciones que se lleven a cabo en el ámbito penal o en materia 
de responsabilidad administrativa se informarán al Pleno, así como al titular de la Contraloría. En su caso, se 
harán los registros y anotaciones respectivos. 

Artículo 218. El titular de la Contraloría informará al Pleno sobre los resultados derivados de la revisión de 
la situación financiera de los servidores públicos, a fin de que, de estimarlo necesario, adopte las medidas 
conducentes e instruya al área o áreas administrativas competentes, para que, de ser el caso, procedan 
conforme a derecho corresponda. 

TÍTULO QUINTO 

DEL FUNCIONAMIENTO DE LA VISITADURÍA JUDICIAL 

CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 219. La Visitaduría Judicial es el órgano auxiliar del Consejo competente para inspeccionar e 
investigar el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, a fin de lograr un ejercicio responsable, 
profesional e independiente en la función jurisdiccional, así como evitar actos que la demeriten. 

Artículo 220. La Visitaduría Judicial realizará, en su ámbito de competencia, las acciones de inspección 
de la función judicial mediante visitas de inspección y demás mecanismos que determinen el Pleno o las 
Comisiones. 

Artículo 221. El Visitador General tendrá un registro en el que se acopien y guarden los resultados de la 
inspección y supervisión que se obtengan. 

El registro será de fácil y rápida consulta y deberá proporcionar información objetiva y útil a las áreas 
administrativas competentes, para los casos de designaciones, adscripciones, capacitación, promociones, 
reconocimientos, ratificaciones, disciplina, estímulos, premiaciones, remociones, inspecciones, creación de 
nuevos órganos y otros relativos a los servidores públicos, órganos jurisdiccionales y Centros de Justicia 
Penal Federal. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LAS VISITAS DE INSPECCIÓN 

SECCIÓN PRIMERA 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 222. Las visitas de inspección serán ordinarias y extraordinarias. 

Artículo 223. Los visitadores, secretarios técnicos y los servidores públicos de los órganos jurisdiccionales 
y de los Centros de Justicia Penal Federal se tratarán con respeto mutuo. 

Artículo 224. En las visitas de inspección, el visitador y los secretarios técnicos, en su caso, se 
identificarán con credencial del Poder Judicial de la Federación. 

Artículo 225. Para el desarrollo de las visitas, el titular del órgano jurisdiccional visitado asignará un 
espacio físico adecuado al visitador y a sus colaboradores, procurando se continúe el funcionamiento normal 
del órgano, con excepción de los Centros de Justicia Penal Federal, caso en el cual la asignación 
corresponderá al Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal. 
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Artículo 226. Los servidores públicos de los órganos jurisdiccionales y Centros de Justicia Penal Federal 
visitados, durante el desarrollo de las visitas, brindarán al visitador y a sus asistentes el apoyo necesario que 
soliciten para el cumplimiento de su función. 

Artículo 227. En las visitas de inspección los visitadores y sus asistentes deberán abstenerse: 

I. De exigir a los titulares de los órganos jurisdiccionales o administradores de los Centros de 
Justicia Penal Federal o a los servidores públicos adscritos a éstos, cualquier tipo de acto que no 
sea propio del servicio público; 

II. De intervenir en las funciones jurisdiccionales de los integrantes del órgano jurisdiccional; 

III. De emitir o asentar exhortaciones, requerimientos o felicitaciones; y 

IV. De revisar los expedientes del Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas 
de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones, o de realizar cualquier consulta 
electrónica de las actuaciones judiciales. 

Las solicitudes y procedimientos a que se refieren los artículos 34 y 37 de la Ley de Seguridad Nacional no 
serán materia de revisión. 

Artículo 228. La materia de las visitas ordinarias se limitará a los aspectos previstos en la Ley Orgánica, 
en este Acuerdo y demás que determinen el Pleno o la Comisión de Vigilancia. 

La materia de las visitas extraordinarias se limitará a los aspectos previstos en la Ley Orgánica, en este 
Acuerdo y demás que determinen el Presidente y, en su caso, el Pleno. 

En caso de que, durante el desarrollo de una visita ordinaria, se presentare alguna queja por escrito, el 
Visitador Judicial "B" asentará en el acta dicha circunstancia y remitirá el escrito junto con la misma al 
Visitador General, para que la haga llegar al titular de la Secretaría. Los Visitadores Judiciales "A" estarán 
facultados para recibir quejas administrativas formuladas por escrito o verbalmente. En este último caso, 
levantarán un acta ante dos testigos de asistencia. 

Artículo 229. El Visitador General y los visitadores están impedidos para practicar visitas de inspección o 
revisar resoluciones o proyectos, en los términos de la fracción II del artículo 128 del Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo, cuando se encuentren en cualquiera de los supuestos previstos en las fracciones I, II, IX, XIII, XIV y 
XV del artículo 146, en relación con el 148 de la Ley Orgánica o en las leyes aplicables. 

Artículo 230. El Visitador General y los visitadores no son recusables, pero de existir algún impedimento 
deberán manifestarlo al servidor público o a la unidad administrativa que competa su calificación, por escrito 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a su conocimiento, salvo que se trate de visitas extraordinarias, en 
cuyo caso deberán informarlo de inmediato. 

Artículo 231. La calificación del impedimento manifestado por el Visitador General o los visitadores 
judiciales "A" compete al Pleno. Los impedimentos manifestados por los visitadores judiciales "B" serán 
calificados por el Visitador General. 

En todo caso, la calificación será de plano, admitiendo o desechando el impedimento, dentro del plazo de 
tres días, si se trata de visita ordinaria; o de inmediato, si corresponde a visita extraordinaria. 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LAS VISITAS ORDINARIAS 

Artículo 232. Las visitas ordinarias de inspección tienen por objeto recabar, en forma metódica, 
información respecto del funcionamiento de los órganos jurisdiccionales y de los Centros de Justicia Penal 
Federal, así como del desempeño y conducta de sus miembros. Sus efectos serán esencialmente de control, 
preventivos y correctivos. 

Las visitas de inspección que se realicen al Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de 
Técnicas de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones, se limitarán a los aspectos meramente 
administrativos entre otros, a los datos estadísticos que comprenderán lo relativo al tipo de asunto, la 
temporalidad de las actuaciones judiciales, movimientos de existencia anterior, ingreso, egreso y la existencia 
actual, conforme a los listados proporcionados por el órgano jurisdiccional visitado y la revisión del libro de 
gobierno. 
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Artículo 233. Las visitas ordinarias de inspección se llevarán a cabo cuando menos una vez por año por 
los Visitadores Judiciales "B" en la sede del órgano jurisdiccional o del Centro de Justicia Penal Federal. 

La visita ordinaria constará de dos etapas: 

I. Informe circunstanciado que deberá rendir el titular del órgano jurisdiccional, el presidente en 
caso de los tribunales Colegiados de Circuito o Plenos de Circuito, el Juez de Despacho del 
Centro de Justicia Penal Federal, o el encargado del despacho sobre aspectos relativos al 
funcionamiento del órgano jurisdiccional; y 

II. Visita física en la sede del órgano jurisdiccional o del Centro de Justicia Penal Federal. 

Lo anterior, con excepción de los órganos jurisdiccionales de nueva creación, los cuales serán 
inspeccionados, en la primera ocasión, mediante visita física en la sede respectiva. 

Los órganos jurisdiccionales que concluyan funciones antes de la fecha programada para su inspección 
ordinaria deberán rendir un informe de conclusión, que abarque el periodo no inspeccionado. Dicho informe 
contendrá aspectos similares a los del informe circunstanciado y deberá rendirse el último día en que el 
órgano jurisdiccional concluya funciones, con las formalidades señaladas en el artículo 236 de este Acuerdo. 

Artículo 234. La Comisión de Vigilancia acordará la aprobación de los formatos para la práctica de las 
visitas físicas, así como para la rendición del informe circunstanciado. Las visitas ordinarias se efectuarán 
conforme a dichos formatos. Los Visitadores Judiciales "B" se ceñirán estrictamente a su contenido. El 
Visitador General podrá proponer a la Comisión de Vigilancia razonadamente, la modificación de los formatos 
antes señalados. 

Artículo 235. El Visitador General, de conformidad con el programa que elabore para la práctica de visitas 
físicas de inspección, fijará el periodo respecto del cual se deberán rendir los informes circunstanciados, 
procurando que éste no sea menor de cinco meses ni mayor de seis, contado a partir de la fecha en que inició 
la última visita física de inspección practicada al órgano jurisdiccional. 

Artículo 236. Para la rendición del informe circunstanciado se observará lo siguiente: 

I. El Visitador General solicitará mediante oficio al titular del órgano jurisdiccional, al presidente en 
caso de tribunal Colegiado de Circuito o Pleno de Circuito, al Juez de Despacho del Centro de 
Justicia Penal Federal, o al encargado del despacho, la rendición del informe circunstanciado, en 
el que señalará con precisión el periodo que comprende la inspección, el plazo y horario para 
presentar el informe; 

II. El titular del órgano jurisdiccional, el presidente en caso de tribunal Colegiado de Circuito o 
Pleno de Circuito, el Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, o el encargado del 
despacho, según corresponda, deberán rendir el informe circunstanciado dentro de los quince 
días naturales siguientes a la conclusión del periodo a inspeccionar. Si el último día fuere inhábil, 
dicho plazo se correrá al primer día hábil siguiente. 

 El Visitador General podrá modificar el plazo previsto en el párrafo anterior cuando exista causa 
justificada para ello; 

III. El informe circunstanciado deberá rendirse conforme a los formatos acordados por la Comisión 
de Vigilancia. Dicho informe y las relaciones que lo integran deberán remitirse electrónicamente 
a través del Sistema Integral para la práctica y procesamiento de visitas, con la Firma 
Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL) del titular del órgano 
jurisdiccional, el presidente en caso de tribunal Colegiado de Circuito o Pleno de Circuito, el Juez 
de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, o el encargado del despacho, según 
corresponda, y por un secretario o asistente de constancia y registro que certifique y dé fe; y 

IV. Del informe y de las constancias que lo integran se imprimirá un tanto con sus respectivas 
relaciones, el que permanecerá en el órgano jurisdiccional para su posible consulta, y otro sin 
relaciones que se remitirá, ya sea por mensajería o bien se entregará de manera personal, a la 
Visitaduría Judicial para los efectos legales conducentes. Los documentos impresos serán 
firmados por el titular del órgano jurisdiccional, el presidente en caso de tribunal Colegiado de 
Circuito o Pleno de Circuito, el Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, o el 
encargado del despacho, según corresponda, y por un secretario o asistente de constancia y 
registro que certifique y dé fe. 
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Artículo 237. Las visitas físicas de inspección durarán, hasta: 

I. Dos días para Plenos de Circuito; 

II. Dos días para tribunales de Circuito, con excepción de: 

a) Aquellos que integren centros auxiliares, que no tengan facultades para el trámite de los 
asuntos hasta ponerlos en estado de resolución y que coadyuven a otros órganos en el 
dictado de sentencias, caso en el cual la duración será de un día; y 

b) Los adscritos a los Centros de Justicia Penal Federal, supuesto en que se estará a lo 
dispuesto en la fracción IV de este artículo; 

III. Para juzgados de Distrito tres días, con excepción de: 

a) Aquellos que integren centros auxiliares, que no tengan facultades para el trámite de los 
asuntos hasta ponerlos en estado de resolución y que coadyuven a otros órganos en el 
dictado de sentencias, caso en el cual la duración será de un día; 

b) El Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, 
Arraigo e Intervención de Comunicaciones, cuya duración será de un día; el cual deberá ser 
laborable para el personal del órgano jurisdiccional, procurando su realización en horas 
hábiles; y 

c) Los adscritos a los Centros de Justicia Penal Federal, supuesto en que se estará a lo 
dispuesto en la fracción IV de este artículo; 

IV. En los Centros de Justica Penal Federal, dos días para la Administración del Centro, y un día 
más para cada uno de los órganos jurisdiccionales que lo integren; y 

V. Dos días para las unidades de notificadores comunes. 

El Visitador General podrá autorizar la modificación de los plazos y horario señalados, siempre que exista 
causa justificada. 

Artículo 238. Las visitas físicas se efectuarán en días y horas hábiles, a menos que sea imprescindible 
practicarlas aun en días y horas inhábiles. En este último supuesto se requerirá de la autorización del 
Visitador General y se harán constar en el acta las causas excepcionales que ameriten la medida. 

Para los efectos del párrafo anterior, se entenderán como días hábiles todos los del año, con excepción de 
aquellos que establece el artículo 5 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Como horas hábiles se entenderán las 
comprendidas entre las 9:00 a 15:00 y de 16:00 a 18:00 horas. 

El titular del órgano jurisdiccional, a propuesta del Visitador Judicial "B", designará a los servidores 
públicos necesarios para el auxilio en la práctica de la inspección, quienes permanecerán en dicho órgano, y 
en el caso de los Centros de Justicia Penal Federal, la designación le corresponderá al Administrador. 

Artículo 239. El Visitador General elaborará un programa y calendario de las visitas físicas en el que 
proveerá lo necesario para que se lleven a cabo en el transcurso del año. El programa se presentará al titular 
de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, a efecto de que realice el sorteo que señala el artículo 100 de la Ley 
Orgánica. 

Una vez notificadas a la Comisión de Vigilancia, las fechas en que se realizarán las visitas físicas de 
inspección no se variarán, a no ser que exista causa justificada para ello, a juicio del Visitador General, quien 
en todo caso aprobará el cambio y lo informará a la Comisión de Vigilancia. 

Artículo 240. Para efectos del artículo 100 de la Ley Orgánica, el titular de la Secretaría Ejecutiva de 
Vigilancia sorteará entre los Visitadores Judiciales "B" la práctica de las visitas físicas de inspección a los 
órganos jurisdiccionales y Centros de Justicia Penal Federal, de conformidad con el programa elaborado por 
el Visitador General. Al efectuar el sorteo, el titular de dicha Secretaría tendrá en cuenta que ningún Visitador 
podrá visitar el mismo órgano jurisdiccional o Centro de Justicia Penal Federal el año siguiente. 

Artículo 241. Una vez que se conozca el resultado del sorteo a que se refiere el artículo anterior, el 
Visitador General lo hará saber a los Visitadores Judiciales "B", mediante oficio, para que éstos, previo el 
aviso a que se refiere el párrafo tercero del artículo 100 de la Ley Orgánica, procedan a practicar las visitas 
que les correspondieron, conforme al programa y calendario elaborados por el Visitador General. 

Artículo 242. La asignación de los órganos jurisdiccionales o Centros de Justicia Penal Federal a los 
Visitadores Judiciales "B" no será susceptible de cambio entre éstos, pero si alguno tuviere impedimento legal 
para realizar una visita de inspección lo deberá manifestar de conformidad con lo previsto en el artículo 230 de 
este Acuerdo. Si el impedimento es calificado de legal, el Visitador General designará al Visitador Judicial "B" 
que deba practicar la visita. 
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Artículo 243. Para la práctica de las visitas físicas, el Visitador General informará con la debida 
oportunidad al titular del órgano jurisdiccional o a su presidente, tratándose de tribunales Colegiados, y, en su 
caso, al Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, la fecha en que se iniciará, para que se 
proceda a fijar el aviso correspondiente. 

Artículo 244. El aviso a que se refiere el artículo anterior, con excepción de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente, se publicará en los lugares más visibles del órgano jurisdiccional y, en su caso, del Centro de 
Justicia Penal Federal, así como en los estrados de dicho órgano, con una anticipación de cuando menos 
quince días naturales. En él se hará saber al público en general la fecha en que iniciará la inspección, su 
duración, el nombre del Visitador Judicial "B" que la practicará, y que, durante el desarrollo de ésta, dicho 
visitador recibirá las quejas que se presenten por escrito contra los servidores públicos del órgano visitado. 

En el Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e 
Intervención de Comunicaciones, los Jueces de Control deberán con la misma anticipación prevista en el 
párrafo anterior, publicar el aviso indicando la fecha y duración de la visita, el nombre del Visitador Judicial "B" 
que la practicará, así como su respectiva dirección de correo electrónico, a través del cual se podrán hacer 
llegar las quejas. Dicho aviso se publicará en la Ventana Electrónica de Trámite y el Portal de Servicios en 
Línea del Poder Judicial de la Federación, una vez que accedan con la clave correspondiente y una firma 
electrónica reconocida, ese aviso será elaborado por el juzgador y publicado por conducto de la Dirección 
General de Tecnologías de la Información, para que las autoridades, en su caso, presenten quejas respecto al 
funcionamiento del juzgado o la conducta de los servidores públicos de dicho órgano. Además, las quejas se 
podrán presentar a través del módulo virtual respectivo. 

El aviso también se fijará en el edificio donde se localizan los juzgados a que se refiere el párrafo anterior, 
para el conocimiento de los interesados en presentar quejas por escrito. 

Artículo 245. El Visitador General podrá adelantar o postergar el inicio de una visita, cuando a su juicio, 
exista causa fundada para ello. La ausencia accidental o temporal del titular del órgano jurisdiccional, del 
presidente del tribunal Colegiado de Circuito o Pleno de Circuito y, en su caso, del Juez de Despacho del 
Centro de Justicia Penal Federal visitados, no será causa de diferimiento de la visita. 

Artículo 246. Las visitas ordinarias de inspección serán atendidas por el titular del órgano jurisdiccional, 
incluyendo los adscritos a los Centros de Justicia Penal Federal; su presidente tratándose de tribunal 
Colegiado o Pleno de Circuito, o por quien, en su caso, se encuentre encargado del despacho, así como por 
el Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, respecto de la administración del mismo, sin 
perjuicio del auxilio que preste a los juzgadores de éste. 

Artículo 247. El Visitador Judicial "B" se constituirá en el órgano jurisdiccional y, en su caso, en el Centro 
de Justicia Penal Federal que sea visitado a primera hora hábil del día fijado para el inicio de la inspección. Se 
identificará ante el servidor público a que refiere el artículo anterior con credencial oficial del Poder Judicial de 
la Federación. 

Artículo 248. El Visitador Judicial "B" verificará si el aviso que anuncia la visita se colocó en los lugares 
más visibles del órgano jurisdiccional y, en su caso, del Centro de Justicia Penal Federal, así como en los 
estrados del citado órgano, con excepción de lo dispuesto en el párrafo siguiente. 

En el Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e 
Intervención de Comunicaciones, el Visitador Judicial "B" verificará que el aviso de inicio de la visita ordinaria 
haya sido publicado en los sistemas electrónicos correspondientes, así como en la entrada del edificio del 
órgano visitado. 

Artículo 249. La falta de fijación del aviso de inicio de la visita ordinaria no será obstáculo para que la 
visita inicie. De ser el caso, el Visitador Judicial "B" dispondrá que sea fijado, pudiendo incluso, de ser 
necesario, firmar y publicar por sí mismo el aviso que lo supla, con excepción de lo dispuesto en el párrafo 
siguiente. 

En el Centro Nacional de Justicia Especializado en Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e 
Intervención de Comunicaciones, cuando no se hubiera publicado el aviso electrónico, el Visitador Judicial "B" 
dispondrá que se realice dicha publicación. 

Artículo 250. El Visitador Judicial "B" solicitará al titular del órgano jurisdiccional visitado, con excepción 
de aquellos que estén adscritos a un Centro de Justicia Penal Federal, designe un secretario que dará fe de 
las actuaciones que se practiquen durante la visita y que proporcionará los elementos y datos que le soliciten. 
Si el titular del órgano jurisdiccional no designa a ningún secretario, la visita se realizará con el que indique el 
propio Visitador Judicial "B", el cual deberá estar adscrito al órgano jurisdiccional inspeccionado. 
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En los Centros de Justicia Penal Federal, el Administrador, por lo que corresponde a la Administración del 
Centro, y los titulares de los órganos jurisdiccionales, por lo que toca a su actividad jurisdiccional, designarán 
dos testigos de asistencia de los adscritos al Centro de Justicia Penal Federal para los fines señalados en el 
párrafo anterior. Si no llevan a cabo dicha designación, la visita se realizará con quienes indique el propio 
Visitador Judicial "B", de entre los servidores públicos del Centro. 

Artículo 251. El Visitador Judicial "B" pedirá la lista del personal del órgano jurisdiccional y, en su caso, de 
la Administración del Centro de Justicia Penal Federal, para comprobar su asistencia. 

Artículo 252. Las visitas físicas se sujetarán a lo siguiente: 

I. El periodo sujeto a revisión iniciará al día natural siguiente de aquel en que se haya cerrado el 
lapso que abarcó la inspección inmediata anterior; 

II. En los órganos jurisdiccionales de nueva creación y en los Centros de Justicia Penal Federal, el 
inicio del primer periodo de inspección será el de la fecha en que comenzó a funcionar; 

III. El periodo a inspeccionar cerrará datos el último día del mes previo al del inicio de la inspección; 
y 

IV. Las visitas iniciarán a partir del cuarto día hábil o laborable de cada mes. En los primeros tres 
días hábiles o laborables es admisible la conclusión de las iniciadas a finales del mes 
precedente. 

La constancia de la revisión de los libros de control se hará en la forma que determine la Comisión de 
Vigilancia. 

Artículo 253. Los Visitadores Judiciales "B", al concluir la revisión de los expedientes solicitados, 
estamparán en la última actuación el sello y la firma correspondiente, con excepción de los Centros de Justicia 
Penal Federal, caso en el cual la constancia de la revisión se hará en la forma que determine la Comisión de 
Vigilancia. 

Artículo 254. Al finalizar la inspección y antes del cierre del acta, el Visitador Judicial "B" entregará un 
tanto de ésta al titular o titulares del órgano jurisdiccional inspeccionado; al encargado del despacho del 
mismo; o al Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal, según corresponda, para que se 
impongan de su contenido, con el objeto de que manifiesten lo que a su derecho convenga en un plazo 
máximo de tres horas. 

Artículo 255. De toda visita física se levantará acta circunstanciada, de acuerdo al formato aprobado por 
la Comisión de Vigilancia, la cual firmarán electrónicamente el Visitador Judicial "B", el titular o titulares del 
órgano jurisdiccional inspeccionado; el encargado del despacho; y el Juez de Despacho del Centro de Justicia 
Penal Federal según corresponda, así como el secretario designado para atender la visita o los testigos de 
asistencia en el caso de los Centros de Justicia Penal Federal. 

El acta se levantará electrónicamente, imprimiéndose un tanto que se quedará en el órgano jurisdiccional 
y, en su caso, en la Administración del Centro de Justicia Penal Federal. 

El acta se remitirá electrónicamente con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación 
(FIREL) a la Visitaduría Judicial y a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, para los efectos conducentes. 

Artículo 256. La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia dentro de los tres días hábiles siguientes a la recepción 
del acta de la visita o del informe circunstanciado emitirá el acuerdo de admisión y dentro de los treinta días 
hábiles siguientes elaborará el dictamen del acta de la visita o del informe circunstanciado, según 
corresponda, para someterlo a la consideración de la Comisión de Vigilancia. 

En los casos en que por causa justificada se requiera mayor tiempo para emitir el dictamen, la Secretaría 
Ejecutiva de Vigilancia podrá ampliar el plazo de treinta días hábiles previsto en el párrafo anterior. 

El dictamen se notificará electrónicamente al órgano jurisdiccional, en su caso, a la Administración del 
Centro de Justicia Penal Federal, y a las demás áreas administrativas correspondientes. 

Lo previsto en este artículo será aplicable para la elaboración del dictamen del informe de conclusión a 
que se refiere el artículo 233 de este Acuerdo. 

Artículo 257. La Comisión de Vigilancia en sus dictámenes de inspección, podrá emitir indicaciones 
preventivas o recomendaciones correctivas a los servidores públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales. 

Las indicaciones preventivas tendrán por objeto señalar propuestas para el correcto funcionamiento de los 
órganos jurisdiccionales, con la finalidad de promover su mejora continua. Estas indicaciones no tienen 
naturaleza de sanciones administrativas y tampoco constituyen condición obligatoria ni prerrequisito para la 
imposición de éstas. 
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Las recomendaciones correctivas se emitirán para erradicar actuaciones o prácticas deficientes en los 
órganos jurisdiccionales, las cuales de conformidad con las disposiciones aplicables podrán considerarse para 
efectos de adscripción y readscripción, o podrán derivar en la imposición de sanciones administrativas previo 
desahogo del procedimiento de responsabilidad respectivo. 

En los casos en que de las visitas se adviertan deficiencias formales que no trasciendan a la inspección 
correspondiente, solo se solicitará al órgano jurisdiccional inspeccionado que informe sobre su corrección. 

SECCIÓN TERCERA 

DE LAS VISITAS EXTRAORDINARIAS 

Artículo 258. Las visitas extraordinarias tienen por objeto recabar información y medios de prueba en las 
investigaciones que ordene el Presidente o la Comisión de Vigilancia. 

El Pleno, el Presidente o la Comisión de Vigilancia podrán ordenar la práctica de visitas extraordinarias 
cuando a su juicio existan elementos que hagan presumir irregularidades cometidas por un magistrado de 
Circuito, juez de Distrito o Juez de Despacho del Centro de Justicia Penal Federal. 

La Comisión de Carrera Judicial cuando existan elementos que hagan presumible algún comportamiento 
indebido o mal desempeño de un juzgador durante los primeros seis años de su encargo podrá solicitar la 
práctica de visitas extraordinarias. En este último supuesto, el Consejero ponente a quien se le haya turnado 
el expediente de ratificación, presentará un dictamen a la Comisión de Carrera Judicial, exponiendo las 
razones por las que, a su juicio, se está en el caso de excepción que amerita la práctica de una visita 
extraordinaria. 

El Visitador General, derivado del ejercicio de sus atribuciones para inspeccionar e investigar el 
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, podrá solicitar la práctica de visitas extraordinarias. 

Artículo 259. Los servidores públicos que intervengan en la práctica de las visitas extraordinarias deberán 
guardar la reserva y confidencialidad de la información materia de éstas. Cuando indebidamente quebranten 
esta obligación serán sujetos a procedimiento de responsabilidad administrativa o penal, o de ambos, según 
corresponda. 

Los servidores públicos que practiquen las visitas extraordinarias deberán adoptar las medidas necesarias 
para preservar la materia de la inspección o evitar que se pierdan, oculten, destruyan o alteren los elementos 
relacionados con ésta. 

Artículo 260. La Unidad General en ejercicio de la facultad a que se refiere el artículo 114 Ter, fracción I 
del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo, remitirá al Visitador General, mediante oficio, la orden para la práctica de 
la visita extraordinaria, adjuntando las constancias respectivas. 

Artículo 261. El oficio a que se refiere el artículo anterior contendrá, como mínimo, lo siguiente: 

I. Lugar en el que se practicará la visita; 

II. Sujeto investigado; 

III. Hechos materia de la investigación; 

IV. Facultades para el visitador; y 

V. En su caso, comisiones especiales, el nombre del visitador y medidas precautorias. 

Artículo 262. Las visitas extraordinarias serán practicadas por los Visitadores Judiciales "A", o por el 
Visitador General. De no hacerse especial designación, el Visitador General nombrará al servidor público que 
se encargará de practicarla conforme al turno establecido para ello. 

Artículo 263. El Visitador General, dentro del término de veinticuatro horas, contadas a partir de que 
reciba la comunicación a que se refiere el artículo 260 de este Acuerdo, informará por oficio al Visitador que 
corresponda su designación para la práctica de la visita extraordinaria, al que acompañará las constancias 
respectivas. 

Artículo 264. Las visitas extraordinarias comprenderán únicamente los aspectos encomendados a 
investigar por el Presidente, el Pleno o la Comisión de Vigilancia. En caso de que durante la práctica de las 
visitas aconteciere un hecho o acto presumiblemente constitutivo de responsabilidad no relacionado con la 
materia de la inspección, el visitador podrá practicar las diligencias que estime necesarias para su 
constatación o corroboración. 
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Artículo 265. El plazo para la práctica de las visitas extraordinarias será hasta de treinta días hábiles. 

El Visitador General podrá autorizar una prórroga, por única ocasión, hasta por un término igual al 
señalado en el párrafo anterior, previo aviso del Visitador Judicial “A”, mediante oficio o por correo electrónico, 
en el que justifique la petición. 

En el supuesto de que el Visitador Judicial “A” que practica la inspección requiera un término mayor a los 
señalados en los párrafos anteriores, deberá comunicarlo al Visitador General y, éste a su vez, solicitará la 
autorización del Presidente, del Pleno, o de la Comisión de Vigilancia, según corresponda. 

En la comunicación se precisará el nuevo periodo que se solicita y se expresarán las razones para ello. 

Artículo 266. Las visitas extraordinarias solo podrán suspenderse por el Visitador por causa de fuerza 
mayor, y en aquellos casos en que los órganos jurisdiccionales suspendan labores. 

Artículo 267. El Visitador podrá ser sustituido cuando en la práctica de una visita extraordinaria 
sobrevenga una causa grave o justificada. La sustitución del Visitador Judicial “A” será autorizada por el 
Visitador General; y la de éste, será autorizada por el Pleno. 

Artículo 268. Las visitas extraordinarias se desarrollarán en días hábiles, dentro del horario comprendido 
de las 9:00 a 15:00 y de 16:00 a 18:00 horas. Excepcionalmente, el Visitador Judicial “A” o, en su caso, el 
Visitador General, podrá practicar las diligencias que estime necesarias en días y horas inhábiles. 

Artículo 269. En el supuesto de que al inicio o durante el desarrollo de la visita extraordinaria existan 
indicios de afectación a la integridad del personal designado para la práctica de ésta, le serán proporcionadas 
de manera inmediata las medidas de seguridad necesarias. 

Artículo 270. El Visitador al inicio de la visita extraordinaria deberá identificarse, junto con su personal de 
apoyo, con credencial oficial del Poder Judicial de la Federación ante el órgano jurisdiccional visitado, y hará 
entrega al titular del órgano jurisdiccional; al encargado del despacho; o al Juez de Despacho del Centro de 
Justicia Penal Federal visitado, de un oficio en el que se le haga saber únicamente la fecha y procedencia de 
la orden para la práctica de la visita. La imposibilidad de entregar el oficio, no será obstáculo para que la visita 
extraordinaria inicie. 

El Visitador irá acompañado de, por lo menos, dos Secretarios Técnicos “A”. 

Artículo 271. El aviso de visita extraordinaria se fijará en los lugares más visibles del órgano jurisdiccional 
visitado, en el edificio en donde se encuentre instalado, así como en los demás lugares públicos que puedan 
provocar el advenimiento de información a juicio del Visitador, incluso por los medios electrónicos 
correspondientes. 

Artículo 272. El aviso al que se refiere el artículo anterior contendrá lo siguiente: 

I. Denominación de la autoridad emisora y su fecha; 

II. Data de inicio de la inspección; 

III. Órgano jurisdiccional visitado; 

IV. Lugar donde se practicará la visita; 

V. Nombre del Visitador que llevará a cabo la visita; y 

VI. La leyenda de que podrán presentarse quejas por escrito o verbalmente en contra de los 
servidores públicos que integran el órgano jurisdiccional visitado. 

Artículo 273. El Visitador tendrá las más amplias facultades para recabar todo tipo de datos relacionados 
con el motivo de la visita, con la limitante que no sean contrarias a derecho. 

Los servidores públicos que obstruyan la investigación por cualquier medio podrán ser objeto de las 
medidas de apremio a que se refiere el artículo 124 de este Acuerdo. 

Artículo 274. El Visitador tendrá facultades para entrevistar a personas ajenas al Poder Judicial de la 
Federación, que tengan relación con los hechos motivo de la investigación, pudiendo emplear las medidas de 
apremio a que se refiere el artículo 124 de este Acuerdo. 

Artículo 275. Las entrevistas, por citación o comparecencia, que se lleven a cabo por el Visitador, se 
asentarán en acta que contendrá la certificación de la activación del audio y video; el lugar, fecha y hora de 
inicio y conclusión; la identificación del entrevistado y la firma de quienes hayan intervenido. 

La citada grabación no deberá interrumpirse, sino solo por caso fortuito o fuerza mayor, debiendo 
expresarse el motivo de la interrupción y asentarse en el propio documento. Superado dicho motivo, deberá 
reanudarse. 
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En el supuesto previsto en el artículo 277 de este Acuerdo, previa petición de la persona interrogada, y en 
los casos que lo requieran a juicio del Visitador, se podrá prescindir de la videograbación, lo cual deberá 
asentarse en el acta respectiva. 

Artículo 276. Las diligencias que se lleven a cabo deberán constar por escrito en el acta respectiva y en el 
desarrollo de éstas se deberán respetar todas las formalidades establecidas en la legislación aplicable. 

El entrevistado podrá manifestar todo aquello que considere relevante de los hechos que se investigan. 

Artículo 277. Cuando se trate de hechos relacionados con hostigamiento o acoso sexual, el Visitador 
deberá tener especial cuidado al momento del interrogatorio, de generar un ambiente de confianza, 
tranquilidad y seguridad, procurando utilizar un lenguaje apropiado que no afecte la dignidad de la persona 
interrogada. 

Artículo 278. El Visitador podrá realizar entrevistas en lugares diversos a aquel en donde se lleve a cabo 
la visita extraordinaria en los casos siguientes: 

I. Que el declarante esté imposibilitado para acudir a rendir testimonio por motivos de edad o 
salud; 

II. Que el declarante tenga temor fundado de sufrir algún daño en su integridad física o moral o en 
la de su familia; y 

III. En algún otro caso que el Visitador lo considere conveniente. 

Artículo 279. La información contenida en medios electrónicos se obtendrá en los términos del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide el Protocolo de Actuación para la 
Obtención y Tratamiento de los Recursos Informáticos y/o Evidencias Digitales; y sus Lineamientos. 

Cualquier circunstancia que impida la obtención inmediatamente se hará del conocimiento del Visitador 
para que determine lo conducente. 

Artículo 280. Cuando durante el desarrollo de la visita extraordinaria esté involucrado un miembro de una 
comunidad indígena, el Visitador deberá tener especial cuidado de que la persona cuente con traductor o 
intérprete y con la asesoría necesaria para el desahogo de la entrevista. 

Artículo 281. Para entrevistar a personas con discapacidad auditiva, visual o de locución, el Visitador 
Judicial se allegará de los medios y aditamentos necesarios. 

Artículo 282. En caso de que sea necesario entrevistar a una persona menor de edad, se deberá: 

I. Realizar en un ambiente que no sea hostil para los intereses del menor; 

II. Llevar a cabo en forma breve y a modo de conversación, buscando en todo momento la 
utilización de un lenguaje accesible; y 

III. Estar acompañado de una persona de su confianza o, en su caso, de un especialista en 
atención a menores. 

Artículo 283. El Visitador deberá auxiliar en la ejecución de las medidas cautelares decretadas con motivo 
de una visita extraordinaria. 

Artículo 284. El acta de visita extraordinaria contendrá la fecha y hora de inicio y conclusión; el lugar en 
donde se realizó; el nombre de las personas que intervinieron; así como una relación circunstanciada de los 
datos recabados; las quejas presentadas, por escrito o verbalmente, en contra de los servidores públicos que 
integran el órgano jurisdiccional o el Centro de Justicia Penal Federal visitado; y el nombre y firmas del 
Visitador y de sus Secretarios Técnicos "A" quienes tendrán fe pública y fungirán como testigos de asistencia. 

Artículo 285. El acta a que se refiere el artículo anterior deberá ser elaborada y entregada al Visitador 
General en un plazo que no excederá del autorizado para la práctica de la visita en términos de lo previsto en 
el artículo 265 de este Acuerdo. 

Artículo 286. De toda acta de visita extraordinaria se deberá elaborar un informe final, el cual se entregará 
simultáneamente con el acta de visita. 

El informe final deberá contener el objeto de la visita extraordinaria; los medios de prueba obtenidos 
durante el desarrollo de la visita extraordinaria de inspección; los hechos corroborados con los medios de 
prueba obtenidos y, en su caso, su ubicación como falta administrativa, así como toda aquella información 
recabada en la visita extraordinaria que el Visitador considere relevante. 
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Artículo 287. En caso de que durante el desarrollo de la visita extraordinaria se adviertan hechos o actos 
que por su gravedad pongan en riesgo la investigación, impidan el correcto funcionamiento del órgano 
jurisdiccional o atenten contra la integridad del personal, de inmediato deberá elaborarse un informe ejecutivo 
y remitirse a la autoridad investigadora, asentando en el acta lo correspondiente. 

El informe ejecutivo deberá contener toda la información y los medios de prueba recabados para que, en 
su caso, se dicten las medidas cautelares correspondientes. 

Artículo 288. El Visitador General, dentro del plazo de veinticuatro horas, deberá remitir el acta con el 
informe final a la Unidad General, dejando copia certificada en los archivos de la Visitaduría Judicial, bajo 
resguardo y responsabilidad del Director General. 

CAPÍTULO TERCERO 

DE LA EVALUACION 

SECCIÓN PRIMERA 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 289. El Visitador General elaborará un sistema que permita supervisar y evaluar el desempeño y 
la conducta de los visitadores judiciales. La evaluación se efectuará semestralmente. 

Artículo 290. El Director General de la Visitaduría Judicial abrirá un expediente por cada visitador, en el 
que recopilará documentos y datos relativos a sus actuaciones. 

Artículo 291. Previo a la evaluación sobre el desempeño y conducta de los visitadores judiciales, se les 
impondrá con los datos desfavorables contenidos en el expediente que integre la Dirección General de la 
Visitaduría Judicial, por el término de tres días, para que manifiesten lo que a su interés convenga. 

Artículo 292. La Dirección General de la Visitaduría Judicial, será la encargada de llevar el registro de los 
resultados de las evaluaciones a que se refiere este Capítulo. 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA EVALUACIÓN DE LOS VISITADORES JUDICIALES “A” 

Artículo 293. Para la supervisión y evaluación de los Visitadores Judiciales “A” se considerarán los 
siguientes aspectos: 

I. La revisión metódica de las actas que practiquen; 

II. Los dictámenes de las visitas que efectúen; 

III. El tiempo en que lleven a cabo las funciones encomendadas; 

IV. Las quejas, inconformidades u opiniones que respecto de su conducta se presenten; 

V. Las licencias solicitadas para ausentarse de su función; 

VI. Los cursos, seminarios, diplomados u otros semejantes, que hayan recibido durante el periodo 
que comprende la evaluación, que tenga relación con la función que desempeñan; 

VII. La participación en programas de actualización y capacitación para los servidores públicos de la 
Visitaduría Judicial; 

VIII. El informe semestral de labores que rindan al Visitador General; 

IX. El cumplimiento de las obligaciones a que se refiere este Acuerdo y demás disposiciones 
aplicables; y 

X. Los demás que determine el Pleno o la Comisión de Vigilancia. 

Artículo 294. El Visitador General examinará los expedientes de los Visitadores Judiciales “A”, así como 
las manifestaciones que respecto del mismo hubieran formulado y emitirá una resolución en la que evalúe su 
desempeño y conducta e informará a la Comisión de Vigilancia el resultado de su evaluación. 

SECCIÓN TERCERA 

DE LA EVALUACIÓN DE LOS VISITADORES JUDICIALES “B” 

Artículo 295. Para la supervisión y evaluación de los Visitadores Judiciales “B” se considerará lo 
siguiente: 

I. La revisión metódica de las actas que practiquen; 

II. Los dictámenes de las visitas que practiquen; 
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III. La verificación de datos que los Visitadores Judiciales “A” puedan obtener en la práctica de 
visitas extraordinarias; 

IV. Las quejas, inconformidades u opiniones que respecto de su conducta se presenten; 

V. El informe semestral de labores que rindan al Visitador General; 

VI. Los cursos, seminarios, diplomados u otros semejantes, que hayan recibido durante el período 
que comprende la evaluación, que tengan relación con la función que desempeñan; 

VII. El cumplimiento de las obligaciones a que se refiere este Acuerdo y demás disposiciones 
aplicables; y 

VIII. Los demás que determine el Pleno o la Comisión de Vigilancia. 

Artículo 296. Al inicio de cada semestre, los Visitadores Judiciales “A” revisarán el expediente de los 
Visitadores Judiciales “B” que el Visitador General les asigne, así como las manifestaciones que respecto del 
mismo hubieren formulado los Visitadores Judiciales “B”. En breve término emitirán al Visitador General una 
opinión objetiva en relación con el desempeño y conducta que los Visitadores Judiciales “B” tuvieron durante 
el periodo revisado. 

Artículo 297. El Visitador General examinará los expedientes de los Visitadores Judiciales “B” y la opinión 
emitida por los Visitadores Judiciales “A” y emitirá una resolución en la que evalúe el desempeño y conducta 
de los primeros e informará a la Comisión de Vigilancia el resultado de su evaluación. 

ANEXO 

INSTRUCTIVO 

GUÍA PARA LA ELABORACIÓN DEL ACTA DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

ANEXO 

INSTRUCTIVO 

GUÍA PARA LA ELABORACIÓN DEL ACTA DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

ACTA ADMINISTRATIVA DE ENTREGA-RECEPCIÓN DE LOS RECURSOS ASIGNADOS E 
INFORMACIÓN CONTENIDA EN LA (1) 

En la Ciudad de (2) siendo las (3) horas del día (4) se reunieron en las oficinas de ésta (5) sitas en (6), el 
C. (7) quien deja de ocupar el cargo de (8) con motivo de (9) y señala como su domicilio para recibir 
notificaciones o documentos relacionados con la presente acta, el ubicado en (10), y el C. (11) con motivo de 
la designación de que fue objeto, por parte de (12), para ocupar, con fecha (13), con carácter de (14) el puesto 
vacante, procediéndose a la entrega-recepción de los recursos asignados a esta área administrativa, 
intervienen como testigos de asistencia el C. (15) y el C. (16), manifestando el primero prestar sus servicios en 
(17), como (18), identificándose con (19) y tener su domicilio en (20), el segundo manifiesta también prestar 
sus servicios en la misma como (18), identificándose con (19) y tener su domicilio en (20). 

Se encuentran presentes en el acto, el C. (21) y el C. (22), representantes de la Contraloría, quienes se 
identifican con credencial oficial del Poder Judicial de la Federación, que los acredita, al primero, como (21), 
expediente (21) y, al segundo, como (22), expediente (22), ambos adscritos a la Dirección General de 
Auditoría, los cuales tienen atribuciones para participar conforme a lo establecido en el artículo 180, fracción 
XI, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo. Para constancia de lo sucedido, se transcriben los siguientes: 

HECHOS 

I. SITUACIÓN PROGRAMÁTICA 

Se entrega programa de trabajo y reporte(s) de Avance de Actividades por Programa (23) correspondiente 
a los meses (24) de este ejercicio. Anexo (25). 

II. SITUACIÓN PRESUPUESTARIA 

Se incluye el presupuesto asignado a esta (26), mostrando las cifras de los últimos estados 
presupuestales, así como las modificaciones que se han realizado. Anexo (25). 

III. ESTADOS FINANCIEROS 

Los estados financieros de la (27), a la fecha de entrega, son los siguientes: (28). Anexo (25). 
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IV. RECURSOS FINANCIEROS 

1. Fondo Fijo. El C. (29), hace entrega del fondo revolvente que maneja la (30), con un importe total de 
$(31). 

Los representantes de la Contraloría, en presencia del C. (32), llevaron a cabo el arqueo al fondo fijo 
asignado a la (33). Anexo (25). 

2. Bancos. El (los) saldo(s) en Bancos a la fecha de la presente entrega asciende(n) a la cantidad de (34), 
según Estado(s) de Cuenta Bancario(s) expedido(s) oficialmente por la(s) Institución(es) correspondiente(s), 
mismo(s) que fue(ron) conciliado(s), Anexo(s) (35). Para la expedición de cheques y transferencias bancarias 
electrónicas con cargo a la(s) cuenta(s) de referencia se tienen registradas las firmas de los CC. (36) y (37) y 
quienes firman mancomunadamente, por lo que se procedió, con motivo del presente acto, a solicitar la 
cancelación del registro de las mismas y a registrar en su lugar las de los CC. (38) y (39) según oficio No. (40) 
fechado (41). Anexo (25). 

El C. (42), hace entrega de una relación de cheques cancelados respecto de (43) diversas cuentas, 
especificando en cada cuenta el último cheque firmado por el (42) y los tres siguientes folios cancelados, 
mismos que fueron verificados por los representantes de la Contraloría, habiendo emitido una cédula resumen 
de cheques cancelados certificados por cuenta. 

3. Cheques y Efectivo. A la fecha de la presente entrega-recepción existen en poder del área 
administrativa correspondiente (44) cheques pendientes de entregar a los beneficiarios por un importe de (45). 
En este acto se hace entrega de (46) que existen en efectivo en dicha área para las finalidades que se 
mencionan. Anexo (25). 

4. Inversiones en Valores, Títulos o Plazos Preestablecidos. El C. (47) hace constar sobre la existencia 
(o no existencia) de inversiones en valores, a plazos preestablecidos, en títulos, u otras inversiones realizadas 
con recursos asignados al Consejo (48). Se hace constar también los recursos captados por otras causas 
(49). Anexo (25). 

5. Cambio de Registro de Firmas. Se hace constar que se ha realizado el cambio de los registros de 
firmas para el trámite de cualquier operación de autorización o gestión. Anexo (25). 

6. Fianzas. Se entrega la relación de garantías que se encuentran en guarda y custodia de la (50) al (51). 
Anexo (25). 

7. Valores y Documentos en Custodia. El C. (52) hace entrega de la(s) relaciones correspondientes a 
bienes resguardados en la (53) y correspondientes a procedimientos judiciales. Anexo (25). 

V. RECURSOS MATERIALES 

1. Activo Fijo. El C. (54), hace constar que todos los bienes integrantes del mobiliario y equipo de oficina 
que se muestran en este acto, se encuentran en las instalaciones de la (55), y están debidamente 
identificados con número de inventario conforme a las disposiciones aplicables, existiendo los resguardos 
respectivos, para tal efecto la Dirección General de Recursos Materiales, realizó el inventario respectivo. 
Anexo (25). 

2. Vehículos. El C. (56), entrega a la Dirección General de Servicios Generales, el inventario del estado 
que guarda el automóvil (57) modelo (58), asignado a la (59), así como el acta de entrega-recepción del 
mismo. Anexo (25). 

3. Obras de Arte y Decoración. Se detallan las obras de arte y artículos de decoración propiedad del 
Consejo que se entregan en este acto. Anexo (25). 

4. Libros, Manuales y Publicaciones. Se detallan los libros, manuales, publicaciones y discos ópticos 
propiedad del Consejo, asignados a la (60). Anexo (25). 

5. Existencias en Almacén o Subalmacén. El C. (61), presenta las existencias de bienes de consumo 
(62), a la fecha de la presente acta. Anexo (25). 

6. Archivos. El C. (63), muestra en este acto los archivos y documentos de la competencia de la oficina 
de la (64). Anexo (25). 

7. Caja Fuerte. En sobre cerrado el C. (65), hace entrega al C. (66), de la combinación de la caja fuerte y 
una relación de los bienes y documentos que en ella se encuentran. Anexo (25). 

8. Equipo de Telefonía Celular. Se presenta el oficio (67), de (68), por medio del cual el C. (69), hace 
entrega a la Dirección General de Servicios Generales del teléfono celular (70). Anexo (25). 
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9. Paquetería y Equipo de Cómputo. El C. (71), hace constar que todos los bienes integrantes de la 
paquetería y equipo de cómputo que se entregan en este acto, se encuentran en las instalaciones de la (72), 
en perfecto estado y debidamente identificados con número de inventario conforme a las disposiciones 
aplicables, existiendo los resguardos respectivos, para tal efecto la Dirección General de Recursos Materiales, 
realizó el inventario respectivo. Anexo (25). 

VI. OBRA PÚBLICA 

Se entrega un informe pormenorizado de la situación de las obras públicas en proceso y pendientes de 
ejecutar a la fecha de entrega, a cargo de la (73). Anexo (25). 

VII. RECURSOS HUMANOS 

El C. (74), entrega una copia fotostática de la plantilla del personal adscrito a la (75), la cual contiene los 
nombres, categoría, clave y puesto. Anexo (25). 

VIII. INFORME DE ASUNTOS EN TRÁMITE 

Se entrega el informe de los asuntos a cargo de la (76) y el estado que guardan, el cual incluye un 
apartado de los asuntos en trámite, conteniendo número y fecha del expediente con que se encuentran 
registrados. En dicho apartado se destacan los asuntos, acciones y compromisos que requieren atención 
especial y, en su caso, los asuntos que es necesario atender de manera inmediata por los efectos que pueden 
ocasionar a la gestión de la (76). Anexo (25). 

IX. OBSERVACIONES DE AUDITORÍAS 

El C. (77) hace constar que a la fecha se encuentran pendientes de solventar las observaciones realizadas 
por la Contraloría. Anexo (25). 

X. OTROS HECHOS 

El C. (78), presenta el oficio (79), de (80), con el que entrega a la Dirección General de Recursos 
Humanos, las credenciales tipo PVC y Carnet que lo acreditan como servidor público del Consejo con el cargo 
de (81) (en caso de extravío o robo de las credenciales del Consejo se deberá entregar copia del acta 
levantada ante la autoridad competente); de igual forma, con oficio (79) de (80), entrega a la Dirección 
General de Servicios Generales, el corbatín (82) para el acceso al estacionamiento (83). Anexo (25). 

El C. (84) presenta en este acto el oficio (85) mediante el cual el Director General de Programación y 
Presupuesto emitió Carta de No Adeudos a favor del Consejo. Anexo (25). 

El C. (86), hace entrega de una relación al (87), de (88) llaves que corresponden a la puerta principal de 
la(s) (89). Anexo (25). 

XI. CIERRE DEL ACTA 

El C. (90), manifiesta, bajo protesta de decir verdad, haber proporcionado sin omisión alguna todos los 
elementos necesarios para la formulación de la presente acta, y no haber excluido ningún asunto o aspecto 
importante relativo a su gestión. Asimismo, manifiesta tener conocimiento de que el contenido del acta y de 
sus anexos será verificado dentro de los treinta días hábiles siguientes a la firma de la presente, por lo que 
podrá ser requerido para cualquier aclaración al respecto y proporcionar la información adicional. 

La presente entrega, no implica liberación alguna de responsabilidades que pudieran llegarse a determinar 
por la autoridad competente con posterioridad. 

Los (91) Anexos que se mencionan en la presente acta forman parte integrante de la misma y son 
firmados en todas sus fojas por las personas designadas para elaborarlos, para fines de identificación y 
efectos legales a que haya lugar. 

En presencia de los representantes de la Contraloría, el C. (92), recibe del C. (93), con las reservas de ley, 
sustentada en las disposiciones legales aplicables en la materia, entre ellas, la Ley Orgánica y la Ley de 
Responsabilidades, todos los recursos y documentos que se precisan en el contenido de la presente acta y 
sus (91) Anexos. 

Los representantes de la Contraloría, manifiestan conocer la existencia de los expedientes mencionados 
por el C. (93), y de haber hecho una revisión selectiva de la existencia física de los mismos, más no del detalle 
de su contenido, sin prejuzgar sobre la veracidad de la documentación e información contenida en el acta de 
entrega-recepción y en los anexos a la misma. 

Previa lectura de la presente acta y no habiendo más que hacer constar, se da por concluida a las (94) 
horas del (95), firmando para constancia en todas sus fojas al margen y al calce los que en ella intervinieron. 

 

________________________________ 

ENTREGA (96) 

 

____________________________________ 

RECIBE (97) 
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Representante(s) por parte de la Contraloría (98) 

 

_________________________________ 

C. 

 

___________________________________ 

C. 

 

Testigos (99) 

 

_________________________________ 

C. 

 

___________________________________ 

C. 

 

INSTRUCCIONES PARA EL LLENADO DEL ACTA DE ENTREGA- RECEPCIÓN 

INICIO DEL ACTA 

(1) Nombre del área administrativa que se entrega. 

(2) Nombre de la Ciudad en donde está ubicada la oficina. 

(3) Hora en que se inicia el levantamiento del acta. 

(4) Señalar con letra la fecha (día, mes y año) en que se inicia el levantamiento del acta. 

(5) Anotar el título que corresponda (oficina del servidor público que entrega, Secretaría Ejecutiva, 
Dirección General, Coordinación, Unidad, Dirección de Área, etc.). 

(6) Nombre de la calle, número exterior e interior, colonia, código postal y ciudad. 

(7) Nombre del servidor público que entrega. 

(8) Denominación del puesto o cargo que ocupa el servidor público que entrega. 

(9) Señalar la causa o motivo por la que el servidor público que entrega se separa del empleo, cargo o 
comisión (renuncia, cese, despido, destitución, entre otras). 

(10) Domicilio particular del servidor público que entrega. 

(11) Nombre de la persona que recibe. 

(12) Señalar quién designó al servidor público que recibe. 

(13) Señalar con letra la fecha (día, mes y año) a partir de los cuales surte efectos el nombramiento del 
servidor público entrante. 

(14) Señalar si es titular, encargado o recibirá únicamente administrativamente. 

(15), (16) Nombre completo de los testigos. 

(17) Denominación del área o unidad administrativa a la que se encuentre adscrito el servidor público 
correspondiente. 

(18) Denominación del puesto o cargo que ocupa el testigo. 

(19) Señalar los datos del documento de identificación oficial presentado por el testigo, el cual deberá 
estar vigente. 

(20) Nombre de la calle, número exterior e interior, colonia/sector, Ciudad y código postal. 

(21), (22) Nombre de la(s) persona(s) representante(s) de la Contraloría, indicando puesto y número de 
expediente con la cual se identifican respectivamente. 

HECHOS 

I. SITUACIÓN PROGRAMÁTICA 

(23) Utilizar el formato oficial correspondiente. 

(24) Meses comprendidos en el reporte. 

(25) Número de anexo que corresponda iniciando con el uno y terminando hasta el apartado X. “Otros 
Hechos” e indicando que los folios serán con letra. 
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II. SITUACIÓN PRESUPUESTARIA 

(26) Denominación del área administrativa. 

III. ESTADOS FINANCIEROS 

(27) Denominación del área administrativa. 

(28) Mencionar los estados financieros con que se cuente a la fecha del acta. 

IV. RECURSOS FINANCIEROS 

1. Fondo Fijo 

(29) Nombre del servidor público que entrega. 

(30) Denominación del área administrativa. 

(31) Suma total del (de los) fondo(s) revolvente(s) que maneja el área administrativa, con número y letra, 
así como tipo de moneda. 

(32) Nombre del servidor público que entrega. 

(33) Denominación del área administrativa. 

2. Bancos 

(34) Suma total de saldos en bancos a la fecha del acta, con número y letra, así como tipo de moneda. 

(35) Número que corresponda a las conciliaciones de los saldos en bancos a la fecha de la entrega-
recepción. 

(36), (37) Nombres y cargos de las personas cuyas firmas estaban registradas para firmar cheques y 
autorizadas para realizar transferencias bancarias electrónicas hasta la fecha del acta. 

(38), (39) Nombre y cargo de las personas cuyas firmas se registran como autorizadas para la expedición 
de cheques y transferencias bancarias electrónicas. 

(40) Número de oficio emitido por el área administrativa para notificar el cambio de firmas a las 
instituciones bancarias. 

(41) Señalar con letra la fecha (día, mes y año) del oficio a la(s) institución(es) bancaria(s). 

(42) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(43) Número de cuentas bancarias en poder del servidor público que entrega. 

3. Cheques y Efectivo 

(44) Cantidad de cheques pendientes de entregar a beneficiarios, en poder del área de apoyo del área 
administrativa correspondiente. 

(45) Importe total con número y letra, así como tipo de moneda de los cheques pendientes de entregar a 
beneficiarios. 

(46) Importe del efectivo existente con número y letra, así como tipo de moneda. 

4. Inversiones en Valores, Títulos o Plazos Preestablecidos 

(47) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(48) En caso afirmativo, indicarlo e incluir como anexo un desglose identificando el tipo de inversión, la 
institución financiera con quien se haya hecho, el monto, la fecha y la autorización en que se basó la 
operación. 

(49) Por ejemplo: Traspaso de recursos por otro órgano del Poder Judicial de la Federación, venta de 
publicaciones. En caso afirmativo presentar en anexo la relación de ingresos y egresos correspondiente. 

5. Cambio de Registro de Firmas 

No existe ningún apartado para este concepto. 

6. Fianzas 

(50) Denominación del área administrativa. 

(51) Nombre de la persona que recibe. 
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7. Valores y Documentos en Custodia 

(52) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(53) Denominación del área administrativa. 

V. RECURSOS MATERIALES 

1. Activo Fijo 

(54) Nombre del servidor público que realiza la entrega, asimismo, deberá proporcionar los bienes que 
están bajo su resguardo. 

(55) Denominación del área administrativa. 

2. Vehículos 

(56) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(57) Marca y Tipo. 

(58) Año, número de motor, serie y placas de circulación. 

(59) Denominación del área administrativa. 

3. Obras de Arte y Decoración 

No existe ningún apartado para este concepto. 

4. Libros, Manuales y Publicaciones 

(60) Denominación del área administrativa. 

5. Existencias en Almacén o Subalmacén 

(61) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(62) Denominación del área administrativa. 

6. Archivos 

(63) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(64) Denominación del área administrativa. 

7. Caja Fuerte 

(65) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(66) Nombre de la persona que recibe. 

8. Equipo de Telefonía Celular 

(67) Número de oficio. 

(68) Señalar con letra la fecha (día, mes y año). 

(69) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(70) Marca, tipo y número de serie. 

9. Paquetería y Equipo de Cómputo 

(71) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(72) Denominación del área administrativa. 

VI. OBRA PÚBLICA 

(73) Se especificará la obra, nombre del contratista, importe contratado, ejercido y por ejercer, así como 
las estimaciones de obra que se encuentren en trámite, avance físico y financiero y, en su caso, nombre o 
razón social de quien realice la supervisión. 

VII. RECURSOS HUMANOS 

(74) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(75) Denominación del área administrativa. 

VIII. INFORME DE ASUNTOS EN TRÁMITE 

(76) Denominación del área administrativa. 
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IX. OBSERVACIONES DE AUDITORÍA 

(77) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

X. OTROS HECHOS 

(78) Nombre del servidor público que realiza la entrega. En caso de extravío de las credenciales del 
Consejo, deberá presentar acta levantada ante la autoridad correspondiente. 

(79) Número de oficio. 

(80) Señalar con letra la fecha (día, mes y año). 

(81) Denominación del puesto o cargo que ocupa el servidor público que entrega. 

(82) Número con el cual tiene asignado el cajón de estacionamiento. 

(83) Denominación del área administrativa a la que se tiene autorizado ingresar el automóvil del servidor 
público que realiza la entrega. 

(84) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(85) Número de oficio. 

(86) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(87) Nombre de la persona que recibe. 

(88) Señalar el número de llaves con letra. 

(89) Ubicación de la(s) oficinas a las que se puede ingresar con las llaves recibidas. 

XI. CIERRE DEL ACTA 

(90) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(91) Número total de anexos que se mencionan en el acta. 

(92) Nombre de la persona que recibe. 

(93) Nombre del servidor público que realiza la entrega. 

(94) Hora en que se da por concluida el acta. 

(95) Señalar con letra la fecha (día, mes y año) en que se da por concluida el acta, puede ser distinta de la 
fecha de inicio. 

(96) Nombre completo y firma del servidor público que entrega. 

(97) Nombre completo y firma de la persona que recibe. 

(98) Nombre completo y firma de la(s) persona(s) representante(s) para intervenir por parte de la 
Contraloría. 

(99) Nombre completo y firma de los testigos de asistencia en el acta. 

REQUISITOS PARA LA ELABORACIÓN DEL ACTA DE ENTREGA-RECEPCIÓN 

1. Usar papel oficial; 

2. Elaborar el acta a renglón seguido y sin sangría; 

3. Cancelar con guiones todos los espacios sobrantes de renglones, así como renglones no utilizados; 

4. Dejar un margen izquierdo de 3 cm y de 2 cm al lado derecho; 

5. Los conceptos que no resulten aplicables al área administrativa, se deberá señalar: “No Aplica” y en 
negritas; 

6. El acta no deberá contener borraduras, tachaduras o enmendaduras; y 

7. El acta deberá suscribirse con firma autógrafa en cinco tantos, por los que en ella intervienen y por los 
dos testigos de asistencia. Los anexos deberán ir foliados en todas sus fojas y rubricados por los servidores 
públicos tanto el saliente como el entrante. El acta y sus anexos se entregarán conforme a lo siguiente: 

a) Acta y original de los anexos firmados de manera autógrafa: a la Secretaría Particular o Coordinación 
Administrativa del área administrativa; 

b) Acta y copia de los anexos: al servidor público que realiza la entrega y al servidor público que recibe, 
así como a la Contraloría; y 

c) Acta sin anexos: a la Contraloría. 
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TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el siete de diciembre de dos mil dieciocho. 

SEGUNDO. Publíquese el Acuerdo General en el Diario Oficial de la Federación y para su mayor difusión 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura 
Federal en Internet. 

TERCERO. El procedimiento de responsabilidad administrativa se seguirá por las faltas contempladas en 
las disposiciones vigentes al momento de su comisión. 

Las investigaciones y los procedimientos de responsabilidad administrativa iniciados antes del uno de 
diciembre de dos mil diecisiete y los procedimientos iniciados a partir de esa fecha, que estén en trámite, 
deberán concluirse conforme a las disposiciones con las que fueron iniciados. 

Las investigaciones y los procedimientos de responsabilidad administrativa iniciados a la entrada en vigor 
del presente Acuerdo se regirán por lo previsto en este instrumento normativo. 

Las investigaciones que estén a cargo de la Unidad de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas serán atendidas por la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas 
y los procedimientos de responsabilidad substanciados por la Dirección General de Responsabilidades 
Administrativas serán atendidos por la Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la 
Evolución Patrimonial. 

CUARTO. El Instituto Federal de Defensoría Pública como órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura 
Federal contará con defensores de oficio que intervendrán en los procedimientos de responsabilidad 
administrativa que se substancien en el Consejo de la Judicatura Federal. 

Para tal fin la Secretaría Ejecutiva de Finanzas y Servicios Personales, por conducto de las unidades 
administrativas competentes que le estén adscritas, en su ámbito de competencia, llevarán a cabo las 
acciones necesarias para que el Instituto Federal de Defensoría Pública cuente con las plazas respectivas. 

QUINTO. Se abroga el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las 
disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de 
cuentas. 

SEXTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Acuerdo. 

SÉPTIMO. La Secretaría Ejecutiva de Administración, por conducto de las unidades administrativas 
competentes que le estén adscritas, en su ámbito de competencia, llevarán a cabo las acciones necesarias 
para la implementación del presente Acuerdo. 

OCTAVO. La Secretaría Ejecutiva de Disciplina y la Contraloría del Poder Judicial de la Federación 
expedirán los Lineamientos del Sistema de Justicia en Línea dentro de los treinta días hábiles siguientes a la 
entrada en vigor del presente Acuerdo. 

NOVENO. Se abroga el Acuerdo General número 13/1997, del Pleno del Consejo de la judicatura federal, 
que determina a la Comisión de disciplina como el órgano competente para conocer de los dictámenes del 
secretario ejecutivo de disciplina en relación con las visitas ordinarias de inspección a los órganos 
jurisdiccionales federales que no muestren irregularidades administrativas. 

DÉCIMO. Desde la entrada en vigor del presente Acuerdo y hasta el treinta de noviembre de dos mil 
dieciocho, las referencias que se hagan en este instrumento normativo al Juez de Despacho y Administrador 
de los Centros de Justicia Penal Federal, se entenderán hechas al Juez de Distrito que funja como 
Administrador. 

EL LICENCIADO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGÁN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO 

DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación 
patrimonial, control y rendición de cuentas, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria 
de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, en lo general por mayoría de votos de los señores 
Consejeros: Presidente Ministro Luis María Aguilar Morales, Felipe Borrego Estrada, Jorge Antonio Cruz 
Ramos, Rosa Elena González Tirado, Alfonso Pérez Daza y J. Guadalupe Tafoya Hernández; con el voto en 
contra de la Consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez, quien anunció voto particular y 
aprobado en lo particular, con el voto en contra del Consejero Alfonso Pérez Daza respecto de algunos 
artículos.- Ciudad de México, a treinta de noviembre de dos mil dieciocho.- Conste.- Rúbrica. 
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ACUERDO General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones 
de diversos acuerdos generales, en relación con la reestructura organizacional en materia de responsabilidades 
administrativas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE REFORMA, ADICIONA Y 

DEROGA DISPOSICIONES DE DIVERSOS ACUERDOS GENERALES, EN RELACIÓN CON LA REESTRUCTURA 

ORGANIZACIONAL EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO. La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, 
con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del mismo, corresponde al 
Consejo de la Judicatura Federal, con fundamento en los artículos 94, párrafo segundo de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 100, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura Federal es un órgano del Poder Judicial de la Federación con 
independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; 

TERCERO. Es facultad del Consejo de la Judicatura Federal emitir acuerdos generales para el adecuado 
ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo previsto en los artículos 100 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

CUARTO. De conformidad con el artículo 81, fracción XVIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es competente para establecer la normatividad y los criterios 
para modernizar los sistemas y procedimientos administrativos internos; 

QUINTO. El dieciocho de junio de dos mil dieciocho se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
el cual delimitó las funciones de investigación, substanciación y resolución de los procedimientos 
administrativos sancionadores en la estructura del Consejo de la Judicatura Federal. 

De conformidad con lo anterior, se creó la Unidad General de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas como órgano auxiliar del Consejo, la cual se encargará de practicar las investigaciones de los 
hechos que se relacionen con las conductas probablemente constitutivas de responsabilidad administrativa; 

SEXTO. El Transitorio SEGUNDO del Decreto antes citado establece que, dentro de los sesenta días 
posteriores a la entrada en vigor de dicho Decreto, la Dirección General de Responsabilidades 
Administrativas, unidad administrativa perteneciente a la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, se 
elevará a rango de órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Federal, independiente de la Contraloría y se 
denominará Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas. 

Asimismo, señala que el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal distribuirá, de manera proporcional, 
los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales de la Dirección General de Responsabilidades 
Administrativas, los cuales deberán transferirse a la Unidad General de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas, sin menoscabo de los derechos laborales; 

SÉPTIMO. Por Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y 
deroga diversas disposiciones del similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio 
Consejo, relativo a la reestructura organizacional en materia de responsabilidades administrativa, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el treinta de noviembre de dos mil diecisiete, el Pleno determinó la creación 
de la Unidad de Investigación de Responsabilidades Administrativas por lo que a partir de la entrada en vigor 
del Acuerdo General antes citado se transfirieron recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales 
necesarios de la Dirección General de Responsabilidades a la Unidad de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas. 

En razón de que la transferencia de los recursos se realizó previamente, para dar cumplimiento al 
Transitorio SEGUNDO del Decreto señalado en el Considerando Sexto, el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal determina que la Unidad de Investigación de Responsabilidades Administrativas se transforme en la 
Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas con los recursos humanos, 
presupuestales, financieros y materiales, así como las investigaciones que actualmente lleva a cabo dicha 
Unidad de Investigación; y 
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OCTAVO. Respecto a la unidad administrativa de la Contraloría del Poder Judicial de la Federación 
encargada de la substanciación del procedimiento de responsabilidad administrativa, el Pleno del Consejo de 
la Judicatura Federal determina el cambio de denominación de la Dirección General de Responsabilidades por 
Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial, conservando los 
recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales con los que actualmente cuenta, así como la 
competencia para continuar conociendo de los asuntos en trámite. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman los artículos 2, fracción XV; 18, fracciones VIII, XV y XV Bis; 21, 
fracción VI; 44, fracción I; 45; 46, párrafo primero y las fracciones VIII, XII y XIII; 62, fracción XII; 67, párrafo 
segundo; 70, fracción II; 77, fracción V; 85; 86, fracción I Bis; 87; 88, párrafo primero y las fracciones III a V, XI 
y XVII a XIX; 93, fracciones XIV y XV; 100; 104, fracciones V y VI; 106; 107, fracciones XVIII, XXIII y XXIV; 
108, fracción II; 115; 122; 127, fracciones I, VII, IX, XIII, XVIII, XXII, XXIV, XXVII, XXVIII, XXX a XXXII; 128, 
fracción IV; 129, fracción II; 130, fracciones VII, VIII y XIII; 131, fracción III; 132; 133; 140; el párrafo primero 
de los artículos 141 a 143; 160, fracción X, párrafo primero; 162, fracción I; 170, fracciones XXIII y XXIV; 181; 
182, párrafo primero y la fracción XII; 190 Ter; 213; 264, fracciones V a VII; 265; y 266; así como la 
denominación de la Sección Séptima del Capitulo Cuarto del Título Segundo; se adicionan las fracciones VIII 
Bis a VIII Quater al artículo 46; un párrafo segundo al artículo 77; la fracción VII al artículo 104; las fracciones I 
Bis a I Quater y XXIII Ter al artículo 107; 114 Bis; y 114 Ter; y se derogan la fracción VII del artículo 19; la 
fracción XIII del artículo 44; las fracciones XII y XIII del artículo 86; los artículos 137 a 139; 164 Quater; 164 
Quinquies; y la fracción III del artículo 182, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo, para quedar como sigue: 

“Artículo 2. ... 

I. a XIV. ... 

XV. Unidades administrativas: Las ponencias de los Consejeros, secretarías ejecutivas, 
coordinaciones, Unidades para la Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia Penal; y de 
Implementación de la Reforma en materia de Justicia Laboral, secretarías técnicas de 
Comisiones, direcciones generales, Coordinación de Derechos Humanos, Igualdad de Género y 
Asuntos Internacionales, así como la Unidad de Transparencia, la Dirección para el Trámite de 
Solicitudes de Acceso a la Información, el Archivo General del Consejo, las Administraciones de 
los Centros de Justicia Penal, el Centro de Manejo Documental y Digitalización del Consejo, y 
demás que sean autorizadas por el Pleno. 

Artículo 18. ... 

I. a VII. ... 

VIII. Otorgar licencias de carácter personal o médico que no excedan de treinta días a los magistrados 
de Circuito y jueces de Distrito, y por excepción de carácter oficial o académico por temporalidad 
similar; así como de cualquier otro carácter que no rebasen el mismo lapso, a secretarios 
ejecutivos, titulares de órganos auxiliares, coordinadores, titulares de las Unidades para la 
Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia Penal; y de Implementación de la Reforma en 
materia de Justicia Laboral, de directores generales, titular de la Coordinación de Derechos 
Humanos, Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, y personal subalterno del Pleno. 

... 

IX. a XIV Bis. ... 

XV. Instruir en materia de responsabilidad administrativa, a la Unidad General de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas y a la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, la práctica de investigaciones de faltas administrativas respecto de 
servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, así como de 
particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de esos servidores públicos, o a algún 
procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo; además de proveer, en su caso, sobre 
su tramitación; 

XV Bis. Dictar dentro de la etapa de investigación las medidas necesarias que exijan el buen servicio y la 
disciplina en los órganos jurisdiccionales, así como en las oficinas de correspondencia común y 
en los órganos del Consejo; 

XVI. a XX. ... 
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Artículo 19. ... 

I. a VI. ... 

VII. Derogada. 

VIII. a IX. ... 

Artículo 21. ... 

... 

I. a V. ... 

VI. De Vigilancia; 

VII. a VIII. ... 

... 

I. a II. ... 

Artículo 44. ... 

I. Ordenar, en el ámbito de su competencia, el inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa en contra de servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas 
administrativas, con excepción de los magistrados de Circuito, jueces de Distrito y del titular de la 
Contraloría del Poder Judicial de la Federación. 

  Asimismo, ordenará el inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa en contra de 
particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de los servidores públicos señalados en 
el párrafo anterior o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo; 

II. a XII. ... 

XIII. Derogada. 

XIV. a XXII. ... 

SECCIÓN SÉPTIMA 

DE LA COMISIÓN DE VIGILANCIA 

Artículo 45. La Comisión de Vigilancia tiene como función primordial, establecer medios adecuados para 
consolidar los programas del Consejo, con la finalidad de alcanzar un óptimo funcionamiento de las áreas 
administrativas; conocer del funcionamiento de los órganos jurisdiccionales; tomar las medidas de apoyo que 
garanticen la autonomía de los órganos jurisdiccionales, preservar la independencia e imparcialidad de sus 
miembros, cuidando que su actuación se rija por los principios de excelencia, profesionalismo y objetividad; 
así como efectuar un seguimiento estricto y riguroso del cumplimiento de los propios programas; así como 
instruir en materia de responsabilidad administrativa investigaciones, de conformidad con este Acuerdo y con 
el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia 
de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

Artículo 46. Son atribuciones de la Comisión de Vigilancia, las siguientes: 

I. a VII. ... 

VIII. Designar, a propuesta de su presidente, al Secretario Técnico de la Comisión de Vigilancia y 
determinar, en su caso, su remoción; 

VIII Bis.  Conocer de las actas que se levanten con motivo del sorteo de los órganos jurisdiccionales 
entre los visitadores judiciales “B” para la práctica de las visitas ordinarias de inspección; 

VIII Ter.  Instruir en materia de responsabilidad administrativa, a la Unidad General de Investigación 
de Responsabilidades Administrativas y a la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, la práctica de investigaciones de faltas administrativas 
respecto de servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y áreas administrativas, 
así como de particulares cuando la falta atribuida los vincule a alguno de esos servidores 
públicos, o a algún procedimiento jurisdiccional o administrativo del Consejo; además de 
proveer, en su caso, sobre su tramitación; 

VIII Quater.  Instruir la celebración de visitas extraordinarias de inspección; 

IX. a XI. ... 
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XII. Dictar, en el ámbito de su competencia, las medidas necesarias que exijan el buen servicio 
en los órganos jurisdiccionales; 

XIII. Emitir, en los dictámenes de inspección, indicaciones preventivas o recomendaciones 
correctivas a los servidores públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales; 

XIV. a XVIII. ... 

Artículo 62. ... 

I. a XI. ... 

XII. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en la Ley y demás ordenamientos de 
la materia, observando en todo momento lo previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; 

XIII. a XVIII. ... 

Artículo 67. ... 

En el caso de los Secretarios Ejecutivos del Pleno; de Adscripción; de Carrera Judicial; de Creación de 
Nuevos Órganos; y de Disciplina, el título profesional deberá ser de Licenciado en Derecho. Tratándose de los 
titulares de las secretarías ejecutivas de Administración; de Finanzas y Servicios Personales; de Vigilancia; de 
los coordinadores y de los Titulares de las Unidades para la Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia 
Penal; y de Implementación de la Reforma en materia de Justicia Laboral, el título deberá estar relacionado 
con sus funciones. 

Artículo 70. ... 

I. ... 

II. La de los Titulares de las Unidades para la Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia Penal; y 
de Implementación de la Reforma en materia de Justicia Laboral, de los órganos auxiliares y de 
las coordinaciones, así como de los directores generales y del Titular de la Coordinación de 
Derechos Humanos, Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, por el servidor público que 
designe el Presidente, con excepción del Director General del Instituto Federal de Defensoría 
Pública, y del Director General del Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, 
cuya suplencia se regirá por las disposiciones que regulan su organización y funcionamiento. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 77. ... 

I. a IV Bis. ... 

V. El Secretario Ejecutivo de Vigilancia; y 

VI. ... 

Para los efectos del artículo 86, fracción I de la Ley, por Secretario Ejecutivo del Pleno y Carrera Judicial, 
se entenderá el Secretario Ejecutivo del Pleno. 

Artículo 85. La Secretaría Ejecutiva de Disciplina auxiliará a la Comisión de Disciplina con el objeto de 
lograr un ejercicio responsable, profesional, honorable e independiente de la función jurisdiccional, así como 
evitar los actos que la demeriten. 

Artículo 86. ... 

I. ... 

I Bis.  Realizar las investigaciones que le instruya el Presidente o la Comisión de Vigilancia cuando se 
involucre en una probable causa de responsabilidad a servidores públicos adscritos a la Unidad 
General de Investigación de Responsabilidades Administrativas, para lo cual podrá ejercer las 
atribuciones de dicha Unidad previstas en el artículo 114 Ter, con excepción de la fracción XII, 
de dicho artículo; 

II. a XI. ... 
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XII. Derogada. 

XIII. Derogada. 

XIV. a XXIII. ... 

Artículo 87. La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia apoyará al Consejo en la implementación de todas 
aquellas acciones tendentes al eficaz funcionamiento de los órganos y personal del Poder Judicial de la 
Federación; así como en la correcta adopción de criterios con los que se arribe al cumplimiento de los 
programas mediante el adecuado seguimiento y continua evaluación de sus objetivos. 

Artículo 88. El titular de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia tendrá a su cargo las siguientes atribuciones: 

I. a II. ... 

III. Proponer a la Comisión de Vigilancia indicaciones preventivas o recomendaciones correctivas, y 
demás medidas pertinentes para el óptimo funcionamiento de los órganos que integran el Poder 
Judicial de la Federación; 

IV. Apoyar, en el ámbito de su competencia, al Pleno y a la Comisión de Vigilancia; 

V. Posibilitar el eficaz cumplimiento de las atribuciones de vigilancia, información y evaluación, 
mediante la aplicación de las medidas que establezcan el Pleno y la Comisión de Vigilancia; 

VI. a X. ... 

XI. Someter a consideración de la Comisión de Vigilancia los proyectos de protección de los 
servidores públicos y, en su caso, gestionar los servicios de seguridad que resulten 
conducentes; 

XII. a XVI. ... 

XVII. Elaborar los dictámenes de las actas de las visitas ordinarias de inspección y de los informes 
circunstanciados, y someterlos a la consideración de la Comisión de Vigilancia, así como 
notificar lo que dicha Comisión resuelva; 

XVIII. Realizar los sorteos periódicos a que se refiere el artículo 100 de la Ley, a fin de designar a los 
visitadores que deben llevar a cabo las visitas ordinarias de inspección a los órganos 
jurisdiccionales, o la modificación de los mismos sorteos por causas supervenientes; 

XIX. Comunicar sobre el resultado de los sorteos al Pleno y al titular de la Visitaduría Judicial, para su 
conocimiento; 

XX. a XXI. ... 

Artículo 93. ... 

I. a XIII. ... 

XIV. Coordinar acciones en materia de seguridad con la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para el cumplimiento de su objeto y 
atribuciones, e informar de ello al Presidente y a la Comisión de Vigilancia; 

XV. Coordinar acciones con las autoridades de los tres órdenes de gobierno para garantizar la 
seguridad en el Poder Judicial de la Federación, así como con las organizaciones de la sociedad 
civil e instituciones públicas y privadas de carácter nacional e internacional en materia de 
seguridad, e informar de ello al Presidente; y a la Comisión de Vigilancia; 

XVI. a XVIII. ... 

Artículo 100. Los titulares de los órganos auxiliares deberán tener título profesional legalmente expedido, 
afín a las funciones que deban desempeñar; experiencia mínima de cinco años; en el caso del titular de la 
Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas, preferentemente en materia de 
responsabilidades administrativas; gozar de buena reputación; y no haber sido condenados por delito 
intencional con sanción privativa de la libertad mayor de un año; así como reunir los requisitos que, en su 
caso, prevea el acuerdo o reglamento interior de cada uno de dichos órganos, con excepción del titular de la 
Visitaduría Judicial y del Director General del Instituto Federal de Defensoría Pública cuyos requisitos para ser 
designados se mencionan en las leyes de la materia correspondientes. 
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Artículo 104. ... 

I. a IV. ... 

V. La Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas; 

VI. La Visitaduría Judicial; y 

VII. Los demás que determine el Pleno. 

Artículo 106. La Contraloría del Poder Judicial de la Federación tendrá a su cargo las facultades de 
control y la inspección del cumplimiento de las normas de funcionamiento administrativo que rigen a las áreas 
administrativas y servidores públicos del Consejo, por lo que será competente para realizar las auditorías, 
revisiones e inspecciones con el propósito de verificar el cumplimiento a la normativa aplicable; promover, 
evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno; así como para iniciar, substanciar y resolver, 
según corresponda, los procedimientos de responsabilidad administrativa de los servidores públicos adscritos 
a las áreas administrativas y tratándose de los derivados de la situación patrimonial para iniciarlos, 
substanciarlos y resolverlos en los términos establecidos en las disposiciones aplicables. 

Artículo 107. ... 

I. ... 

I Bis.  Instruir, en el ámbito de su competencia, el inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa en contra de los servidores públicos adscritos a las áreas administrativas del 
Consejo, así como substanciarlos y, en su caso, resolverlos, en términos de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y demás disposiciones aplicables; 

I Ter. Implementar los mecanismos de prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así 
como de coordinación que, en términos de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 
determine el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción e informar a dicho órgano 
de los avances y resultados que éstos tengan; 

I Quater. Implementar acciones para orientar el criterio que en situaciones específicas deberán observar 
los servidores públicos en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en coordinación 
con el Sistema Nacional Anticorrupción; 

II. a XVII. ... 

XVIII. Coordinar la recepción y registro de las declaraciones de situación patrimonial y de intereses que 
deben presentar los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación y del Tribunal 
Electoral de dicho Poder que le competan; y, en su caso, instruir las acciones correspondientes 
por incumplimiento, en su presentación; 

XIX. a XXII. ... 

XXIII. Coordinar la recepción y trámite de las quejas o denuncias que se formulen en contra de los 
servidores públicos adscritos a las áreas administrativas, de las cuales dará cuenta al Presidente 
o a la Comisión de Vigilancia, según corresponda, para el efecto de instruir el inicio de la 
investigación por conducto de la Unidad General de Investigación de Responsabilidades 
Administrativas o, en su caso, el desechamiento; 

XXIII Bis. ... 

XXIII Ter. Prevenir a las autoridades competentes en materia de auditoría interna y de la Auditoría Superior 
de la Federación para que subsanen los informes de presunta responsabilidad administrativa o 
acciones promovidas que adolezcan de alguno o algunos de los requisitos establecidos en las 
normas aplicables para su formulación o cuando la narración de los hechos que los sustentan 
fuera obscura o imprecisa y no permita identificar con exactitud la falta o faltas atribuidas y el 
probable o probables responsables, en los términos de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, sin perjuicio de que la autoridad prevenida los pueda presentar nuevamente, 
siempre que la facultad para sancionar la falta administrativa en cuestión no hubiera prescrito; 

XXIV. Dirigir el Registro de Servidores Públicos y de Particulares Sancionados, así como establecer 
convenios de colaboración con los Poderes de la Federación; de las entidades federativas y los 
municipios para el intercambio de información en la materia; 

XXV. a XXVI. ... 
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Artículo 108. ... 

I. ... 

II. Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial; 

III. a IV. ... 

Artículo 114 Bis. La Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas fungirá como 
autoridad investigadora, en términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se encargará 
de practicar las investigaciones de los hechos que demuestren la existencia de faltas administrativas, así 
como la intervención de aquellos a quienes se imputen. 

Artículo 114 Ter. El titular de la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas 
tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Realizar las investigaciones que le instruya el Presidente o la Comisión de Vigilancia por faltas 
administrativas en contra de servidores públicos de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación; 

II. Solicitar a los promoventes, en los casos en que sea necesario, aclaraciones o mayores datos 
de los escritos en los que se promueva procedimiento de responsabilidad en contra de algún 
servidor público adscrito a las áreas administrativas u órganos jurisdiccionales, para el 
esclarecimiento de los hechos; 

III. Recibir las actas de las visitas extraordinarias y proveer su trámite; 

IV. Solicitar a las áreas administrativas y órganos jurisdiccionales acceso a la información necesaria 
para el esclarecimiento de los hechos probablemente constitutivos de responsabilidad 
administrativa; 

V. Requerir a personas físicas o morales, públicas o privadas, información relacionada con la 
práctica de investigaciones de presuntas responsabilidades, en los términos previstos en los 
artículos 95 y 96 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 

VI. Imponer medidas de apremio, de conformidad con lo previsto en el artículo 97 de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas; 

VII. Ordenar o supervisar, según corresponda, las diligencias y trámites necesarios para impedir que 
los elementos materia de la investigación se pierdan, oculten, destruyan o alteren; 

VIII. Ordenar la recolección de indicios y medios de prueba que estime conducentes para llegar a la 
verdad material de los hechos, así como desahogarlos en su momento procesal oportuno; 

IX. Realizar el análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de determinar 
la existencia o inexistencia de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas y, en su 
caso, calificarlas; 

X. Emitir los informes de presunta responsabilidad administrativa; 

XI. Emitir los dictámenes conclusivos correspondientes en los casos en que no se acredite la 
probable comisión de faltas administrativas y someterlos a la consideración del Presidente o de 
la Comisión de Vigilancia, según corresponda; 

XII. Requerir informes y documentación a la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, o a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para que provean 
la información contable y financiera necesaria para el trámite de una investigación; 

XIII. Solicitar a la autoridad resolutora, en los procedimientos de responsabilidad administrativa, las 
medidas cautelares previstas en las disposiciones jurídicas aplicables; y 

XIV. Las demás que establezcan la Ley, el Pleno y las Comisiones. 

Artículo 115. La Visitaduría Judicial es el órgano auxiliar del Consejo competente para inspeccionar e 
investigar el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, a fin de lograr un ejercicio responsable, 
profesional e independiente en la función jurisdiccional, así como evitar actos que la demeriten. 

La Visitaduría Judicial se regirá por lo dispuesto en la Ley, el presente Acuerdo y demás disposiciones 
aplicables; y auxiliará al Pleno, al Presidente o a las Comisiones en las tareas que le encomienden, inherentes 
a su función. 
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Artículo 122. Los visitadores judiciales "B" serán designados por el Pleno, mediante la celebración de un 
concurso de oposición, cuyas bases serán elaboradas por la Comisión de Vigilancia y sometidas a la 
aprobación del Pleno. Podrá prescindirse del concurso cuando las necesidades del servicio apremien la 
designación. Durarán tres años en su encargo, prorrogables por una vez, a consideración del Pleno. 

Artículo 127. ... 

I. Planear, programar, coordinar e implementar la práctica de las visitas ordinarias de inspección. 
Enviar al Secretario Ejecutivo de Vigilancia la documentación relativa al plan de visitas ordinarias 
de inspección para que éste realice el sorteo de los órganos jurisdiccionales a inspeccionar entre 
los visitadores judiciales "B"; 

II. a VI. ... 

VII. Solicitar a la Comisión de Vigilancia que se emitan las medidas provisionales que por su 
naturaleza y urgencia así lo ameriten, en caso de que, durante el desarrollo de alguna visita de 
inspección, se advierta la existencia de algún acto que pudiera lesionar gravemente la 
impartición de justicia; 

VIII. ... 

IX. Expresar ante la Comisión de Vigilancia las razones y causas que le impidan realizar visitas de 
inspección; 

X. a XII. ... 

XIII. Remitir a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia las correspondientes actas de visita ordinaria; y a 
la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas las actas de las visitas 
extraordinarias; 

XIV. a XVII. ... 

XVIII. Conceder a los visitadores judiciales "B" y demás servidores públicos de la Visitaduría Judicial, 
licencia por causa justificada con goce de sueldo hasta por treinta días; y sin goce de sueldo 
hasta por seis meses. Las licencias de los visitadores judiciales "A" y aquellas que excedan de 
estos términos serán concedidas por la Comisión de Vigilancia, de conformidad con la Ley y 
demás disposiciones aplicables, en el caso de los visitadores judiciales "A", se recabará 
previamente la opinión del Visitador General; 

XIX. a XXI. ... 

XXII. Elaborar e implementar sistemas de supervisión y evaluación del desempeño y la conducta de 
los visitadores; informar a la Comisión de Vigilancia los resultados de la evaluación y, en caso de 
ser negativos, proponer las medidas adecuadas; 

XXIII. ... 

XXIV. Cuidar que los procedimientos de inspección, las investigaciones y las actas que se levanten, se 
ajusten a los lineamientos a que se refieren la Ley, este Acuerdo, así como las disposiciones 
relativas; 

XXV. a XXVI. ... 

XXVII. Ante cualquier circunstancia no prevista en la normatividad, implementar las acciones necesarias 
para ejecutar las inspecciones o investigaciones que se programen u ordenen. Cuidará que sus 
acciones no contravengan la esencia y características de los diferentes instrumentos; 

XXVIII. Implementar un registro en el que se guarden en forma sistematizada los resultados de las 
inspecciones y las investigaciones que la Visitaduría Judicial realice, con los propósitos de 
control, consulta e información; 

XXIX. ... 

XXX. Rendir a la Comisión de Vigilancia, cada seis meses, un informe detallado de labores; y previo 
su análisis y aprobación por ésta, remitir al Pleno, uno anual que además dé cuenta sobre los 
resultados generales de la inspección e investigaciones efectuadas; 

XXXI. Formular y proponer a la Comisión de Vigilancia proyectos de reforma a los acuerdos generales 
que se relacionen con su ámbito de competencia, a cualquier formato de actas, informes, 
cuestionarios; y 

XXXII. Las demás que le confieran la Ley, este Acuerdo, así como las disposiciones que en la materia 
emitan el Pleno o la Comisión de Vigilancia. 
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Artículo 128. ... 

I. a III. ... 

IV. Expresar ante el Pleno el impedimento que tengan para realizar visitas de inspección 
extraordinarias o para revisar resoluciones; 

V. a XII. ... 

Artículo 129. ... 

I. ... 

II. Expresar ante el Visitador General, el impedimento que tengan para realizar visitas de 
inspección ordinarias; 

III. a VIII. ... 

Artículo 130. ... 

I. a VI. ... 

VII. Brindar el apoyo necesario a los visitadores judiciales, para que pueda realizarse, con las 
mayores facilidades, el programa de visitas aprobado; 

VIII. Colaborar con el Visitador General, en la preparación y coordinación de las acciones de 
inspección e investigación de la competencia de la Visitaduría Judicial, recabando toda la 
documentación necesaria para ello; 

IX. a XII. ... 

XIII. Remitir al Director General de Recursos Humanos, copia certificada de las actas de visita que se 
levanten, así como de sus resultados para ser agregadas al expediente personal de los 
servidores públicos inspeccionados y al expediente del órgano jurisdiccional; 

XIV. a XV. ... 

Artículo 131. ... 

I. a II. ... 

III. Auxiliar al Visitador General y al director general, en los programas de inspección y en las 
investigaciones que efectúe la Visitaduría Judicial, así como en el despacho de la 
correspondencia que se reciba en el órgano auxiliar; 

IV. a V. ... 

Artículo 132. Las ausencias temporales del Visitador General serán cubiertas por el visitador judicial "A" 
que designe la Comisión de Vigilancia. 

Artículo 133. Las ausencias temporales de los visitadores judiciales "A", que no excedan de treinta días, 
serán cubiertas por el Visitador General o por el visitador judicial "A" que éste designe. Las que excedan de 
ese plazo, serán cubiertas por un visitador judicial "A" que designe la Comisión de Vigilancia. 

Artículo 137. Derogado. 

Artículo 138. Derogado. 

Artículo 139. Derogado. 

Artículo 140. Para el adecuado y eficaz funcionamiento del Consejo existirán direcciones generales, y una 
Coordinación de Derechos Humanos, Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, a fin de ejecutar las 
funciones administrativas, de control, informáticas y todas aquellas que determine el Pleno. 

Artículo 141. Las direcciones generales tendrán como titular a un director general, y la Coordinación de 
Derechos Humanos, Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, un coordinador, quienes asumirán la 
dirección técnica y administrativa y serán los responsables ante las autoridades superiores de su correcto 
funcionamiento. 

... 

Artículo 142. Para ser Director General, y Coordinador de Derechos Humanos, Igualdad de Género y 
Asuntos Internacionales se requiere: 

I. a VI. ... 
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Artículo 143. Los titulares de las direcciones generales, y de la Coordinación de Derechos Humanos, 
Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, tendrán, según corresponda y salvo que existan disposiciones 
específicas diversas, las atribuciones siguientes: 

I. a XX. ... 

Artículo 160. ... 

I. a IX. ... 

X. Intervenir, en representación del Consejo, sin perjuicio de las facultades y atribuciones 
exclusivas de sus integrantes, de las secretarías ejecutivas, coordinaciones, Unidades para la 
Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia Penal; y de Implementación de la Reforma en 
materia de Justicia Laboral, y órganos auxiliares, en todas las controversias jurídicas en que 
sean parte y con todos los derechos procesales que las leyes reconocen a las personas físicas y 
morales, tanto para presentar demandas como para contestarlas y reconvenir a la contraparte, 
ejercitar acciones y oponer excepciones, formular denuncias y querellas, coadyuvar con el 
Ministerio Público de la Federación cuando así proceda, interponer toda clase de recursos y 
desistirse de ellos, incluso del juicio de amparo y otorgar el perdón si procediere, previa 
autorización del Pleno, transigir, comprometer en árbitros, absolver y articular posiciones, recibir 
pagos, ofrecer y rendir toda clase de pruebas, recusar jueces inferiores y superiores, apelar, 
interponer juicio de amparo y los recursos previstos por la ley de la materia y, en general, para 
que promueva o realice todos los actos permitidos por las leyes que favorezcan y salvaguarden 
los derechos del Consejo. 

... 

XI. a XXVI. ... 

Artículo 162. ... 

I. Proponer a la Comisión de Vigilancia las políticas, normas, lineamientos y procedimientos de 
identidad institucional, información, difusión y comunicación social del Consejo, y ejecutarlos a fin de promover 
la imagen y cultura jurisdiccional en la opinión pública; 

II. a XXIII. ... 

Artículo 164 Quater. Derogado. 

Artículo 164 Quinquies. Derogado. 

Artículo 170. ... 

I. a XXII. ... 

XXIII. Elaborar las propuestas de prórrogas de nombramiento que, por tiempo determinado o 
indefinido, soliciten los titulares de las secretarías ejecutivas, coordinaciones, Unidades para la 
Consolidación del Nuevo Sistema de Justicia Penal; y de Implementación de la Reforma en 
materia de Justicia Laboral, órganos auxiliares, direcciones generales, y la Coordinación de 
Derechos Humanos, Igualdad de Género y Asuntos Internacionales, respecto del personal a su 
cargo; 

XXIV. Elaborar las propuestas para el otorgamiento de base al personal de apoyo adscrito a las 
secretarías ejecutivas, coordinaciones, Unidades para la Consolidación del Nuevo Sistema de 
Justicia Penal; y de Implementación de la Reforma en materia de Justicia Laboral, órganos 
auxiliares, direcciones generales, y la Coordinación de Derechos Humanos, Igualdad de Género 
y Asuntos Internacionales, a solicitud del titular de la adscripción del servidor público del que se 
trate, se tenga la plaza disponible en su plantilla autorizada, su desempeño haya resultado 
satisfactorio a juicio del propio titular, sin nota desfavorable en su expediente, y cuente con una 
antigüedad ininterrumpida de más de seis meses en el puesto; 

XXV. a XL. ... 

Artículo 181. La Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial 
tendrá a su cargo la coordinación de las actividades relacionadas con el registro patrimonial de los servidores 
públicos del Poder Judicial de la Federación, seguimiento de los bienes asegurados y decomisados, registro 
de servidores públicos y de particulares sancionados, así como lo referente a la substanciación de los 
procedimientos administrativos de responsabilidad; y del recurso de inconformidad que presenten los 
proveedores, prestadores de servicios y contratistas; de conformidad con las disposiciones aplicables en la 
materia. 
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Artículo 182. El titular de la Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución 
Patrimonial tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a II. ... 

III. Derogada. 

IV. a XI. ... 

XII. Llevar el registro interno de los bienes a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, conforme a las disposiciones aplicables; 

XIII. a XVI. ... 

Artículo 190 Ter. La documentación que se reciba cerrada será abierta para su turno, con excepción de la 
que esté dirigida a los Consejeros, a la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, a la Unidad General 
de Investigación de Responsabilidades Administrativas, a las Secretarías Ejecutivas de Disciplina; de 
Vigilancia; así como aquella que se dirija a cualquier área administrativa que esté rotulada con las leyendas de 
"confidencial" o "reservada". 

Artículo 213. Los Consejeros tienen el deber de excusarse del conocimiento de los asuntos en que ocurra 
alguno de los impedimentos señalados en el artículo 146 de la Ley, así como de los señalados en la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas expresando concretamente en qué consiste el impedimento en 
la sesión en que ello ocurra, previamente a la discusión del asunto, en ese caso el Pleno o la Comisión 
correspondiente que conozca del asunto resolverá de plano lo conducente. 

Artículo 264. ... 

I. a IV. ... 

V. El órgano jurisdiccional en donde se lleve a cabo el registro conservará para su resguardo un 
tanto de las copias certificadas y de la solicitud correspondiente, y remitirá el otro tanto a la 
Secretaría Ejecutiva de Vigilancia; 

VI. En caso de que los datos de la cédula profesional que exhiba el abogado postulante no sean 
coincidentes con los contenidos en la página web de la Dirección General de Profesiones, o en 
la correspondiente a su similar de las entidades federativas, el servidor público deberá dar 
cuenta al titular del órgano jurisdiccional de su adscripción, levantará un acta en la que haga 
constar esta situación y certificará las copias que le fueron exhibidas, haciendo la devolución de 
los documentos al interesado. Un tanto de las copias certificadas se enviará a la Secretaría 
Ejecutiva de Vigilancia para que lleve a cabo ante la Dirección General mencionada o bien en la 
institución análoga de las entidades federativas, la validación correspondiente y de resultar que 
no existen antecedentes en sus registros de la cédula respectiva, la Secretaría Ejecutiva le 
enviará la copia certificada de los documentos para los efectos que estime pertinentes; 

VII. De no ser posible el registro del litigante por causas no imputables al servidor público encargado 
de realizar su inscripción, ya sea debido a la imposibilidad de acceder a la base de datos de la 
Dirección General de Profesiones, de la Secretaría de Educación Pública, o de sus homólogas 
en las entidades federativas cuando cuenten con ellas, para verificar la información de la cédula 
profesional proporcionada por el solicitante; o, en caso de que no exista un sistema de consulta 
pública en internet perteneciente a la dependencia o unidad administrativa que hubiere expedido 
la cédula con efectos de patente sometida a registro, el servidor público notificará tal situación al 
litigante que lo haya solicitado e inmediatamente, remitirá a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, 
la documentación en que consten tales hechos para que, dentro del marco de sus atribuciones, 
ésta lleve a cabo la verificación respectiva haciendo uso de mecanismos alternos. Hecha la 
verificación de validez, la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia notificará el resultado obtenido al 
órgano jurisdiccional que le hubiere remitido la documentación, para que, atendiendo al mismo, 
efectúe el registro del litigante; y 

VIII. ... 

Artículo 265. Las áreas administrativas brindarán el apoyo que les sea requerido por la Secretaría 
Ejecutiva de Vigilancia, para el exacto cumplimiento de las funciones que en razón de este Título se le 
confieren. 

Artículo 266. Cualquier consulta o situación no prevista suscitada con motivo de la aplicación de este 
Título, será competencia de la Comisión de Vigilancia.” 
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ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforman los artículos 15, fracción XX; 24, párrafo segundo; 28 Bis; 52; 251, 
párrafo segundo; 252, párrafo primero; 300, fracción IV; 434; 436, párrafo primero; 437; 438, párrafos primero 
y tercero; 442, párrafo primero; 443, párrafo segundo; 444, párrafo tercero; 447, párrafo tercero; 452, fracción 
I, inciso d); 459, fracción VII; 460, fracción VI; 461, fracción X; 563, fracción VII; 564, fracción VI; 565, fracción 
X; 576, fracción XIV; 634; 643, fracción XVI; 669; 689, párrafo quinto; 695, párrafo tercero; 841, fracción VI; 
913; 924, párrafos tercero y cuarto; 948; y 995; y se derogan los artículos 2, fracción XI; 299, fracción IV, 
incisos a), b), f), h) e i); 541 a 557, así como el Capítulo Cuarto y sus Secciones Primera y Segunda, del Título 
Primero del Libro Tercero, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece 
las disposiciones en materia de actividad administrativa del propio Consejo, para quedar como sigue: 

“Artículo 2. ... 

I. a X. ... 

XI. Derogada. 

XII. a XXI. ... 

Artículo 15. ... 

I. a XIX. ... 

XX. Órganos auxiliares: Los señalados en el artículo 88 de la Ley Orgánica; 

XXI. a XXV. ... 

Artículo 24. ... 

I. a III. ... 

Las actas de visita y los informes circunstanciados no se integrarán a expedientes personales, salvo que 
así lo determine el órgano dictaminador, supuesto en el cual la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia proveerá lo 
conducente al envío de copia certificada de tales instrumentos a la Dirección General de Recursos Humanos. 

Artículo 28 Bis. El servidor público que use o exhiba documentos falsos para ingresar o desempeñar 
algún empleo, cargo o comisión; o para integrar su expediente personal será sancionado administrativamente, 
de conformidad con lo previsto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y demás 
disposiciones aplicables, sin perjuicio de las responsabilidades penal o civil a que haya lugar. 

Artículo 52. Los procedimientos administrativos de imposición de sanciones como la destitución, se 
regulan por la Ley Orgánica, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y el Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de responsabilidades 
administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

Artículo 251. ... 

En lo no previsto por este Capítulo y demás disposiciones que de él se deriven, serán aplicables 
supletoriamente el Código Civil Federal, el Código Federal de Procedimientos Civiles, la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, en lo conducente. 

... 

Artículo 252. Los servidores públicos del Consejo deberán cumplir las disposiciones establecidas por la 
Ley Orgánica y este Capítulo, observando en todo momento lo previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas. 

... 

Artículo 299. ... 

I. a III. ... 

IV. ... 

a) Derogado. 

b) Derogado. 

c) a e) ... 

f) Derogado. 

g) ... 
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h) Derogado. 

i) Derogado. 

j) ... 

... 

V. a IX. ... 

Artículo 300. ... 

I. a III. ... 

IV. Para graduar la declaratoria correspondiente se considerarán: los daños o perjuicios que se 
hubieren producido al Consejo, el carácter intencional o no de la causal de inhabilitación, la 
gravedad de ésta y las condiciones de las personas que hubieren incurrido en el supuesto 
respectivo; 

V. a VI. ... 

... 

Artículo 434. La inconformidad deberá presentarse por escrito ante la Dirección General de 
Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial. 

Cuando la inconformidad se presente ante área distinta dentro del Consejo, ésta la remitirá a la Dirección 
General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial en el término de veinticuatro 
horas siguientes a su recepción. En ese supuesto se tendrá como fecha de presentación la del acuse de 
recibo ante el área incompetente. 

Artículo 436. La Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial 
prevendrá al inconforme cuando hubiere omitido algún requisito del artículo 432 de este Acuerdo, a fin de que 
subsane la omisión, apercibiéndolo que, en caso de no hacerlo en el plazo de tres días hábiles, se tendrá por 
no presentada la inconformidad. Lo anterior, salvo las pruebas, las cuales se tendrán por no ofrecidas, y el 
señalamiento del domicilio para recibir notificaciones, supuesto en el cual se notificará por lista. 

... 

Artículo 437. La Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial 
podrá acumular la inconformidad antes de que fenezca el término para elaborar el proyecto de resolución, 
cuando tenga relación con otra u otras inconformidades por tratarse del mismo acto motivo de la 
inconformidad o por haber sido interpuesta contra actos que deriven de la misma contratación pública. La 
inconformidad más reciente se acumulará a la más antigua. 

Artículo 438. Dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la inconformidad o a que se 
haya cumplido la prevención, la Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución 
Patrimonial, en su caso, la admitirá y proveerá lo relativo a las pruebas. 

... 

En el mismo proveído de admisión, la Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la 
Evolución Patrimonial solicitará informe al área correspondiente sobre el acto motivo de la inconformidad. 

... 

... 

Artículo 442. Cerrada la instrucción la Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la 
Evolución Patrimonial, elaborará y someterá, a la Comisión de Administración, en un término de cinco días 
hábiles, el proyecto de resolución de la inconformidad, previo visto bueno de la Contraloría. 

... 

Artículo 443. ... 

I. a VII. ... 

En caso de que se advierta la existencia de conductas probablemente constitutivas de responsabilidad 
administrativa, se atenderá a lo previsto en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
que establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control 
y rendición de cuentas y demás disposiciones aplicables. 
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Artículo 444. ... 

I. a VIII. ... 

... 

Para efectos de la fracción III de este artículo, el liquidador tendrá la obligación de presentar ante la 
Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial la constancia del 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio relativa a la cancelación de la inscripción del contrato social 
de la persona moral de que se trate. 

Artículo 447. ... 

... 

El inconforme y el tercero interesado, dentro de los tres días hábiles siguientes a que tengan conocimiento 
de la ejecución de la resolución o vencido el término para ello sin que se hubiere ejecutado, podrán hacer del 
conocimiento de la Contraloría, en vía incidental a través de la Dirección General de Substanciación, Registro 
y Seguimiento de la Evolución Patrimonial, su incumplimiento total o parcial, o exceso en su ejecución. 

... 

... 

... 

Artículo 452. ... 

I. ... 

a) a c) ... 

d) Los acuerdos o resoluciones que lo ameriten a juicio de la Dirección General de 
Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial y la Comisión 
de Administración. 

II. ... 

Artículo 459. ... 

I. a VI. ... 

VII. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, este Capítulo y 
demás ordenamientos aplicables en la materia, observando en todo momento lo previsto en la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Artículo 460. ... 

I. a V. ... 

VI. Cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, este Capítulo y demás 
ordenamientos aplicables, observando en todo momento lo previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; y 

VII. ... 

Artículo 461. ... 

I. a IX. ... 

X. Cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, en este Capítulo y demás 
ordenamientos aplicables, observando en todo momento lo previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; y 

XI. ... 

CAPÍTULO CUARTO 

DEROGADO 

Artículo 541. Derogado. 

Artículo 542. Derogado. 

Artículo 543. Derogado. 
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SECCIÓN PRIMERA 

DEROGADA 

Artículo 544. Derogado. 

Artículo 545. Derogado. 

Artículo 546. Derogado. 

Artículo 547. Derogado. 

Artículo 548. Derogado. 

Artículo 549. Derogado. 

Artículo 550. Derogado. 

Artículo 551. Derogado. 

SECCIÓN SEGUNDA 

DEROGADA 

Artículo 552. Derogado. 

Artículo 553. Derogado. 

Artículo 554. Derogado. 

Artículo 555. Derogado. 

Artículo 556. Derogado. 

Artículo 557. Derogado. 

Artículo 563. ... 

I. a VI. ... 

VII. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, este Capítulo y 
demás disposiciones aplicables en la materia, observando en todo momento lo previsto en la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas; y 

VIII. ... 

Artículo 564. ... 

I. a V. ... 

VI. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, este Capítulo y 
demás disposiciones aplicables de la materia, observando en todo momento lo previsto en la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas; y 

VII. ... 

Artículo 565. ... 

I. a IX. ... 

X. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica, este Capítulo y 
demás disposiciones aplicables de la materia, observando en todo momento lo previsto en la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas; 

XI. a XII. ... 

Artículo 576. ... 

I. a XIII. ... 

XIV. La indicación de que no podrán participar las personas que se encuentren en alguno de los 
supuestos previstos en los artículos 299 y 300 de este Acuerdo y demás disposiciones 
aplicables. 
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Artículo 634. Los servidores públicos que participen en la realización de los procedimientos de 
enajenación previstos en esta Sección, serán responsables por la inobservancia de las disposiciones 
establecidas en el mismo, en la Ley Orgánica, y en la Ley General de Responsabilidades Administrativas; sin 
perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda conforme a otras disposiciones aplicables. 

Artículo 643. ... 

I. a XV. ... 

XVI. La indicación de que no podrán participar las personas que se encuentren en alguno de los 
supuestos previstos en los artículos 299 y 300 de este Acuerdo y demás disposiciones 
aplicables; y 

XVII. ... 

Artículo 669. Estarán impedidas para participar en los procedimientos de enajenación regulados por este 
Capítulo, las personas que estén impedidas para contratar, de conformidad con lo previsto en este Acuerdo y 
en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en 
materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

Artículo 689. ... 

I. a IV. ... 

... 

... 

... 

Los servidores públicos que participen en las sesiones del Comité de Informática, en el ámbito de su 
competencia, deberán cumplir y hacer cumplir, las disposiciones establecidas en este Capítulo y demás 
ordenamientos aplicables, así como lo dispuesto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Artículo 695. ... 

I. a XII. ... 

... 

Los servidores públicos de las administraciones de edificios deberán cumplir las disposiciones 
establecidas en este Capítulo, observando en todo momento lo previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas. 

... 

Artículo 841. ... 

I. a V. ... 

VI. En el ámbito de su competencia, cumplir y hacer cumplir las disposiciones establecidas en este 
Capítulo y demás aplicables, así como lo dispuesto en la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas; 

VII. a IX. ... 

Artículo 913. El incumplimiento a lo dispuesto en este Capítulo se sujetará a lo previsto en la Ley 
Orgánica, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y en el Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de responsabilidades 
administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

Artículo 924. ... 

I. a III. ... 

... 

Tratándose de servidores públicos de nuevo ingreso, la Coordinación de Seguridad deberá gestionar que 
se realice la evaluación de control de confianza en un plazo que no podrá exceder de los tres meses a partir 
de la fecha de su ingreso. Las subsecuentes evaluaciones se realizarán cada tres años, o cuando así lo 
determine la Comisión de Vigilancia a propuesta de la propia Coordinación, debidamente justificada. 
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Cuando algún servidor público no acredite la evaluación de control de confianza, el Coordinador de 
Seguridad elaborará un informe que se someterá a consideración de la Comisión de Vigilancia. Si ésta, con 
vista en dicho informe y en las constancias que lo soportan, considera que la no acreditación de la referida 
evaluación se debe a cuestiones que pueden ser subsanadas y que no implican un riesgo para la seguridad 
de la institución, podrá determinar la permanencia del personal tomando en cuenta la antigüedad y el 
desempeño dentro del Poder Judicial de la Federación. 

Artículo 948. La Visitaduría Judicial verificará en las visitas ordinarias si en los órganos jurisdiccionales 
visitados se observa lo dispuesto en este Capítulo, y de no ser así, lo informará a la Secretaría Ejecutiva de 
Vigilancia. 

Artículo 995. Las conductas de los servidores públicos que impliquen el incumplimiento a los preceptos 
establecidos en este Título, dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan en términos de lo 
previsto en la Ley Orgánica, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y demás disposiciones 
aplicables. 

ARTÍCULO TERCERO. Se reforman los artículos 22; 23; 72; 205; y 211 del Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los 
órganos jurisdiccionales, para quedar como sigue: 

“Artículo 22. La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia será la encargada de coordinar las tareas tendentes al 
establecimiento, desarrollo y mantenimiento del Sistema de Registro y Control de Guardias de los órganos 
jurisdiccionales. 

Las áreas administrativas brindarán el apoyo que les sea requerido por la Secretaría Ejecutiva de 
Vigilancia, para el exacto cumplimiento de lo previsto en este Capítulo. 

Artículo 23. Lo no previsto en este Capítulo, así como cualquier consulta, será resuelto por la Comisión de 
Vigilancia. 

Artículo 72. Son obligaciones de los servidores públicos de las oficinas de correspondencia común, 
cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause la suspensión o deficiencia de éste, debiendo entender por servicio encomendado, al cúmulo de 
obligaciones, atribuciones y funciones inherentes al cargo, las cuales se encuentran contenidas en la Ley 
Orgánica, en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en el presente Acuerdo, y en las demás 
disposiciones aplicables. 

Artículo 205. La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, en el ámbito de su competencia, verificará el debido 
cumplimiento de este Capítulo, para lo cual podrá acceder a la información contenida tanto en la base de 
datos, como en los reportes que el SISE CB emita. 

Artículo 211. La Comisión de Vigilancia y la Visitaduría Judicial, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, vigilarán el debido cumplimiento de lo dispuesto en el presente Capítulo.” 

ARTÍCULO CUARTO. Se reforman los artículos 20, fracción III, inciso h); y 47, fracción VI; del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones 
de los funcionarios judiciales, para quedar como sigue: 

“Artículo 20.- ... 

... 

I. a II. ... 

III. ... 

a) a g) ... 

h) Requerirá a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia los resultados de las visitas de inspección 
practicadas y de los informes circunstanciados rendidos; y a la Secretaría Ejecutiva de 
Disciplina los procedimientos administrativos disciplinarios incoados en contra del 
solicitante; y 

i) ... 
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IV. a V. ... 

... 

... 

Artículo 47.-... 

... 

... 

I. a V. ... 

VI. Solicitará a la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia los resultados de las visitas de inspección y de 
los informes circunstanciados; y a la Secretaría Ejecutiva de Disciplina los procedimientos 
administrativos disciplinarios formulados en contra del servidor público; 

VII. a VIII. ...” 

ARTÍCULO QUINTO. Se reforman los artículos 7, párrafo primero; 9; 11; 12 y 13; así como los numerales 
7, inciso F); y 10 del Acta de Entrega-Recepción de Órgano Jurisdiccional del Acuerdo General 42/2012 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones que deberán observar los jueces 
y magistrados adscritos a los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial Federal, para realizar la entrega-
recepción de los asuntos a su cargo y de los recursos que tengan asignados al separarse de su empleo, cargo 
o comisión, o sean suspendidos, readscritos o reubicados a diverso Órgano Jurisdiccional, para quedar como 
sigue: 

“Artículo 7.- Cuando el titular entrante detecte alguna inconsistencia relevante en relación con el 
contenido del acta respectiva o en los anexos de la misma durante el término señalado en el artículo anterior, 
deberá hacerlo del conocimiento de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia. El juez o magistrado saliente deberá 
hacer las aclaraciones pertinentes, sin perjuicio de que, en su caso, se proceda de conformidad con las 
disposiciones aplicables en materia de responsabilidades de los servidores públicos. 

... 

Artículo 9.- Cualquier servidor público de los señalados en los artículos 1 y 2 de este Acuerdo, que, al 
separarse de su empleo, cargo o comisión, o a partir de su readscripción o reubicación, omita hacer la entrega 
a que el presente Acuerdo se refiere, será requerido por la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, para que en un 
plazo no mayor a treinta días naturales, siguientes a aquel en que se notifique el requerimiento, cumpla con 
esta obligación. 

En el supuesto que antecede, el juez o magistrado entrante al tomar posesión o, en su caso, el secretario 
encargado del despacho o el designado en funciones de juez o magistrado, levantará acta circunstanciada 
con asistencia de dos testigos, dejando constancia de los asuntos que se encuentren en trámite o en 
suspenso, los remitidos a órganos auxiliares y los pendientes de fallar, de la plantilla del personal adscrito al 
órgano jurisdiccional, informe de asuntos administrativos pendientes de atender (estadísticas, visitas físicas o 
virtuales, etc.), documentos y valores, libros de gobierno, recursos materiales asignados; lo anterior, se hará 
del conocimiento de la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, para efectos del aludido requerimiento, y de que en 
su caso, se realicen las acciones que correspondan en términos de las disposiciones aplicables en materia de 
responsabilidades. 

Artículo 11.- Con independencia de la causa o motivo que origine la separación, el servidor público 
saliente no quedará relevado de las obligaciones a que se refieren las disposiciones de este Acuerdo y demás 
aplicables en materia de responsabilidades, entre ellas, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Artículo 12.- El Acta de entrega-recepción deberá levantarse en cuatro tantos, firmarse por los que en ella 
intervienen y por los dos testigos de asistencia. Los anexos deberán foliarse en todas sus fojas y rubricarse 
por los servidores públicos, tanto el saliente como el entrante, con la siguiente distribución: 

I. Acta y original de los anexos firmados de manera autógrafa, que se quedará en resguardo en el 
órgano jurisdiccional; y 

II. Acta y copia de los anexos: para el servidor público que realiza la entrega y para el servidor público 
que recibe, así como para la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia. 



72     (Segunda Sección) DIARIO OFICIAL Viernes 7 de diciembre de 2018 

Artículo 13.- La Secretaría Ejecutiva de Vigilancia vigilará, en el ámbito de sus atribuciones, el 
cumplimiento de las disposiciones a que se refiere el presente Acuerdo. 

ACTA DE ENTREGA-RECEPCIÓN DE ÓRGANO JURISDICCIONAL. 

1.- a 6.- ... 

7.- ... 

A) a E) ... 

F) LIBROS DE GOBIERNO. SE HACE CONSTAR LA ENTREGA DE LOS LIBROS QUE A 
CONTINUACIÓN SE DESCRIBEN: _________________________ 

G) a L) ... 

8.- a 9.- ... 

10.- CIERRE DEL ACTA. EL FUNCIONARIO QUE ENTREGA MANIFIESTA BAJO PROTESTA DE DECIR 
VERDAD HABER PROPORCIONADO SIN OMISIÓN ALGUNA TODOS LOS ELEMENTOS NECESARIOS 
PARA LA FORMULACIÓN DE LA PRESENTE ACTA, SIN EXCLUIR ASUNTO ALGUNO O ASPECTO 
IMPORTANTE RELATIVO A SU GESTIÓN. ASIMISMO, MANIFIESTA TENER CONOCIMIENTO DE QUE EL 
CONTENIDO DEL ACTA Y DE SUS ANEXOS PODRÁ SER VERIFICADO POR LAS ÁREAS 
COMPETENTES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS 
HÁBILES SIGUIENTES A QUE ESTA ACTA SE HAGA DEL CONOCIMIENTO DE LA SECRETARÍA 
EJECUTIVA DE VIGILANCIA, POR LO QUE PODRÁ SER REQUERIDO PARA CUALQUIER ACLARACIÓN 
AL RESPECTO Y PARA PROPORCIONAR LA INFORMACIÓN ADICIONAL, EN EL ENTENDIDO QUE LA 
PRESENTE ENTREGA NO IMPLICA LIBERACIÓN ALGUNA DE RESPONSABILIDADES QUE PUDIERAN 
LLEGARSE A DETERMINAR POR LA AUTORIDAD COMPETENTE CON POSTERIORIDAD.” 

ARTÍCULO SEXTO. Se reforma el artículo 21 del Acuerdo General 48/2013 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que constituye el fideicomiso para el desarrollo de infraestructura que implementa la 
reforma constitucional en Materia Penal, para quedar como sigue: 

“Artículo 21. El incumplimiento a lo previsto en el presente Acuerdo será sancionado conforme a lo 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley, la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y 
rendición de cuentas, y en las demás disposiciones aplicables.” 

ARTÍCULO SÉPTIMO. Se reforma el artículo 3 Bis, párrafo segundo del Acuerdo General 55/2014 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula la integración de la lista de personas que pueden 
fungir como peritos ante el Instituto Federal de Defensoría Pública, para quedar como sigue: 

“Artículo 3 Bis. ... 

Los peritos a que se refiere el párrafo anterior, se regirán por lo dispuesto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y 
rendición de cuentas; y demás disposiciones aplicables.” 

ARTÍCULO OCTAVO. ... 

CAPÍTULO SEGUNDO 

COMISIÓN DE VIGILANCIA” 

ARTÍCULO NOVENO. Se reforma la definición de “Autoridad solicitante” del Glosario contenido en el 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide el protocolo de 
actuación para la obtención y tratamiento de los recursos informáticos y/o evidencias digitales, para quedar 
como sigue: 

“GLOSARIO 

● ... 

● ... 

● ... 

● Autoridad solicitante: Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, Comisiones, Secretaría Ejecutiva 
de Vigilancia; Secretaría Ejecutiva de Disciplina; Visitaduría Judicial; Contraloría del Poder Judicial de 
la Federación; y la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas. 

● ... 

● ... 

● ... 
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● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ... 

● ...” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el siete de diciembre de dos mil dieciocho. 

SEGUNDO. Publíquese el Acuerdo General en el Diario Oficial de la Federación y para su mayor difusión 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura 
Federal en Internet. 

Lo anterior, con excepción del ARTÍCULO OCTAVO de este Acuerdo, del cual el Secretario Ejecutivo del 
Pleno distribuirá copia certificada a las unidades administrativas involucradas en su aplicación o ejecución. 

TERCERO. Las Secretarías Ejecutivas de Finanzas y Servicios Personales; y de Administración, por 
conducto de las unidades administrativas competentes que les estén adscritas, en su ámbito de competencia, 
llevarán a cabo las acciones necesarias para la implementación del presente Acuerdo. 

CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Acuerdo. 

QUINTO. La Dirección General de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial 
conservará los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales con los que actualmente cuenta la 
Dirección General de Responsabilidades, así como la competencia para continuar conociendo de los asuntos 
en trámite. 

SEXTO. La Unidad de Investigación de Responsabilidades Administrativas se transforma en la Unidad 
General de Investigación de Responsabilidades Administrativas con los recursos humanos, presupuestales, 
financieros y materiales con que cuenta la Unidad de Investigación, así como con las investigaciones que 
actualmente lleva a cabo. 

SÉPTIMO. Las referencias a la Comisión de Vigilancia, Información y Evaluación, y a la Secretaría 
Ejecutiva de Vigilancia, Información y Evaluación se entenderán hechas a la Comisión de Vigilancia y a la 
Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, respectivamente. 

Las que se hagan a la Unidad de Investigación de Responsabilidades Administrativas se entenderán 
referidas a la Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas. 

Y las hechas a la Dirección General de Responsabilidades se entenderán hechas a la Dirección General 
de Substanciación, Registro y Seguimiento de la Evolución Patrimonial. 

EL LICENCIADO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGÁN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones de diversos acuerdos generales, en relación con la 
reestructura organizacional en materia de responsabilidades administrativas, fue aprobado por el Pleno del 
propio Consejo, en sesión ordinaria de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, por mayoría de votos de 
los señores Consejeros: Presidente Ministro Luis María Aguilar Morales, Felipe Borrego Estrada, Jorge 
Antonio Cruz Ramos, Rosa Elena González Tirado, Alfonso Pérez Daza y J. Guadalupe Tafoya Hernández; 
con el voto en contra de la Consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez.- Ciudad de México, a 
treinta de noviembre de dos mil dieciocho.- Conste.- Rúbrica. 
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VOTO Particular que formula la Consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez, contra el Acuerdo 
Plenario que emite el diverso Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las 
disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de 
cuentas, en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA CONSEJERA MARTHA MARÍA DEL CARMEN HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, 

CONTRA EL ACUERDO PLENARIO QUE EMITE EL DIVERSO ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 

JUDICATURA FEDERAL QUE ESTABLECE LAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS, SITUACIÓN PATRIMONIAL, CONTROL Y RENDICIÓN DE CUENTAS, EN SESIÓN DE 

VEINTIOCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECIOCHO. 

Respetuosamente me permito disentir de la decisión mayoritaria, de acuerdo con las razones jurídicas 
siguientes. 

Se estima que en el particular se vulneraron diversas disposiciones de fuente internacional, como son los 
artículos 1o., 8.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en cuanto al deber de respetar 
los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, específicamente, la observancia de las garantías judiciales aplicables en el 
procedimiento disciplinario sancionador, como así se estableció por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá.1 

Asimismo, se advierte infracción de los artículos 1o., 14, 16, 17 y 133 de la Constitución General de la 
República, en torno a las obligaciones de garantizar los derechos de igualdad, defensa, debido proceso, 
imparcialidad y supremacía constitucional. 

Esto es así, ya que en el acuerdo aprobado se desconoció la evolución que ha tenido el principio de 
debido proceso en el país, no sólo a partir de la interpretación que en el ámbito jurisdiccional se ha venido 
dando a los invocados artículos 14 y 16, sino sobre todo por virtud de la reforma constitucional de 2011, que 
implantó un nuevo enfoque que comprende el deber de proteger, garantizar, respetar y promover los derechos 
humanos. 

Mismos que han motivado la exigencia de introducir en el procedimiento administrativo sancionador las 
reglas del proceso penal acusatorio cuya característica principal definitoria ha sido precisamente la separación 
de las funciones de investigación, substanciación y resolución con la finalidad de asegurar el cumplimiento 
pleno del principio de imparcialidad. 

  La Ley General de Responsabilidades Administrativas respondió en su contenido a esa necesidad 
imperante y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el legislador también exteriorizó ese 
propósito en los trabajos que motivaron la reforma de 18 de junio de este año. 

No obstante, en el pronunciamiento mayoritario se contempla el ejercicio de facultades de diversas áreas 
administrativas que intervienen en las diferentes fases de los procedimientos de investigación y disciplinario 
que se superponen a esa necesidad de asegurar la distribución de funciones y al principio de imparcialidad, 
entre otros aspectos que se destacan a continuación: 

Premisa de estudio 

El presente voto particular, parte de las normas y supuestos tanto de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas como de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en atención a los principios de 
supremacía constitucional, jerarquía normativa y reserva de ley, rectores de un ejercicio de redacción de 
Acuerdos Generales por parte de este Consejo, a fin de ajustarlos a lo que el Congreso de la Unión estableció 
como marco regulatorio en temas de procedimiento administrativo sancionador, de conformidad con el artículo 
133 de la Constitución General de la República. 

Lo anterior, con independencia de que exista norma especial en la Ley Orgánica, ya que los Acuerdos 
Generales también pueden infringir disposiciones en la materia previstas en distintas normas jerárquicamente 
superiores, como es precisamente la Ley General, máxime cuando existe remisión a sus previsiones en la 
norma especial en comento. 

                                                 
1 129. La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor jurídicamente protegido, se debe garantizar en todo 
proceso disciplinario, y los Estados no pueden sustraerse de esta obligación argumentando que no se aplican las debidas garantías del 
artículo 8 de la Convención Americana en el caso de sanciones disciplinarias y no penales. Permitirle a los Estados dicha interpretación 
equivaldría a dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona a un debido proceso. 
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Sobre el tema existe pronunciamiento específico por parte de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al redactar la tesis 2ª. I/2015 (10ª), consultable en la página 1770 de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia Constitucional, Décima 
Época, registro 2008434: 

“PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. SE VULNERA CUANDO UN REGLAMENTO 
CONTRARÍA UNA LEY DISTINTA A LA QUE DESARROLLA, COMPLEMENTA O DETALLA, PERO CON 
LA CUAL GUARDA VINCULACIÓN. La importancia de los reglamentos radica en que posibilitan proveer en 
la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes, donde el principio de legalidad preceptúa que no 
puede existir un reglamento independiente en el ordenamiento jurídico, al ser necesaria una ley previa; así, en 
atención a dicho principio, los reglamentos no pueden contener cuestiones que son exclusivas de la ley, 
cobrando relevancia el concepto de reserva de la ley. Ahora bien, el principio de subordinación jerárquica al 
que se encuentra sujeta la facultad reglamentaria, consiste en la exigencia de que al reglamento lo preceda 
necesariamente una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente, o detalle y en las que encuentra su 
justificación y medida. Sin embargo puede darse el caso en que un reglamento viole una ley distinta de las 
que reglamenta en forma específica y con ello puede infringir el principio en comento; de ahí que para hacer 
valer su inconstitucionalidad, debe argumentarse que excede el alcance de la Ley, y para ello puede partirse 
de aquella que el reglamento desarrolla complementa o detalla, o bien, de aquella otra con la que tenga 
vinculación por la materia regulada”. 

A). Análisis General. 

Como ejes fundamentales de lo observado por la suscrita Consejera al analizar las porciones normativas 
emitidas por el Pleno, se advierte lo siguiente: 

A.1. Algunas de ellas son contrarias al nuevo modelo adoptado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación en las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de junio de 2018, en 
cuanto al régimen de responsabilidades administrativas; y, 

A.2. Otras más no se sujetan a los principios de reserva de ley y subordinación jerárquica. 

No obstante, antes de precisar en forma pormenorizada las disposiciones que presentan los vicios 
destacados, es necesario mencionar en qué consisten ambas premisas (nuevo paradigma y principios de 
reserva de ley y subordinación jerárquica) cuya atención es indispensable para ajustar las disposiciones 
internas al marco legal rector de la materia que pretende regularse. 

A.1. Nuevo paradigma en el régimen disciplinario de los servidores públicos. 

Efectivamente, en cuanto al primer aspecto, es necesario destacar que la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, en las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación de 18 de junio de 2018, 
adoptó un nuevo paradigma, en cuanto al régimen de responsabilidades administrativas, que tiene su base en 
una estructura fundamental regida por los siguientes principios: 

A.1.1. Complementariedad con la Ley General de Responsabilidades Administrativas, como cuerpo 
normativo que contempla los aspectos sustantivos del procedimiento de responsabilidad administrativa. 

A.1.2. Separación de funciones y órganos intervinientes en las diferentes fases de investigación, 
sustanciación y sanción, a efecto de garantizar la imparcialidad en el trámite y decisión de cada procedimiento 
disciplinario. 

A.1.3. Destacadamente permean en las diversas fases del procedimiento disciplinario los principios de 
presunción de inocencia, objetividad, imparcialidad, onus probandi a cargo de la investigadora, defensa y 
respeto a los derechos humanos (previstos en los artículos 102 bis y 134 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación). 

Lo expuesto encuentra sustento en la exposición de motivos de la reforma aludida, que en lo conducente 
precisa lo siguiente: 

“En el caso particular del Consejo de la Judicatura Federal, se aprecia en el artículo 94 constitucional, que 
sus atribuciones son la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación. No obstante, 
la referida Ley Orgánica regula los aspectos administrativo y disciplinario, sin delimitar o precisar el ejercicio 
de la facultad de vigilancia, elemento de la mayor trascendencia en el nuevo paradigma nacional del combate 
a la corrupción. 

Actualmente, la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tramita la investigación iniciada en contra de 
magistrados de Circuito, jueces de Distrito, servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y Director 
General del Instituto Federal de la Defensoría Pública; para posteriormente proponer el dictamen en el que se 
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determina el trámite por dicha unidad administrativa. Esta multiplicidad de funciones concentradas en un 
único órgano, contravendría el nuevo modelo que se previó para la resolución de los procedimientos 
de responsabilidad administrativa en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
particularmente en lo dispuesto por el artículo 115, donde se prevé que ‘[l]a autoridad a quien se 
encomiende la substanciación y en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad 
administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación’, y que para tal 
efecto debe contar ‘con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones’. 

Si bien, como se detalló anteriormente, el Poder Judicial de la Federación goza de autonomía en su 
reglamentación interna, por disposición directa de la Constitución y de la legislación de la materia, lo cierto es 
que la adopción del nuevo paradigma de la responsabilidad pública en nuestro país, la inminente 
entrada en vigor de la reforma que lo materializó, exigen una homologación mínima de los estándares 
bajo los cuales se desarrollarán los procedimientos y, en el caso concreto, impone la separación e 
independencia de las funciones investigadora y substanciadora en los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 

En consecuencia, la propuesta que se somete a consideración de esta soberanía, pretende especializar 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los órganos del Consejo de la Judicatura Federal en 
materia de responsabilidades administrativas, con el objetivo de diferenciar la citada función substanciadora 
de los procedimientos disciplinarios, de la investigadora. Esta diferenciación de funciones, atiende a un 
sistema de corte garantista, similar al sistema penal acusatorio, con el que se respeta la garantía del debido 
proceso, delimitando en cada etapa al órgano encargado de su tramitación. Con ello se fortalecerá a la 
Secretaría Ejecutiva de Disciplina, la Visitaduría Judicial, así como a la Judicatura en su conjunto”. 

Como puede apreciarse, a pesar del régimen de excepción de que goza el Poder Judicial de la 
Federación, en materia de investigación y sanción disciplinarias por disposición de la Constitución Federal, fue 
propósito del legislador, homologar los estándares del procedimiento previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas al Poder Judicial de la Federación, con especial énfasis en la separación e 
independencia de los órganos y funciones de investigación y substanciación. 

De ahí que resulten aplicables las consideraciones emitidas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 120/2002, en sesión de trece de febrero de dos mil 
siete, acerca del principio de “supremacía constitucional”: 

“Inclusive, como hecho revelador de que por su naturaleza, las leyes generales previstas en la 
Constitución, no se encuentran en la misma situación que las leyes federales y que, por ende, son 
jerárquicamente superiores a éstas y a las leyes locales, debe tomarse en cuenta que el Pleno de este Alto 
Tribunal ha reconocido que la validez de las leyes locales sí se encuentra sujeta a lo previsto en una ley 
general e incluso que si aquéllas no se apegan a lo previsto en este tipo de leyes, resultarán 
inconstitucionales…” 

“Consecuentemente, si la Constitución General de la República, junto con las leyes generales y los 
tratados internacionales forman parte del orden jurídico nacional, es incuestionable que estos últimos se 
ubican en un plano jerárquicamente superior en relación con las leyes federales y las leyes locales” 

Con base en ello, las disposiciones que se prevean en los Acuerdos Generales que emita este Consejo, 
deben atender a esa estructura homologada en lo que se refiere al régimen disciplinario de los servidores 
públicos. 

A.2. Principios de reserva de ley y el de subordinación jerárquica. 

El primero de ellos tiene por objeto evitar que la disposición reglamentaria (en este caso Acuerdo General) 
aborde novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la 
Unión o, dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato 
constitucional regular. El segundo, consiste en la exigencia de que la disposición esté precedida de una ley, 
cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y medida. Así, la 
facultad de emitir Acuerdos Generales por parte del Consejo de la Judicatura Federal, tiene como principal 
objeto un mejor proveer, pero siempre con base en las leyes reglamentadas. 

En efecto, las facultades para expedir disposiciones generales como lo son los Acuerdos Generales de 
este Consejo, se limitan a la esfera de atribuciones conferidas para su buen funcionamiento, pues la norma 
secundaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, siendo 
precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse los Acuerdos Generales que provean a la exacta 
observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del “qué”, “quién”, 
“dónde” y “cuándo” de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al Acuerdo General competerá, 
por consecuencia, el “cómo” de esos mismos supuestos jurídicos. 
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En tal virtud, si el Acuerdo General sólo funciona en la zona del “cómo”, sus disposiciones podrán referirse 
a las otras preguntas (“qué”, “quién”, “dónde” y “cuándo”), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley; 
es decir, el Acuerdo en todo caso desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por 
tanto, no puede ir más allá, ni extenderla a supuestos distintos, menos contradecirla, sino que sólo debe 
concretarse a indicar los medios para cumplirlo y, además, cuando existe reserva de ley no podrá abordar los 
aspectos materia de tal disposición. 

Son ilustrativas por las razones que las informan, las tesis de jurisprudencia P./J. 79/2009 y P./J. 30/2007, 
ambas del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en las páginas 1067 y 1515, del 
Semanario Judicial de la Federación, Tomos XXX, agosto de 2009 y XXV, mayo de 2007, Materia 
Constitucional, Novena Época, registros 166655 y 172521, respectivamente: 

“FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL. SUS PRINCIPIOS Y 
LIMITACIONES. La Suprema Corte ha sostenido reiteradamente que el artículo 89, fracción I, de la 
Constitución Federal establece la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal, la que se refiere a la 
posibilidad de que dicho poder provea en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes; es 
decir, el Poder Ejecutivo Federal está autorizado para expedir las previsiones reglamentarias necesarias para 
la ejecución de las leyes emanadas por el órgano legislativo. Estas disposiciones reglamentarias, aunque 
desde el punto de vista material son similares a los actos legislativos expedidos por el Congreso de la Unión 
en cuanto que son generales, abstractas e impersonales y de observancia obligatoria, se distinguen de las 
mismas básicamente por dos razones: la primera, porque provienen de un órgano distinto e independiente del 
Poder Legislativo, como es el Poder Ejecutivo; la segunda, porque son, por definición constitucional, normas 
subordinadas a las disposiciones legales que reglamentan y no son leyes, sino actos administrativos 
generales cuyos alcances se encuentran acotados por la misma Ley. Asimismo, se ha señalado que la 
facultad reglamentaria del Presidente de la República se encuentra sujeta a un principio fundamental: el 
principio de legalidad, del cual derivan, según los precedentes, dos principios subordinados: el de reserva de 
ley y el de subordinación jerárquica a la misma. El primero de ellos evita que el reglamento aborde 
novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la Unión o, 
dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato 
constitucional regular. El segundo principio consiste en la exigencia de que el reglamento esté precedido de 
una ley, cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y 
medida. Así, la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal tiene como principal objeto un mejor 
proveer en la esfera administrativa, pero siempre con base en las leyes reglamentadas. Por ende, en el orden 
federal el Congreso de la Unión tiene facultades legislativas, abstractas, amplias, impersonales e irrestrictas 
consignadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para expedir leyes en las diversas 
materias que ésta consigna; por tanto, en tales materias es dicho órgano legislativo el que debe materialmente 
realizar la normatividad correspondiente, y aunque no puede desconocerse la facultad normativa del 
Presidente de la República, dado que esta atribución del titular del Ejecutivo se encuentra también 
expresamente reconocida en la Constitución, dicha facultad del Ejecutivo se encuentra limitada a los 
ordenamientos legales que desarrolla o pormenoriza y que son emitidos por el órgano legislativo en cita”; y, 

“FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES. La facultad reglamentaria está limitada por los principios 
de reserva de ley y de subordinación jerárquica. El primero se presenta cuando una norma constitucional 
reserva expresamente a la ley la regulación de una determinada materia, por lo que excluye la posibilidad de 
que los aspectos de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, esto es, por 
un lado, el legislador ordinario ha de establecer por sí mismo la regulación de la materia determinada y, por el 
otro, la materia reservada no puede regularse por otras normas secundarias, en especial el reglamento. El 
segundo principio, el de jerarquía normativa, consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede 
modificar o alterar el contenido de una ley, es decir, los reglamentos tienen como límite natural los alcances 
de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos 
normativos de aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las 
de la propia ley que va a reglamentar. Así, el ejercicio de la facultad reglamentaria debe realizarse única y 
exclusivamente dentro de la esfera de atribuciones propias del órgano facultado, pues la norma 
reglamentaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, 
siendo precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse reglamentos que provean a la exacta 
observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, 
quién, dónde y cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al reglamento de 
ejecución competerá, por consecuencia, el cómo de esos mismos supuestos jurídicos. En tal virtud, si 
el reglamento sólo funciona en la zona del cómo, sus disposiciones podrán referirse a las otras 
preguntas (qué, quién, dónde y cuándo), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley; es decir, 
el reglamento desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por tanto, no 
puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla, sino que 
sólo debe concretarse a indicar los medios para cumplirla y, además, cuando existe reserva de ley no 
podrá abordar los aspectos materia de tal disposición. 
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B). Análisis Particular. 

Ahora, de manera enunciativa, se citan las disposiciones que por un lado, se apartan de los principios que 
sustentan el presente voto particular y, por otro, afectan a otras que derivan directa o indirectamente de ellas, 
en los siguientes tópicos: 

B.1. Competencia para intervenir en temas vinculados con faltas administrativas. 

B.1.1. Determinación de inicio de investigación. 

Del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en 
materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas, se advierte 
lo siguiente: 

En sus artículos 108, fracciones I y VII; y 111, fracciones IV, VI y VII se otorga competencia al Presidente 
de este Consejo, para desechar las quejas administrativas o denuncias; ordenar el inicio de la investigación 
cuando “se hayan hecho de su conocimiento mediante queja o denuncia…”, así como, proveer lo necesario 
para su trámite. 

Igualmente, en las diversas III y VII del artículo 108 y 111, fracción V y VII, se propone que la Comisión de 
Vigilancia será competente para ordenar el inicio de la investigación y, en su caso, proveer lo necesario para 
su trámite. 

Al respecto, ambas disposiciones son contrarias al artículo 102 bis 1, fracción I, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y, por ende, vulneran los principios de supremacía constitucional, reserva de 
ley y subordinación jerárquica, debido a que de su redacción deriva implícitamente que si la Unidad General 
de Responsabilidades Administrativas, es la encargada de llevar a cabo la investigación, resulta lógico que a 
esa Unidad también le esté encomendada la potestad de proveer si desecha las quejas o denuncias, ordenar 
el inicio de la investigación correspondiente o determinar lo necesario para su trámite. 

Ello es consecuencia del hecho de que la mencionada Unidad carece de una dependencia orgánica y 
estructural con las otras áreas administrativas del Consejo al ser un órgano auxiliar, por lo cual su actividad 
esencial (investigación de faltas administrativas) no puede quedar supeditada a la determinación de alguna 
otra entidad. 

Este aserto también encuentra soporte en lo establecido por el artículo 92 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, en la medida en que dispone que ante la investigadora las denuncias 
deben presentarse para su trámite correspondiente y no ante una autoridad distinta; lógicamente, es la 
investigadora quien debe emitir la determinación que recae a su presentación. 

Por ello, la redacción de los artículos 113, fracción I, 130 a 137 del Acuerdo General en materia de 
responsabilidad administrativa, se aparta de lo que la Ley General prevé. 

Vinculado con este tema, es de destacarse que como se observa del acuerdo en comento aprobado por la 
mayoría, el trámite de las quejas o denuncias se contempla en la Sección Primera intitulada: “INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO” (artículos 131, 132, 133, 134 y 135); lo  cual no se comparte, en tanto 
no encuentra lógica dentro de las etapas de los procedimientos de investigación y substanciación, ya que si la 
autoridad investigadora es quien emite el informe de presunta responsabilidad, en términos del multicitado 
artículo 102 bis 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, entonces no es factible el 
inicio del procedimiento con la sola presentación de la queja o denuncia. 

Por lo cual, a consideración de la suscrita Consejera, el trámite de quejas y denuncias no debe ubicarse 
normativamente en el inicio del procedimiento administrativo. 

En congruencia con lo anterior, no es factible regular como se lee del artículo 133 del citado Acuerdo 
General, que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina o la Unidad General, tengan la facultad de requerir la 
ratificación de la queja o denuncia. 

En similares circunstancias se halla la redacción de los artículos 111, en todas sus fracciones (I a VII), 
112, 113 (fracciones I, II, y IV), 114 (fracciones II y VI), 115 (fracciones I y II), 116, último párrafo, 117, 135 y 
207, párrafo segundo, de la propuesta de Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control 
y rendición de cuentas. 

No es obstáculo que el artículo 81, párrafo primero, fracción XXXVI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, faculte al Consejo de la Judicatura Federal, para investigar conductas sancionables, ya que 
tal precepto se sujeta, en este caso, a  interpretación a la luz del artículo 1o. Constitucional, en relación con el 
principio de que la ley posterior deroga a la anterior, de modo que el Consejo de la Judicatura Federal a que 
se refiere tal fracción, se entiende referido a su órgano auxiliar denominado Unidad General de Investigación 
de Responsabilidades Administrativas. 
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B.1.2. Encargada de la investigación 

En los artículos 2, fracción V, 108, fracción III y 111, fracción V del Acuerdo General del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de responsabilidades administrativas, 
situación patrimonial, control y rendición de cuentas, se contempla la posibilidad de que la Secretaría 
Ejecutiva de Disciplina pueda investigar, por instrucción de la Comisión de Vigilancia, lo cual es abiertamente 
contrario al artículo 102 bis 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, debido a que 
la Unidad General de Responsabilidades Administrativas, es la única facultada para llevar a cabo la 
investigación; en tanto que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina es la substanciadora por disposición expresa 
del artículo 86, último párrafo, de la citada Ley, por lo cual es evidente la transgresión de los principios de 
reserva de ley y subordinación jerárquica, ya que la disposición que se propone regula de manera distinta lo 
dispuesto por el legislador. 

Consecuentemente, la porción que alude esa facultad en los artículos 75 y 108, fracción V, 115, fracción II, 
118 último párrafo, 120, 133, 134, 135 del Acuerdo de responsabilidades, no se ajusta a derecho. 

De esta forma, quedó de manifiesto la violación a los principios de reserva de ley y subordinación 
jerárquica, ya que como se analizó, las disposiciones del Acuerdo General no pueden regular de manera 
distinta un tema abordado en la Ley y si en el caso Ley Orgánica se definió el órgano encargado de la 
investigación de las responsabilidades administrativas a saber: la Unidad General de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas y las disposiciones propuestas hacen extensiva esa facultad a otra área 
del Consejo resulta evidente la trasgresión a los invocados principios. 

Tal postura también se fortalece del contenido del artículo 86, último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, al establecer que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tendrá a su cargo la 
substanciación del procedimiento,2 sin que se haga referencia que puede fungir como investigadora, lo cual 
resulta lógico, porque en la propia motivación de la reforma se hizo patente la necesidad de que existiera una 
separación de funciones de investigar y substanciar. 

Finalmente, es conveniente destacar que no resulta factible encomendar la investigación a una área 
diversa, debido a que en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el legislador incluyó dentro de la 
estructura para atender los asuntos vinculados con el régimen disciplinario, un órgano especializado 
encargado de la investigación; incluso, del análisis del artículo 102 bis 1, en sus diversas fracciones, se 
observa la descripción minuciosa de sus facultades para  investigar, recolectar y desahogar indicios y medios 
de prueba; dictar medidas a fin de preservar de indicios; inspección de órganos jurisdiccionales a través de 
quejas y datos que proporcione Visitaduría Judicial; disponer de medidas de apremio; y solicitud de medidas 
cautelares; de hecho, su denominación evidencia la firme intención de que concentrara esa actividad 
fundamental (Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas), por lo cual, asignar esa 
facultad a otras áreas del Consejo resulta contrario al diseño estructural definido por el legislador. 

Y si bien es verdad que en la disposición de la Ley Orgánica invocada se hace referencia a la 
investigación de faltas de los servidores públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales sin hacer referencia 
a los adscritos a las áreas administrativas, también es verdad que por su competencia y especialización no 
resultaría conveniente encomendar a una diversa área tal actividad. 

Por las razones expuestas, tampoco se está de acuerdo con la fracción XXX del artículo 2, ni con el 
diverso 108, fracción VIII, del Acuerdo General en materia de responsabilidades, ya que en esas disposiciones 
se admite la posibilidad de que los órganos jurisdiccionales puedan actuar como instancia instructora en la 
investigación, lo cual no es factible ya que si bien pueden actuar en auxilio del Consejo en el desahogo de 
diligencias, de ninguna manera se les puede delegar la facultad de instruir la investigación, ya que esto es una 
facultad exclusiva indelegable de la Unidad General de Investigación. 

En consecuencia, no debió autorizarse la porción que alude esa facultad en el artículo 75 del Acuerdo de 
responsabilidades examinado. 

B.1.3. Informe de presunta responsabilidad 

El artículo 2, fracción XXV, dispone que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina emitirá el informe de presunta 
responsabilidad administrativa, no obstante, ello contraría lo previsto en el artículo 102 bis 1, fracción I, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, ya que esa facultad se confirió en exclusiva a la Unidad 
General de Investigación, sin estar en aptitud legal de emitir una disposición que haga extensiva esa facultad 
a la mencionada Secretaría. 

Lo anterior, también vulnera los principios de subordinación jerárquica y reserva de ley, porque además de 
rebasar el contenido literal de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, altera el régimen de 
distribución de competencias adoptadas por el legislador. 

                                                 
2 El secretario ejecutivo de Disciplina fungirá como autoridad substanciadora en los procedimientos disciplinarios en contra de servidores 

públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, a fin de lograr un ejercicio responsable, profesional e 
independiente en la función jurisdiccional, así como evitar actos que la demeriten. 
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B.1.4. Imposición de suspensión como medida cautelar 

En la sección quinta, relativa a las medidas cautelares, específicamente en los artículos 102 y 103, otorga 
también facultades al Pleno o a la Comisión para que en cualquier etapa de la investigación o procedimiento 
de responsabilidad administrativa puedan decretar alguna medida cautelar, dentro de ellas la suspensión de 
los jueces, magistrados, titulares de las secretarías ejecutivas y de los órganos auxiliares del Consejo. 

Empero, la imposición de las medidas cautelares debe regularse en el Acuerdo General de manera 
congruente con los artículos 112 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas3 y 102 bis 1, 
fracción VII, de la invocada Ley Orgánica4[], cuyos supuestos nos llevarían desde la lógica jurídica, a 
establecer que esa facultad podría tenerla el Pleno, siempre que posea jurisdicción sobre el asunto, es decir, 
cuando se halle en estado de resolución; en los demás casos, desde luego, será la autoridad substanciadora 
la competente para enderezar una solicitud de esa naturaleza. 

B.1.5. Auto inicial del procedimiento disciplinario 

De conformidad con los artículos 108, fracciones II y IV, 111, fracción III y 136 del propio Acuerdo General, 
el Pleno, la Comisión de Disciplina o la Contraloría, serán los encargados de emitir el proveído en el que se 
decrete el inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa, cuando adviertan que existen pruebas 
suficientes para establecer la existencia de la falta administrativa y presumir la responsabilidad del servidor 
público o del particular cuando la falta los vincule a las funciones propias del Poder Judicial de la Federación. 

Lo cual no se comparte por tres razones, a saber: 

B.1.5.1. La primera, consiste en que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en su artículo 
86, último párrafo, establece que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tendrá a su cargo la substanciación del 
procedimiento, por lo cual a ella le corresponde emitir el pronunciamiento de inicio de procedimiento sin 
intervención de ninguna otra área administrativa u órgano del Consejo. 

Esto guarda congruencia con lo que establece el artículo 112 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, en el sentido de que el procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando la 
autoridad substanciadora, en el ámbito de su competencia, admita el Informe de Presunta Responsabilidad 
Administrativa. 

B.1.5.2. La segunda razón se vincula con el hecho de que a consideración de la suscrita Consejera, para 
decretar el inicio del procedimiento no es necesario realizar un análisis ponderado de las pruebas existentes 
para determinar si son suficientes para establecer la existencia de una falta administrativa y la probable 
responsabilidad del involucrado, ya que esto es un resabio de lo que acontecía anteriormente; por el contrario, 
bajo el nuevo esquema la investigadora es quien tiene la carga de la prueba y, por tanto, debió haber 
aportado prueba suficiente, ya que la substanciadora tan solo debe verificar que se cumpla con los requisitos 
de admisibilidad previstos en el artículo 194 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, como 
así lo dispone el diverso 208, fracción I de esa ley, el cual a la letra establece: 

“Artículo 208. En los asuntos relacionados con Faltas administrativas no graves, se deberá proceder en 
los términos siguientes: 

I. La Autoridad investigadora deberá presentar ante la Autoridad substanciadora el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los tres días siguientes se pronunciará sobre su admisión, 
pudiendo prevenir a la Autoridad investigadora para que subsane las omisiones que advierta, o que aclare los 
hechos narrados en el informe;” 

B.1.5.3. Por último, se estima improcedente que el Pleno o la Comisión de Disciplina deban emitir algún 
pronunciamiento vinculado con los hechos materia del procedimiento, ni con la suficiencia probatoria, para 
determinar lo relativo al inicio del procedimiento, debido a que conforme al nuevo paradigma legal, en 
términos del artículo 134, párrafo primero, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el 
procedimiento imperan los principios de onus probandi a cargo de la investigadora, presunción de inocencia, 
verdad material, objetividad e imparcialidad, los cuales implican que la resolutora (Pleno o Comisión de 
Disciplina) no puede conocer de los hechos ni de los elementos de prueba existentes en alguna etapa previa a 
la resolución, ya que de lo contario, podría comprometerse el criterio del Pleno o la Comisión, sin conocer las 
pruebas que se rendirían en la secuela procesal, lo que implica un designio previo, en detrimento del principio 
de imparcialidad tutelado en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución General de la República. 

                                                 
3 Artículo 112. El procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando las autoridades substanciadoras, en el ámbito de su 
competencia, admitan el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 
4  
Artículo 102 Bis 1. La Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas tendrá las siguientes funciones: 

… 
VII. Solicitar a la autoridad substanciadora o resolutora, en los procedimientos de responsabilidad administrativa, las medidas cautelares a 
que se refiere el artículo 124 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 
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Así, la porción analizada no cumple con el criterio de homologación mínima del nuevo paradigma, ya que 
el diseño del nuevo procedimiento conlleva una separación de funciones y áreas encargadas que la propuesta 
desatiende. 

Tampoco resulta adecuado prever como se redactó en el artículo 117, que el Pleno o la Comisión al 
estimar que existen elementos para considerar la presunta responsabilidad del servidor público en materia de 
seguimiento de situación patrimonial, iniciarán el procedimiento de responsabilidad administrativa, ya que esta 
es una actividad exclusiva de la Unidad General de Investigación; además, no puede iniciarse procedimiento 
sin que preceda el informe de presunta responsabilidad que emita la mencionada Unidad. 

En mérito de lo razonado, los artículos 113, fracciones II y IV, 117, 136, no se ajustan al marco jurídico 
previsto en las leyes general y orgánica en consulta; por ende, no debe regularse la facultad del Pleno y de la 
Comisión de Disciplina de instruir el inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa que 
actualmente se contempla el Acuerdo que reglamenta la organización y funcionamiento de este Consejo 
(artículo 44, fracción I) por no responder al nuevo régimen de responsabilidades. 

B.2. Creación de un tipo administrativo no previsto en la Ley Orgánica ni en la Ley General. 

En el artículo 110 del Acuerdo en materia de responsabilidades, se prevé que surge responsabilidad 
administrativa como resultado de una resolución en conflictos de trabajo tramitados ante la Comisión 
Substanciadora, no obstante que en las legislaciones que jerárquicamente están por encima de los Acuerdos 
Generales del Consejo de la Judicatura Federal, no están previstas, lo que desde luego vulnera los principios 
de reserva de ley y subordinación jerárquica. 

Situación que paralelamente rompe con el diverso principio de exacta aplicación de la ley sancionadora, 
por virtud de la cual es obligación de quien crea una norma, estructurarla mediante expresiones y conceptos 
claros, precisos y exactos, máxime cuando se trata de describir conductas punibles, sus elementos, 
características, condiciones y sanciones. 

Entonces, tanto el legislador como la autoridad judicial o aquella dotada de funciones jurisdiccionales, 
están supeditados al imperativo que sobre el tema establece la Constitución General y, por ende, el principio 
de exacta aplicación de la ley adquiere una posición relevante en el procedimiento de que se trate, de modo 
que dentro del cúmulo de principios prioritarios que deben acatarse, desde luego, está la de aplicar la norma 
que habrá de motivar su propia substanciación o bien sustentar su conclusión, con la certeza de que provino 
de autoridad facultada para ello y no del arbitrio de quien carece de esas atribuciones. 

De lo contrario, la descripción de una conducta y sanción por sí mismas presentarán vicios en su 
construcción y, por ende, no ajustarán al mandado constitucional relativo. 

Se cita en apoyo, la tesis de jurisprudencia 401 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, que aparece publicada en la página 1423 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
Septiembre de 2011, Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte – SCJN Decimoquinta 
Sección – Garantías del inculpado y del reo, Materias: Constitucional – Penal, Novena Época, registro 
1011693: 

“EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. LA GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, TAMBIÉN OBLIGA AL LEGISLADOR. El 
significado y alcance de dicha garantía constitucional no se limita a constreñir a la autoridad jurisdiccional a 
que se abstenga de imponer por simple analogía o por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada 
por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de que se trata, sino que también obliga a la autoridad 
legislativa a emitir normas claras en las que se precise la conducta reprochable y la consecuencia jurídica por 
la comisión de un ilícito, a fin de que la pena se aplique con estricta objetividad y justicia; que no se desvíe 
ese fin con una actuación arbitraria del juzgador, ni se cause un estado de incertidumbre jurídica al gobernado 
a quien se le aplique la norma, con el desconocimiento de la conducta que constituya el delito, así como de la 
duración mínima y máxima de la sanción, por falta de disposición expresa.” 

B.3. Variación de un tipo administrativo previsto en la Ley General 

En el artículo 64 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas se contempla el siguiente tipo 
administrativo: 

Artículo 64. Los Servidores Públicos responsables de la investigación, substanciación y resolución de las 
Faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la justicia cuando: 

I. Realicen cualquier acto que simule conductas no graves durante la investigación de actos u omisiones 
calificados como graves en la presente Ley y demás disposiciones aplicables; 

Ahora bien, en el artículo 11, fracción I de las modificaciones aprobadas al Acuerdo General de 
responsabilidades, se incorpora ese tipo administrativo pero con una redacción distinta a saber: 
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“Artículo 11. Los Servidores Públicos responsables de la investigación, substanciación y resolución de las 
Faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la justicia cuando: 

I. Durante la investigación de actos u omisiones calificados como graves en la ley, realicen cualquier acto 
para clasificarlos como no graves cuando sí lo sean; 

Como puede apreciarse, la disposición transcrita varía el contenido de la norma prevista por el legislador, 
con lo cual a consideración de la suscrita se invaden facultades exclusivas del Congreso de la Unión, ya que 
con la modificación mencionada se formula de modo distinto un tipo administrativo, lo cual de ningún modo 
está amparado por el régimen de excepción que confiere la Constitución en su artículo 94 al Poder Judicial de 
la Federación, ya que éste opera tanto en la investigación como en la sanción de las faltas administrativas, no 
así en la materia sustantiva como lo son los tipos administrativos, prescripción, etc; de manera que también se 
vulneran los principios de reserva de ley y subordinación jerárquica, ya que para modificar una disposición 
legal es necesario que provenga de la misma autoridad que la emitió y seguir el propio procedimiento que el 
previsto para su formulación. 

B.4. Regulación distinta de la figura de interrupción de la prescripción 

El artículo 11 de las reformas aprobadas al Acuerdo General de Responsabilidades establece que la 
prescripción se interrumpirá con la notificación de la orden de inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa; no obstante, la Ley General de Responsabilidades Administrativas en sus artículos 74, párrafo 
tercero, y 113 disponen que lo será cuando: 1) se clasifique la conducta en términos de su artículo 100 
(calificación de conducta en el informe de presunta responsabilidad administrativa), 2) con la admisión del 
informe de presunta responsabilidad administrativa, por tanto, la modificación aprobada implica una regulación 
distinta a la figura de la interrupción de la prescripción a la contemplada por la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas,  ya que bajo la previsión de la Ley la misma opera en un momento distinto 
y anterior a la notificación de la admisión del informe de presunta responsabilidad e inicio del procedimiento. 

Por tal razón, esa disposición trasgrede los principios de reserva de ley y subordinación jerárquica, al 
detallar un supuesto diverso a los previstos por la ley para la interrupción de la prescripción a pesar de que el 
legislador se ocupó de ello al prever supuestos precisos. 

B.5. Sobre regulación. 

La suscrita Consejera estima innecesario reiterar en el Acuerdo General disciplinario (artículos 10, 11, 12, 
13, 15, 16, 19), supuestos de faltas administrativas, modalidades de sanción administrativa y gravedad de las 
conductas, si existe remisión expresa por parte del legislador, en la actual fracción XI del artículo 131 y 
previsión específica en el numeral 136, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que 
establecen: 

“Artículo 131. Serán causas de responsabilidad para los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación: 

… 

XI. Las previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, siempre que no fueren 
contrarias a la naturaleza de la función jurisdiccional;” 

“Artículo 136. Las faltas serán valoradas y, en su caso sancionadas, de conformidad con los criterios 
establecidos en los artículos 75 a 80 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

En todo caso, se considerarán como faltas graves, además de las así calificadas por la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, las contempladas en las fracciones I a VIII y XIV del artículo 131 de esta 
ley, y las señaladas en el artículo 101 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cuando la falta administrativa no cause un daño patrimonial, pero sea considerada como grave, podrá 
determinarse la inhabilitación de entre uno hasta veinte años, atendiendo a las circunstancias del caso. 

Tratándose de los ministros, la destitución sólo procederá en los casos a que se refiere el artículo 101 y el 
Título IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 

En esas circunstancias, atento al principio de economía legislativa, reiterar los supuestos de las faltas 
administrativas significaría una sobre regulación de la materia disciplinaria, y adicionalmente se corre el riesgo 
de omitir o adicionar elementos a la descripción del legislador ordinario, situación que además de provocar 
inseguridad jurídica en los destinatarios de la norma, propicia violación al citado principio de jerarquía de leyes 
y la inexacta aplicación de la ley sancionadora. 

Idéntica consideración amerita la propuesta de redacción de los artículos 138, 139, 145, 146 y 147 del 
Acuerdo General en materia de responsabilidades administrativas, pues en ese caso, el artículo 134 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación dispone reglas claras de substanciación de procedimiento, una 
vez que se formuló el informe de presunta responsabilidad. 
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B.6. Regulación distinta de las figuras jurídicas tratadas por el legislador 

B.6.1. Regulación de la figura jurídica de la supletoriedad opuesta a la fijada por el legislador. 

La Ley General de Responsabilidades Administrativas, en su artículo 118, dispone: 

“Artículo 118. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad 
administrativa, será de aplicación supletoria lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo o las leyes que rijan en esa materia en las entidades federativas, según corresponda” 

Por ello, se estima que la redacción del artículo 194, por el que se dispone que “en lo no previsto” por la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, aplica la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, en su defecto el Acuerdo General y, “supletoriamente” el Código Federal de Procedimientos 
Civiles, es incorrecto. 

B.6.1.1. En primer lugar, la frase “en lo no previsto” implica supletoriedad; bajo esa premisa, se estaría 
afirmando que la Ley General de Responsabilidades Administrativas es supletoria de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, lo cual carece de base lógica jurídica. 

B.6.1.2. En segundo término, el Acuerdo General no puede ser supletorio sino regulatorio de lo que el 
legislador estableció, a la luz de los principios de jerarquía normativa, economía legislativa y reserva de ley. 

B.6.1.3. Por último, la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles no tendría cabida, 
acorde a lo previsto en el artículo 118 transcrito, si situamos a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, en un plano de relevancia normativa disciplinaria superior al de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación (no así como supletoria), caso en el cual la supletoriedad recae en la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Además, esta Ley Federal proporciona mayor seguridad jurídica a los interesados pues se expidió en el 
año 2005, cuya última reforma data del 27 de enero de 2017, lo que supone razonadamente que sus 
disposiciones se apegan a la realidad que en materia de justicia se vive cotidianamente. 

En cambio, el Código Federal de Procedimientos Civiles se expidió en 1943 y escasamente cuenta con 13 
reformas, la última de ellas de 9 de abril de 2012, lo que no es del todo, la norma supletoria que garantizaría el 
debido proceso obligado. 

C). Omisión de ajustar la normatividad propuesta a la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, en materia de protección a la mujer. 

La actual fracción XIV del artículo 131 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, dispone: 

“Artículo 131. Serán causas de responsabilidad para los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación: 

… 

XIV. Llevar a cabo una o más conductas de naturaleza sexual, valiéndose de su posición jerárquica 
o aunque no exista dicha posición, sobre otra persona de su entorno laboral, sin el consentimiento de 
ésta, que atente contra su dignidad” 

La relevancia de esta previsión reitera la necesidad de plasmar en el Acuerdo General en materia 
disciplinaria, la implementación de procesos más ágiles y claros, métodos de investigación y políticas de 
ejecución de medidas preventivas, a aplicarse y observarse en los procedimientos de esa naturaleza, 
conforme a lo previsto en los artículos 15, párrafo primero, fracción III, 38, párrafo primero, fracción IX, 41, 
párrafo primero, fracciones XIV y XV, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a Una Vida Libre de 
Violencia. 

“Artículo 15. Para efectos del hostigamiento o el acoso sexual, los tres órdenes de gobierno 
deberán: 

… 

III. Crear procedimientos administrativos claros y precisos en las escuelas y los centros laborales, 
para sancionar estos ilícitos e inhibir su comisión…” 

“Artículo 38. El Programa contendrá las acciones con perspectiva de género para: 

… 

IX. Garantizar la investigación y la elaboración de diagnósticos estadísticos sobre las causas, la frecuencia 
y las consecuencias de la violencia contra las mujeres, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas 
desarrolladas para prevenir, atender, sancionar y erradicar todo tipo de violencia;” 
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“Artículo 41. Son facultades y obligaciones de la Federación: 

… 

XIV. Ejecutar medidas específicas, que sirvan de herramientas de acción para la prevención, 
atención y erradicación de la violencia contra las mujeres en todos los ámbitos, en un marco de 
integridad y promoción de los derechos humanos 

… 

XV. Promover y realizar investigaciones con perspectiva de género sobre las causas y las 
consecuencias de la violencia contra las mujeres…” 

Ejemplifica lo anterior, que tratándose de visitas extraordinarias practicadas a aquellos órganos 
jurisdiccionales en los que se tenga noticia de la comisión de conductas vinculadas al hostigamiento o acoso 
sexual, contra cualquiera de las empleadas, quien esté a cargo de la investigación, debe ser una mujer. 

Premisa necesaria, en atención a que la redacción de la propuesta de artículo 277 del Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de 
responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas, omite al menos 
generar condiciones favorables a quienes resintieron directamente la conducta típica. 

D). Improcedencia de adopción del Formato Nacional para la de declaración Patrimonial y de 
Intereses, aprobado por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 

En sesión ordinaria de 13 de septiembre de 2018, el Comité Coordinador del Sistema Nacional 
Anticorrupción, aprobó el Formato Nacional para la Declaración Patrimonial y de Intereses, en cuya acta se 
advierte que el Consejero Alfonso Pérez Daza, en su calidad de representante de éste Consejo de la 
Judicatura Federal, emitió voto “a favor en lo general” de ese formato al sostener que “…la aprobación… en 
favor de este Formato no prejuzga el análisis de control de constitucionalidad que corresponde precisamente 
al Poder Judicial de la Federación…”  y en lo particular sugirió adiciones al mismo que también fueron 
aprobadas. 

No obstante, se considera que es improcedente su adopción, debido a que el voto emitido por el 
nombrado Consejero en la precisada sesión del Comité Coordinador, está en contraposición con lo discutido 
por los integrantes del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en la sesiones de 6 de junio, 29 de agosto 
y 12 de septiembre del año en curso, en las que se hizo patente la inconformidad de sus integrantes respecto 
a que en la propuesta de Formato Nacional se solicitaba a los servidores públicos proporcionaran información 
de terceros, así como información patrimonial de diez años anteriores, entre otros aspectos, lo que motivó que 
en la última sesión mencionada se acordara por unanimidad de votos (incluido el del Consejero Alfonso Pérez 
Daza) que el Poder Judicial de la Federación elaboraría su propio formato. 

Como puede apreciarse, el representante del Consejo ante el Comité Coordinador, lejos de externar la 
postura institucional del Consejo de la Judicatura Federal, respecto del Formato Nacional, emitió voto 
aprobatorio sin cuestionar las partes del Formato que generaban inconformidad para los integrantes de este 
Consejo. 

Razón por la cual, no es procedente la adopción del mencionado Formato Nacional, debido al vicio 
destacado que afectó su aprobación ante el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 

Adicionalmente a lo anterior, se estima que el Formato Nacional en cuestión no es vinculante para este 
Consejo como Integrante del Poder Judicial de la Federación, derivado del régimen de excepción  en materia 
patrimonial al que está sujeto. 

Efectivamente, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone lo siguiente: 

“Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de 
Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y en Juzgados de Distrito. 

La Administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los términos que, 
conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las leyes. 

(…)” 

“Artículo 100.  El Consejo de la Judicatura Federal será un órgano del Poder Judicial de la Federación 
con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones. 

(…)” 
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“Artículo 108.  Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como 
servidores públicos (…) a los miembros del Poder Judicial de la Federación (…) 

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta 
de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos 
que determine la ley” 

Las disposiciones constitucionales transcritas determinan que el Consejo de la Judicatura Federal, tiene a 
su cargo el régimen disciplinario de sus miembros y que goza de una autonomía técnica y de gestión para el 
adecuado ejercicio de sus funciones; asimismo, para los efectos de responsabilidades administrativas, 
señalan que son servidores públicos los miembros del Poder Judicial de la Federación, y que éstos están 
obligados a presentar la declaración patrimonial y de intereses. 

En concordancia con este tema en el marco del combate a la corrupción, se instituyó a nivel constitucional, 
un Sistema Nacional Anticorrupción, en los términos siguientes: 

“Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia e coordinación entre las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el 
cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas: 

… 

III.  Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley: 

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas locales; 

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos 
públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos  de corrupción, en especial 
sobre las causas que los generan; 

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la 
información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno; 

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los 
órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos; 

Así, el referido sistema se constituye como una instancia de coordinación entre los distintos niveles de 
gobierno y los distintos entes públicos, dentro de ellos se encuentra el Poder Judicial de la Federación. 

Lo dispuesto en la Constitución se confirma en los artículos 1, 5 y 6 de la Ley del Sistema Nacional 
Anticorrupción, que señalan: 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de observancia general en todo el  territorio nacional y 
tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, para el funcionamiento del Sistema Nacional previsto en el 
artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que las autoridades 
competentes prevengan, investiguen y sancionen las faltas administrativas y los hechos de corrupción”. 

“Artículo 5. Son principios rectores que rigen el servicio público los siguientes: legalidad, objetividad, 
profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, 
integridad y competencia por mérito. 

Los Entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales y normativas que 
permitan el adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada 
servidor público”. 

“Artículo 6. El Sistema Nacional tiene por objeto establecer principios, bases generales, políticas 
públicas y procedimientos para la coordinación entre las  autoridades de todos los órdenes de 
gobierno en la prevención, detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como en 
la fiscalización y control de recursos públicos. Es una instancia cuya finalidad es establecer, articular y 
evaluar la política en la materia. Las políticas públicas que establezca el Comité Coordinador del Sistema 
Nacional deberán ser implementadas por todos los Entes públicos. 

La Secretaría Ejecutiva dará seguimiento a la implementación de dichas políticas.” 

En este mismo sentido los artículos 8 y 9, señalan el marco de competencia y facultades del Comité 
Coordinador del referido sistema que es congruente con la constitución al otorgarle únicamente como 
competencia la responsabilidad de establecer mecanismos de coordinación al disponer: 
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“Artículo 8. El Comité Coordinador es la instancia responsable de establecer mecanismos de 
coordinación entre los integrantes del Sistema Nacional y tendrá bajo su encargo el diseño, promoción y 
evaluación de políticas públicas de combate a la corrupción. 

Artículo 9. El Comité Coordinador tendrá las siguientes facultades: 

I. La elaboración de su programa de trabajo anual; 

II. El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de sus integrantes; 

III. La aprobación, diseño y promoción de la política nacional en la materia, así como su evaluación 
periódica, ajuste y modificación; 

IV. Aprobar la metodología de los indicadores para la evaluación a que se refiere la fracción anterior, con 
base en la propuesta que le someta a consideración la Secretaría Ejecutiva; 

V. Conocer el resultado de las evaluaciones que realice la Secretaría Ejecutiva y, con base en las mismas, 
acordar las medidas a tomar o la modificación que corresponda a las políticas integrales; 

VI. Requerir información a los Entes públicos respecto del cumplimiento de la política nacional y las demás 
políticas integrales implementadas; así como recabar datos, observaciones y propuestas requeridas para su 
evaluación, revisión o modificación de conformidad con los indicadores generados para tales efectos; 

VII. La determinación e instrumentación de los mecanismos, bases y principios para la coordinación con 
las autoridades de fiscalización, control y de prevención y disuasión de faltas administrativas y hechos de 
corrupción, en especial sobre las causas que los generan; 

VIII. La emisión de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones 
y de la aplicación de políticas y programas en la materia. 

Dicho informe será el resultado de las evaluaciones realizadas por la Secretaría Ejecutiva y será aprobado 
por la mayoría de los integrantes del Comité Coordinador, los cuales podrán realizar votos particulares, 
concurrentes o disidentes, sobre el mismo y deberán ser incluidos dentro del informe anual; 

IX. Con el objeto de garantizar la adopción de medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la 
prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como para mejorar el desempeño del control 
interno, el Comité Coordinador emitirá recomendaciones públicas no vinculantes ante las autoridades 
respectivas y les dará seguimiento en términos de esta Ley; 

X. El establecimiento de mecanismos de coordinación con los Sistemas Locales anticorrupción; 

XI. La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización 
de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de 
gobierno; 

XII. Establecer una Plataforma Digital que integre y conecte los diversos sistemas electrónicos que posean 
datos e información necesaria para que el Comité Coordinador pueda establecer políticas integrales, 
metodologías de medición y aprobar los indicadores necesarios para que se puedan evaluar las mismas; 

XIII. Establecer una Plataforma Digital Nacional que integre y conecte los diversos sistemas electrónicos 
que posean datos e información necesaria para que las autoridades competentes tengan acceso a los 
sistemas a que se refiere el Título Cuarto de esta Ley; 

XIV. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación necesarios para el cumplimiento de 
los fines del Sistema Nacional 

XV. Promover el establecimiento de lineamientos y convenios de cooperación entre las autoridades 
financieras y fiscales para facilitar a los Órganos internos de control y entidades de fiscalización la consulta 
expedita y oportuna a la información que resguardan relacionada con la investigación de faltas administrativas 
y hechos de corrupción en los que estén involucrados flujos de recursos económicos; 

XVI. Disponer las medidas necesarias para que las autoridades competentes en la prevención, detección y 
sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos, accedan a la información necesaria para el ejercicio de sus atribuciones, contenida en los 
sistemas que se conecten con la Plataforma Digital; 

XVII. Participar, conforme a las leyes en la materia, en los mecanismos de cooperación internacional para 
el combate a la corrupción, a fin de conocer y compartir las mejores prácticas internacionales, para colaborar 
en el combate global del fenómeno; y, en su caso, compartir a la comunidad internacional las experiencias 
relativas a los mecanismos de evaluación de las políticas anticorrupción, y 

XVIII. Las demás señaladas por esta Ley.” 
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Por ello, en el tema, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, dispone lo siguiente: 

“Artículo 81. Son atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal: 

(…) 

II. Expedir los reglamentos interiores en materia administrativa, de carrera judicial, de escalafón y régimen 
disciplinario del Poder Judicial de la Federación, y todos aquellos acuerdos generales que fueren necesarios 
para el adecuado ejercicio de sus atribuciones en términos del artículo 100 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos;” 

“Artículo 104. La Contraloría del Poder Judicial de la Federación contará con las siguientes 
atribuciones:(…) 

VI. Llevar, con excepción del relativo a la Suprema Corte de Justicia y al Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, el registro y seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los 
servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, y de  declaración de intereses, e integrarlas al 
sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración 
fiscal, así como realizar la verificación aleatoria a que se refiere el artículo 30 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; 

“Artículo 222.- Los magistrados electorales y los servidores de la Sala Superior, así como los 
coordinadores y demás servidores directamente adscritos a la presidencia del  Tribunal, en los términos de la 
legislación aplicable, cumplirán sus obligaciones respecto a la declaración de su situación patrimonial ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. Todos los demás que estén obligados, lo harán ante el Consejo de 
la Judicatura Federal. 

En estos términos es claro, sin más, que el legislador dispuso que dentro del régimen disciplinario del 
Consejo de la Judicatura Federal, corresponde a la Contraloría del Poder Judicial de la Federación, llevar el 
registro y seguimiento de la evolución patrimonial de los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de algunos funcionarios del 
Tribunal Federal Electoral. 

En estas condiciones, existe un deber constitucional de coordinación de todos los órdenes de gobierno 
hacia el Sistema  Nacional Anticorrupción, para la prevención, detección y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, que es a lo único que constriñe al Consejo de la Judicatura Federal. 

Tan así lo es, que en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en este aspecto se señala: 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la República, y tiene 
por objeto distribuir competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades 
administrativas de los Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u 
omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas 
administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación” 

“Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya 
publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución. Para tal efecto, 
el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos 
respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de 
las autoridades competentes” 

“Artículo 34. Las declaraciones de situación patrimonial deberán ser presentadas a través de medios 
electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica. En el caso de  municipios que no cuenten con 
las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplearse 
formatos impresos, siendo responsabilidad de los Órganos internos de control y las Secretarías verificar que 
dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución 
patrimonial y de declaración de intereses. 

(…) 

Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá las 
normas y los formatos impresos; de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los Declarantes 
deberán presentar las declaraciones de situación patrimonial, así como los manuales e instructivos, 
observando lo dispuesto por el artículo 29 de esta Ley.” 

“Artículo 48. El Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, expedirá las 
normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los Declarantes 
deberán presentar la declaración de intereses, así como los manuales e instructivos, observando lo 
dispuesto por el artículo 29 de esta Ley”. 
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De lo anterior, lo único que se establece es que el Comité Coordinador del Sistema Nacional 
Anticorrupción, como la instancia de coordinación entre los distintos órdenes de gobierno, elaborará los 
formatos y manuales correspondientes de la declaración patrimonial y de intereses, y bajo un marco de 
coordinación, y sólo para esos efectos, se darán a conocer a los distintos órdenes de gobierno; por lo que el 
formato que en ese sentido se aprobó Ante el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción es 
inaplicable a los servidores públicos a cargo del Consejo de la Judicatura Federal. 

Conclusiones: 

La suscrita Consejera estima los Acuerdos Generales aprobados vulneran los artículos 1, 8.1 y 8.2 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, así como los artículos 1, 16 y 133, de la Constitución Federal. 

Ya que en el particular se desconoció la evolución que ha tenido el principio de debido proceso en el país, 
sobre todo a partir de la reforma constitucional de 2011, que implantó un nuevo enfoque que comprende el 
deber de proteger, garantizar, respetar y promover los derechos humanos, mismo que motivó la exigencia de 
introducir en el procedimiento administrativo sancionador las reglas del proceso penal acusatorio cuya 
característica principal definitoria ha sido precisamente la separación de las funciones de investigación, 
substanciación y resolución con la finalidad de asegurar el cumplimiento pleno del principio de imparcialidad. 

En el Acuerdo General de responsabilidades administrativas se contempla el ejercicio de facultades de 
diversas áreas administrativas que intervienen en las diferentes fases de los procedimientos de investigación y 
disciplinario que se superponen a esa necesidad de asegurar la distribución de funciones y al principio de 
imparcialidad, entre otros aspectos que se destacan a continuación: 

a) Derivado de que la suscrita Consejera estima que quien debe ordenar la investigación es la autoridad 
investigadora y no el Presidente de este Consejo, el Pleno ni la Comisión de Vigilancia;  que la investigación 
es competencia exclusiva de la Unidad General de Investigación y no puede realizarla en ningún caso la 
Secretaría Ejecutiva de Disciplina; que el otorgamiento de las medidas cautelares ha de regularse conforme a 
las Leyes General y Orgánica aplicables y, finalmente, que ésta es quien debe decretar el inicio del 
procedimiento de responsabilidad administrativa no así el Pleno o la Comisión de Disciplina, no se comparte la 
expedición de los artículos 2, fracción V, 10, fracción I, XXV y XXX, 11, 13, 75, 98, 99, 108, en todas sus 
fracciones, 110, 111, en todas sus fracciones, 112, 113, fracciones I, II y IV, 114, fracciones II y VI, 115, 
fracciones I y II, 116, último párrafo 117, 118, último párrafo, 120, 130 al 137 y 207, párrafo segundo del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia 
de responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas. 

No es obstáculo que el artículo 81, párrafo primero, fracción XXXVI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, faculte al Consejo de la Judicatura Federal, para investigar conductas sancionables, ya que 
tal precepto se sujeta, en este caso, a  interpretación a la luz del artículo 1º Constitucional, en relación con el 
principio de que la ley posterior deroga a la anterior, de modo que el Consejo de la Judicatura Federal a que 
se refiere tal fracción, se entiende referido a su órgano auxiliar denominado Unidad General de Investigación 
de Responsabilidades Administrativas. 

Lo anterior, porque el nuevo paradigma que se adopta por disposición legal implica separación de 
funciones y áreas encargadas de cada una de las actividades en el procedimiento a fin de garantizar los 
principios rectores que destacadamente permean en las diversas fases del procedimiento disciplinario 
consistentes en la presunción de inocencia, objetividad, imparcialidad, onus probandi a cargo de la 
investigadora, defensa y respeto a los derechos humanos. 

b) Tampoco se está de acuerdo con que el trámite de las quejas y denuncias se ubique en la sección de 
“inicio de procedimiento administrativo” (artículos 130 a 137 del Acuerdo de responsabilidades) facultando a 
distintas autoridades a la investigadora para emitir la determinación correspondiente a su presentación, ya que 
es a ésta a quien compete pronunciarse sobre las mismas y de considerar que existen elementos suficientes 
emitir el informe de presunta responsabilidad. 

c) En el artículo 110 del Acuerdo General en materia disciplinaria, se prevé que surge responsabilidad 
administrativa como resultado de una resolución en conflictos de trabajo tramitados ante la Comisión 
Substanciadora, no obstante que en las legislaciones que jerárquicamente están por encima de los Acuerdos 
Generales del Consejo de la Judicatura Federal, no están previstas, lo que desde luego vulnera los principios 
de reserva de ley y subordinación jerárquica. 

d) El artículo 11, fracción I contempla el tipo administrativo de obstrucción de la justicia, sin que se esté de 
acuerdo con su formulación ya que varía el contenido de la norma prevista por el legislador en el artículo 64, 
fracción I, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, con lo cual a consideración de la suscrita 
se invaden facultades exclusivas del Congreso de la Unión, ya que con la modificación mencionada se 
formula de modo distinto un tipo administrativo, lo cual de ningún modo está amparado por el régimen de 
excepción que confiere la Constitución en su artículo 94 al Poder Judicial de la Federación, ya que éste opera 
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tanto en la investigación como en la sanción de las faltas administrativas, no así en la materia sustantiva como 
lo son los tipos administrativos, prescripción, etc; de manera que también se vulneran los principios de reserva 
de ley y subordinación jerárquica, ya que para modificar una disposición legal es necesario que provenga de 
la misma autoridad que la emitió y seguir el propio procedimiento que el previsto para su formulación. 

La Ley General de Responsabilidades Administrativas, en su artículo 13 establece que la suspensión 
como sanción podrá tener una duración máxima de noventa días, no obstante, en las modificaciones 
aprobadas al Acuerdo General de responsabilidades, de manera específica en el artículo 13 se fija como 
lapso máximo de suspensión un año, lo cual vulnera los principios de reserva de ley y subordinación 
jerárquica, en primer lugar, porque incide en la materia sustantiva del procedimiento a saber: las sanciones 
cuando el régimen de excepción previsto por el artículo 94 constitucional, se refiere al aspecto adjetivo de la 
investigación y sanción de las faltas administrativas; y en segundo lugar porque va más allá de la norma 
general que fija el marco de atribuciones en los procedimientos de responsabilidad administrativa. 

e) En el artículo 11 del propio Acuerdo, se establece una regla para la interrupción de la prescripción, esto 
es, la notificación del inicio de procedimiento; no obstante, no se especifica el destinatario de esa notificación, 
además, en la Ley General de Responsabilidades Administrativas en su artículo 74, párrafo tercero, dispone 
que lo será cuando se clasifique la conducta en términos de su artículo 100 (calificación de conducta en el 
informe de presunta responsabilidad administrativa), el cual desde luego se trata de un momento distinto y 
anterior a la admisión del informe de presunta responsabilidad e inicio del procedimiento. 

f) Los artículos 10, 11, 12, 13, 15, 16, 19, 138, 139, 145, 146 y 147 del Acuerdo de responsabilidades, se 
reitera el contenido de diversas disposiciones tanto de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
como de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, de modo que solamente procedía hacer 
remisión a su contenido por economía legislativa y para evitar variaciones que implicaran rebasar la norma 
legal. 

g) No se conviene con los términos de la supletoriedad contemplada en el artículo 194 del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de 
responsabilidades administrativas, situación patrimonial, control y rendición de cuentas, derivado de que 
presenta deficiencias en su formulación y en todo caso se considera que debe atenderse el artículo 118 de la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas, dadas las razones por las cuales el Código Federal de 
Procedimientos Civiles no resulta del todo, la norma idónea para garantizar el debido proceso. 

h) La normatividad autorizada por el Pleno se aparta de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación, en materia de protección a la mujer, ya que se obvió disposición sobre el tema. 

i) No es procedente la adopción del Formato Nacional para la Declaración Patrimonial y de Intereses, 
debido al vicio que afectó su aprobación ante el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, ya 
que el representante de este Consejo no externó ante ese Comité Coordinador, la postura institucional del 
Consejo de la Judicatura Federal. 

Además, de acuerdo con lo previsto en la Constitución General de la República, la Ley del Sistema 
Nacional Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal, tiene a su cargo el régimen disciplinario de sus 
miembros y goza de una autonomía técnica y de gestión para el adecuado ejercicio de sus funciones; 
asimismo, para los efectos de responsabilidades administrativas, por lo cual el formato que se aprobó por el 
Comité Coordinador es inaplicable a los servidores públicos a cargo del Consejo de la Judicatura Federal. 

En esas condiciones, considero que lo procedente era que este Pleno solamente reformara los Acuerdos 
Generales de mérito, en lo que se refiere estrictamente a las disposiciones modificadas de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, así como a la homologación mínima de la normativa a la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, ya que -se insiste- en los Acuerdos aprobados se advierten modificaciones adicionales que 
no se sujetan a esa temática. 

Por todas esas razones, es que respetuosamente me aparto de la decisión mayoritaria. 

Atentamente 

La Consejera de la Judicatura Federal, Magistrada Martha María del Carmen Hernández Álvarez.- 
Rúbrica. 

El Maestro Gonzalo Moctezuma Barragán Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, hace constar que esta página 37 (treinta y siete) corresponde a la última del voto particular 
formulado por la Consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez, contra el Acuerdo General del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones de diversos 
acuerdos generales, en relación con la reestructura organizacional en materia de responsabilidades 
administrativas, emitido en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. Conste. 
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VOTO Particular que formula la consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez, contra el Acuerdo 
Plenario que expide: el diverso Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, 
adiciona y deroga disposiciones de diversos acuerdos generales, en relación con la reestructura organizacional en 
materia de responsabilidades administrativas, en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA CONSEJERA MARTHA MARÍA DEL CARMEN HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, 

CONTRA EL ACUERDO PLENARIO QUE EXPIDE: EL DIVERSO ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE 

LA JUDICATURA FEDERAL QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DISPOSICIONES DE DIVERSOS ACUERDOS 

GENERALES, EN RELACIÓN CON LA REESTRUCTURA ORGANIZACIONAL EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS, EN SESIÓN DE VEINTIOCHO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIECIOCHO. 

Respetuosamente me permito disentir de la decisión mayoritaria, de acuerdo con las razones jurídicas 
siguientes. 

Se estima que en el particular se vulneraron diversas disposiciones de fuente internacional, como son los 
artículos 1o., 8.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en cuanto al deber de respetar 
los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, específicamente, la observancia de las garantías judiciales aplicables en el 
procedimiento disciplinario sancionador, como así se estableció por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá.1 

Asimismo, se advierte infracción de los artículos 1o., 14, 16, 17 y 133 de la Constitución General de la 
República, en torno a las obligaciones de garantizar los derechos de igualdad, defensa, debido proceso, 
imparcialidad y supremacía constitucional. 

Esto es así, ya que en el acuerdo aprobado se desconoció la evolución que ha tenido el principio de 
debido proceso en el país, no sólo a partir de la interpretación que en el ámbito jurisdiccional se ha venido 
dando a los invocados artículos 14 y 16, sino sobre todo por virtud de la reforma constitucional de 2011, que 
implantó un nuevo enfoque que comprende el deber de proteger, garantizar, respetar y promover los derechos 
humanos. 

Mismos que han motivado la exigencia de introducir en el procedimiento administrativo sancionador las 
reglas del proceso penal acusatorio cuya característica principal definitoria ha sido precisamente la separación 
de las funciones de investigación, substanciación y resolución con la finalidad de asegurar el cumplimiento 
pleno del principio de imparcialidad. 

  La Ley General de Responsabilidades Administrativas respondió en su contenido a esa necesidad 
imperante y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el legislador también exteriorizó ese 
propósito en los trabajos que motivaron la reforma de 18 de junio de este año. 

No obstante, en el pronunciamiento mayoritario se contempla el ejercicio de facultades de diversas áreas 
administrativas que intervienen en las diferentes fases de los procedimientos de investigación y disciplinario 
que se superponen a esa necesidad de asegurar la distribución de funciones y al principio de imparcialidad, 
entre otros aspectos que se destacan a continuación: 

Premisa de estudio 

El presente voto particular, parte de las normas y supuestos tanto de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas como de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en atención a los principios de 
supremacía constitucional, jerarquía normativa y reserva de ley, rectores de un ejercicio de redacción de 
Acuerdos Generales por parte de este Consejo, a fin de ajustarlos a lo que el Congreso de la Unión estableció 
como marco regulatorio en temas de procedimiento administrativo sancionador, de conformidad con el artículo 
133 de la Constitución General de la República. 

Lo anterior, con independencia de que exista norma especial en la Ley Orgánica, ya que los Acuerdos 
Generales también pueden infringir disposiciones en la materia previstas en distintas normas jerárquicamente 
superiores, como es precisamente la Ley General, máxime cuando existe remisión a sus previsiones en la 
norma especial en comento. 

                                                 
1 129. La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor jurídicamente protegido, se debe garantizar en todo 
proceso disciplinario, y los Estados no pueden sustraerse de esta obligación argumentando que no se aplican las debidas garantías del 
artículo 8 de la Convención Americana en el caso de sanciones disciplinarias y no penales. Permitirle a los Estados dicha interpretación 
equivaldría a dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona a un debido proceso. 
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Sobre el tema existe pronunciamiento específico por parte de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al redactar la tesis 2ª. I/2015 (10ª), consultable en la página 1770 de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, Materia Constitucional, Décima 
Época, registro 2008434: 

“PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. SE VULNERA CUANDO UN REGLAMENTO 
CONTRARÍA UNA LEY DISTINTA A LA QUE DESARROLLA, COMPLEMENTA O DETALLA, PERO CON 
LA CUAL GUARDA VINCULACIÓN. La importancia de los reglamentos radica en que posibilitan proveer en 
la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes, donde el principio de legalidad preceptúa que no 
puede existir un reglamento independiente en el ordenamiento jurídico, al ser necesaria una ley previa; así, en 
atención a dicho principio, los reglamentos no pueden contener cuestiones que son exclusivas de la ley, 
cobrando relevancia el concepto de reserva de la ley. Ahora bien, el principio de subordinación jerárquica al 
que se encuentra sujeta la facultad reglamentaria, consiste en la exigencia de que al reglamento lo preceda 
necesariamente una ley cuyas disposiciones desarrolle, complemente, o detalle y en las que encuentra su 
justificación y medida. Sin embargo puede darse el caso en que un reglamento viole una ley distinta de las 
que reglamenta en forma específica y con ello puede infringir el principio en comento; de ahí que para hacer 
valer su inconstitucionalidad, debe argumentarse que excede el alcance de la Ley, y para ello puede partirse 
de aquella que el reglamento desarrolla complementa o detalla, o bien, de aquella otra con la que tenga 
vinculación por la materia regulada”. 

A). Análisis General. 

Como ejes fundamentales de lo observado por la suscrita Consejera al analizar las porciones normativas 
emitidas por el Pleno, se advierte lo siguiente: 

A.1. Algunas de ellas son contrarias al nuevo modelo adoptado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación en las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de junio de 2018, en 
cuanto al régimen de responsabilidades administrativas; y, 

A.2. Otras más no se sujetan a los principios de reserva de ley y subordinación jerárquica. 

No obstante, antes de precisar en forma pormenorizada las disposiciones que presentan los vicios 
destacados, es necesario mencionar en qué consisten ambas premisas (nuevo paradigma y principios de 
reserva de ley y subordinación jerárquica) cuya atención es indispensable para ajustar las disposiciones 
internas al marco legal rector de la materia que pretende regularse. 

A.1. Nuevo paradigma en el régimen disciplinario de los servidores públicos. 

Efectivamente, en cuanto al primer aspecto, es necesario destacar que la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, en las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación de 18 de junio de 2018, 
adoptó un nuevo paradigma, en cuanto al régimen de responsabilidades administrativas, que tiene su base en 
una estructura fundamental regida por los siguientes principios: 

A.1.1. Complementariedad con la Ley General de Responsabilidades Administrativas, como cuerpo 
normativo que contempla los aspectos sustantivos del procedimiento de responsabilidad administrativa. 

A.1.2. Separación de funciones y órganos intervinientes en las diferentes fases de investigación, 
sustanciación y sanción, a efecto de garantizar la imparcialidad en el trámite y decisión de cada procedimiento 
disciplinario. 

A.1.3. Destacadamente permean en las diversas fases del procedimiento disciplinario los principios de 
presunción de inocencia, objetividad, imparcialidad, onus probandi a cargo de la investigadora, defensa y 
respeto a los derechos humanos (previstos en los artículos 102 bis y 134 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación). 

Lo expuesto encuentra sustento en la exposición de motivos de la reforma aludida, que en lo conducente 
precisa lo siguiente: 

“En el caso particular del Consejo de la Judicatura Federal, se aprecia en el artículo 94 constitucional, que 
sus atribuciones son la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación. No obstante, 
la referida Ley Orgánica regula los aspectos administrativo y disciplinario, sin delimitar o precisar el ejercicio 
de la facultad de vigilancia, elemento de la mayor trascendencia en el nuevo paradigma nacional del combate 
a la corrupción. 

Actualmente, la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tramita la investigación iniciada en contra de 
magistrados de Circuito, jueces de Distrito, servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales y Director 
General del Instituto Federal de la Defensoría Pública; para posteriormente proponer el dictamen en el que se 
determina el trámite por dicha unidad administrativa. Esta multiplicidad de funciones concentradas en un 
único órgano, contravendría el nuevo modelo que se previó para la resolución de los procedimientos 
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de responsabilidad administrativa en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 
particularmente en lo dispuesto por el artículo 115, donde se prevé que ‘[l]a autoridad a quien se 
encomiende la substanciación y en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad 
administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación’, y que para tal 
efecto debe contar ‘con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones’. 

Si bien, como se detalló anteriormente, el Poder Judicial de la Federación goza de autonomía en su 
reglamentación interna, por disposición directa de la Constitución y de la legislación de la materia, lo cierto es 
que la adopción del nuevo paradigma de la responsabilidad pública en nuestro país, la inminente 
entrada en vigor de la reforma que lo materializó, exigen una homologación mínima de los estándares 
bajo los cuales se desarrollarán los procedimientos y, en el caso concreto, impone la separación e 
independencia de las funciones investigadora y substanciadora en los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 

En consecuencia, la propuesta que se somete a consideración de esta soberanía, pretende especializar 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los órganos del Consejo de la Judicatura Federal en 
materia de responsabilidades administrativas, con el objetivo de diferenciar la citada función substanciadora 
de los procedimientos disciplinarios, de la investigadora. Esta diferenciación de funciones, atiende a un 
sistema de corte garantista, similar al sistema penal acusatorio, con el que se respeta la garantía del debido 
proceso, delimitando en cada etapa al órgano encargado de su tramitación. Con ello se fortalecerá a la 
Secretaría Ejecutiva de Disciplina, la Visitaduría Judicial, así como a la Judicatura en su conjunto”. 

Como puede apreciarse, a pesar del régimen de excepción de que goza el Poder Judicial de la 
Federación, en materia de investigación y sanción disciplinarias por disposición de la Constitución Federal, fue 
propósito del legislador, homologar los estándares del procedimiento previsto en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas al Poder Judicial de la Federación, con especial énfasis en la separación e 
independencia de los órganos y funciones de investigación y substanciación. 

De ahí que resulten aplicables las consideraciones emitidas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 120/2002, en sesión de trece de febrero de dos mil 
siete, acerca del principio de “supremacía constitucional”: 

“Inclusive, como hecho revelador de que por su naturaleza, las leyes generales previstas en la 
Constitución, no se encuentran en la misma situación que las leyes federales y que, por ende, son 
jerárquicamente superiores a éstas y a las leyes locales, debe tomarse en cuenta que el Pleno de este Alto 
Tribunal ha reconocido que la validez de las leyes locales sí se encuentra sujeta a lo previsto en una ley 
general e incluso que si aquéllas no se apegan a lo previsto en este tipo de leyes, resultarán 
inconstitucionales…” 

“Consecuentemente, si la Constitución General de la República, junto con las leyes generales y los 
tratados internacionales forman parte del orden jurídico nacional, es incuestionable que estos últimos se 
ubican en un plano jerárquicamente superior en relación con las leyes federales y las leyes locales” 

Con base en ello, las disposiciones que se prevean en los Acuerdos Generales que emita este Consejo, 
deben atender a esa estructura homologada en lo que se refiere al régimen disciplinario de los servidores 
públicos. 

A.2. Principios de reserva de ley y el de subordinación jerárquica. 

El primero de ellos tiene por objeto evitar que la disposición reglamentaria (en este caso Acuerdo General) 
aborde novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la 
Unión o, dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato 
constitucional regular. El segundo, consiste en la exigencia de que la disposición esté precedida de una ley, 
cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y medida. Así, la 
facultad de emitir Acuerdos Generales por parte del Consejo de la Judicatura Federal, tiene como principal 
objeto un mejor proveer, pero siempre con base en las leyes reglamentadas. 

En efecto, las facultades para expedir disposiciones generales como lo son los Acuerdos Generales de 
este Consejo, se limitan a la esfera de atribuciones conferidas para su buen funcionamiento, pues la norma 
secundaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, siendo 
precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse los Acuerdos Generales que provean a la exacta 
observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del “qué”, “quién”, 
“dónde” y “cuándo” de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al Acuerdo General competerá, 
por consecuencia, el “cómo” de esos mismos supuestos jurídicos. 
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En tal virtud, si el Acuerdo General sólo funciona en la zona del “cómo”, sus disposiciones podrán referirse 
a las otras preguntas (“qué”, “quién”, “dónde” y “cuándo”), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley; 
es decir, el Acuerdo en todo caso desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por 
tanto, no puede ir más allá, ni extenderla a supuestos distintos, menos contradecirla, sino que sólo debe 
concretarse a indicar los medios para cumplirlo y, además, cuando existe reserva de ley no podrá abordar los 
aspectos materia de tal disposición. 

Son ilustrativas por las razones que las informan, las tesis de jurisprudencia P./J. 79/2009 y P./J. 30/2007, 
ambas del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en las páginas 1067 y 1515, del 
Semanario Judicial de la Federación, Tomos XXX, agosto de 2009 y XXV, mayo de 2007, Materia 
Constitucional, Novena Época, registros 166655 y 172521, respectivamente: 

“FACULTAD REGLAMENTARIA DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL. SUS PRINCIPIOS Y 
LIMITACIONES. La Suprema Corte ha sostenido reiteradamente que el artículo 89, fracción I, de la 
Constitución Federal establece la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal, la que se refiere a la 
posibilidad de que dicho poder provea en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes; es 
decir, el Poder Ejecutivo Federal está autorizado para expedir las previsiones reglamentarias necesarias para 
la ejecución de las leyes emanadas por el órgano legislativo. Estas disposiciones reglamentarias, aunque 
desde el punto de vista material son similares a los actos legislativos expedidos por el Congreso de la Unión 
en cuanto que son generales, abstractas e impersonales y de observancia obligatoria, se distinguen de las 
mismas básicamente por dos razones: la primera, porque provienen de un órgano distinto e independiente del 
Poder Legislativo, como es el Poder Ejecutivo; la segunda, porque son, por definición constitucional, normas 
subordinadas a las disposiciones legales que reglamentan y no son leyes, sino actos administrativos 
generales cuyos alcances se encuentran acotados por la misma Ley. Asimismo, se ha señalado que la 
facultad reglamentaria del Presidente de la República se encuentra sujeta a un principio fundamental: el 
principio de legalidad, del cual derivan, según los precedentes, dos principios subordinados: el de reserva de 
ley y el de subordinación jerárquica a la misma. El primero de ellos evita que el reglamento aborde 
novedosamente materias reservadas en forma exclusiva a las leyes emanadas del Congreso de la Unión o, 
dicho de otro modo, prohíbe a la ley la delegación del contenido de la materia que tiene por mandato 
constitucional regular. El segundo principio consiste en la exigencia de que el reglamento esté precedido de 
una ley, cuyas disposiciones desarrolle, complemente o detalle y en los que encuentre su justificación y 
medida. Así, la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo Federal tiene como principal objeto un mejor 
proveer en la esfera administrativa, pero siempre con base en las leyes reglamentadas. Por ende, en el orden 
federal el Congreso de la Unión tiene facultades legislativas, abstractas, amplias, impersonales e irrestrictas 
consignadas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para expedir leyes en las diversas 
materias que ésta consigna; por tanto, en tales materias es dicho órgano legislativo el que debe materialmente 
realizar la normatividad correspondiente, y aunque no puede desconocerse la facultad normativa del 
Presidente de la República, dado que esta atribución del titular del Ejecutivo se encuentra también 
expresamente reconocida en la Constitución, dicha facultad del Ejecutivo se encuentra limitada a los 
ordenamientos legales que desarrolla o pormenoriza y que son emitidos por el órgano legislativo en cita”; y, 

“FACULTAD REGLAMENTARIA. SUS LÍMITES. La facultad reglamentaria está limitada por los principios 
de reserva de ley y de subordinación jerárquica. El primero se presenta cuando una norma constitucional 
reserva expresamente a la ley la regulación de una determinada materia, por lo que excluye la posibilidad de 
que los aspectos de esa reserva sean regulados por disposiciones de naturaleza distinta a la ley, esto es, por 
un lado, el legislador ordinario ha de establecer por sí mismo la regulación de la materia determinada y, por el 
otro, la materia reservada no puede regularse por otras normas secundarias, en especial el reglamento. El 
segundo principio, el de jerarquía normativa, consiste en que el ejercicio de la facultad reglamentaria no puede 
modificar o alterar el contenido de una ley, es decir, los reglamentos tienen como límite natural los alcances 
de las disposiciones que dan cuerpo y materia a la ley que reglamentan, detallando sus hipótesis y supuestos 
normativos de aplicación, sin que pueda contener mayores posibilidades o imponga distintas limitantes a las 
de la propia ley que va a reglamentar. Así, el ejercicio de la facultad reglamentaria debe realizarse única y 
exclusivamente dentro de la esfera de atribuciones propias del órgano facultado, pues la norma 
reglamentaria se emite por facultades explícitas o implícitas previstas en la ley o que de ella derivan, 
siendo precisamente esa zona donde pueden y deben expedirse reglamentos que provean a la exacta 
observancia de aquélla, por lo que al ser competencia exclusiva de la ley la determinación del qué, 
quién, dónde y cuándo de una situación jurídica general, hipotética y abstracta, al reglamento de 
ejecución competerá, por consecuencia, el cómo de esos mismos supuestos jurídicos. En tal virtud, si 
el reglamento sólo funciona en la zona del cómo, sus disposiciones podrán referirse a las otras 
preguntas (qué, quién, dónde y cuándo), siempre que éstas ya estén contestadas por la ley; es decir, 
el reglamento desenvuelve la obligatoriedad de un principio ya definido por la ley y, por tanto, no 
puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni mucho menos contradecirla, sino que 
sólo debe concretarse a indicar los medios para cumplirla y, además, cuando existe reserva de ley no 
podrá abordar los aspectos materia de tal disposición. 
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B). Análisis Particular. 

Ahora, de manera enunciativa, se citan las disposiciones que por un lado, se apartan de los principios que 
sustentan el presente voto particular y, por otro, afectan a otras que derivan directa o indirectamente de ellas, 
en los siguientes tópicos: 

B.1. Competencia para intervenir en temas vinculados con faltas administrativas. 

B.1.1. Determinación de inicio de investigación. 

En las modificaciones aprobadas se prevén facultades del Presidente del Consejo (artículos 18, fracciones 
XV y XV bis y, 114 Ter, fracción I), así como de la Comisión de Vigilancia (artículos 45, 46, fracción VIII ter y 
114 Ter, fracción I) para ordenar el inicio de la investigación. 

Al respecto, ambas disposiciones son contrarias al artículo 102 bis 1, fracción I, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y, por ende, vulneran los principios de supremacía constitucional, reserva de 
ley y subordinación jerárquica, debido a que de su redacción deriva implícitamente que si la Unidad General 
de Responsabilidades Administrativas, es la encargada de llevar a cabo la investigación, resulta lógico que a 
esa Unidad también le esté encomendada la potestad de proveer si desecha las quejas o denuncias, ordenar 
el inicio de la investigación correspondiente o determinar lo necesario para su trámite. 

Ello es consecuencia del hecho de que la mencionada Unidad carece de una dependencia orgánica y 
estructural con las otras áreas administrativas del Consejo al ser un órgano auxiliar, por lo cual su actividad 
esencial (investigación de faltas administrativas) no puede quedar supeditada a la determinación de alguna 
otra entidad. 

Este aserto también encuentra soporte en lo establecido por el artículo 92 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, en la medida en que dispone que ante la investigadora las denuncias 
deben presentarse para su trámite correspondiente y no ante una autoridad distinta; lógicamente, es la 
investigadora quien debe emitir la determinación que recae a su presentación. 

Por ello, la redacción de los artículos invocados, se aparta de lo que la Ley General prevé. 

No es obstáculo que el artículo 81, párrafo primero, fracción XXXVI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, faculte al Consejo de la Judicatura Federal, para investigar conductas sancionables, ya que 
tal precepto se sujeta, en este caso, a  interpretación a la luz del artículo 1º Constitucional, en relación con el 
principio de que la ley posterior deroga a la anterior, de modo que el Consejo de la Judicatura Federal a que 
se refiere tal fracción, se entiende referido a su órgano auxiliar denominado Unidad General de Investigación 
de Responsabilidades Administrativas. 

B.1.2. Encargada de la investigación 

En los artículos 2, fracción XV y 86, fracción I Bis de las reformas aprobadas, se contempla la facultad de 
la Secretaría Ejecutiva de Disciplina para investigar, por instrucción de la Comisión de Vigilancia, lo cual es 
abiertamente contrario al artículo 102 bis 1, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
debido a que la Unidad General de Responsabilidades Administrativas, es la única facultada para llevar a 
cabo la investigación; en tanto que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina es la substanciadora por disposición 
expresa del artículo 86, último párrafo, de la citada Ley, por lo cual es evidente la transgresión de los 
principios de reserva de ley y subordinación jerárquica, ya que la disposición que se propone regula de 
manera distinta lo dispuesto por el legislador. 

De esta forma, queda de manifiesto la violación a los principios de reserva de ley y subordinación 
jerárquica, ya que como se analizó, las disposiciones del Acuerdo General no pueden regular de manera 
distinta un tema abordado en la Ley y si en el caso Ley Orgánica se definió el órgano encargado de la 
investigación de las responsabilidades administrativas a saber: la Unidad Genera de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas y las disposiciones propuestas no hacen extensiva esa facultad a otra área 
del Consejo resulta evidente la trasgresión a los invocados principios. 

Tal postura también se fortalece del contenido del artículo 86, último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, al establecer que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tendrá a su cargo la 
substanciación del procedimiento,2 sin que se haga referencia que puede fungir como investigadora, lo cual 
resulta lógico, porque en la propia motivación de la reforma se hizo patente la necesidad de que existiera una 
separación de funciones de investigar y substanciar. 

                                                 
2 El secretario ejecutivo de Disciplina fungirá como autoridad substanciadora en los procedimientos disciplinarios en contra de servidores 

públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, a fin de lograr un ejercicio responsable, profesional e 
independiente en la función jurisdiccional, así como evitar actos que la demeriten. 
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Finalmente, es conveniente destacar que no resulta factible encomendar la investigación a una área 
diversa, debido a que en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el legislador incluyó dentro de la 
estructura para atender los asuntos vinculados con el régimen disciplinario, un órgano especializado 
encargado de la investigación; incluso, del análisis del artículo 102 bis 1, en sus diversas fracciones, se 
observa la descripción minuciosa de sus facultades para  investigar, recolectar y desahogar indicios y medios 
de prueba; dictar medidas a fin de preservar de indicios; inspección de órganos jurisdiccionales a través de 
quejas y datos que proporcione Visitaduría Judicial; disponer de medidas de apremio; y solicitud de medidas 
cautelares; de hecho, su denominación evidencia la firme intención de que concentrara esa actividad 
fundamental (Unidad General de Investigación de Responsabilidades Administrativas), por lo cual, asignar esa 
facultad a otras áreas del Consejo resulta contrario al diseño estructural definido por el legislador. 

Y si bien es verdad que en la disposición de la Ley Orgánica invocada se hace referencia a la 
investigación de faltas de los servidores públicos adscritos a los órganos jurisdiccionales sin hacer referencia 
a los adscritos a las áreas administrativas, también es verdad que por su competencia y especialización no 
resultaría conveniente encomendar a una diversa área tal actividad. 

B.1.3. Informe de presunta responsabilidad 

En el artículo 86, fracción I Bis de las reformas aprobadas, también se contempla la facultad de la 
Secretaría Ejecutiva de Disciplina para emitir el informe de presunta responsabilidad administrativa, ya que en 
términos de esa disposición puede ejercer todas las atribuciones de la Unidad General de Investigación de 
Responsabilidades Administrativas, no obstante, ello contraría lo previsto en el artículo 102 bis 1, fracción I, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y que esa facultad se confirió en exclusiva a la Unidad 
General de Investigación, sin estar en aptitud legal de emitir una disposición que haga extensiva esa facultad 
a la mencionada Secretaría. 

Lo anterior, también vulnera los principios de subordinación jerárquica y reserva de ley, porque además de 
rebasar el contenido literal de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, altera el régimen de 
distribución de competencias adoptadas por el legislador. 

B.1.4. Auto inicial del procedimiento disciplinario 

De conformidad con el artículo 44, fracción I el Pleno, la Comisión de Disciplina o la Contraloría, serán los 
encargados de emitir el proveído en el que se decrete el inicio del procedimiento de responsabilidad 
administrativa, cuando adviertan que existen pruebas suficientes para establecer la existencia de la falta 
administrativa y presumir la responsabilidad del servidor público o del particular cuando la falta los vincule a 
las funciones propias del Poder Judicial de la Federación. 

Lo cual no se comparte por tres razones, a saber: 

B.1.4.1. La primera, consiste en que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en su artículo 
86, último párrafo, establece que la Secretaría Ejecutiva de Disciplina tendrá a su cargo la substanciación del 
procedimiento, por lo cual a ella le corresponde emitir el pronunciamiento de inicio de procedimiento sin 
intervención de ninguna otra área administrativa u órgano del Consejo. 

Esto guarda congruencia con lo que establece el artículo 112 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, en el sentido de que el procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando la 
autoridad substanciadora, en el ámbito de su competencia, admita el Informe de Presunta Responsabilidad 
Administrativa. 

B.1.4.2. La segunda razón se vincula con el hecho de que a consideración de la suscrita Consejera, para 
decretar el inicio del procedimiento no es necesario realizar un análisis ponderado de las pruebas existentes 
para determinar si son suficientes para establecer la existencia de una falta administrativa y la probable 
responsabilidad del involucrado, ya que esto es un resabio de lo que acontecía anteriormente; por el contrario, 
bajo el nuevo esquema la investigadora es quien tiene la carga de la prueba y, por tanto, debió haber 
aportado prueba suficiente, ya que la substanciadora tan solo debe verificar que se cumpla con los requisitos 
de admisibilidad previstos en el artículo 194 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, como 
así lo dispone el diverso 208, fracción I de esa ley, el cual a la letra establece: 

“Artículo 208. En los asuntos relacionados con Faltas administrativas no graves, se deberá proceder en 
los términos siguientes: 

I. La Autoridad investigadora deberá presentar ante la Autoridad substanciadora el Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los tres días siguientes se pronunciará sobre su admisión, 
pudiendo prevenir a la Autoridad investigadora para que subsane las omisiones que advierta, o que aclare los 
hechos narrados en el informe;” 
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B.1.4.3. Por último, se estima improcedente que el Pleno o la Comisión de Disciplina deban emitir algún 
pronunciamiento vinculado con los hechos materia del procedimiento, ni con la suficiencia probatoria, para 
determinar lo relativo al inicio del procedimiento, debido a que conforme al nuevo paradigma legal, en 
términos del artículo 134, párrafo primero, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en el 
procedimiento imperan los principios de onus probandi a cargo de la investigadora, presunción de inocencia, 
verdad material, objetividad e imparcialidad, los cuales implican que la resolutora (Pleno o Comisión de 
Disciplina) no puede conocer de los hechos ni de los elementos de prueba existentes en alguna etapa previa a 
la resolución, ya que de lo contario, podría comprometerse el criterio del Pleno o la Comisión, sin conocer las 
pruebas que se rendirían en la secuela procesal, lo que implica un designio previo, en detrimento del principio 
de imparcialidad tutelado en el artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución General de la República. 

Así, la porción analizada no cumple con el criterio de homologación mínima del nuevo paradigma, ya que 
el diseño del nuevo procedimiento conlleva una separación de funciones y áreas encargadas que la propuesta 
desatiende. 

Conclusiones: 

La suscrita Consejera estima que los Acuerdos Generales aprobados vulneran los artículos 1, 8.1 y 8.2 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos, así como los artículos 1, 16 y 133, de la Constitución 
Federal. 

Ya que en el particular se desconoció la evolución que ha tenido el principio de debido proceso en el país, 
sobre todo a partir de la reforma constitucional de 2011, que implantó un nuevo enfoque que comprende el 
deber de proteger, garantizar, respetar y promover los derechos humanos, mismo que motivó la exigencia de 
introducir en el procedimiento administrativo sancionador las reglas del proceso penal acusatorio cuya 
característica principal definitoria ha sido precisamente la separación de las funciones de investigación, 
substanciación y resolución con la finalidad de asegurar el cumplimiento pleno del principio de imparcialidad. 

En el Acuerdo General de responsabilidades administrativas se contempla el ejercicio de facultades de 
diversas áreas administrativas que intervienen en las diferentes fases de los procedimientos de investigación y 
disciplinario que se superponen a esa necesidad de asegurar la distribución de funciones y al principio de 
imparcialidad, entre otros aspectos que se destacan a continuación: 

a) Derivado de que la suscrita Consejera estima que quien debe ordenar la investigación es la autoridad 
investigadora y no el Presidente de este Consejo, el Pleno ni la Comisión de Vigilancia; que la investigación es 
competencia exclusiva de la Unidad General de Investigación y no puede realizarla en ningún caso la 
Secretaría Ejecutiva de Disciplina; que el otorgamiento de las medidas cautelares ha de regularse conforme a 
las Leyes General y Orgánica aplicables y, finalmente, que ésta es quien debe decretar el inicio del 
procedimiento de responsabilidad administrativa no así el Pleno o la Comisión de Disciplina, no se comparte la 
expedición de los artículos 2, fracción XV, 18, fracciones XV y XV bis, 44, fracción I, 45,  46, fracción VIII ter, 
86, fracción I Bis y 114 Ter, fracción I del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que reforma, adiciona y deroga disposiciones de diversos acuerdos generales, en relación con la estructura 
organizacional en materia de responsabilidades administrativas. 

No es obstáculo que el artículo 81, párrafo primero, fracción XXXVI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, faculte al Consejo de la Judicatura Federal, para investigar conductas sancionables, ya que 
tal precepto se sujeta, en este caso, a  interpretación a la luz del artículo 1º Constitucional, en relación con el 
principio de que la ley posterior deroga a la anterior, de modo que el Consejo de la Judicatura Federal a que 
se refiere tal fracción, se entiende referido a su órgano auxiliar denominado Unidad General de Investigación 
de Responsabilidades Administrativas. 

Lo anterior, porque el nuevo paradigma que se adopta por disposición legal implica separación de 
funciones y áreas encargadas de cada una de las actividades en el procedimiento a fin de garantizar los 
principios rectores que destacadamente permean en las diversas fases del procedimiento disciplinario 
consistentes en la presunción de inocencia, objetividad, imparcialidad, onus probandi a cargo de la 
investigadora, defensa y respeto a los derechos humanos. 

Por todas esas razones, es que respetuosamente me aparto de la decisión mayoritaria. 

Atentamente 

La Consejera de la Judicatura Federal, Magistrada Martha María del Carmen Hernández Álvarez.- 
Rúbrica. 

El Maestro Gonzalo Moctezuma Barragán Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, hace constar que esta página 17 (diecisiete) corresponde a la última del voto particular formulado 
por la Consejera Martha María del Carmen Hernández Álvarez, contra el Acuerdo General del Pleno del 
Consejo dela Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones de diversos acuerdos 
generales, en relación con la reestructura organizacional en materia de responsabilidades administrativas, 
emitido en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho. Conste. 
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